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PREFACIO 


El propósito de este trabajo es explorar un aspecto de las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado en el México colonial que no ha sido muy es- 
tudiado: el ejercicio del control real sobre el comportamiento y las ac- 
tividades del clero, función considerada por la Corona española tan vital 
para los intereses del Estado como la otra cuestión, más estudiada, del 
control real sobre la administración de la Iglesia. Me he concentrado en 
las últimas décadas del dominio español por ser éste un periodo de cri- 
sis en las relaciones entre Iglesia y Estado, periodo que marca la transi- 
ción de la interdependencia e identificación de intereses de la era de los 
Habsburgo al abierto antagonismo que ha sido característica tan mar- 
cada de la historia mexicana desde la Independencia. En gran medida, 
lo que provocó y sustentó esta crisis fue un conflicto básico entre la ne- 
cesidad del Estado de ejercer autoridad sobre un clero poderoso e 
influyente y la pretensión de este último de no acatarla. Al seguir paso a 
paso su desarrollo, he intentado esclarecer un poco el papel social, 
político y económico del clero en el México colonial, así como analizar 
el origen y las consecuencias de la decisión de la Corona española de 
poner freno al poder y al privilegio eclesiásticos después de promoverlo 
durante siglos. 

Este estudio se basa principalmente en fuentes primarias de los ar- 
chivos y bibliotecas de España, México e Inglaterra. La mayor parte del 
material manuscrito importante proviene del Archivo General de Indias, 
de Sevilla, especialmente los expedientes y correspondencia en torno a 
las disputas jurisdiccionales en las secciones Audiencia de Guadalaja- 
ra y Audiencia de México. El material acerca de la formación de la 
política eclesiástica de Carlos II, así como las actas judiciales y otros 
registros coloniales se encuentran en el Archivo Histórico Nacional de 
Madrid, mientras que en el Archivo General de la Nación, de México, se 
localiza el material indispensable para el periodo de Independencia 
(1808-1821), cuando se alteró considerablemente el flujo de documen- 
tos de la colonia a España. Las colecciones más pequeñas pero más 
selectivas en España, como la Biblioteca del Palacio, la sección de ma- 
nuscritos de la Biblioteca Nacional y la Real Academia de la Historia, 
contienen documentos inapreciables, con frecuencia piezas claves que 
faltan en los expedientes de los archivos generales. Las fuentes impresas, 
muchas de ellas extremadamente raras (por ejemplo, panfletos, gacetas 
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y los trabajos de canonistas y regalistas españoles menos conocidos) se 
consultaron en el Museo Británico, la Biblioteca Nacional de Madrid y 
la de México, las bibliotecas de las universidades de Madrid y Sevilla y la 
Colección Graíño del Instituto de Cultura Hispánica de Madrid. 

Deseo expresar mi gratitud a todos aquellos que me apoyaron para 
realizar esta investigación: a los directores y personal de las bibliotecas 
y archivos antes mencionados, así como a los de la Escuela de Estudios 
Hispanoamericanos, la Biblioteca Pública de Toledo y el Archivo Dioce- 
sano de Toledo; al director y al personal de la Comisión de Intercambio 
Cultural de Madrid; doctor Antonio Muro Orejón; doctor Guillermo 
Céspedes del Castillo; señor Leandro Tormo, señor Masae Sugawara, fray 
Ernest J. Burrus, S. J., fray Norman F. Martin, S. J., doctor J. F. Cummins, 
licenciado Ernesto de la Torre Villar, señora Ángeles Flores Moscoso, 
señor Antonio Muñiz, y doctora Nettie Lee Benson, quienes me propor- 
cionaron información bibliográfica y de archivo. Estoy muy agradecida 
con Manuel Giménez Fernández, que generosamente dedicó su tiempo 
y conocimiento para guiarme por los laberintos del derecho canónico, 
la historia eclesiástica y sus fuentes principales, y al profesor R. A. 
Humphreys y el doctor John Lynch, quienes supervisaron paciente- 
mente la escritura de este libro, que al principio fue una tesis de docto- 
rado para la Universidad de Londres. La Comisión Fullbright para el 
Intercambio Cultural entre los Estados Unidos y España, la Asociación 
Americana de la Fundación Educativa de Mujeres Universitarias y el 
Fondo Central para la Investigación de la Universidad de Londres otor- 
garon los fondos que me permitieron realizar la mayor parte de la inves- 
tigación. Finalmente deseo agradecer a mi esposo su constante apoyo 
durante todo el tiempo que duró la elaboración de este libro. 


N. M. F. 
Kingston, Jamaica, abril de 1966 
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INTRODUCCIÓN 


Las relaciones entre la Iglesia y el Estado en México en los años que 
siguieron a la Independencia oscilaron entre la colaboración más cer- 
cana y una persecución religiosa de las más intensas que haya conocido 
algún país católico. Ambos extremos, así como el paradójico compro- 
miso actual que da a la Iglesia católica la posibilidad de prosperar dentro 
del marco de una constitución decididamente anticlerical, son heren- 
cia del dominio colonial español. Durante los tres siglos de ese dominio el 
poder y la influencia de la Iglesia, profundamente arraigados en la vida 
española, pasaron a México, donde se acentuaron gracias al clima propi- 
cio de la sociedad mexicana. En México el clero representaba tanto la 
autoridad temporal de la Corona española € como la aútoridad espiritual 
de la deidad cristiana ante una población conquistada que heredó una 
tradición profundamente reverencial hacía la clase sacerdotal del pasado 
precolombino y que permaneció en estado de tutelaje mientras duró la 
época colonial.! Por ende, fue más fuerte aún la influencia que ejerció el 
clero sobre los pensamientos y las acciones de los fieles en la colonia 
que en España, a pesar de que el número de eclesiásticos en proporción 
con la población peninsular total superaba por mucho a] de México 
incluso al final de la época colonial.? 

La Iglesia llegó upar esta posición dominante con la aprobación y 
el apoyo de la Corona. Guiados por una sincera convicción 1 religiosa 
y por sagaces cálculos de interés personal los reyes oleo 
apoyaron el trabajo misionero del clero, gracias al cual se extendieron 
plearon eclesiásticos como agentes reales para Póñer coto a los atropellos 
oa la independencia excesiva de los primeros colonizadores y funtíona- 


l Véase Recopilación de leyes de Indias (1681), Libro 6, que establece el estatuto del 
indígena como pupilo del Estado que merece protección especial. Se habla de su estatuto 
religioso como neófito en el Cuarto Concilio Provincial Mexicano (1771), Libro 1, título 1, 
canon 4; Libro 3, título 3, cánones 2-4 y 7, publicado en J. Tejada y Ramiro, ed., Colección 
de Cánones y de todos los concilios de la Iglesia de España y América (6 vols., Madrid, 1849- 
1862), vi, Parte l, pp. 177-313. 

2 Todo el clero mexicano, incluyendo a los sacerdotes regulares y seculares, monjas 
y dependientes, representaba sólo el 0.24 por ciento de la población, según F. Navarro y 
Noriega, Memoria sobre la población del reino de Nueva España (México, 1820), apéndice 
“Estado de la población ...1810”; mientras que en España la cifra era de 1.5 por ciento en 
18300, según J. Vincens Vives, ed., Historia social y económica de España y América (5 vols., 
Barcelona, 1957-1959), rv, p. 80. 
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rios,3 Las autoridades seculares tenían la orden de “que los honréis y 
tratéis al clero como es razón y conviene para que ellos tengan autori- 
dad y crédito”,* y el cumplimiento de este mandato era uno de los pun- 
tos que se debían investigar en los juicios de residencia o inquisiciones 
en torno a la conducta de un funcionario en el poder, ya fuera éste un 
gobernador, oidor o virrey.5 

_La enorme influencia del clero en las vidas de los mexicanos colonia- 
les tenía un origen religioso y social más que político. Las vidas dela gran 
mayoría de la gente, especialmente de los pobres urbanos y rurales, 
giraban alrededor de la Iglesia, porque habitualmente los festejos re- 
ligiosos eran el único descanso en la existencia monótona de las masas, 
y las cofradías parroquiales su única organización social. La Iglesia tenía 
el monopolio virtual sobre la educación y la beneficencia: las órdenes reli- 
giosas administraban la mayoría de los orfelinatos, hospitales y escuelas; 
los colegios universitarios se componían en su mayor parte de eclesiásti- 
cos y el catecismo era la única instrucción que recibían comúnmente las 
clases bajas. La notable piedad de los mexicanos y su casi supersticiosa 
veneración del sacerdocio,f extrema en el caso de los indígenas (pero que 
de ninguna manera se limitaba a ellos), permitía al clero guiar sus actos y 
moldear sus ideas por medio de la intervención directa en sus vidas 
diarias, así como desde el púlpito, el confesionario y el aula. | 

La intensidad de la influencia clerical variaba, pero era mayor en las 
áreas rurales, donde el sacerdote párroco o doctrinero era usualmente 
el único español además del magistrado real local ("no hay más casta 
blanca que la del cura y la del justicia”),? que a menudo no conocía las 
lenguas indígenas y cuya autoridad podía poner en entredicho un ecle- 
siástico con amenazas de excomunión, entre otras medidas. El clero regu- 
lar, que impresionaba a la gente con su gran dedicación y vidas ejem- 
plares,3 generalmente gozaba de mayor aceptación que los sacerdotes 


3 El antecedente lo estableció el nombramiento de Fr. Bernardo Boil como represen- 
tante de los intereses de la Corona en la recién descubierta Hispaniola. Véase M. Giménez 
Fernández, La política religiosa de Fernando V en las Indias, Madrid, 1943, cap. 11. 

4 Véase, por ejemplo, rc a las Audiencias de México, Guatemala y Nueva Galicia, 11 de 
marzo de 1543, en Documentos inéditos ó muy raros para la historia de México, editado por 
G. García y C. Pereyra (36 vols., México, 1905-1911), xv, 93. 

5 Punto 4 en los “Interrogatorios para la pesquisa secreta...”: véase AHN, Consejos 
20716, Juicio de residencia del Marqués de Cruillas, 1766 (virrey); Consejos 20718, 
Eugenio Sánches Pareja, 1777 (oidor); y Consejos 20723, Jacobo Ugarte y Loyola, 1788 
(Gobernador de Puebla). 

6 Véase G. García y C. Pereyra, Documentos inéditos ó muy raros, vi, “De la naturaleza 
del indio” de Juan de Palafox y Mendoza (obispo de Puebla en el siglo xv), pp. 232-234. 
Véase también AG1, México, 1661, Arzobispo de México al rey, 25 de junio de 1804. 

7 BN, 12009, Representación del Obispo y Cabildo de Michoacán a S. M., 11 de diciem- 
bre de 1799, que se refería a la mayoría de los poblados en el virreino. 

8 H. Villarroel, México por dentro y fuera bajo el gobierno de los virreyes. Ó sea enfer- 
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seculares entre las clases altas, de cuya educación se hacía cargo, y entre 
los indígenas, que habían buscado protección en sus misioneros y dac- 
trineros desde la época de fray Bartolomé de las Casas. 

No importa en qué medida, la influencia del clero era una fuerza in:-- 
portante en la sociedad colonial, no sólo en México sino en todas las 
Indias, una fuerza con importantes implicaciones políticas y sociales en 
la historia del imperio español. Al condenar o alabar el dominio español 
en América, tanto los observadores contemporáneos como los historia- 
dores actuales están de acuerdo en que, en mucho, se debió al clero colo- 
nial9 el haberlo mantenido durante casi tres siglos. Se ha planteado que 
sólo fue posible controlar pacíficamente tan vasto imperio con una 
pequeña fuerza militar durante la mayor parte de ese periodo gracias a 
que los sacerdotes y obispos constantemente recordaban a la gente el 
deber de obediencia y devoción que debían tanto a su soberano tempo- 
ral como a Dios.!0 Un cartel mexicano anónimo proponía que el método 
más eficaz para controlar cualquier revuelta era que “un fraile en una es- 
quina con un Santo Cristo conservará el orden, la paz y la tranquilidad”,!! 
una opinión basada sin duda en la experiencia de diversos tumultos 
durante el siglo xvi en que los regulares lograban, exhortando a las 
masas a dispersarse “por bien de las almas y la lealtad de su rey”, calmar 
los ánimos cuando los soldados no habían logrado hacerlo.!? En el siglo 
XVI teriemos un ejemplo de la importancia del fundamento cferical del 
dominio sipañol en México con la expulsión de los misioneros jesui- 
tas en la región de la frontera norte. A pesar de que se fortalecieron Tas 
guarniciones militares y se dio apoyo a los pobladores civiles, no se co- 
lonizaron nuevas áreas después de la expulsión, y muchas que habían 
prosperado se deterioraron, porque los indígenas regresaron a su ante- 
rior vida nomádica y pagana y se volvieron doblemente hostiles a los 
europeos.!13 


medades políticas que padece la capital de N. España... (1785, publicado en México, 1831), 
pp. 9-17. 

2 AGI, México, 1675, Alejo García Conde, Comandante General de las Provincias 
Internas, al Ministro de Ultramar, 6 de diciembre de 1819; Mexican Political Pamphlets 
(BM, 14 vols.), vn, núm. 136, Reverente representación de un ciudadano franco, 1823; ibid., 
núm. 137, Reflexiones sobre la reverente representación... de un ciudadano justo, 1823; J. 
L. Mecham, Church and State in Latin America (Chapel Hill, 1934), p. 44; A. Toro, La 
Iglesia y el Estado en México (México, 1927), p. 31, condena al clero por haber usado hasta 
su influencia para tal fin. 

10 RAH, Col. de Mata Linares 76, Deán y Cabildo de México al rey, 28 de noviembre de 
1799; AGI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre de 1799. 

11 Mexican Political Pamphlets (BM), vit, núm. 136, Reverente representación, 1823. 

12 Documentos inéditos ó muy raros, x, “Tumulto acaecido en la ciudad de México 
1692”, pp. 244-247; y “Pacificación que hizo en Tehuantepec el Sr. D. Alonso de Cuevas 
Dávalos, Obispo de Oaxaca”, pp. 96-154. 

13 ac!, México 1142, Informe sobre las misiones, 31 de diciembre, 1793, una historia 
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El gobierno español conocía la influencia clerical sobre la opinión 
pública y trató de utilizarla como un instrumento de la política real.!* 
Cuando se aplicaba por primera vez una medida impopular o polémica 
(por ejemplo la exacción del tributo anual de tribus indígenas antes 
exentas) se ordenaba a los funcionarios reales que consiguieran el apoyo 
del clero, porque se pensaba que serían más eficaces sus métodos de per- 
suasión que el uso de la fuerza.!5 Pero el gobierno también estaba cons- 
ciente de que la influencia clerical, aunque era uno de los apoyos más 
fuertes de la Corona y el imperio, podía fácilmente tornarse en contra 
de los intereses del Estado: si, según afirmaba la Corona, “de la conducta 
que tenga el clero dependerá en mucha parte la de los pueblos”, !6 obvia- 
mente cualquier actividad antisocial o desleal del clero tendría conse- 
cuencias muy dañinas. 

La Corona catalogaba al eclesiástico “de mala vida” como un promotor 
del desorden público desde los primeros años del imperio español.!? Aun- 
que no fue sino hacia el final de la época colonial !3 cuando puso en duda 
la lealtad del clero en su conjunto, la-Corona-se daba cuenta de que aun 
si los eclesiásticos no tenían intenciones conscientemente sediciosas, 
podrían oponerse con éxito a los mandatos reales e incluso promover la 
desobediencia civil con el ejemplo y la exhortación.!? Y si bien sólo en 
raras Ocasiones recurría el clero a este extremo, esto no cambiaba el hecho 
de que su enorme influencia constituyera una amenaza potencial para 
la autoridad real; ni su plena cooperación con el cumplimiento de los 
objetivos reales hacía innecesario “en todo tiempo estar muy vigilante el 
gobierno para mantener a los eclesiásticos en una observancia arreglada 
y en unos principios sanos de obediencia y amor a Vuestra Magestad”.20 

Aunque concedió a los primeros misioneros una amplia autoridad 


detallada de las misiones del norte compilada bajo la dirección del virrey Revillagigedo, 
véase también H. Bancroft, History of Mexico (6 vols., San Francisco, 1883), 11, 721. 

4 “Instrucción reservada”, 8 de julio, 1787, dirigida al rey por la Junta de Estado 
recién creada, art. 86, publicada en Obras originales del Conde de Floridablanca y escritos 
referentes a su persona (Madrid, 1867); véase también Biblioteca del Palacio, Col. Ayala 31, 
Instrucción y noticias que se dieron al Marqués de Cruillas, 1760. 

15 La administración de D. Fray Antonio María de Bucareli y Ursúa (Publicaciones del 
Archivo General de la Nación, vols. 29 y 30, México, 1936), 11, 7, Bucareli a Pedro Cor- 
balán, gobernador de Sonora y Sinaloa, 12 de febrero, 1772. 

16 “Instrucción reservada”, 8 de julio, 1787, art. 30. 

17 Recop. Indias, ley 1, titulo 6; ley 12, título 7; ley 9, título 12, Libro 1, todas basadas 
en cédulas reales de mediados del siglo xvi. 

18 Véase a continuación, cap. VI. 

19 Por ejemplo, los tumultos ocurridos en México en 1624, cuando el arzobispo se 
enfrentó y excomulgó a todo el gobierno virreinal y puso un interdicto sobre la capital. C. 
Ruyz de Cabrera, Algunos singulares y extraordinarios sucesos (México, 1624) es la versión 
del arzobispo; y RAH, Colección Jesuitas 86, Sucesos del gobierno de D. Diego Pimentel, 
1624, la versión del virrey. 

20 AGI, Ind. Gen. 3041, Consulta Consejo extraordinario, 3 de julio, 1768. 
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sobre las tareas de evangelización y después propició el crecimiento de 
los poderes clericales en su posterior evolución en colonias bien estable- 
cidas, la Corona española no estaba más dispuesta a suponer que el clero 
actuaría automáticamente en pro de sus mejores intereses que a confiar 
en sus propios servidores civiles sin valerse de los innumerables con- 
troles que representaban las visitas y juicios de residencia y de la estre- 
cha, casi asfixiante, supervisión que realizaba el Consejo de Indias. Pero 
la tarea de ejercer el control real sobre los actos de los eclesiásticos indi- 
viduales era infinitamente más difícil y compleja que la supervisión de 
los funcionarios reales, porque no era posible pasar por alto la institu- 
ción de la inmunidad eclesiástica. 
la ley canónica, constaba de dos privilegios basicos: el pa med 
ro y el privilegio. del canon. 21 1 El primero garantizaba la exención re 
acciones entre las que se contaba llamar a un testigo a dar testimonio, así 
como la inquisición, juicio y sentencia sumarias; el segunda protegía. al 
eclesiástico de cualquier acto de violencia física, desde el arresto hasta 
la tortura, y. de cualquier forma de castigo temporal desde la prisión 
hasta la pena de muerte. Para algunos canonistas esta inmunidad repre- 
sentaba la exención de cualquier forma de vasallaje a un soberano tem- 
poral. Pero aunque la mayoría aceptaba que el clero debía regirse por 
todas las leyes seculares que no se opusieran a las leyes divinas, los ca- 
nonistas ortodoxos aceptaban por unanimidad que el Estado no tenía 
autoridad coercitiva sobre los eclesiásticos para obligarlos a someterse 
a estas leyes.22 

Por largo tiempo establecida en la península ibérica y reconocida por 
los monarcas de Castilla desde antes del descubrimiento de América,?3 
la institución de la inmunidad eclesiástica se transfirió a las Indias con la_ 
aprobación oficial del código de la ley colonial, que prohibía a los-magis- 
trados seculares realizar cualquier procedimiento judicial contra un 
miembro del clero.24 Aunque en la práctica aceptaba cumplir con esta pro- 


21 Las dos fuentes principales de la ley canónica que usaron en esta época tanto los 
juristas reales como los eclesiásticos fueron el Decretum Gratiani, véase quaest. 1, causa 
x1; y los Decretales del papa Gregorio IX, véase Libro 2, títulos 1 y 2. 

22 Véase L. de Molina, De justitia et jure (3 vols., Cuenca, 1597-1600), 1, Tract. 2, disput. 
31; F. Suárez, Defensio fidei catholicae et apostolicae adversus anglicanae sectae errores 
(Coimbra, 1613), Libro 4; y G. de Villarroel, Gobierno ecclesiástico pacifico y unión de dos 
cuchillos, pontificio y regio (Madrid, 1634), Parte 2, art. 5, trata acerca de la inmunidad 
eclesiástica y con frecuencia se citaba en mensajes legales coloniales. El autor era obispo 
de Santiago de Chile. 

23 Las Siete Partidas del rey Don Alfonso el Sabio (3 vols., Madrid, 1807), Partida l, título 6, 
leyes 56-61; Partida 3, título 2, ley 10. 

24 Recop. Indias, ley 8, título 12 y ley 73, título 14, Libro 1. 
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hibición, el gobierno español no estaba dispuesto a renunciar por comple- 
to a su autoridad sobre un sector tan influyente de la sociedad. En conse- 
cuencia, armó un complejo sistema de control indirecto que tomó el lugar 
del poder coercitivo y directamente judicial. Una legislación detallada 
regía cada aspecto de la misión espiritual del clero, existía un control real 
sobre los nombramientos eclesiásticos y la revisión real de las decisiones 
judiciales de la Iglesia, y la medida extrajudicial de la expulsión?25 se con- 
taban entre los diversos métodos de que disponía el Estado para regular 
la conducta clerical sin violar cuando menos la letra de la ley canónica, 
que la Corona había jurado públicamente respetar en las Indias.?6 

Este sistema de control formaba parte del concepto de patronato de las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado, formulado bajo la dirección de Fer- 
nando de Aragón en los primeros años de la colonización,?? un acuerdo 
recíproco por medio del cual la Corona se comprometía a cumplir con 
los deberes de patrono para ayudar a que se extendiera la cristiandad y 
a preservar la Iglesia en tanto que ésta apoyaba a la Corona y se sometía a 
la intervención real en los asuntos eclesiásticos. Los Habsburgo, suce- 
sores de Fernando, con el tiempo desarrollaron una variante del patro- 
nato en la que el rey se adjudicaba la función de vicario además de la 
de patrono de la Iglesia americana para poder justificar la supremacía de 
la autoridad real sobre las actividades eclesiásticas.?8 Sin embargo, el 
sistema siguió siendo fundamentalmente el mismo, el control real sobre 
el clero colonial fue mayor con el sistema del vicariato, pero la Corona 
siguió canalizando este control a través de las instituciones y superiores 
eclesiásticos, que vieron limitada su independencia pero no su fuerza. 

En general, los prelados coloniales reconocían la supremacía de la 
autoridad real sobre la eclesiástica. Como dependían del favor de la Co- 
rona para su ascenso dentro de la jerarquía eclesiástica, naturalmente 
tendían a actuar conforme a las políticas reales,?? pero la ambición per- 
sonal sólo explica en parte su actitud. No consideraban la supervisión 
real sobre los asuntos eclesiásticos como una limitación a su propia 
autoridad, ya que la teoría de que el rey era el representante del papa en 
las Indias era aceptada por lo común incluso entre los canonistas ameri- 
canos más conservadores.30 Por añadidura, la práctica general de la 


25 Se habla de los métodos indirectos de control real en los caps. 1-11. 

26 Cédula real de Felipe !H, que promulga los cánones del Concilio de Trento, 12 de junio, 
1564, citado en M. Cuevas, Historia de la Iglesia en México (5 vols., El Paso, 1928), t1, 94-95. 

27 Véase M. Giménez Fernández, La política religiosa de Fernando V, especialmente las 
pp. 37-41. 

28 Véase el cap. 1, “El vicariato real”. 

29 Véase a continuación, la p. 27. 

30 Bn, 5806, Extracto compendioso de las actas del Concilio Provincial Mexicano, 1771, 
en el que se encuentran muchas referencias al rey como cabeza de la Iglesia y guardián 
último de los cánones en América. 
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Corona de regular las actividades del clero a través de sus superiores 
inmediatos permitía conservar cuando menos la ilusión de una jurisdic- 
ción eclesiástica independiente. 

En particular el sistema del vicariato contaba con toda la coope- 
ración de la gran mayoría de los'obispos coloniales, sobre todo porque 
en varios aspectos coincidía con sus propias aspiraciones. El sistema 
sustentaba la idea galicanista de una Iglesia nacional administrada sin 
la la intervención papal, idea naturalmente grata a estos obispos que con- 
sideraban que una mayor independencia de Roma favorecería su propia 
autoridad. Francisco de Lorenzana, arzobispo de México durante los 
primeros años del reinado de Carlos III, repetía los panegíricos realistas, , 
del periodo visigodo (durante el cual la Iglesia española había sido vir- 
tualmente autónoma) y, como muchos ministros reales, veía en los Con- 
cilios visigodos de Toledo un modelo para el tipo de sociedad ideal entre 
la Corona y el episcopado,3! una sociedad que se materializó en el Con- 
cilio Provincial Mexicano que él encabezó bajo la dirección de la Coro- 
na.32 No todos los miembros de la jerarquía colonial compartían este 
deseo de lograr una mayor independencia de Roma; por ejemplo, en 
1778 el obispo de Yucatán no aceptó jurar una protesta de obediencia 
de la que se había borrado el nombre del Papa, quedando sólo el del rey;33 
sin embargo, muchos prelados coloniales expresaban opiniones favo- 
rables acerca del concepto del vicariato y otros ejemplos del cuestio- 
namiento real a la supremacía papal, como el exequatur real.34 

Aún más que este cuestionamiento, los obispos coloniales apoyaban 
otro aspecto de la política del vicariato que limitaba los privilegios de 
las órdenes religiosas en las Indias, punto que se aplicó con especial 
fuerza durante el reinado de Carlos III. 

La tradicional rivalidad entre la jerarquía secular y las órdenes reli- 
giosas supradiocesanas, común a todos los países católicos era especial- 
mente fuerte en las colonias españolas a causa de los poderes especiales 
y las exencicnes que se habían otorgado a los regulares en el inicio de la 
época colonial para promover su labor de evangelización en los territorios 
conquistados.33 Los obispos coloniales, que habían protestado durante 
mucho tiempo por estos privilegios, contaban con el apoyo total de los 


31 Biblioteca Pública de Toledo, Col. Borbón Lorenzana, vol. 173, núm. 3, Escrito del 
Arzobispo de México, 16 de abril, 1768. 

32 Véase más adelante, pp. 39-45 

33 act, México 2623, Expediente sobre el juramento de sumisión y fidelidad, 1779. 

34 Véase CIvM, cánones l y 3, título 3, Libro 1. Para una discusión del exequatur real, 
véase más adelante, pp. 65-68. 

35 Véase, por ejemplo, la bula papal “Omnimoda” de Adrián VI, 1522, publicada en F. 
Hemáez, ed., Colección de bulas, breves y otros documentos relativos a la Iglesia de América 
y Filipinas (2 vols., Bruselas, 1879), 1, 382-384, 
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monarcas borbónicos en sus esfuerzos para ejercer un mayor control 
sobre las órdenes religiosas, ya que para mediados del siglo XvIn tam- 
bién a la Corona había llegado a parecerle excesiva esta independencia, 
e incluso se había intentado resucitar las bulas papales del siglo xv que 
rescindían los privilegios de los regulares, bulas que por orden real no 
se habían publicado en las Indias al ser promulgadas.36 Al someter a las 
órdenes religiosas a la autoridad de la jerarquía secular, que a su vez 
estaba más sujeta al control del Estado, la Corona podía acrecentar su 
propia autoridad y eliminar uno de los principales obstáculos para el 
absolutismo real.37 

Por supuesto, los regulares no asentían de buena gana a semejante 
recorte de sus privilegios, pero no era prudente oponerse abiertamente. 
La doctrina oficial de que en un inicio se había permitido que se esta- 
blecieran las. órdenes religiosas en las Indias a condición de que contri- 
buyeran al bien público (tal como lo interpretaba la Corona) y de que su 
presencia allí dependía del cumplimiento de esta condición38 contenía 
implícita una velada amenaza de expulsión, que se hizo realidad en el 
caso de la orden jesuita en 1767.32 De modo que los regulares aceptaron 
estas políticas reales sin protestar, aunque en ocasiones intentaban evadir 
su rigor, especialmente la intervención de las autoridades diocesanas, con- 
siderada más onerosa que la del gobierno. 

En general, la aceptación del control real tanto por parte del clero 
regular como del secular, aunque incondicional en teoría, en la práctica 
dependía de los agentes y métodos particulares de que se sirviera. Entre 
más cercanos estuvieran los métodos al poder judicial y coercitivo sobre 
el clero, y más alejado el agente real de la autoridad inmediata de la Co- 
rona, mayor era la oposición eclesiástica. Así los prelados podían aceptar 
el derecho de la Corona de controlar los nombramientos eclesiásticos o 
de ordenarles castigar a un súbdito delincuente, pero con frecuencia 
objetaban la interferencia secular en su corrección del delincuente, en 
forma de inquisiciones sumarias acerca de su conducta o de peticiones 
para que se le retirara de su cargo.*%0 De manera similar, podrían estar 
dispuestos a ceder su autoridad a favor del rey pero no siempre acepta- 
ban la supervisión de sus subordinados en las Indias, a quienes consi- 
deraban rivales en poder e influencia. Se creía que el rey, como cabeza de 


36 AG1, Ind. Gen. 62, Marqués de los Llanos a Thomás de Mello, 11 de septiembre, 1767, 
en que lo ordena buscar estas bulas entre los archivos, entre las bulas una emitida en 
1622, que a petición de Felipe 1I había sido revocada en 1625. 

37 AGI, Ind. Gen. 3041, Consulta Concilio Extraordinario, 3 de julio, 1768. 

38 Idem. 

39 Sobre la expulsión de los jesuitas, véase más adelante, pp. 56-57, 129, 

40 Véase más adelante, cap. 1, “Las prerrogativas del Patronato Real” y cap. 11, “Los 
decretos administrativos y el proceso informativo”. 
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la Iglesia en América (al menos en la práctica) tanto como del Estado, era 
un juez imparcial ante los representantes de ambos y esta función dual 
explica por qué los obispos aceptaban gustosos la intervención del rey e 
incluso la buscaban para que decidiera sus disputas jurisdiccionales con 
los funcionarios coloniales, en tanto que el más realista de ellos podía 
acusar a un funcionario de usurpar la jurisdicción eclesiástica siendo 
que tan sólo ejercía la autoridad que le otorgaba la ley real. 

El complejo sistema que regulaba las acciones del clero dentro del 
marco de las instituciones eclesiásticas funcionó durante todo el reina- 
do de los Borbones hasta el final de la época colonial, pero en'las últimas 
décadas del siglo xvii la Corona española promulgó una serie de leyes 
que sometían al clero a la jurisdicción de los tribunales seculares en mu- 
chos casos civiles y militares. Este nuevo sistema de control que pasaba 
por sobre la autoridad de los superiores eclesiásticos no remptazó-com- 

pletamente a los métodos indirectos tradicionales (que al mismo tiempo 
se modificaron, volviéndose más restrictivos), sino que ayudó a que se apli- 
caran cuando las circunstancias exigían medidas más drásticas.$! 

La legislación que limitaba la inmunidad eclesiástica formaba parte 
de un programa general de reforma que se inició bajo el reinado de Car- 
los III, diseñado para fortalecer la base económica y polftica del Esta- 
do. Los ministros de Carlos se oponían a muchas instituciones tradicio- 
nales españolas que a su parecer obstaculizaban el cumplimiento de - este 
programa, pero el ataque a los privilegios eclesiásticos fue especialmen- 
te fuerte. El inmenso poder e influencia del clero llevó a que se viera 
como un desafío fundamental para el absolutismo real su exención de la 
autoridad judicial y coercitiva del Estado, del mismo modo que su exen- 
ción fiscal y la condición de privilegio de la enorme extensión de la pro- 
piedad eclesiástica en manos muertas se consideraba un impedimento 
para la prosperidad material en general y una limitación para las rentas 
reales en particular. 

Ante los indicios de que los viejos métodos de control indirecto eran 
insuficientes se estimuló y promovió la nueva política de la Corona 
hacia el privilegio eclesiástico. Los funcionarios coloniales aseguraban! 
que la negligencia y la ineficiencia de los superiores eclesiásticos, además 
de las restricciones que la inmunidad eclesiástica imponía a la autori- 
dad del Estado, favorecían la inmoralidad y el crimen entre el clero. 
presentársele pruebas de un colapso notable de la disciplina eclesiástica 


en este periodo, el gobierno se convenció de que la inmunidad eclesiásti- 


4! Véase más adelante, caps. VII y VIII, para una discusión de las nuevas leyes y su apli- 
cación en México. 
42 El cap. rv detalla los antecedentes del programa carolino de reforma. 
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ca era incompatible con la responsabilidad de la Corona de proteger el 
orden público y de garantizar que se aplicaran los mismos estándares 
de justicia a todos los súbditos reales.9 

La aplicación del programa carolino de reforma eclesiástica fue in- 
completa y su efecto directo duró relativamente poco ya que sólo se pu- 
blicó una parte del código legal revisado, el Nuevo código de las leyes de 
Indias ,4% que contenía el programa, y la mayor parte de las leyes nuevas: 
se promulgaron al final de la época colonial. Pero fue más duradero el 
efecto indirecto de las innovaciones que aportó, sobre todo la limitación de 
la inmunidad eclesiástica. Concebido como un instrumento para ampliar 
el poder real, el programa carolino contribuyó a que se destruyera por 
completo ese poder en México, al granjearse primero la oposición de una 
gran parte del clero menor y de los laicos piadosos y después de la ma- 
yor parte de la jerarquía también. Dispuestos a aceptar los métodos, 
más sutiles, del control indirecto, el clero se alarmó ante estos ataques 
directos a la inmunidad eclesiástica que consideraban la fuente principal 
de su poder y prestigio, y muchos de ellos creyeron que al sancionar estos 
ataques la Corona había roto los lazos tradicionales entre Iglesia y Estado 
y había perdido el derecho a su lealtad. Gracias a su influencia sobre la 
opinión pública, pudo sembrar una amplia oposición a estas reformas, y 
de esta manera el clero contribuyó a que terminara el dominio español 
y se restaurara el privilegio eclesiástico en un México independiente.5 


43 Véase el cap. v sobre el problema de la disciplina eclesiástica. 
44 AGI, México 1159, Borradores del Nuevo Código de las leyes de Indias, 1790. Véase 


más adelante también, pp. 102-104. 
45 Para una discusión del papel del clero y la inmunidad eclesiástica en el movimiento 


de independencia, véase el cap. Ix y la Conclusión. 
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EL CONTROL INDIRECTO DEL CLERO 


I. MÉTODOS DE CONTROL BAJO EL SISTEMA 
DEL PATRONATO 


LAS PRERROGATIVAS DEL PATRONATO REAL 


AUNQUE los ministros reformistas de Carlos HI intentaban limitar la in- 


munidad eclesiástica y dar al clero una posición más semejante a la de 
los súbditos lajcos de la Corona, los eclesiásticos de ninguna mapera 


burgo y los primeros Borbones. Los s reyes Habsburgo habían dado cada 
vez más. poder a la concesión papal inic inicial del patronato, hecha en los 
primeros años de la época colonial,! hasta convertirla en un complejo 
sistema de intervención real en los asuntos de la Iglesia americana,? un 
sistema que incluía diversos métodos con los que se podía controlar al 
clero incluso sin las drásticas medidas que señalaba el programa caroli- 
no de reforma. 

Se había permitido e incluso favorecido a la Iglesia para que obtu- 


viera un poder e influencia mimeénsos en la vida social, económica y 
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política de las colonias, pero esto no quería decir que la Corona estu- 
viera dispuesta a ceder su autoridad sobre sus súbditos americanos p para 
que las colonias se convirtieran en una enorme teocracia. Por el con- 
trario, las prerrogativas que otorgaba el patronato FeaTasépuraban que 
la Iglesia funcionara como un auxiliar de la Corona y transformaban al 
lero en una rama del servicio cial EnJA que se pogía conil para que 
llevara a cabo fielmente las órdenes reales. 

El control real del clero a que daban derecho las prerrogativas patro- 
nales, que el segundo conde de Revillagigedo describió como “las fun- 
ciones... que más hacen resaltar la autoridad de aquel empleo [el de vi- 
rrey)”,3 tenía tres formas principales: la presentación de candidatos a 
los beneficios, la adjudicación del litigio patronal y el retiro de los bene- 
ficiarios insatisfactorios. Todos los beneficiarios eclesiásticos eran nom- 
brados par el rey, o por los virreyes y los gobernadores que actuaban 


' Las concesiones básicas del patronato se hicieron en la bula “Universalis ecclesiae”, 
de Julián ll en 1508, publicada en F. Hemnáez, Colección de bulas y breves, 1, 24-25. 

2 Recop. Indias, Libro |, está casi completamente dedicado a cuestiones eclesiásticas, 
además de leyes sueltas en otras secciones. 

3 Conde de Revillagigedo II (Juan de Gúemes Pacheco y Padilla), Instrucción reservada 
que dio a su sucesor en el mando el Marqués de Branciforte (1794; publicada en México, 
1831), p. 176. 
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como sus vicepatronos. Aunque las nominaciones reales técnicamente 
estaban sujetas a la a o leas) delos obispos) o de 
las. autoridades diocesanas (en el caso de beneficiarios menores),-esta 
aprobación era prácticamente automática. Muchos obispos electos go- 
bernaban sus diócesis antes de recibir las bulas papales de confirmación, 
que se consideraban como una mera formalidad y solían retrasarse por 
la lentitud de las comunicaciones. La confirmación de los curas y Tos 
prebendados era también invariablemente automática. En las raras oca- 
siones en que los obispos negaban los nombramientos de los canónigos 
lo hacían por razones meramente técnicas, como que el candidato no 
apareciera dentro del tiempo prescrito, y por lo común la decisión final 
la tomaba el Consejo de ] Indias.5 2 
gurar el apoyo clerical a la ctoridad y olticas reales. Ciertamente la 
política general de la Corona era elegir a los eclesiásticos más coopera- 
tivos, en especial para las posiciones más elevadas de arzobispo, obispo 
y canónigo.6 El gobierno de Madrid presentaba directamente a estos 
dignatarios, y correspondía a los vicepatronos coloniales mantener 
informada a la Corona de las calificaciones de los candidatos residentes 
en las Indias. Una cédula real en 1776 ordenaba a todos los virreyes y 
gobernadores realizar investigaciones “con el mayor sigilo, pureza y ver- 
dad” acerca de la conducta y el carácter de los eclesiásticos en sus áreas 
respectivas y enviar la información al secretario del Despacho de Indias 
para incorporarla a los archivos permanentes del clero colonial.? No es 
seguro que se hayan compilado estos informes, aunque los informes acer- 
ca de los vicios, talentos y actitudes del clero secular en diversas dióce- 
sis se enviaban a Madrid y usualmente evaluaban la elegibilidad de los 
clérigos para una promoción.8 

Era imposible que un sistema de inteligencia que debía cubrir a to- 
dos los eclesiásticos en un área tan vasta fuera perfecto, incluso cuando 
la información era disponible. Por ejemplo, en 1785 se promovió a un ca- 
nónigo de Durango a la diócesis de Michoacán, más próspera, a pesar de 
que el Consejo de Indias estaba examinando acusaciones en su contra 


4 Para material sobre las presentaciones a los obispados de Guadalajara y Durango, 
por ejemplo, véase AG!, Guadalajara 536, 546. 

5 Véase, por ejemplo, AG!1, Guadalajara 348, Expediente sobre el recurso que ha inter- 
puesto D. Nicolás de Monserrate, 1784. 

6 Véase G. García, ed., Documentos históricos mexicanos (7 vols., México, 1910), 111, 
“Semanario patriótico” (un periódico insurgente), 31 de octubre, 1812; y Memorias de Fray 
Servando Teresa de Mier, publicado por Alfonso Reyes (Madrid, s. f.), pp. 206-207, para 
una crítica criolla de esta política. 

7 AHN, Códices 696, RC circular, 5 de diciembre, 1766. 

8 Véase, por ejemplo, Guadalajara 566, Informe secreto sobre el clero de esta diócesis, 
sus vicios y talentos..., 1768. 
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por haber desafiado la autoridad de la Audiencia de Guadalajara.* Sin 
embargo, cuando presentó su candidatura para la arquidiócesis de Méxi- 
co dos años más tarde, la noticia de su desobediencia había llegado hasta 
el secretario de Indias y se prefirió a otro candidato para el beneficio 
vacante, aun cuando se trataba de un criollo, y el canónigo era peninsu- 
lar.10 Era común usar la prerrogativa para castigar a los eclesiásticos 
poco cooperativos o desobedientes y se podía llegar hasta a hacerlos des- 
cender a beneficios menos lucrativos,!! del mismo modo en que la promo- 
ción era una recompensa por el celo especial en el servicio de la Corona.!? 

Aun si la Corona nunca había presionado de manera tan obvia, para 
el clero era suficiente con saber que el avance de sus carreras dependía 
del favor real para inducirlos a cooperar. Como lo explicaba un obispo 
mexicano: 


Pues, en las Indias tanto los señores superiores seculares como los eclesiásti- 
cos servimos a un mismo Amo, que es el Rey Nuestro Señor. De su Real 
mano recibí tres curatos, dos dignidades y últimamente su dignación me 
elevó a la altura de Obispo... El señor Deán y demás prebendados se man- 
tienen de su hacienda y los curas sirven en su real nombre. Pues, ¿cómo no 
hemos de respetar y observar sus adorables mandatos?!3 


La presentación de los candidatos a los beneficios menos Impor- 
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a 2 las vacantes comparecían ante los capitulos de Ta cátedral para ser 


examinados!1 y el vicepatrón debía seguir las recomendaciones del ca- 
pítulo y presentar a la persona que recibiera el mayor número de votos, 
pero un asistente real siempre estaba presente en los exámenes y entre- 
gaba un reporte independiente junto con su opinión de los candidatos.15 
Si se sospechaba de irregularidades Flagrantes en la votación; los vitepa- 
tronos podían ordenar un nuevo examen de los candidatos, aunque según 
los ejemplos registrados esto sólo sucedió cuando así se lo pidieron los 
miembros del capítulo en desacuerdo.!$ 


9 AG1, Guadalajara 244, Respuesta Fiscal, Consejo de Indias, 14 de agosto, 1785. 

10 AG1, México 2534, Consejo de Consulta, 1 de octubre, 1787, con una resolución real 
sin fecha, 

11 Véase, por ejemplo, a continuación, p. 34, nota 55. 

12 Véase a continuación, p. 42, para la promoción de los prelados que dirigieron el 
Cuarto Concilio Provincial Mexicano en 1771, 

13 AG1, Guadalajara 341, obispo Tamarón de Durango al virrey Croix, 2 de agosto, 1768. 

14 Recop. Indias, ley 24, título 6, Libro 1. 

15 Ibid., ley 37, título 6, Libro 1. Véase también Papeles tocantes a la Iglesia española 
1625-1790 (BM), núm. 53, Rc circular, 17 de junio, 1799, en que se escriben las obligacio- 
nes del asistente real. 

16 AGI, México 1271, Bucareli al rey, 12 de octubre, 1773; para otras disputas en torno a 
estos interrogatorios, véase Guadalajara 341, 369, 533, 534. 
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Por tanto, era menos estricto el control civil sobre estos nombra- 
mientos que sobre los beneficios más importantes. El interés principal 
de 1 de la Corona estaba en que se mantuvieran las formas y prerrogativas del 
patronato y no tanto en la elección de los candidatos: en la práctica, este 
control era aún menos eficaz de lo que podrían indicar las leyes. Si el 
obispo o el deán tenían un candidato favorito, podían anunciar pública- 
mente la vacante con demasiado poca anticipación para que otros sacer- 
dotes pudieran presentarse a los exámenes.!? Los obispos también podían 
cubrir los curatos vacantes de manera temporal, nombrar coadjutores y 
autorizar intercambios de beneficios sin la intervención del vicepatrón. 
Estos nombramientos eran “fraude contra el Real Patronato” según un 
gobernador, que aseguraba que los curas interinos eran en realidad bene- 
ficiarios permanentes y que los coadjutores asumían todos los deberes y 
autoridad de los titulares ausentes.!8 Otros funcionarios se quejaron de 
lo mismo y también escribieron que los beneficiaros con frecuencia in- 
tercambiaban sus ingresos, que dependían del patronato, por una capella- 
nía privada y una cuota.!? Pero el gobierno de Madrid no parece haber 
visto en estas prácticas una amenaza seria a la autoridad del patronato 
mientras se rea el procedimiento establecido para la presentación 
truyó-alos E en las Indias a mantener a los vicepatronos informa- 
dos-de cualquier nombramiento e intercambio temporal, pero no hicie- 
ron hincapié en la necesidad de obtener su consentimiento previo.20 

Las órdenes-religiosas en América estaban menos sujetas al control 
patronal, aunque sí a la supervisión real. El derecho más cercano a la 
presentación real era el que la Corona había obtenido de la Santa Sede 
de controlar la elección de misioneros?! que no podían partir ni retor- 
nar de las Indias sin la autorización real.22 Pero los superiores regulares 
en América tenían la completa responsabilidad de asignar puestos es- 
pecíficos en las misiones, y los miembros de la orden elegían a estos su- 
periores sin la presentación real. Incluso los religiosos a cargo de cura- 
tos en las parroquias indígenas eran nombrados por los provinciales, 
aunque estos curatos o doctrinas técnicamente eran beneficios bajo el 


17 AGI, Guadalajara 345, Expediente sobre la publicación de vacancias..., 1780-1787. 

18 AGI, México 3053, Antonio de Zayas, Gobernador de Yucatán, a Julián de Arriaga, 18 
de octubre, 1767. Véase también Guadalajara 569, Dictamen del Asesor General de las 
Provincias Internas, 30 de septiembre, 1791. 

19 Véase M. de Amat y Junient (virrey de Perú), Memoria de gobierno... (1776; publica- 
do en Sevilla, 1947), pp. 60-61; y aG!, México 3068-3069, Expediente sobre la permuta de 
curatos en Yucatán, 1782-1787. 

20 AGI, Ind. Gen. 62, RC circular, 25 de agosto, 1765; México 3069, rc circular, 3 de 
octubre, 1787. 

21 F. Hernáez, op. cit., i, 382-384, bula papal “Exponi nobis”, de Adrián VI, 1522. 

22 Recop. Indias, leyes 4, 15 y 90, título 14, Libro 1. 
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patronato real.23 Supuestamente debía informarse al vicepatrono de estos 
nombramientos, pero en la práctica se ignoraba por lo general hasta la 
mera formalidad.?2* 

Los últimos Borbones se oponían a la gran independencia del clero 
regular, pero en lugar de tratar de someterlos al control del patronato 
prefirieron transformar las misiones y doctrinas en parroquias comunes 


administradas por el clero secular. Esta política, aunque contaba con 
todo el apoyo de la jerarquía secular, logró sus objetivos sólo en forma 
parcial. Varias doctrinas y misiones se secularizaron durante la segunda 
mitad del siglo xvIn, pero la falta de sacerdotes seculares dispuestos a 
o capaces de vivir de las rentas miserables de estas nuevas parroquias 
obligaron al gobierno a limitar el programa y en algunos casos Negaron 
3.regresar las parroquias secularizadas a las órdenes religiosas. 25 

pales para la aplicación eficaz de las. prerrogativas patronales. de la Co- 
rona. La mayoría de las parroquias en el virreinato de la Nueva España 
eran pobres y lejanas, excepto en el núcleo relativamente bien poblado 
de cada diócesis. Los curas titulares se reunían en las capitales y deja- 
ban sus parroquias a cargo de los coadjutores y, en muchos casos, los 
obispos se veían obligados a nombrar curas interinos porque nadie 
quería vivir de manera. permanente en las parroquias menos lucrati- 
vas.26 Si la Corona a menudo tenía pocas posibilidades reales de elec- 
ción en el caso de estos beneficiarios menores, esto se debía en gran 
parte a la condiciones materiales y no a las leyes mismas del patronato 
o a intentos deliberados de eludirlas. 

El derecho de presentación era la prerrogativa básica de la que se de- 
rivaban como corolario varios poderes que permitían a la Corona inter- 
venir en muchos aspectos de la administración eclesiástica. El más amplio 
de estos poderes era el derecho de decidir en “todas las competencias 
que se emanan directa o indirectamente del Patronato universal” tal 
como se establecía en una cédula real de 1765.27 La relación entre algu- 
nos tipos de litigio patronal y la concesión papal original es clara: las 
disputas en torno de los impedimentos para la posesión canónica de un 


23 Ibid., ley 28, título 5, Libro 1. 

24 Para un ejemplo de las numerosas cédulas en respuesta a protestas de los vicepa- 
tronos, véase AHN, Códices 691, RC circular, 12 de noviembre, 1697. 

25 AGI, Guadalajara 369, Expediente sobre las doctrinas de la provincia de San 
Francisco de Jalisco, 1768. Para la correspondencia virreinal y demás material sobre la 
secularización de las doctrinas en esta época, véase México 2189, 1424, 2622-2626, 2633, 
2637 y 2665. 

26 an, 12009, Representación del Obispo y Cabildo de Michoacán a S. M., 11 de diciem- 
bre, 1799, según el cual este problema era generalizado por todo el virreino. 

27 RAH, Col. Mata Linares 9, Rc a la Audiencia de Santo Domingo, 14 de julio, 1765. 
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beneficio?3 y aquellas en torno al examen sinodal de los candidatos a los 
curatos están directamente relacionadas con el derecho de presenta- 
ción; y la jurisdicción secular sobre las disputas acerca del monto y pago 
de los estipendios eclesiásticos pueden considerarse como un coro- 
lario lógico de otra concesión papal, la donación de diezmos eclesiásti- 
cos a la Corona española.?” Pero la jurisdicción patronal no se limitaba a 
estas dos áreas claramente definidas: cubría diversas cuestiones, como 
los conflictos sobre las fronteras entre diócesis y parroquias y las divisio- 
nes de los beneficios30 que prácticamente no tenían relación con los 
nombramientos y rentas. Los eclesiásticos tenían la obligación de llevar 
todo litigio sobre la propiedad relacionada con un beneficio ante el vi- 
cepatrono: por ejemplo, una demanda legal en 1760 de la orden de San 
Agustín a un sacerdote secular sobre la posesión de un convento del que 
se había apropiado el segundo cuando se secularizó una doctrina.3! 

Esta amplia interpretación del litigio patronal era una limitación 
importante de la inmunidad eclesiástica, ya que, además de las deman- 
das sobre la propiedad, los nombramientos y las rentas, el vicepatrono 
podía decidir en todas las controversias acerca del cumplimiento de los 
deberes de un beneficiario (incluyendo a cualquier eclesiástico que tra- 
bajara en una institución, como un colegio mayor, hospital o universi- 
dad que dependieran del patronato real)32 y podía llamarlo a dar cuenta 
de negligencia o de inmoralidad en el cumplimiento de su cargo.33 Si no 
fuera por ésta aun frágil conexión con el patronato real, todas estas de- 
mandas, que involucraban a acusados y demandantes eclesiásticos, se 
habría juzgado normalmente en tribunales diocesanos sin la interven- 
ción de los magistrados civiles.34 

La aplicación de las leyes reales referentes a la jurisdicción patronal, 
así como la de aquellas que regulaban otros aspectos de las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado, dependía en gran medida del celo relativo 
con el que las autoridades civiles y eclesiásticas defendieran sus juris- 
dicciones respectivas. En muchos casos era bien recibida la interven- 
ción del vicepatrono en los asuntos diocesanos. Las disputas y conflictos 
entre los canónigos de la catedral, por ejemplo, eran frecuentes y deses- 
perantes para los obispos, porque las partes en disputa tenían la sufi- 

28 Véase, por ejemplo, ac1, México 2630, Expediente sobre el recurso que hizo D. 
Antonio López Portillo..., 1762. 

29 Recop. Indias, ley 17, título 7, Libro 1. 


30 Véase AGI, México 2621, Expediente sobre división de la sacristía mayor de la 
Metropolitana de México, 1771. 

3! AcI, México 2531, Consejo de Consulta, 25 de febrero, 1761. 

32 AHN, Códices 691, RC a la Audiencia de México, 11 de junio, 1709, 

33 AG1, México 2630, Testimonio de la apelación que hizo D. Juan de Viera, mayordomo 
del Colegio de San Ildefonso, 1781. 

34 Para un estudio sobre el fuero en las demandas civiles, véase el cap. vi. 
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ciente riqueza e influencia como para hacer que se prolongaran indefi- 
nidamente con el recurso de apelar innumerables veces a tribunales su- 
periores y de mandar representantes a la corte española. No es sorpren- 
dente, pues, que los obispos aceptaran de buen grado que las autoridades 
civiles decidieran en cuestiones de precedencia, protocolo y otras dispu- 
tas menores. En ocasiones, los prelados las sometían directamente al rey, 
otras veces lo hacían por intermedio de los vicepatronos, que parecían 
igualmente deseosos de remitir estas molestas pendencias a Madrid.35 

A veces los pleitos capitulares rebasaban las pequeñas cuestiones de 
protocolo, especialmente cuando no había un obispo que pusiera un 
límite a los canónigos, como por desgracia solía ocurrir.36 En 1772 la 
sede vacante del Capítulo de Michoacán se dividió en dos facciones, prin- 
cipalmente a causa de los recientes exámenes para los curatos, que cada 
parte acusaba a la otra de manipular a favor de parientes y amigos. Aun- 
que según la ley canónica el arzobispo metropolitano de la ciudad de 
México tenía jurisdicción sobre este caso, de buen grado dejó la decisión. 
al virrey, que solucionó la disputa ordenando nuevos exámenes.3? 

Pero los magistrados eclesiásticos no siempre estaban tan dispuestss 
a ceder su jurisdicción a los vicepatronos. Si sentían que la intervención 
estatal no era necesaria en un caso particular o que constituía una viola- 
ción más seria de la inmunidad eclesiástica, por ejemplo, en las contro- 
versias alrededor del comportamiento de un beneficiario en fúniciones, 
con frecuencia intentaban ¡ iniciar los procedimientos en el tribunal dío- 
cesano o llamar, “avocar” un caso del que ya se había hecho cargo el vice- 
patrono.38 

La consideración básica en la reacción de la jerarquía a las prerroga- 
tivas patronales era la medida en que éstas infringían la inmunidad per- 
sonal del clero. Por esto los prelados coloniales aceptaban el control del 
Estado sobre los nombramientos eclesiásticos y, en diversos grados, su 
jurisdicción sobre el litigio patronal, pero estaban menos dispuestos a 
aceptar su autoridad sobre el retiro de un cura insatisfactorió uña vez 
que éste había entrado en funciones, otra prerrogativa que se adjudica- 
ba la Corona como corolario al derecho de presentación. 

La intervención secular en el retiro de los beneficiarios era el método 
más directo para controlar la conducta de los eclesiásticos individuales 

35 En AGI, Guadalajara 243, 315, 348, 356 se encuentran elas disputas patronales 
enviadas por los obispos y los vicepatronos al Consejo de Indias, de 1771-1790. 

36 En cualquier lista de obispos coloniales, como J. Bravo Ugarte, Diócesis y obispos de 
la iglesia mexicana 1519-1939 (México, 1941), se puede ver la frecuencia y duración de 
estas vacantes. 

37 AGL, México 1271, Bucareli al rey, 12 de octubre, 1773. 

38 Para ejemplos de la oposición eclesiástica a la jurisdicción patronal, véase AGI, 


México 2661, Provisor de Oaxaca al rey, 14 de septiembre, 1773; y México 2645, Expedien- 
te del pleito seguido ante el Provisor de México, 1791-1792. 
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bajo el sistema del patronato. Un eclesiástico titular no estaba a cargo de 
su beneficio a perpetuidad, sino que el vicepatrono o > el obispo39 podía 
privarlo de sus rentas, y se podían instituir contra él los procedimientos 


de retiro por inmoralidad general (por ejemplo, causar un escándalo 
público por su conducta inmoral* o por usurpar la autoridad del juez 
real local),4! así como por negligir sus deberes ministeriales (por ejem- 
plo, la ausencia no autorizada de su parroquia y la exacción de cuótas 
parroquiales).*2 Los vicepatronos daban por hecho que la ley real que 
establecía el procedimiento de retiro los autorizaba al menos para juz- 
gar los méritos de cada caso,43 y muchos creían que tenían el derecho 
de iniciar un juicio conjunto para cada eclesiástico titular culpable de 
inmoralidad: bajo cualquier interpretación, la prerrogativa otorgaba la 
jurisdicción secular sobre los eclesiásticos en los casos penales,** una 
restricción mucho más obvia al fuero eclesiástico que la adjudicación 
de las demandas patronales. 

Esta prerrogativa funcionaba sin problemas mientras estuvieran de 
acuerdo el obispo y el vicepatrono en la necesidad del retiro y, sobre esa 
base, podía ser un medio eficaz de reformar la conducta de eclesiásticos 
rebeldes, como lo ejemplifica un caso que surgió en Yucatán en 1776. El 
obispo y el gobernador decidieron que un cura de Tabasco, que había 
usurpado la autoridad del alcalde mayor local y había difamado públi- 
camente a otros funcionarios reales con acusaciones de corrupción, era 
un elemento disruptivo en el distrito y era necesario retirarlo, pero al 
cabo de algunos años, el obispo y el gobernador se convencieron ambos a 
tal grado de la reforma del sacerdote que lo reinstalaron en su beneficio.45 

Sin embargo, el método prescrito de retiro, que requería la concurren- 
cia de las dos autoridades, presuponía un estado de armonía que no siem- 
pre existía y en la práctica significaba que cualquier parte en desacuerdo 
podía, con éxito, obstruir los procedimientos. En dos casos similares en 
Yucatán, uno en los 1760 y el otro en los 1790, un gobernador exigió que 
se retirara a un cura por inmoralidad, pero en ambos casos un obispo 
juzgó al acusado en el tribunal diocesano y llegó a la conclusión de que 
no había razones para retirarlo.46 Los dos gobernadores estaban conven- 


39 Recop. Indias, ley 38, título 6, Libro 1. 

40 AGI, México 3053, Testimonio de autos formados en la causa de Bernardo de 
Echeverría, 1768. 

41 aG1, México 3072, Testimonio de autos contra José Perdomo, 1792. 

42 ac1, México 3064, Testimonio de autos contra el cura de Umán, 1783, 

43 M. de Amat y Junient, op. ctt., pp. 69-70. 

44 J. de Solórzano Pereira consideró que esta intervención era un abuso, Política india- 
na (Madrid, 1647), Libro 4, cap. 15, núm. 30. 

45 AG1, México 3063, Obispo de Yucatán a Ventura de Taranco, 23 de julio, 1783. 

36 AG1, México 3053, Testimonio de autos...Echeverría, 1768; México 3072, Testimonio 
de autos contra José Perdomo, 1796. 
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cidos, sobre la base de sus propias inquisiciones secretas, de que no se 
debía absolver a los curas, y aseguraban que, en tales circunstancias, los 
obispos estaban obligados a ceder a las exigencias de los vicepatronos. 
Pero en ninguno de los casos aceptó el obispo esta interpretación extre- 
ma de la ley, y se hizo a los gobernadores la advertencia de que si apela- 
ban las decisiones judiciales del tribunal diocesano con base en pruebas 
obtenidas por un magistrado secular cometerían una ofensa contra la 
inmunidad eclesiástica que podía ser penada con la excomunión.14? 

Los prelados claramente tenían la última palabra en estos casos, a 
menos que la Corona decidiera dar a los vicepatronos una autoridad ju- 
dicial decisiva, cosa que no se hacía fácilmente: a pesar de las urgentes 
peticiones de ambos gobernadores, el Consejo apoyó los primeros vere- 
dictos de los obispos y se rehusó a revisar los procedimientos exis- 
tentes. 

El que la ley no definiera los límites entre la autoridad eclesiástica y 
la secular en estos procedimientos dio origen a muchas disputas, que el 
Consejo de Indias frecuentemente resolvía con dictámenes incoherentes 
que tan sólo empeoraban la confusión. En ocasiones el impasse en los 
procedimientos era responsabilidad de los vicepatronos que llevaban a 
cabo sus propias inquisiciones y decidían que el beneficiario no había 
dado motivo de queja. En 1759 el Consejo multó al gobernador de Quito 
por este “intempestivo e irregular modo” de actuar y emitió una cédula 
general en la que declaraba que el consentimiento del vicepatrono no 
era necesario para retirar a un eclesiástico titular si éste había sido 
declarado culpable por su superior, cuya decisión era inapelable.*” Sin 
embargo, cuando una disputa casi idéntica surgió en Durango en los 
1770, el Consejo revirtió esta cédula, aprobó la inquisición del vicepa- 
trono y estuvo de acuerdo con su decisión de negar su consentimiento 
para que se retirara a un cura.50 

Las resoluciones del Consejo podían obstaculizar en realidad la aplica- 
ción de la ley incluso cuando cooperaban las autoridades civiles y ecle- 
siásticas. En 1784, por ejemplo, el Consejo pasó por encima del obispo y 
el gobernador de Yucatán, que habían retirado a un cura delincuente 
antes de que terminara su juicio para impedir un mayor retraso provo- 
cado por sus apelaciones constantes a tribunales superiores.51 Este nue- 


47 Ibid., Provisor Agustín de Echano al gobernador, 5 de agosto, 1767; México 3072, 
Obispo de Yucatán al gobernador, 13 de abril, 1792. 

48 AGI, México 3054, Consejo de acuerdo, 30 de junio, 1768; México 3072, Consejo de 
Acuerdo, 23 de junio, 1796. 

29 AHN, Códices 691, rc circular, 5 de abril, 1759. 

50 AG1, Guadalajara 343, Rc al obispo de Durango y la Audiencia de Guadalajara, 19 de 
septiembre, 1777. 

51 act, México 3064, Testimonio de autos... cura de Umán, 1783; Consejo de Acuerdo, 
22 de diciembre, 1784. 
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vo dictamen, que entró en vigor en todas las Indias en 1795, contradecía 
uno anterior de 1769, según el cual era innecesario un juicio formal siem- 
pre y cuando coincidieran las dos autoridades,5? y prácticamente anula- 
ba la ley básica también, ya que cualquier titular podía denegar el pro- 
cedimiento básico de concurrencia y llevar el caso a juicio si la pérdida 
del beneficio le causaba “considerable sufrimiento”.53 

El que esta prerrogativa no fuera siempre un método eficaz para con- 
trolar al clero era en gran parte responsabilidad de la Corona. Había 
creado un procedimiento del que podían abusar los vicepatronos impa- 
cientes y obstaculizar los prelados decididos, mientras que el órgano de 
la Corona de revisión judicial, el Consejo de Indias, contribuía a las am- 
bigiiedades de la ley e incluso estorbaba a las autoridades bien inten- 
cionadas en casos en que el procedimiento podría haber funcionado con 


iciencia. 
Me la autoridad que se derivaba de la concesión patronal se ejercía 
con mayor frecuencia sobre el clero menor, también se extendía sobre 
los obispos de las Indias. Se reconocía al papa como la cabeza espiritual 
de la Iglesia americana, pero en la mayor parte de los otros aspectos de la 
administración la Corona española era el superior de facto de los prela- 
dos, e incluso los actos que eran signo de la subordinación episcopal, 
como la visita ad limina, o el informe que entregaba a la Santa Sede un 
nuevo obispo al tomar posesión de su sede, y el juramento episcopal de 
“sumisión y fidelidad” se transfirieron del papa al rey durante el reinado 
de Carlos 111.54 

No es clara la política real respecto al- verdadero alcance de la juris- 
dicción patronal sobre los obispos coloniales, especialmente en su mani- 
festación más extrema: la deposición. La Corona sin duda sentía que la 
conducta de un obispo en funciones era un asunto de responsabilidad 
real, pero existían otras maneras de presionar a un prelado poco coope- 
rativo o incapaz, como transferirlo a una sede menos atractiva55 o la 
reprimenda pública,56 para las que no se precisaba de ninguna autoridad 
judicial. El retiro de un obispo no estaba previsto en la ley real, pero un 


52 [bid., RC, 11 de diciembre, 1769 (copia). 

53 AGN, Bandos y Ordenanzas 18, RC circular, 1 de agosto, 1795, inserta en el bando, 24 
de febrero, 1796. 

54 AGI, México 2622, rc, 1 de julio, 1770, y la Relación del estado material y formal de la 
iglesia de Puebla de los Ángeles, 2 de diciembre, 1772, informe ad limina mayorem entre- 
gado por el obispo de Puebla, de acuerdo con la cédula de 1770. 

55 Usualmente a una sede menor en la península, por ejemplo, Badajoz, a la que se 
hizo descender al arzobispo Manso y Zúñiga de México en 1630 por insubordinación. 
Véase AGI, México 3, Expediente sobre la estancia..., 1630-1634. 

56 P. de Leturia, Relaciones entre la Santa Sede e Hispanoamérica (3 vols., Roma, 1959- 
1960), t, 329-331, trata de la reprimenda pública que recibió san Toribio de Mogrovejo en 
Lima en 1954. 
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autor regalista trató de establecer el poder coercitivo de la Corana sobre. 
las obispos en su capacidad de patrono de la Iglesia,57 y hay motivos 
para creer que Carlos III incluía entre sus prerrogativas patronales. el 
derecho de deponer a un obispo. 

El Cuarto Concilio Provincial Mexicano, que se reunió en 1771, , debía 


reserva a la Santa Sede la jurisdicción sobre ll delito. serio > de los. 
-obispos,5% se nombró a dos jueces de consejo, que realizaron un juicio 
secreto del obispo de Durango, José Vicente Díaz Bravo, y enviaron el 
historial a Carlos TIT para que tomara una decisión. El arzobispo de Mé- 
xico, Francisco de Lorenzana, admitió más tarde que esta iniciativa 
régalista, entre otras, sería un serio obstáculo para conseguir que eFpapa 
aprobara el Concilio.*0 

“No se conocen las acusaciones precisas en contra del obispo, ya que 
se hizo entrega al confesor del rey de los documentos que se prepararon 
en México y no aparecen en los archivos oficiales. Lo cierto es que 
fueron varios de los colegas obispos de Díaz Bravo y no el gobierno de 
Madrid quienes instigaron los procedimientos. Aparentemente, Díaz 
Bravo incurrió en la cólera del arzobispo Lorenzana al objetar contra 
sus métodos dictatoriales de conducir las sesiones del Concilio y acusar- 
lo de haber preparado de antemano a todos los canónigos.%! Poco des- 
pués de reunirse el Consejo, se rumoró que Lorenzana había comisiona- 
do a sus dos fieles seguidores, los obispos de Puebla y Yucatán, para 
que hicieran una inquisición secreta de la conducta de Díaz Bravo y reu- 
nieran pruebas en contra suya a utilizarse sólo en el caso de que fuera 
demasiado difícil controlarlo por medios más sutiles.$2 

Lorenzana y los dos jueces enviaron frecuentes informes y cartas a 
Madrid rogando al rey tomara medidas para “evitar mayor escándalo”é3 
y pronto se vieron recompensados por una cédula real que llamaba a Díaz 
Bravo de regreso a España, en donde se le mantendría bajo custodia y 


57 A. Álvarez de Abreu, Víctima real legal (Madrid, 1726), p. 59. 

58 “Tomo regio para los concilios provinciales”, 21 de agosto, 1769, punto 3, publicado 
en F. Tejada y Ramiro, Colección de cánones, vt, Parte 1, 315-317, 

39 Concilio de Trento, ses. 13, cap. 8 de reform. y ses. 24, cap. 5, de reform. El Concilio 
está publicado en traducción española en F. Tejada y Ramiro, Op. cil., 1V. 

60 aG1, Ind. Gen. 3026, Lorenzana a Arriaga, 19 de noviembre, 1774. 

61 Bn, 5806, Extracto Compendioso de las actas del Concilio IV Provincial Mexicano, 
1771. 

62 Ibid., Diario de las operaciones del Concilio Provincial por uno de los individuos que 
lo componen...1771, 10 de enero, y 13 de enero, 1771. Pruebas internas indican que el 
autor fue el doctor Antonio Ríos, delegado del obispo de Valladolid, que no pudo asistir. 

63 Biblioteca Pública de Toledo, col. Borbón-Lorenzana, vol. 178, núm. 15, Extractos de 
las cartas de Lorenzana, 26 de enero, 1771; obispos de Puebla y Yucatán, 28 de enero, 2 
de marzo, 28 de marzo, 28 de mayo y 30 de junio, 1771. 
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se le instaría a renunciar a su obispado. En caso de negarse, los jueces 
del Concilio tenían instrucciones de continuar el juicio y obtener prue- 
bas suficientes para justificar su deposición.$4 

Como Díaz Bravo murió de manera “imprevista y de repente” a bordo 
del barco que lo llevaba de regreso a EspañaS” se cerró el caso antes de 
resolverse, sin dejar antecedentes del procedimiento que se habría se- 
guido en el caso probable de que el obispo se negara a renunciar: sólo se 
pueden hacer conjeturas acerca de si lo habría depuesto el rey con base 
en su autoridad como patrono o si habría buscado la confirmación papal 
de este acto. Sin embargo, es evidente que Carlos trató el caso esencial- 
mente de la misma manera en que habría tratado el retiro de un cura 
incapaz, y que aun si esta prolongación de la autoridad real existía sólo 
como amenaza, era una contribución notable al control real sobre el 
clero que permitían las prerrogativas patronales. 

Este caso es el único registrado en que la Corona intentó deponer a 
Queipo, fue llamado de vuelta a España y despojado de su obispado en 
1814.66 Sin embargo, sólo había sido nominado y no había recibido la 
bula papal de confirmación, y se alegó que no había tomado posesión de 
su sede legalmente. El rey ignoró el argumento de Abad y Queipo de que 

sólo el papa tenía el poder de deponerlo y simplemente presentó a otro 
candidato en su lugar.é? 


EL VICARIATO REAL 


o de las prerrogativas que emanaban más o menos directamente 
Y derecho real de presentación, la Corona española había creado un 
sistema de control mucho más amplio sobre las actividades eclesiásticas 
que se basaba en la doctrina regalista de que los reyes españoles tenían 
la función de vicario general de Dios en la Iglesia americana.98 La doc- 
trina del vicariato fue expresada primero tentativamente por el jurista 
Juan de Solórzano Pereira, en el siglo xv1169 y desarrollada hasta límites 
extravagantes en el siglo siguiente?0 y había dos teorías rivales en torno 


64 AGI, Guadalajara 545, Dictamen del Padre Confesor, 15 de mayo, 177!; rc a 
Lorenzana, Díaz Bravo y al virrey Bucareli, 24 de mayo, 1771. 

65 Ibid., certificado de muerte firmado por el Escribano sobre el barco Nuestra Señora 
de la Begoña, 24 de abril, 1772. 

66 AGI, México 2571, RO a Abad y Queipo, 15 de septiembre, 1814. 

67 Ibid., Consulta al Consejo de Indias, 29 de noviembre, 1815. 

63 A. de Egaña, La teoría del regio vicariato español en Indias (Roma, 1958), sigue el 
desarrollo de esta teoría desde el inicio de la época colonial. 

69 J. de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, cap. 2, núm. 24. 

70 Especialmente A. Álvarez de Abreu, Víctima real legal, y A. de Ribadeneyra y 


MÉTODOS DE CONTROL BAJO EL SISTEMA DEL PATRONATO 37 


a su origen legal; una teoría, influida por obras extranjeras acerca del * 
derecho divino de los reyes,?! aseguraba que la autoridad de vicario ' 
general se derivaba directamente de Dios como un derecho inherente a 
la soberanía temporal; la segunda teoría basaba esta autoridad en la con- 
cesión del patronato a principios del siglo XvI. Aunque la primera teoría, : 
al de declarar que la concesión del patronato era superflua porque sólo reco- 
nocía derechos previamente concedidos a la Corona,?? tenía la ventaja ' 
obvia de eliminar cualquier dependencia de la Santa Sede, la Corona 
prefería basar esta aspiración en declaraciones públicas sobre las bulas 
papales, que tenían una apariencia más convincente de legitimidad, ' 
pera que se podían interpretar de acuerdo con las necesidades del abso- 
lutismo real. 

Side i derivaba de Dios directamente o venía por intermedio de la delega- 
ción apostólica, el propósito del vicariato no cambiaba: incrementar el 
poder real a expensas de la autoridad papal. Es más, la sanción oficial 
de la Corona de este concepto regalista, expresada en una céduta reaten 
1765, establecía « que la autoridad del papa en las Indias recaía en el rey en 
todas las áreas de la jurisdicción eclesiástica a excepción de la potestad de 
orden, o aquellos poderes que se adquirían por medio de la ordenación 
eclesiástica, que por su naturaleza no se podían transferir.a los laicos, 73 

Aunque la responsabilidad del patrono de proteger su fundación ecle- 
siástica se había considerado siempre como corolario de su derecho 
presentación, ?4 los reyes españoles, al remplazar al papa como cabeza Weg 
la Iglesia americana, podían regular casi cada aspecto de la vida colonia 
que incumbiera a la misión espiritual de la Iglesia. En particular podían 
ejercer una autoridad casi ilimitada sobre el clero a través de los ecle- 
siásticos superiores, ya que sostenían que la conducta de un misienero 
o un cura era responsabilidad del patrono o del vicario real tanto comó 
que se pudiera disponer de iglesias parroquiales suficientes y de dona- 
tivos para los tapices de la catedral.?5 Este concepto no se originó con el 
Barrientos, Manual compendio del Regio Patronato Indiano (Madrid, 1755). El primer 
autor recibió una recompensa por su defensa de las prerrogativas reales con el título de 
Marqués de la Regalía y una pensión: AGí, Ind. Gen. 60, RC, 24 de junio, 1738; el segundo 
autor con un donativo de 4 000 pesos: F. Osores, Noticias bio-bibliográficas de los alumnos 
distinguidos del colegio de San Ildefonso (2 vols., México, 1908), u, 185-186. 

71 Para un excelente estudio sobre la introducción de las teorías del derecho divino en 
la jurisprudencia colonial española, véase M. Góngora, “Estudios sobre el Galicanismo y 
la Ilustración Católica" en la América española”, Revista Chilena de Historia y Geografía, 
núm. 125 (1957), pp.102-109, 117-120. 

72 A. de Ribadeneyra y Barrientos, op. cit., especialmente la p. 57, donde el aulor argu- 
menta que los orígenes para el patronato y el vicariato están en el Libro del Génesis. 

73 RAH, col. Mata Linares 9, Rc, 14 de julio, 1765. 

74 Véase W. Ullmann, 7/he Growth of Papal Government in the Middle Ages (Londres, 
1955), pp. 69-70, para el origen del papel del patrono como defensor ecclesiae. 


75 Para un resumen de los poderes del vicariato real, véase BN, 10653, Respuesta 
Eiscal, Consejo de Indias, 16 de agosto, 1774. 
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imperio colonial español, ya que desde tiempos medievales el señor 
. temporal había considerado que era su deber pedirle al obispó que se 
asegurara de corregir a cualquier sujeto eclesiástico delincuente. Pero la 
Iglesia española lo desarrolló en una teoría de control secular sobre la dis- 
ciplina eclesiástica en la que la jurisdicción independiente de la Iglesia 
se preservó sólo en apariencia y los superiores eclesiásticos fueron 
meros ejecutores de las decisiones reales. 

Dos casos de falsificación en 1787, uno en Perú y el otro en México, 
ejemplifican la aplicación de esta teoría. El virrey envió a España a un 
fraile mercedario de Lima, acusado de falsificar una cédula real. El rey 
ordenó al general mercedario a sentenciar al culpable a prisión en la 
fortaleza real de Ceuta, con la condición de que no se le debería liberar 
al término de su sentencia sin la autorización expresa del rey.?6 El ge- 
neral aceptó. En el segundo caso, un franciscano de la provincia de Za- 
catecas en la Nueva España que había reescrito parte de una cédula real 
fue interrogado por un magistrado real. El virrey lo deportó a España y 
se le mantuvo bajo la custodia del Consejo de Indias hasta que se le dic- 
tó sentencia. Aquí también el comisario general español de la orden 
obedeció en el acto la orden del Consejo de confinar al fraile en un mo- 
nasterio correctivo hasta que el rey ordenara su liberación.?? Excepto 
por el sello de los superiores eclesiásticos y la ausencia de un arresto 
formal en ambos casos, no se diferencia en mucho el tratamiento de 
estos dos frailes al de los súbditos laicos de la Corona. 

Claramente era impensable para el gobierno central de Madrid tomar 
la responsabilidad judicial completa en cada caso de inmoralidad ecle- 
siástica en un imperio de ultramar tan vasto. En algunos casos similares 
a.los de la Falsificación, el Consejo de Indias sí se hacía cargo formal- 
mente del delito cometido por un eclesiástico sobre la base de las prue- 
bas sustanciales que entregaban las colonias.78 Pero en muchos otros 
casos la Corona los dejaba más a discreción de los superiores eclesiásti- 
cos, a los que ordenaba investigar más a fondo ciertas acusaciones pre- 
sentadas al gobierno de Madrid, aunque sí especificaba el castigo a im- 
ponerse si se decidía que el acusado era culpable.?? 


76 aG1, Ind. Gen. 563, Consulta al Consejo, 19 de octubre, 1787, y la resolución real 14 
de enero, 1788. 

77 AGI, Guadalajara 357, Virrey Revillagigedo al rey, 27 de marzo, 1790; 152 
consejo, 3 de enero, 1792; Comisario General a Ventura de Taranco, 7 de febrero, 1792 

78 Véase, por ejemplo, AGi, México 2614, Respuesta del fiscal al Consejo, 19 de febrero, 
1769 y rc al obispo de Málaga, 12 de marzo, 1769, referente a un eclesiástico deportado de 
México; y Guadalajara 358, Respuesta del fiscal, 17 de marzo, 1794, y Comisario general 
franciscano al Consejo, 14 de julio, 1794. 

79 AG1, México 2628, rc al arzobispo de México, 22 de enero, 1770; Carta acordada al 
arzobispo de México, 20 de octubre, 1778 (referente a otro caso); y Guadalajara 315, Real 
orden al obispo de Guadalajara, 17 de marzo, 1803. 
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Un prelado cooperativo y eficiente podía resolver un problema de dis- 
ciplina totalmente en consonancia con la voluntad real y sin hacer mucha 
alharaca. Pero a veces el prelado no podía o no quería corregir a sus 
subordinados y la Corona se veía obligada entonces a intervenir de ma- 
nera más decisiva juzgando el caso e imponiendo ella misma una pena 
adecuada. Entre 1788 y 1800 la Corona comisionó a tres diferentes pre- 

“Tados para actuar en contra de varios canónigos del capítulo de Michoa- 
cán acusados de comportamiento indisciplinado y escandaloso. El pri- 
mer prelado, el obispo de Michoacán, se rehusó a pedir cuentas a los 
canónigos, por miedo al desorden y mayor escándalo que crearían a 
causa de sus “alborotos y enredos ruidosos”.80 El arzobispo de México, el 
siguiente comisionado, murió antes de que pudiera comenzar su tarea: 
y el obispo de Guadalajara, que realizó una investigación acerca del 
asunto, escribió a la Corona que él no veía que fuera necesaria ninguna 
medida correctiva en lo que llamó “uno de los conflictos usuales en los 
capítulos eclesiásticos”,8!1 aun cuando la inquisición había revelado que 
uno de los canónigos era un depravado notorio, que otro había atacado 
a un colega con una daga y que de todos ellos era conocido su tempera- 
mento violento y afición por los problemas. Como no se puso freno a 
estos excesos, el Consejo decidió finalmente intervenir él mismo y sen- 
tenciar a dos de los principales delincuentes a un estatuto de supernu- 
merarios con media paga. 82 
como la verdadera cabeza de la Iglesia americana incluso antes 5 | 
el concepto del vicariato llegara a su máxima expresión a mediados del 
siglo xvIn. Pór esta razón ejecutaban gustosos sentencias judiciales 
reales sin considerar que estas sentencias violaban mucho más directa- ' 

mente la inmunidad eclesiástica que la intervención de los vicepatronos: 
en el litigio patronal y en el retiro de beneficiarios, a lo que - muchos de 
ellos protestaban tan enérgicamente.83 

Las prerrogativas del vicariato no se limitaban al control de eclesiás- 
ticos individuales en casos específicos, sino que, bajo el reinado de € 
los III, llegaron a abarcar la supervisión de las reformas legislatiVAs : 
administrativas que afectaban a todo el clero americano. Carlos III realizó 
dos experimentos importantes en la reforma de la disciplina eclesiástica 
en las Indias por intermedio de la jerarquía eclesiástica: los concilios pro- 
vinciales y las visitas reformadoras de las órdenes religiosas. Ambos 


80 aGI, México 2637, obispo de Michoacán a Ventura de Taranco, 17 de junio, 1788 

8! aG1, Guadalajara 315, obispo de Guadalajara a Antonio Caballero, 16 de abril, 1802. 

82 AGI, México 2544, Consulta al Consejo, 17 de noviembre, 1802. 

83 Véase, por ejemplo, AG1, Guadalajara 339, Representación del obispo de Durango a 
la Audiencia, 19 de abril, 1771. 
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experimentos son particularmente importantes para un estudio de la 
Iglesia mexicana, porque se inspiraron en dos prelados del virreinato de 
la Nueva España, el arzobispo Lorenzana de la ciudad de México y el 
obispo Francisco Fabián y Fuero de Puebla, y se implantaron con mayor 
vigor en esa área. | o 

Para llamar la atención de la Corona a sus propuestas de reforma, los 
dos prelados informaron a principios de 1768 que “el estado actual de 
las órdenes regulares existentes en la Nueva España no puede ser más 
infeliz y desordenado”.3% Aunque admitieron que desafortunadamente 
prevalecía entre el clero secular el comportamiento desordenado e inmo- 
ral, enfatizaron la decadencia dé la disciplina monástica y, con excepción 
de las comunidades de los carmelitas descalzos, acusaron a las otras 
órdenes religiosas de la Nueva España de haber abandonado sus votos 
de pobreza, castidad y obediencia. Estos informes, reforzados por acusa- 
ciones similares provenientes de otras fuentes,35 convencieron al rey y a 
sus ministros de que el clero americano necesitaba una reforma drásti- 
ca siguiendo los lineamientos de las medidas pretriestinas tomadas por 
el cardenal Cisneros en el siglo xv1. Justos o no los alarmantes informes, 
no hay motivos para dudar de que la Corona creyera sinceramente én la 
gran degeneración de la disciplina y la moral eclesiástica en las Indias. 
Sin embargo, hay que admitir que convenía la existencia de tales cohdi- 
ciones para promover dos objetivos reales específicos: que se sometieran 
a la autoridad real la administración eclesiástica y el clero, especialmen- 
te las órdenes religiosas. 

Las propuestas de Lorenzana y Fabián y Fuero se entregaron a un 
consejo extraordinario, compuesto de igual número de prelados penin- 
sulares y consejeros reales encabezados por el conde de Aranda, y se 
aceptaron con entusiasmo. Bajo las condiciones estipuladas por el con- 
sejo las reformas se convirtieron en intereses reales, que los superiores 
eclesiásticos debían llevar a cabo bajo la supervisión estricta del Estado. 
Ni siquiera era necesario, de acuerdo con el consejo (ni conveniente, se 
podría haber añadido) buscar el previo consentimiento del papa, ya que 
¡el rey, “como Patrón y Protector de-la-Iglesia” tenía suficiente autoridad 
para adoptar cualquier medida que al clero “guiaría por el camino de la 
virtud que han abandonado”.86 o o 

84 AGI, Ind. Gen. 3041, Respuesta Fiscal Campomanes, 26 de junio, 1768, cita cartas del 
arzobispo Lorenzana y el obispo Fabián y Fuero al confesor del rey, con fechas del 25 y 29 
de marzo, 1768. Véase también Biblioteca Pública de Toledo, col. Borbón-Lorenzana, vol. 


178, núms. 3, 4, Escrito del Arzobispo de México, 16 de abril 1768, y Relación enviada por 
el Obispo de Puebla, 21 de abril, 1768. 

85 161, Ind. Gen. 3041, Respuesta Fiscal, 26 de junio, 1768, también menciona cartas en 
la misma vena del arzobispo de Manila, 30 de junio, 1767, y del visitador José de Gálvez, 
28 de marzo, 1768. 

86 Ibid., Consulta Consejo extraordinario, 3 de julio, 1768. 
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La autoridad real sobre estas reformas difícilmente podía haber sido 
mayor que si las hubieran ejecutado los propios funcionarios de la Coro- 
pa..Tanto los concilios provinciales como las visitas las ordenaba el rey, 3? 
que también decidía su contenido preciso. Los cuatro visitadores de 
cada orden religiosa ( para las Filipinas y los virreinatos de Perú, Nueva 
Granada y la Nueva España) iban provistos de instrucciones detalladas 
sobre las reformas específicas que el rey deseaba y los métodos que 
debían seguir para imponerlas.88 De manera similar, la Corona dictaba de 
antemano una guía general, llamada el “Tomo regio” de la legislación 
que debían imponer los concilios provinciales,89 y también prohibía 
expresamente la discusión de ciertos temas que podrían “perjudicar a 
las regalías”, especialmente cualquier área de jurisdicción en disputa, 
como la inmunidad eclesiástica.?% No sólo se instruía a los superiores 
eclesiáticos acerca de qué hacer y cómo hacerlo, sino que se debía asegu- 
rar el cumplimiento adecuado de estas instrucciones al colocar los pro- 
yectos de reforma bajo la supervisión inmediata de los funcionarios co- 
loniales en cada área y someterlos a revisión real, ya que ni los cánones 
aprobados por los consejos provinciales ni las medidas impuestas por 
los visitadores se debían considerar válidas hasta que se sometieran a la 
Corona para su confirmación.?! 

Aunque el propósito aparente de estos proyectos, la restauración de 
la disciplina eclesiástica, no se abandonó, estaba subordinado a los 
objetivos puramente políticos de la Corona. En el fondo, el propósito de 
todo esto era, según el Concilio extraordinario, “mantener a los eclesiás- 
ticos en una observancia arreglada y en unos principios sanos de obedien- 
cia y amor a Vuestra Magestad” 22 que a su vez debía inculcarlos entre los 
vasallos laicos del rey “por medio del ejemplo y la exhortación”.93 Algu- 
nas de las medidas dictadas por la Corona, como el establecimiento de 
seminarios teologales diocesanos y la restauración de la vida comuni- 
taria entre los regulares, tenía como laudable objetivo el de mejorar la 
moral del clero y favorecer el cumplimiento adecuado de sus deberes 
espirituales. Pero muchos de ellos estaban diseñados claramente para 
mutilar la independencia del clero, en particular de los regulares, a quie- 
nes se sometió a un mayor control tanto por parte de las autoridades 


87 Ibid., RC a todos los arzobispos metropolitanos en las Indias y las Filipinas, 21 de 
agosto, 1769; e Ind. Gen. 3040, rc a los generales de todas las órdenes religiosas en las 
Indias, 27 de julio, 1769. 

88 AGI, Ind. Gen. 3040, Instrucción para visitadores reformadores, 26 de mayo, 1771. 

89 “Tomo regio”, con fecha del 21 de agosto, 1769, publicado en J. Tejada y Ramiro, op. 
cit., VI, Parte 1, 315-317, 

90 AGI, Ind. Gen. 3041, Minuta de cédula, 24 de julio, 1769. 

91 Ibid., Consulta Consejo extraordinario, 3 de julio, 1768. 

92 Ibid., Consulta, 3 de julio, 1768. 

93 “Instrucción para visitadores-reformadores”, punto 7; “Tomo regio”, punto 8. 
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diocesanas como del Estado,?% y para fortalecer la autoridad secular 
sobre la administración eclesiástica en general. 

Los superiores eclesiásticos cooperaron plenamente con la ejecución 
de las órdenes reales. Los obispos mexicanos, los primeros en obedecer 
la cédula que convocaba los concilios provinciales, se reunieron en enero 
de 1771 y bajo el fuerte liderazgo del arzobispo Lorenzana (que un dele- 
gado tachó de “despotismo”),?95 siguieron punto por punto la agenda 
dictada por la Corona. La intervención del asistente real u observador 
real nombrado por el virrey era completamente superflua, ya que Loren- 
zana y el obispo Fabián y Fuero de Puebla ya habían esbozado los cáno- 
nes conforme al “Tomo regio”:?6 se les aprobó casi sin ningún debate, y 
cuando lo hubo, no fue más que una discusión acerca de qué leyes reales 
se debían citar como fundamento de cánones particulares.” Fabián y 
Fuero objetó contra las constantes interrupciones del asistente con el 
pertinente argumento de que los obispos eran tan celosos defensores de 
las prerrogativas de la Corona como él mismo,*8 y en algunos casos adop- 

ban una postura aún más regalista que la de los ministros reales que 
habían preparado el “Tomo regio”. Se había instruido al Concilio tan 
Ólo para promover la lealtad hacia la Corona entre el clero, pero los 
obispos tenían tal urgencia de demostrar su celo que por su propia ini- 
ciativa crearon dos cánones que prescribían la pena de excomunión 
para cualquiera, laico o eclesiástico, que actuara o hablara en contra del 
rey o que no respetara sus mandatos.?? Carlos 11l agradeció estos '€s- 
fuerzos promoviendo a las dos figuras clave en el Concilio, Lorenzana y 
Fabián y Fuero, a las sedes de Toledo y Valencia en España a poco de 
terminar el Concilio.!00 o 
_La cooperación de la jerarquía secular en estos proyectos no es sor- 
prendente. Conscientes de que dependían del favor real, los obispos 
también consideraban las políticas reales como medio de acrecentar su 
94 “Tomo regio”, punto 17; “Instrucción para visitadores-reformadores”, punto 8. 
95 Obispo Díaz Bravo de Durango, véase antes, p. 35, nota 62. 
96 El Cuarto Concilio Provincial Mexicano (Civm) está publicado en J. Tejada y 
Ramiro, op. cit., v1, Parte 1, 177-313. El manuscrito original está en la Biblioteca Pública 
de Toledo, col. Borbón-Lorenzana, vol. 62. Para un análisis de cómo se plegó el Concilio al 


“Tomo regio”, véase a M. Giménez Fernández, El Concilio IV Provincial Mejicano (Sevilla, 
1939), pp. 111-119. 

97 Bn, 5306, Extracto compendioso de las actas del Concilio..., especialmente las 
sesiones del 13 de enero, 19 de febrero y 14 de marzo, 1771. 

98 Ibid., Diario de las operaciones del Concilio..., por el Dr. Ríos, cita el discurso del 
obispo en la entrada del 10 de marzo, 1771. Para un recuento de los muchos discursos y 
objeciones del asistente, véase BN, 19199, 19200, Compendio de todo lo trabajado durante 
el Concilio Provincial Mexicano, 6 de mayo, 1772, por Antonio Ribadeneyra (también 
autor del Manual compendio del Regio Patronato Indiano). 

99 Crvm, cánones 2, 8, título 16, Libro 1. 

100-8n, 10653, Respuesta Fiscal, Consejo de Indias, 16 de agosto, 1774, menciona estas 
promociones como prueba de que el rey estaba “complacido” con el Consejo. 
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propia autoridad a expensas de la supremacía papal y de la independen- 
cia de las órdenes religiosas y, aunque algunas de las reformas implica- 
ban un mayor control real sobre sus propias actividades, bajo el sistema 
del vicariato los reyes se preocupaban de mantener la apariencia de una 
sociedad equitativa entre el episcopado y la Corona. Lo sorprendente es 
que los superiores regulares fueran casi igual de complacientes. Lejos 
de lamentar la iniciativa del rey o el hecho de que se adjudicara el dere- 
cho de elegir a los visitadores. los generales de las órdenes religiosas 
apoyaron totalmente el proyecto y entregaron sus listas de nominados. 
El general agustino llegó a sugerir que el rey debía elegir también a los 
secretarios de visita.!0! No era de esperarse que se opusieran al artículo 
en las instrucciones generales para las visitas que pedía que se promo- 
vieran los estudios sagrados, pero no cuestionaron siquiera el derecho 
de la Corona de intervenir en la administración interna de las órdenes 
y de permitir a los virreyes regular el número de frailes y monasterios 
en cada provincia.!02 

Los regulares estaban mucho más dispuestos a someterse a la autori- 
dad real que a la de los obispos. Los superiores locales que asistieron al 
Concilio Mexicano Provincial como observadores objetaron a los cánones 
que ponían muchas de sus actividades bajo el control diocesano,!03 pero 
ellos y los visitadores aceptaron sin murmurar la intervención del virrey 
en todos los aspectos de las visitas, desde su investigación preliminar 
acerca del estado general de cada orden, que se usaba como base para las 
reformas, hasta su supervisión de las medidas específicas a tomarse. Es 
comprensible que los visitadores peninsulares, a quienes se confió una 
tarea difícil en un entorno desconocido, recibieran de buen grado el 
apoyo adicional de la autoridad del virrey y que le permitieran gustosos 
dirimir las muchas disputas que surgieron entre ellos y los superiores 
locales y otros frailes.!0 También entregaban sus reportes finales al virrey, 
que tenía la responsabilidad de decidir si se habían llevado a cabo las vi- 
sitas de acuerdo con las instrucciones de la Corona antes de enviar los 
informes a Madrid para la confirmación real. !05 


101 AGI, Ind. Gen. 3040, Genera] de los agustinos al rey, 14 de septiembre, 1769; véase 
también Consulta Consejo Extraordinario, 27 de octubre, 1769. 

102 /bid., “Instrucción para visitadores-reformadores”, 1771, puntos 4, 5. 

103 BN, 5806, Extracto compendioso, particularmente las sesiones del 10 y 12 de 
octubre, 1771. 

104 Para la adjudicación virreinal de conflictos durante las visitas de las órdenes fran- 
ciscanas y betlemitas, véase, Administración de Bucareli, 11, 290-291, 198-301, 311-314, 
Bucareli a Arriaga, 27 de mayo, 1773, Bucareli al rey, 27 de octubre, 1773, y 27 de oclubre, 
1774. 

105 Véase, por ejemplo, Bn 2706, Visita-reforma de la Provincia de Nueva España 
(Orden mercedaria), 1771-1779. Para material similar acerca de otras órdenes religiosas, 
véase AGI, México 2743, Expediente sobre la reforma de la Orden de S. Juan de Dios, termi- 
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Si estos ambiciosos proyectos produjeron pocos resultados tangibles 
esto no se debió, obviamente, a la resistencia de algunos prelados de 
mente independiente. El enorme tamaño de las colonias, su distancia 
del centro de poder y una reticencia natural a cambiar hábitos profun- 
damente arraigados debilitaba inevitablemente el ímpetu de cualquier 
programa de reforma. Pero uno de los obstáculos más importantes que 
enfrentaron estos proyectos particulares fue el exceso de intervención 
secular. El Cuarto Concilio Provincial Mexicano tuvo muy poco o nin- 
gún efecto en la administración eclesiástica en la Nueva España. Con la 
exigencia de la confirmación real como un prerrequisito para su validez, 
la Corona condenó al Concilio a pasar años transitando de una oficina 
de gobierno a otra, mientras que distintos fiscales y ministros examina- 
ban cada canon en busca de posibles infracciones a las prerrogativas 
reales.!06 El arzobispo Lorenzana ya había expresado dudas acerca de 
la recepción de las propuestas del Concilio en Roma, en vista del tenor 
regalista de muchos de los cánones y de la supervisión estatal a través 
del “Tomo regio” y del asistente real;!07 y el ministro español en Roma, 
a quien en 1792 finalmente se había confiado el encargo de obtener la 
aprobación papal, indicó, sin rehusarse de modo terminante, que el in- 
tento sería completamente infructuoso.!03 Así, sin contar con la confir- 
mación real, ni con la confirmación papal, las decisiones del Concilio 
nunca se promulgaron siquiera en el virreinato, y mucho menos se hi- 
cieron efectivas. 

Las visitas propuestas por la reforma no tuvieron mucho mayor efec- 
to. Se alargaron por años, una de ellas hasta el siglo xrx, y mucho antes 
de que se terminaran el rey aceptó que no se estaban cumpliendo las re- 
formas que se habían propuesto.!0% Aparte de la dimensión casi impo- 
sible de la tarea, la razón principal para este fracaso fue el sistema ultra- 
regalista de administración en las Indias, que ofrecía a aquellos frailes 
mal dispuestos a aceptar las nuevas restricciones impuestas por los visi- 
tadores oportunidades ilimitadas para obstruirlas. Como se podía apelar 
al virrey (y a veces a la audiencia) contra cualquier medida onerosa, 
cuando menos se podía demorar, si no impedir por completo que se lle- 


nado en 1785; México 2744, Expediente sobre la reforma de S. Hipólito Mártir, terminado 
en 1791; México 2747, reforma de los dominicos, 1736, México 2748-2749, Agonizantes 
(San Camilo Lelis), 1787; México 2750-2751, betlemitas, 1804. 

106 Las numerosas respuestas y consultas del Concilio de 1772 a 1803 se encuentran en 
AG!, México 2711, Expediente sobre la aprobación del Cuarto Concilio Provincial Mexica- 
no, 1772-1803. Véase también BN 10653, Respuesta Fiscal, 16 de agosto, 1774; y Biblioteca 
del Palacio, 1439, Consulta Consejo, 5 de marzo, 1776. 

107 ací, Ind. Gen. 3026, Lorenzana a Arriaga, 19 de noviembre, 1774. 

108 aG1, México 2711, José de Azara a Ventura de Tarasco, 28 de marzo, 1792. 

109 “Instrucción reservada”, 8 de julio, 1787, art. 90, en Obras originales del conde de 


Floridablanca, p. 226. 
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varan a efecto las reformas. Por tanto las intrusiones civiles en la juris- 
dicción de la Iglesia, tan enérgicamente defendidas por los regalistas, 
eran el principal obstáculo para su preciado programa de reforma. Este 
conflicto era de hecho el principal defecto del sistema del vicariato en 
general: bajo este sistema, el control real del clero se canalizó principal- 
mente a través de los superiores eclesiásticos, aunque las muchas for- 
mas de interferencia secular en la administración eclesiástica (como la 
intervención ejecutiva y la revisión judicial de los casos eclesiásticos, ! 10 
además de las prerrogativas patronales) socavaron la autoridad de los 
prelados y llegaron a dificultar el control eficaz de sus subordinados. 


110 Véase caps. Il y lll para una discusión sobre la intervención ejecutiva y la revisión 
judicial en las visitas y Otras áreas de la jurisdicción eclesiástica. 


Il. EL CONTROL DEL CLERO POR MEDIO 
DE LA INTERVENCIÓN EJECUTIVA 


Los DECRETOS ADMINISTRATIVOS Y EL PROCESO INFORMATIVO 


EL CONTROL rea] sobre los actos de eclesiásticos individuales por medio 
o del patronato distaba mucho de ser total, ya que de- 
pendía en su mayor parte de la propia jurisdicción de la Iglesia. Para no 
supeditarse por completo a estas prerrogativas los Habsburgo diseñaron 
otro método para enfrentarse a sus súbditos eclesiásticos, que aunque 
se basaba en principios distintos respecto a la autoridad real sobre el 
clero, no remplazó al sistema de patronato, sino que se ejerció alternada 
o conjuntamente con él, según lo exigiera el caso. 

Este método, que se puede denominar intervención ejecutiva, se servía 
de varias medidas que eran administrativas más que judiciales, como las 
-inquisiciones secretas, la sentencia por decreto ejecutivo y el exilio, pro- 
cedimientos que equivalían efectivamente a juicio y castigo, pero que los 
juristas españoles, haciendo malabarismos con la jerga legal, podían 
argúir que no infringían el privilegio eclesiástico de la inmunidad. La ju- 
risprudencia española no reconocía siquiera la teoría comparativamente 
moderna de la separación de poderes, ya que se consideraba al rey como 
la fuente de toda autoridad, legislativa, judicial y ejecutiva,! y los mismos 
representantes de la Corona ejercían los tres poderes en diversas circuns- 
tancias. Las audiencias, por ejemplo, eran principalmente cuerpos judi- 
ciales, pero con [frecuencia realizaban funciones administrativas y pasa- 
ban legislación en forma de provisiones reales.? Sin embargo, se hacía 
una distincion útil aunque no siempre evidente entre la autoridad judicial 
y la ejecutiva o “económica”.3 al tratar con sus súbditos eclesiásticos, ya 
que los juristas reales podían argumentar que cualquier medida tomada 
con base en la segunda no violaba la inmunidad judicial del clero. 


! A. García Gallo, Historia del Derecho español (2 vols., Madrid, 1941), 1, 245, 462, 

2 Para un análisis de las diferentes funciones de la audiencia, véase J. H. Parry, The 
Audiencia of New Galicia in the Sixreenth Century (Cambridge, 1943), Parte 11. T. Esquivel 
Obregón, Apuntes para la historia del derecho en México (4 vols., México, 1937-1947), 1, 88, 
335-341, 423-425, trata del intercambio de funciones entre los diferentes cuerpos guberna- 
mentales en las colonias. 

3 El uso de este término como sinónimo de lo administrativo se derivó de la detinición 
original de económico, "referente a la administración de la propiedad”. Real Academia de 
la Lengua, Diccionario de la lengua castellama (Madrid, 1730). 
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Fueron principalmente dos juristas al servicio de la Corona en Perú, 
Pedro Frasso y "Juan Luis López, quienes, en el siglo XVII, desarrollaron 
este concepto del poder económico4 que, tal como fue concebido originaál- 
mente, fue la fuente principal de la política real hasta el final de la época 
colonial. Ambos juristas, así como autores regalistas posteriores,5 elabo- 
raron varias teorías diferentes (usualmente en la misma obra) para jus- 
fílicar este sistema de control sobre el clero: era otro corolario de la con- 
cesión papal del patronato; o bien la inmunidad eclesiástica era una 
concesión real, no un privilegio contenido en la ley divina, y por tanto 
rescindible; o bien esta autoridad era parte del poder económico real, 
supuestamente inherente a la naturaleza de la soberanía temporal. Esta 
última teoría era más útil, ya que eliminaba absolutamente la depen- 
dencia de las concesiones papales (que en teoría también podían res- 
cindirse) y evitaba un enfrentamiento directo con la ley canónica a 
tocar siquiera el punto de la inmunidad eclesiástica. 

Tanto López como Frasso basaban su argumentación en el principio 
de que los eclesiásticos no dejaban de ser súbditos reales cuando reci- 
bían las sagradas órdenes, así que el rey tenía el derecho de regular sus 
actos siempre y cuando no estuvieran directamente relacionádas con 
sus funciones sacramentales.? Y para asegurarse de que obedecieran Tas 
leves del reino, el rey podía someterlos a medidas puramente adminis- 
trativas gracias a su autoridad “económica”. 

En la práctica, con frecuencia no se podía hacer una distinción entre 
esta autoridad “económica” y la autoridad judicial y coercitiva del Esta- 
do excepto en la terminología usada por los funcionarios reales. Había, 
por ejemplo, numerosos pleitos entre los canónigos de la catedral o en- 
tre ellos y sus obispos que los virreyes fallaban por decreto ejecutivo, 
pero que por lo demás eran idénticos a las demandas patronales que juz- 
gaban en su función de vicepatrono.? 

La intervencion ejecutiva, sin embargo, tenía la ventaja de ofrecer un 
mayor ámbito de acción que las prerrogativas patronales, así que per- 
mitía tomar medidas más drásticas si la adjudicación no resolvía el 


4 P. Frasso, De regio patronatu indiarum (Madrid, 1677), Libro 1; J. López (Marqués del 
Risco), Discurso jurídico, histórico-politico en defensa de la jurisdicción real (Lima, 1685). 

5 Véase AGI, México 2617, Respuesta Fiscal de lo Civil, 5 de marzo, 1763; y Biblioteca 
del Palacio, 1492, Defensa de la jurisdicción real, por (Antonio) Joaquín de Ribadeneyera, 
México, enero, 1763, dos apologías extensas de la intervención ejecutiva basadas en las 
teorías de Frasso y López. 

6 P. Frasso, op. cit., Libro 1, cap. 45, núm. 1-3; J. López, op. cit., cap. 9. 

7 Para ejemplos de la intervención ejecutiva en las disputas patronales, véase AGI, 
México 2627, Expediente de los pleitos entre el Revdo. Obispo de Puebla y su Venerable 
Cabildo, 1778; e Instrucciones que los virreyes de Nueva España dejaron au sus sucesores (2 
vols., México, 1873), ii, 754-760 (Félix Berenguer de Marquina, 1803). Véase antes, pp. 29- 
31, para la intervención judicial en las demandas patronales. 
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problema. En 1771, por ejemplo, el virrey Carlos de Croix (marqués de 
Croix) ordenó una inquisición para aclarar las amargas disputas entre 
los miembros del capítulo de la catedral de Durango, que en el pasado 
había tratado varias veces de conciliar sin lograrlo.3 La inquisición indi- 
có que el deán era el principal promotor de la discordia y, por orden del 
virrey, se le confinó en un monasterio de la ciudad de México hasta que 
el sucesor de Croix, el virrey Antonio de Bucareli, emitió otro decreto 
ejecutivo que lo puso en libertad seis meses después.? 

Ambos virreyes enfatizaron el carácter extrajudicial de su interven- 
ción. Croix ignoró la objeción del deán de que, en realidad, se le había 
sentenciado a prisión y le negó el permiso de apelar al tribunal arquidio- 
cesano, ya que, en opinión del asesor general virreinal, el virrey no se 
había hecho cargo del caso judicialmente.!0 Bucareli también negó la 
autorización de apelar el decreto original y no quiso escuchar su defen- 
sa, y simplemente lo liberó cuando decidió que seis meses de confina- 
miento habían sido suficiente castigo. ?? 

La eficacia de los diversos métodos de intervención ejecutiva radica- 
ba precisamente en la posibilidad de evitar las formalidades judiciales 
que entorpecían por igual a los tribunales eclesiásticos y civiles.12 Un 
virrey de Perú, al recomendar medidas administrativas a su sucesor, le 
aseguró que “nunca habría suficiente tiempo para atender los múltiples 
reclamos, alegatos, objeciones y otras interpelaciones que los eclesiásti- 
cos arguyen a su favor”, si se seguían los procedimientos judiciales.!3 

Usualmente la única distinción entre los actos administrativos y judi- 
ciales era que se privaba al eclesiástico en cuestión del proceso debido 
de la ley ya fuera en los tribunales eclesiásticos o en los civiles y estaba, 
en realidad, en peor situación que un súbdito laico de la Corona. El pro- 
ceso informativo, o inquisición sumaría, por ejemplo, se realizaba en se- 
creto sin siquiera notificar al acusado, a quien se impedía, por tanto, 
atestiguar en su defensa y a quien no se daban a conocer las acusacio- 
nes que se le imputaban.!* El proceso informativo era la medida admi- 


8 AGI, Guadalajara 341, Expediente de la pesquisa secreta hecha contra el Deán de la 
Sta. Iglesia de Durango, 1770. En Guadalajara 566 se puede encontrar material sobre una 
serie de disputas entre miembros del Capitulo de Durango, 1754-1768. 

9 AGI, Guadalajara 545, Bucareli a Arriaga, 20 de diciembre, 1771. 

t0 AGí, Guadalajara 341, Dictamen Diego de Cornide, 20 de septiembre, 1771. 

11 AGI, Guadalajara 545, Bucareli a Arriaga, 20 de diciembre, 1771. 

12 J. de Hevia Bolaños, Curia Philipica (Madrid, 1615) es la obra contemporánea más 
completa sobre el sistema judicial español. Véanse las partes 1, “Juicio civil”, y 111, “Juicio 
Criminal”, para el procedimiento forense. 

13 M. de Amat y Junient, op. cit., pp. 9-10. 

14 Véase, por ejemplo, la petición del Deán de Durango al virrey, 18 de septiembre, 
1771, en la que pide se le informe de las acusaciones contra él y que se escuche su defensa, 
en AGI, Guadalajara 341. 
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nistrativa más ambigua desde el punto de vista legal. Aunque los canonis- 
tas objetaban contra estas inquisiciones por considerar que claramente 
violaban el privilegio de fuero del sujeto,!5 los juristas civiles argumen- 
taban que el proceso se parecía sólo a la etapa inicial de un juicio penal, 
pero su propósito era tan sólo el de obtener información, y no la denun- 
cia, y que, como no se hablaba de acusador, acusado, veredicto ni sen- 
tencia, era un proceso extrajudicial. !6 

La utilidad de tal procedimiento es obvia: los funcionarios reales po- 
dían investigar las acciones de cualquier eclesiástico sin atenerse a su 
superior, que podría ser incompetente o demasiado permisivo, y podían 
entonces obligar al superior a actuar con base en estas pruebas, o podían 
usar ellos mismos las pruebas para justificar una intervención más ri- 
gurosa. En 1778 el comandante general de las Provincias Internas en el 
norte de la Nueva España comisionó a varios subordinados para rea- 
lizar una inquisición secreta acerca de la administración de las misiones 
franciscanas en Parral. Durante años el provincial franciscano de 
Zacatecas había calmado las exigencias de reforma del comandante ase- 
gurándole que el nuevo custodio de las misiones estaba eliminando 
todos los abusos. Sin embargo, la inquisición reveló que, por el contra- 
rio, este mismo custodio era la causa principal de los abusos: se había 
estado enriqueciendo a costa de los estipendios de los otros frailes (por 
lo que ellos a su vez explotaban a los indios con trabajo no remunerado), 
con la cría de ganado en tierras robadas a los indios, y con la venta de 
bienes a los mismos a cambio de pagos exorbitantes en especie.!? Se 
envió a la Corona un informe exhaustivo basado en la inquisición y, 
aunque las consecuentes órdenes reales a los superiores franciscanos 
quizá no dieron resultados espectaculares!8 el comandante pudo por lo 
menos justificar la inquisición que había ordenado expulsando al custo- 
dio delincuente y confiscando toda la propiedad ilegal de la misión.!? 

En muchas ocasiones era imprescindible la intervención ejecutiva en 
los asuntos eclesiásticos como instrumento para mantener el orden pú- 
blico. Las frecuentes disputas entre los eclesiásticos hacían necesario el 
fallo secular y hasta el uso de la fuerza, especialmente en los muchos y 
violentos disturbios provocados por el clero regular en esta época. La 


15 D. de Avendaño, Thesaurus Indicus (2 vols., Amberes, 1668-1677), 1, título 2, cap. 11 
parte 2. Véase también “Ofensa y defensa de la libertad eclesiástica”, encargada por el arzo- 
bispo de Lima, 1685, publicada como un apéndice y refutada en J. López, Discurso jurídico. 

16 J, de Solórzano, op. cit., Libro 4, cap. 27, núms. 34 y 36; J. López, Discurso jurídi- 
co, cap. 7. 

17 AGI, Guadalajara 545, Extracto de autos preparados por D. Galindo Navarro y D. 
Francisco de Campos de orden del Comandante General... en 7 cuadernos, 17 de noviem- 
bre, 1778. 

18 AGI, Guadalajara 243, Consulta Consejo, 14 de agosto, 1783. 

19 AGI, Guadalajara 545, Comandante General Teodoro de Croix al rey, 23 de mayo, 1780. 
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principal causa de las disputas entre los regulares era la rivalidad por el 
poder entre los criollos y los peninsulares al interior de cada orden.20 
Los altos cargos debían cambiar de titular, pero en la práctica, aquellos 
en el poder trataban de asegurarse la reelección, a menudo condenando 
a los miembros de la facción opositora a perder su derecho de voto o en- 
viándolos a las misiones inmediatamente antes de los capítulos, o reu- 
niones bienales en las que se elegía a los superiores.?! Solía bastar con 
las admoniciones y el arbitraje virreinal para restaurar el orden, pero en 
ocasiones los frailes se alteraban tanto que miembros de la audiencia 
tenían que supervisar la votación en persona,?2 y en dos casos, uno en 
1780 y el otro en 1787, el virrey pidió tropas para pacificar a frailes re- 
voltosos armados de palos y para rescatar a los miembros de la facción 
en desventaja.23 

Estos disturbios públicos no fueron sino los incidentes más ruidosos 
de las rencillas aparentemente interminables que contribuyeron en mu- 
cho a destruir la eficacia y el buen nombre de las órdenes religiosas 
hacia el final del periodo colonial. Casi cada orden se veía involucrada en 
revueltas, que seguían un patrón similar de desórdenes en las elecciones, 
de acusaciones y contra-acusaciones de distintos delitos y del relajamien- 
to generalizado de la disciplina monástica.2* Algunas de estas revueltas 
duraron años, pero quizá la más persistente fue la que se dio en la orden 
hospitalaria de Belén. Desde los 1770 hasta el final de la época colonial 
los sucesivos virreyes recibieron una tormentosa “multitud de recursos 
y expedientes sobre puntos de gravedad y trascendencia, de discordias 
interiores y de escándalos y excesos”25, así como peticiones incesantes 
de que usaran su autoridad para forzar a los frailes recalcitrantes a obede- 
cer a sus superiores o, a la inversa, para impedir a los superiores que 
oprimieran a sus subordinados.?6 La tarea del gobierno civil de preser- 


20 Véase AHN, Códices 717, Real instrucción al Presidente de Guatemala, 23 de septiem- 
bre, 1779, parr. 20. 

21 Véase Administración de Bucareli, 11, 310, Bucareli al rey, 27 de octubre, 1774. 

22 Documentos para la historia de México (4 series, 20 vols., México 1853-1857), 1, vir, 
“Diario de José Gómez 1776-1798” (un oficial de los alabarderos reales acuartelados en la 
capital), p. 44, que se refiere al capítulo de 1778 de la orden de San Juan de Dios. Véase 
también Revillagigedo 11, Instrucción reservada (1794), pp. 7-8, sobre los capítulos de los 
franciscanos y los agustinos; y Biblioteca del Palacio, 3078, Instrucción del virrey Miguel 
José de Azanza a su sucesor Félix Berenguer de Marquina, 24 de abril, 1800, sobre los 
capítulos recientes de los franciscanos, dieguinos y dominicos. 

23 “Diario de José Gómez”, pp. 89-92, 284. 

24 Administración de Bucareli, 11, 311-314, Bucareli al rey, 27 de octubre, 1774; y AGI, 
México 1285, Expediente sobre las desavenencias..., 1785, sobre la orden franciscana; Mé- 
xico 2540, Expediente sobre los desórdenes... en la orden de San Hipólito Mártir, 1787-1791; 
y para material sobre la intervención civil en los disturbios que surgieron durante las 
diversas visitas de reforma, véanse las fuentes citadas en la p. 43, nota 105, de este texto. 

25 Instrucciones que los virreyes (Berenguer de Marquina, 1803), u, 650-653. 

26 AGI, México 2604, Bucareli a Lorenzana, 27 de agosto, 1773: Administración de 
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var la paz sin duda se había vuelto más difícil que a mediados del siglo 
xvi, cuando un virrey le aseguró a su sucesor que “las pequeñas dife- 
rencias que surgían durante las elecciones de los superiores regulares 
eran fáciles de suavizar”.?27 

La intervención ejecutiva era claramente una intrusión en la inmunidad 
del clero y la jurisdicción judicial de sus superiores, a pesar de los es- 
fuerzos de los juristas reales para disfrazar el hecho con términos como 
“correcciones paternales” y “medidas preventivas”.28 Sin embargo, la 
oposición eclesiástica distaba mucho de ser universal. Los regulares no 
se oponían a la intervención secular en sus pleitos. De hecho, sus peti- 
ciones y denuncias constantes obligaban a los funcionarios reales a fhun- 
gir como magistrados y condestables y eran motivo de desesperación para 
el gobierno civil y no una oportunidad buscada para ejercer la autori- 
dad secular sobre el clero.?? Los eclesiásticos solían protestar si una me- 
dida administrativa casualmente beneficiaba a un contrario en una dispu- 
ta o si limitaba de cualquier manera sus ambiciones, pero su interés no 
era tanto cuestionar la legalidad fundamental de la medida como pedir 
que se revirtiera la decisión o tratar de influir al Estado para que se pu- 
siera de su parte en una disputa.30 

El apoyo real oscilaba y en realidad prolongaba las disputas en muchos 
casos. Un buen ejemplo fue la lucha entre los obispos de Puebla y las di- 
versas órdenes de monjas en esa diócesis originada por los intentos de 
reforma de la vida conventual, una lucha que provocó disturbios en la ciu- 
dad durante más de diez años (1770-1781). Era imposible llegar a un acuer- 
do definitivo, porque el rey envió una serie de cédulas contradictorias a 
los funcionarios coloniales, en las que ordenaba la intervención secular 
que en ocasiones favorecía a las monjas y en otras, a sus reformadores, 
según la última petición que había recibido de las partes en conflicto.31 

Los obispos coloniales aceptaban la legalidad de la intervención eje- 
cutiva en tanto que ésta reconociera, o al menos no entrara en conflic- 
to con su autoridad. Aceptaban que un funcionario oficial obtuviera 
pruebas y tomara medidas provisionales en contra de un eclesiástico 
delincuente, pero sólo si no había un juez eclesiástico en las cerca- 


Bucareli, 1, 299-302, Bucareli al rey, 27 de octubre, 1773; AGI, México 1150, Rc al arzobis- 
po y virrey de México, 22 de septiembre, 1801, 23 de febrero, 1803 y 22 de mayo, 1805. 

27 Instrucciones que los virreyes (Conde de Revillagigedo 1, 1754), 1, 370-371. 

28 AGI, México 2617, Respuesta Fiscal de lo Civil, 5 de marzo, 1763. 

29 Véase Biblioteca del Palacio, col. Ayala 31, Instrucción del virrey Cruillas al Marqués 
de Croix, 1766; y M. de Amat y Junient, op. cit., pp. 90-91. 

30 Véase, por ejemplo, México 2641, Comisario General de San Juan de Dios a Matías 
de Gálvez, 16 de septiembre, 1784, en que le pide que use su autoridad ejecutiva para “cas- 
tigar a los verdaderos culpables”, es decir, sus contrarios. 

31 ací, México 2604, Expediente sobre la vida común de las monjas de Puebla..., 1770- 
1781. 
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nías,32 y un obispo podía incluso pedir al virrey que encerrara o deportara 
a un subordinado, con la explicación de que sólo disponía de la persua- 
sión y la reprimenda para disciplinarlo y de que dependía enteramente 
de las autoridades civiles si era necesaria la coerción.33 Sin embargo, los 
obispos no dudaban en alzar el estandarte de la inmunidad eclesiástica 
cuando una medida administrativa no les resultaba útil o cuando no la 
habían solicitado. 

Se dio el caso en una competencia que surgió en Guadalajara en 1778 
sobre el uso que hacía la audiencia del proceso informativo. El cura 
de uno de los pueblos mineros del distrito, que había presentado signos de 
locura, atacó a su coadjutor y provocó un disturbio público al negarse a 
que lo llevaran ante el obispo en la capital.34 La ley real autorizaba a los 
magistrados civiles a inquirir, de manera secreta, acerca de los crímenes 
cometidos por eclesiásticos ante la menor posibilidad de escándalo 
público, con el objetivo de informar a las cortes eclesiásticas.35 Sin em- 
bargo, la inquisición que comisionó la audiencia en este caso no llenaba 
ninguno de los requisitos de la ley: el peligro de que ocurriera un escán- 
dalo público había desaparecido ya que se había puesto al desafortuna- 
do cura bajo la custodia del obispo antes incluso de que la audiencia se 
enterara del asunto; ni era necesario reunir información para el tribunal 
eclesiástico, que ya había iniciado sus procedimientos. 

La audiencia se negó a cancelar la investigación, aun después de que 
el obispo amenazara a los oidores con la excomunión por usurpar su 
“jurisdicción exclusiva”36 en una valiente defensa de la autoridad real.37 
Pero el Consejo de Indias no lo vio así, y advirtió a la audiencia “lo repa- 
rable que se ha hecho su modo de proceder poco prudente”,38 

Los funcionarios coloniales no siempre estaban seguros de la natu- 
raleza o de los límites de su autoridad “económica” sobre el clero. Incluso 
en los asuntos seculares la línea divisoria entre las funciones administrati- 
vas y judiciales no estaba claramente definida, aunque el código legal 
trataba de distinguir entre ambas,32 y los funcionarios rara vez estaban de 
acuerdo, por ejemplo, acerca de cuáles medidas virreinales eran judiciales 
y cuáles se podían apelar en las audiencias.10 Las leyes acerca del control 


32 crvm, canon 14, título 11, Libro 2. 

33 AI, Guadalajara 545, Obispo de Durango al rey, 2 de junio, 1771. 

34 AGI, Guadalajara 343, Testimonio de autos formados por orden de la audiencia, 
1778; y Guadalajara 310, Cuaderno de autos mandados por el Revdo. Obispo de 
Guadalajara, 1778. Ambas versiones concuerdan sobre los datos del caso. 

35 Recop. Indias, ley 73, título 14, Libro 1. 

36 AGt, Guadalalajara 343, Obispo Antonio Alcalde al rey, 7 de diciembre, 1778. 

37 Ibid., Audiencia al rey, 11 de diciembre, 1778. 

38 AGI, Guadalajara 533, Consulta Consejo, 16 de noviembre, 1780. 

39 Recop. Indias, leyes 32-38, título 15, Libro 2. 

40 Véase AGI, México 1142, Consulta Consejo, 8 de marzo, 1806, en referencia al 
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ejecutivo del clero eran igualmente poco precisas, y la interpretación 
incongruente de la ley del gobierno central sólo acentuaba la confusión. 

Un caso en los 1780 ejemplifica el caos provocado por la falta de una 
política congruente y claramente definida. Varios miembros de la orden 
de San Juan de Dios apelaron al virrey Matías de Gálvez para que los ayu- 
dara a retirar de su cargo a su comisario general para que a su vez ellos 
lo pudieran juzgar por simonía y malversación.*! En lugar de eso el vi- 
rrey decidió asumir él mismo el caso en su capacidad administrativa y 
ordenó que se confinara al comisario en un monasterio de Puebla mien- 
tras durara la investigación. Pero cuando la audiencia se hizo cargo de 
las funciones del virrey al morir éste de manera imprevista, los oidores 
decidieron que Gálvez había excedido los límites de su autoridad. Se de- 
clararon incompetentes para continuar la investigación y ordenaron la 
liberación y reinstalación del comisario.42 

Las opiniones contradictorias del virrey y la audiencia acerca de la 
legalidad de estas medidas ejecutivas se reflejaban en las opiniones con- 
tradictorias del gobierno de Madrid. En 1785 la Corona envió una orden 
real, emitida por el Ministerio de Marina y las Indias, que aprobaba la 
iniciativa del virrey e instruía a su sucesor para continuar con el proce- 
so informativo.43 Sin embargo, menos de un año después el Consejo de 
Indias condenó las mismas acciones en una carta acordada. El reproche 
del Consejo era únicamente para los consejeros del virrey, el fiscal de lo 
civil y el asesor general, ya que el virrey sólo había aprobado sus reco- 
mendaciones. Se les informó que las medidas en contra del comisario, 
que equivalían a un juicio criminal in absentia, se considerarían ilegales 
incluso en contra de un súbdito laico, y se les dijo que al recomendarlas 
ambos consejeros habían mostrado que “aún entre seculares y súbditos 
de la jurisdicción ordinaria habría sido contra las leyes de la razón y la 
justicia”.44 El hecho de que dos entidades reales diferentes emitieran las 
dos directivas sirve para explicar las interpretaciones contradictorias de 
la ley. Los concilios reales normalmente preferían adoptar una política 
más cautelosa y legalista que los ministros individuales (y era de esperar- 
se que este ministro en particular, José de Gálvez, tendiera a apoyar las 
decisiones del virrey fallecido, de quien era hermano). Pero era compren- 
sible que el gobierno mexicano manifestara “perplejidad [por la con- 
fusión] que producen la Real Orden expedida por la vía reservada y las 


desacuerdo particular entre el virrey y la audiencia y que lamenta la frecuencia de estas 
disputas en todas las colonias. 
4! AGI, México 2641, Expediente en tres partes de las diligencias..., 1784-1785. 
42 Ibid, Audiencia gobernadora al rey, 24 de abril, 1785. 
43 Ibid., RO al virrey de la Nueva España, 22 de septiembre, 1785, por la vía reservada. 
44 Ibid., Carta acordada al virrey, el fiscal y el asesor, 12 de abril, 1786. 
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[anteriores] cédulas del Consejo”, por lo que esperaba “resolución de 
Vuestra Magestad para poder actuar”.45 

Es imposible determinar cuál habría sido la forma de intervención 
apropiada en este caso. Las medidas del virrey sólo habían agudizado 
los disturbios y el escándalo público que se trataba de impedir: el público 
se enteró de los problemas internos de la orden a raíz del sonado arresto y 
exilio del comisario,*6 y en su ausencia los instigadores tuvieron liber- 
tad para aumentar el caos al implicar a sus otros enemigos en la inquisi- 
ción secreta. La política de la audiencia (confirmada en la carta acordada 
del Consejo) de apoyar los intentos del comisario de demandar a sus 
acusadores completó el proceso de desintegración de la disciplina den- 
tro de la orden, y el alboroto se aplacó poco a poco sólo con la muerte 
del comisario y la llegada de un nuevo visitador de España en 1791.47 


LA EXPULSIÓN 


El proceso informativo se solía usar conjuntamente con. otra medida 
ejecutiva: la expulsión. La Corona española se adjudicaba la autoridad 
exclusiva sobre todos los viajes hacia y de las Indias, cosa que incluía el 
derecho de expulsar a cualquier persona, laica o eclesiástica, cuya preSen- 
cia en el lugar se considerara indeseable.*3 Sin embargo, como escribió 
Solórzano Pereira, ni el vasallo laico más humilde podía ser expulsado 
sin buenos motivos y como los funcionarios reales no podían justificar 
la expulsión de un eclesiástico en un juicio formal, en su lugar era nece- 
sario llevar a cabo una inquisición extrajudicial, o proceso informativo.142 

La responsabilidad por el eclesiástico deportado una vez de vuelta a 
España recaía en el Consejo de Indias, que con base en las pruebas obte- 
nidas por medio del proceso informativo decidía si era preciso tomar 
nuevas medidas en su contra y juzgaba también si en realidad era ne- 
cesario añadir a sus obligaciones esta nueva carga. La ley, que aparente- 
mente podía aplicarse en cualquier caso, autorizaba la expulsión de 
eclesiásticos “sediciosos, alborotadores o de mala vida y ejemplo y que con- 


45 Ibid., Arzobispo Núñez de Haro (virrey interino a la muerte, también súbita, de 
Bernardo de Gálvez, el hijo de Matías) al rey, 20 de junio, 1787. 

4 “Diario de José Gómez”, p. 192, la entrada del 4 de septiembre, 1784, en que men- 
ciona los rumores y especulaciones que despertó el arresto y exilio de] comisario bajo 
escolta militar, en Documentos para la historia de México, L, VM. 

47 AG1, México 2641, General de San Juan de Dios al rey, 28 de abril, 1786, y al Consejo, 
18 de mayo, 1787; Fr. Pedro de Jesús Medina, visitador, a] rey, 2 de octubre, 1793, 

48 J. de Solórzano Pereira, Política indiana, Libro 4, cap. 27, núm. 7; G. de Villarroel, Go- 
bierno eclesiástico pacifico, Parte 11, cap. 18, ant. 3, sostenía que la expulsión no era un casti- 
go y que por tanto no violaba la inmunidad eclesiástica, aun cuando el autor era obispo. 

49 J. de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, cap. 27, núm. 34. 


CONTROL DEL CLERO POR LA INTERVENCIÓN EJECUTIVA 55 


viene que no estén en la tierra”,50 pero obviamente no se debía usar con- 
tra cualquier clérigo que cometiera un delito o resultara molesto, y el 
requisito de que todo deportado llevara un informe de los procedimientos 
en su contra 5! limitaba eficazmente su uso indiscriminado. Si el Consejo 
decidía que el crimen del eclesiástico no era tan serio como para expul- 
sarlo, lo enviaba de regreso a las Indias con una reprimenda para las auto- 
ridades cóloniales:52 Un informe, enviado desde la ciudad de México 
con diez años de retraso, revelaba que un desafortunado deportado, que 
había permanecido en prisión en la Casa de Contratación de Cádiz des- 
de su llegada, no era responsable de ningún delito sino que se le había 
enviado a España únicamente por haber sido expulsado de su orden 
religiosa por alguna pequeña infracción de las reglas. El funcionario 
responsable de esta negligencia recibió la convenida notificación del 
disgusto real y el fraile fue puesto en libertad.53 

Por tanto, a menos que los funcionarios coloniales estuvieran dis- 
puestos a arriesgarse a recibir un reproche real, tenían que demostrar que 
la orden de expulsión era legal y adecuada. La expulsión de dos frailes 
mercedarios en 1770 por el virrey Croix cumplía ambos requisitos por lo 
que recibió la total aprobación del Consejo. Croix había prohibido al 
provincial mercedario asistir al capítulo bienal, al comprobar por diver- 
sas fuentes que era el responsable de muchas de las pendencias y de la 
degeneración moral al interior de la orden.54 Desobedeciendo la orden, el 
provincial aseguró por medio del soborno la elección de su protegido, y 
juntos comisionaron a un juez conservador para investigar la “manifiesta 
injuria a los religiosos... sus privilegios, inmunidades y exenciones”.55 

Como el visitador mercedario no quería enjuiciar a los dos criminales 
en la ciudad de México por miedo a un mayor escándalo y oposición, la 
única alternativa era enviarlos a España en donde el Consejo y el gene- 
ral de la orden podían castigarlos. La instrucción real que decretaba la 
expulsión de cualquier regular que provocara disturbios en el capítu- 
lo de su orden,5é que el virrey citaba en su decreto, quizá se aplicaba 
sólo marginalmente en este caso, pero la desobediencia de los frailes y 
su cuestionamiento de la autoridad “económica” del Estado justificaba 
ampliamente la medida en opinión del Consejo.37? 


50 Recop. Indias, ley 9, título 12, Libro 1. 

51 Ibid., ley 144, título 15, Libro 2. 

52 Véase, por ejemplo, aHn, Códices 691, RC al virrey de Perú, 28 de febrero, 1762. 

53 AGI, Ind. Gen. 68, Consulta Consejo, 6 de febrero, 1783. 

54 Bn, 2706, Testimonio de los autos hechos a consulta del Revdo. Obispo de Puebla, 
1770, también contiene un informe del visitador mercedario. 

55 AGI, México 268, Expediente sobre los motivos que tuvo el virrey de Nueva España..., 
1770. 

56 Recop. Indias, ley 61, título 14, Libro 1. 

57 AGt, México 2618, Consulta Consejo, 30 de octubre, 1770. 
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Los funcionarios reales también tenían autorización para expulsar a 
los Frailes apóstatas y a cualquier otro eclesiástico que residiera en las 
Indias sin la autorización real. Aparentemente no se aplicaban de ma- 
nera tan rígida las leyes de inmigración, y es probable que la mayor parte 
de los eclesiásticos expulsados según esta regla no se habrían dado a 
notar si no hubieran violado otras leyes durante su estancia. La entrada 
ilegal de un carmelita español en 1787, que había desertado del barco en 
el que fungía como capellán, no se descubrió sino hasta cuatro años más 
tarde cuando el virrey comenzó a investigar ciertos informes acerca de 
un fraile que había estado causando disturbios públicos en Puebla, Oaxa- 
ca y Chiapas.53 De manera similar, un sacerdote que había sido expulsa- 
do de la orden capuchina y que había entrado a la ciudad de México en 
1737 disfrazado de laico, se las arregló para vivir ahí sin ser descubierto 
hasta que las autoridades civiles lo arrestaron con el cargo de concubi- 
nato en 1766. Se le deportó en cuanto reveló su verdadera identidad (para 
protegerse en la inmunidad eclesiástica) y se descubrió que se había 

rchado de España sin la autorización real,5 

as leyes originales que contemplaban la expulsión de eclesiásticos 
de las Indias se promulgaron en un principio con el propósito aparente de 
proteger a los neófitos indígenas del ejemplo dañino de los misioneros 
delincuentes. Pero esta medida ejecutiva pronto se convirtió en uno de 
los instrumentos más importantes del control real sobre el clero ameri- 
cano, y en un medio invaluable de proteger los intereses políticos del 
Estado. La expulsión de de eclesiásticos que no habían cometido ningún 
delite o específico, pero cuya presencia se consideraba peligrosa para el 
Estado, fue la aplicación de mayor impacto de la autoridad “económica” 
de la Corona en el siglo xv. El 25 de junio de-F767 se notificó a los 
miembros de la Sociedad de Jesús, repartidos en colegios y misiones 
por casi todo el territorio de la Nueva España, de una sanción pragmáti- 
ca que ordenaba su expulsión inmediata del virreinato y todo el resto de 
los dominios reales.$0 Con la “máxima sumisión a la voluntad del rey” 
viajaron escoltados por el ejército hasta el puerto de Veracruz para em- 
barcarse con destino a los Estados Papales,01 en donde casi todos 
morirían en el exilio. Muchos autores han escrito acerca de la expulsión 


58 AG1, México 1476, Testimonio de lo conducente del religioso carmelita Fr. Nicolás de 
Guerrero, 1791-1794, el cuaderno 2 se localiza en México 2646. 

59 AGI, México 2614, Testimonio de los autos criminales fhos. contra Fr. Francisco de la 
Zerda..., 1768. 

$0 Decretos reales tocantes a la iglesia (Bm), núm. 20, rc, 5 de abril, 1767 en donde se 
encuentra la Sanción pragmática del 2 de abril, 1767. 

6! C. de Croix, Cartas del Marqués de Croix (Bruselas, 1884), pp. 20-21, carta a su her- 
mano en Lille, 30 de junio, 1767. 
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de los jesuitas de Espéña y de las colonias españolas;62 sin embargo, ts 
sorprendente, si se considera la cantidad de explicaciones en torno a los 
motivos de esta decisión y sus consecuencias, que nunca se haya tratado 
la cuestión de su legalidad. 

Si regía sobre un dominio en el que no se cuestionaba la adhesión a 
la ley canónica y sobre una población famosa por su ortodoxia religiosa, 
Carlos IM no podía permanecer totalmente indiferente a la reacción po- 
pular en contra de una violación en apariencia flagrante de los cánones 
que tocaban la cuestión de la inmunidad eclesiástica. Aunque decidió no 
comunicar las “causas... urgentes, justas y necesarias” de la expulsión, se 
escudó en consideraciones sobre de la legalidad de su Sanción Pragmá- 
tica alegando la conocida “suprema autoridad económica” para la protec- 
ción de sus súbditos y su corona.é3 No se inventó la frase para la ocasión, 
sino que diversos juristas regalistas y ministros la habían utilizado al 
Duscar maneras de darle la vuelta en n lugar de abolir la inmunidad ecle- 
sión de los jesuitas como “los poderes del derecho natural que Dios le 
ha ha dado fal rey] con su corona”,64 quien explicó y justificó este concep- 
to del poder económico, desarrollado en el siglo xvii y llevando a sus 
últimas consecuencias como instrumento del absolutismo real del si- 
glo XVII. 

- La declaración de Carlos de que actuaba en protección de sus súbdi- 
tos y del Estado puede parecer un subterfugio transparente, pera no-es 
posible dejar de ver un elemento de miedo genuino en el trasfondo de 
la-palítica-real hacia el clero.en esta época. Tuviera razone 
no, la Corona creía que ciertos grupos del clero eran, si no activamente 
desleales, sí un peligro pará la seguridad del Estado.65 Varios meses des- 
pués. de la expulsión de los jesuitas en 1767, el rey empuñó de nuevo su 
“suprema autoridad económica” para ordenar la expulsión inmediata 
de todos los eclesiásticos extranjeros residentes en las Indias.é6 A fal- 
ta de documentación acerca de esta expulsión es imposible. determinar el 


62 Casi todas las historias del reinado de Carlos III, como la de A. Ferrer del Río, 
Historia del reinado de Carlos IL! (4 vols., Madrid, 1856), 11, 117-169, tratan este tema am- 
pliamente. Para detalles de la expulsión de México y sus consecuencias, véase V, Rico 
González, ed., Documentos sobre la expulsión de los Jesuitas y ocupación de sus temporali- 
dades en Nueva España (México, 1949); y A. Pradeau y Avilés, La expulsión de los Jesuitas 
de las provincias de Sonora, Ostimuri y Sinaloa en 1767 (México, 1959), especialmente pp. 
25-120. Acerca de los motivos de la Corona para tomar esta medida, véase a continuación, 
pp. 119-124, 130. 

63 Sanción pragmática, 2 de abril, 1767. 

64 RAH, col. Jesuitas 28, Carta pastoral, obispo Fabián y Fuero de Puebla, 28 de octubre, 
1767. 

65 Véase a continuación, cap. vi, acerca de estas sospechas y su origen. 

66 AGI, México 3053, RC circular, 17 de octubre, 1767, en que se emplea la misma frase 
que se usó en la Sanción pragmática para la expulsión de los jesuitas. 
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número de clérigos extranjeros que vivían en las Indias en ese momento 
ni si se cumplió la orden estrictamente. Pero como no se repitieron los 
elaborados y cabales arreglos que se llevaron a cabo para la expulsión de 
los jesuitas, a menos que fueran muy permisivos los funcionarios colo- 
niales, parece ser que en realidad había pocos eclesiásticos extranjeros, 
al menos en la Nueva España y el área del Caribe. El informe oficial 
acerca de Santo Domingo, por ejemplo, registra sólo uno, un dominico 
francés,$? y en Guadalajara los jueces locales comisionados para ejecu- 
tar la orden reportaron que no residía en ese distrito ningún clérigo ex- 
tranjero, secular o regular.68 

La Corona hizo una excepción caritativa en el caso de cuatro betlemi.- 
tas genoveses de la ciudad de México, cuyos superiores aceptaron obe- 
dientemente la orden pero objetaron diciendo que con los humildes 
recursos de la orden, que sólo existía en la Nueva España, no se podía 
mantener a los frailes fuera del claustro, además de que los cuatro eran 
demasiado viejos para ver por sí mismos.6? En la decisión del rey de per- 
mitirles regresar a México?0 pesó el hecho, que señaló el Consejo de 
Indias, de que ninguno de los frailes representaba ninguna amenaza real 
para la seguridad de México: no se tenía sospecha alguna de su conducta 
durante los cuarenta años que tenían de vivir ahí, además Génova estaba 
“muy lejos de pensar en hacer la más mínima expedición contra aquel 
xeino [la Nueva España]”.?! 

Los funcionarios reales de las Indias obviamente consideraban la 
autoridad “económica” del Estado un método útil para protegerse de los 
miembros delincuentes o potencialmente peligrosos del clero; también 
como un medio indispensable para contrarrestar el inmenso póderé in- 
fluencia de la Iglesia. Era inevitable la rivalidad por el poder entre ¿l'cle- 


otra de desafiar o usurpar su autoridad. Para muchos funcionanios rea- 
les la diferencia entre las funciones judiciales y las administrativas era 
muy útil en las frecuentes luchas por la hegemonía local, ya que las me- 
didas ejecutivas con frecuencia eran las únicas armas que tenían en con- 
tra de sus rivales eclesiásticos, cuya inmunidad los protegía de las for- 
mas usuales de coerción. 

Las relaciones entre las autoridades civiles y eclesiásticas eran espe- 
cialmente caóticas en las provincias más aisladas, ya que ambas partes 


67 AGI, México 3051, Auto deán y capítulo de Santo Domingo, 8 de enero, 1768. 

68 AG!, Guadalajara 335, Audiencia al rey, 14 de junio, 1768. 

69 AGI, México 2534, Respuesta Fiscal Consejo de Indias, 30 de junio, 1768, en que se 
cita una carta del Definitorio betlemita al Consejo, 23 de marzo, 17683. 

70 Ibid., Real resolución, Consulta Consejo, 11 de diciembre, 1769. 

71 Ibid., Consulta Consejo, 15 de julio, 1768. 
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gozaban de una relativa libertad de la influencia restrictiva del virrey y 
las audiencias. Las Provincias Internas, una de las áreas más remotas 
del virreinato de la Nueva España, fueron el escenario de muchos con- 
flictos durante esta época, que iban desde pleitos triviales por el proto- 
colo hasta competencias en pleno.?? Este estado de discordia casi per- 
manente llegó a una crisis en 1793 cuando el obispo de Durango 
comisionó a su sobrino, el párroco de Chihuahua, para que realizara 
una inquisición secreta acerca del comportamiento del comandante 
general de las Provincias Internas y su asesor general, quienes, según el 
obispo, llevaban ambos vidas tan escandalosas que ponían en peligro la 
moral de toda la comunidad.?3 El comandante no tuvo conocimiento de 
la inquisición hasta que ésta terminó, y al registrar los aposentos del 
párroco y no descubrir los documentos incriminatorios rápidamente lo 
deportó en secreto a un fuerte fronterizo.?4 

A continuación tuvo lugar una lucha curiosa entre el obispo y el co- 
mandante, durante la cual se mantuvo al desafortunado párroco incomu- 
nicado como rehén por los documentos, mientras que el obispo se nega- 
ba a admitir la existencia de los mismos, y el comandante se negaba a 
manifestar sus razones para detener al sacerdote. A la acusación del 
obispo de que el comandante había violado la inmunidad eclesiástica, 
él respondía con el argumento de que tan solo había ejercido su autoridad 
ejecutiva para proteger el orden público.?5 Pero las acciones del coman- 
dante excedían hasta la más amplia interpretación de la autoridad eje- 
cutiva. Aun si la inquisición del sacerdote había representado una grave 
amenaza con la que “se deprimía la autoridad del gobierno”,?6 como adu- 
jo, lo más que podía hacer legalmente era deportar al ofensor a España, 
pero naturalmente no tenía ninguna intención de darle al sacerdote la 
oportunidad de ir con cuentos acerca de su vida privada al gobierno de 
Madrid. Y al final, su audacia le dio buenos resultados. El obispo no se 
atrevió a revelar los resultados de la inquisición, ni siquiera a excomul- 
gar al comandante mientras su sobrino estuviera prisionero. Aunque en 
respuesta a sus quejas a la Corona finalmente obtuvo una orden para la 


12 Véase, por ejemplo, material sobre una larga y amarga competencia con el gober- 
nador de Durango, 1780-1787, en AG1, Guadalajara 568, también las series de acusaciones 
y contracusaciones hechas por el gobernador y el obispo entre 1762 y 1770, dispersas 
entre Guadalajara 334, 335, 341 y 563. 

73 AGI, Guadalajara 569, Obispo de Durango al virrey Revillagigedo, 14 de marzo, 1794. 

74 Ibid., Oficio Comandante General Pedro de Nava, 26 de febrero, 1794. El sacerdote, 
Juan Isidro Campos, describe las circunstancias del arresto en una carta a la sede vacante 
Capítulo de Durango 2 de marzo, 1795, en Guadalajara 563. 

75 Ibid., Pedro de Nava al deán de Durango, 20 de mayo, 1794. Toda la corresponden- 
cia entre el obispo y el comandante se realizó por medio de terceras partes, el virrey y el 
deán. 

76 [bid., Nava a Antonio de Llaguno, 2 de abril, 1795. 
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liberación del sacerdote, ésta llegó al tiempo de la muerte del obispo y ahí 
terminó el asunto. El comandante había logrado su meta de hacer desa- 
parecer la inquisición al relativamente bajo precio de un reproche real 
por haber excedido su autoridad.?? 

El gobernador de Nuevo México había utilizado tácticas similares el 
año anterior contra un fraile franciscano de quien sospechaba haber 
instigado un plan en Santa Fe para deponerlo.?8 Sin embargo, en este 
caso el gobernador usó su autoridad ejecutiva en estricto apego a la ley,? 
ya que el arresto y la expulsión del fraile fueron precedidos por un proce- 
so informativo gracias al cual el gobernador había podido reunir pruebas 
(si las obtuvo bajo presión o no, ya es otra cuestión) de la embriaguez del 
fraile y de otros excesos, que envió junto con el fraile al provincial francis- 
cano de Zacatecas.30 Aunque conocía los verdaderos motivos del gober- 
nador para apartar al fraile de Santa Fe, el obispo de Durango no pudo 
reunir pruebas él mismo a causa de la enorme distancia y por tanto no 
pudo “proteger el santo hábito de Nuestro Padre [San Francisco] y el 
honor de la Iglesia de este vil atentado”.31 

El virrey, a quien se ordenó que informara al rey de ambos casos, 
estaba en lo correcto al atribuir la discordia a la lejanía y casi total inde- 
pendencia de las Provincias Internas.82 Pero su sugerencia de colocar 
los asuntos eclesiásticos del lugar bajo la jurisdicción virreinal directa 
difícilmente solucionaba las cosas, ya que las autoridades que estaban 
en la ciudad de México tenían que atenerse a la información que los 
funcionarios locales decidieran enviar y no tenían un conocimiento más 
directo de los sucesos en el área que el gobierno de Madrid. 

Yucatán era otra provincia aislada del virreinato (de hecho no fue sino 
hasta las últimas décadas que se establecieron comunicaciones terrestres 
directas entre Yucatán y el resto de México) con una gran proporción de 
indígenas bajo tutela eclesiástica, dos condiciones que favorecían la ri- 
validad y la discordia entre los representantes locales de la Iglesia y el 
Estado. Los funcionarios reales estaban convencidos de que el clero es- 
taba, en palabras de un gobernador, acostumbrado a “mandar sobre todo 
y sobre todos” en particular “en los pueblos inferiores”,83 y en efecto, el 
clero parece haber llevado mejor parte en la lucha por el poder aquí que 


77 Ibid., RO a Nava, 29 de septiembre, 1794. 

78 Ibid., Gobernador de Nuevo México, Fernando de la Concha a Pedro de Nava, 22 y 
24 de agosto, 1793. 

79 Recop. Indias, ley 73, título 14, Libro 1. 

80 AG1, Guadalajara 569, Provincial franciscano a Concha, 8 de octubre, 1793, en que da 
por recibido el informe. 

81 Ibid., Obispo de Durango al custodio franciscano de Santa Fe, 7 de enero, 1794. 

82 Ibid., Branciforte al rey, 30 de junio, 1797. 

83 AG1, México 3072, Gobernador Lucas de Gálvez al rey, 18 de mayo, 1792. 
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en las Provincias Internas. Ante la intimidación o interferencia eclesiás- 
tica los gobernadores no parecían ser capaces o estar dispuestos a hacer 
valer a toda costa su autoridad ejecutiva. En 1792, por ejemplo, un frai- 
le franciscano hizo circular un virulento libelo contra el gobernador 
Lucas de Gálvez, pero Gálvez lo único que hizo fue quejarse ante el obis- 
po y entonces ordenó que se realizara un proceso informativo para en- 
viarlo al rey cuando el obispo se negó a castigar al ofensor.84 

_Un sacerdote de Campeche que excolmugaba repetidamente a los 
jueces reales ] locales e interfería en la administración civil pudo evitar la 
expulsión por más de cuarenta años, aunque las dos órdenes de expul- 
sión (uña en 1732 y la otra en 1761) vinieron directamente del rey.85 Las 
autoridades diocesanas usaron la fórmula acostumbrada, “obedezco pero 
no cumplo”, para evadir las cédulas y trataron de justificar los actos del 
sacerdote en una serie de cartas e informes a la Corona.86 Pero la indife- 
rencia del gobierno y la ineficiencia administrativa fueron los princi- 
pales aliados del sacerdote: a pesar de los recordatorios del Consejo, el 
gobernador no intentó nunca ejecutar la orden, ni siquiera realizar la in- 
quisición sumaria que era el requisito preliminar legal de la expulsión; y 
después el archivo estuvo perdido en Madrid por más de treinta años, 
así que cuando finalmente reapareció (en 1799), la decisión del Consejo 
fue “archívese sin necesidad de otra providencia”.37 

Las disputas sobre la aplicación de las medidas ejecutivas no se limi- 
taban a las provincias periféricas, ni eran las peticiones y protestas las 
únicas medidas al alcance de los eclesiásticos: tenían armas más drásti- 
cas en forma de censuras canónicas. El choque más violento entre la 
Iglesia y el Estado en la Nueva España durante el reinado de Carlos III 
surgió en torno al ejercicio del virrey de su autoridad ejecutiva en contra 
de un frailé servita italiano de quien se sospechaha había sido espía de 
los ingleses en la Guerra de los Siete Años. La preocupación genuina pero 
exagerada del virrey por la seguridad de la colonia lo llevó a Tormarmedi- 
das que violaban la inmunidad eclesiástica, y la idéntica preocupación 
del arzobispo por el protocolo y los privilegios de la Iglesia lo llevaron 
a dar el imprudente paso de excomulgar a casi todo el gobierno. 

La llegada del fraile a Campeche en octubre de 1762 proveniente de 
La Habana ocupada por los ingleses había sido antecedida por informes 


84 Ibid., Expediente formado con motivo de pretender Fr. Casimiro Villa..., 1792. 

85 AG!, México 3051, Consulta Consejo, 17 de octubre, 1761, en que menciona la rc, del 
15 de octubre, 1732, “que no consta por qué no tuvo efecto”; y la RC al gobernador de 
Yucatán, IS de diciembre, 1761. 

86 Ibid., Expediente sobre la buena conducta y arregladas costumbres del Pe. José de 
Nájera, 5 de septiembre, 1763; deán y capítulo al rey, 6 de septiembre, 1763; y Nájera al 
rey, 19 de septiembre, 1765. 

87 Ibid., Respuesta Fiscal Consejo, 18 de abril, 1799. 
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que advertían de su intención de reunir información acerca de las defen- 
sas del virreinato. A su llegada se le arrestó inmediatamente y se le llevó 
encadenado a la ciudad de México a la prisión real para ser interrogado; 
después se le deportaría a España bajo vigilancia militar.88 Si el virrey 
simplemente hubiera deportado al fraile sin informar de ello al arzobis- 
po, no habría habido disputa alguna, pero estúpidamente envió todos los 
documentos a la curia eclesiástica como gesto de cortesía. El arzobispo 
no cuestionó el concepto de la intervención ejecutiva ni la decisión de 
mandar al fraile a España, pero protestó contra el hecho de que se toma- 
ran las medidas sin su consentimiento y sin que se le hubiera informado 
y se empecinó en que los funcionarios reales reconocieran su jurisdic- 
ción privativa sobre el caso. Sin ninguna advertencia previa, colocó un 
aviso de excomunión pública en las puertas principales de la catedral en 
contra del asesor general, del auditor de guerra y de dos oidóres por 
haber llevado a cabo las órdenes del virrey y, cuando este último intervi- 
no en su defensa, lo amenazó con lo mismo. 32 

Los diversos dictámenes y respuestas que los funcionarios excomul.- 
gados presentaron tanto a la audiencia como al tribunal diocesano en 
este caso cubrían la mayoría de los puntos sobre los que discutían los 
canonistas y los regalistas en torno a la autoridad ejecutiva y la inmuni- 
dad eclesiástica: si los magistrados reales tenían el derecho de registrar 
e identificar a los eclesiásticos que ingresaban al país; en qué punto un 
proceso informativo se convertía en un juicio formal; y, el punto más 
polémico de todos, si se podía deportar a un eclesiástico sin el consen- 
timiento de su superior. Los eclesiásticos sostenían que la autoridad eco- 
nómica del rey no era independiente de, sino sólo adjunta a la jurisdicción 
eclesiástica. Los funcionarios civiles no podían actuar sin instrucciones 
de un juez eclesiástico, y sólo si éste no cumplía con su deber podían 
arrestar, interrogar o deportar a un eclesiástico por su propia iniciati- 
va.20 Los juristas reales se negaban a aceptar cualquier conexión entre 
estas medidas y el privilegio de inmunidad y sólo concedían que se 
debía informar al juez eclesiástico de una orden de deportación.?1 La ley 
real no podía considerarse un criterio en la discusión, ya que la redac- 
ción, típicamente vaga, que pedía la cooperación entre las dos jurisdic- 


88 AGI, México 2617, Instrumentos hechos a motivo de la prisión del fraile servita Fr. 
Juan de Annovacio, cuaderno 1, 1762. 

89 AGI, México 2617, Decreto arzobispo Manuel Rubio y Salinas, 12 de enero, 1763; 
Oficio Rubio y Salinas al virrey Cruillas, 14 de enero, 1763. 

90 Ibid., Respuestas Promotor Fiscal (de la curia metropolitana), 7 de enero y 30 de 
abril, 1763. 

9! Ibid., Respuestas Fiscal de la Audiencia, Manuel Velarde, 20 de diciembre, 1762 y 5 
de marzo, 1763; también defensa de la jurisdicción real, enero, 1763 (Antonio) Joaquín de 
Ribadeneyra, en Biblioteca del Palacio, 1492. 
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ciones no establecía cuál opinión debería prevalecer en el caso probable 
de que no coincidieran.?2 

Es obvio que los funcionarios reales no estaban motivados por el 
deseo de destruir los privilegios de la Iglesia, a pesar de acusaciones de que 
acostumbraban perseguir al clero “bajo el disfraz de la autoridad ejecu- 
tiva, el bienestar del Estado u otros pretextos insustanciales”.23 Aunque 
a la distancia el fraile italiano pudiera parecer bastante inofensivo, se 
había sabido desde La Habana que trabajaba para lord Albemarle, el 
comandante británico, a quien sin duda interesaba la información sobre 
las fortificaciones y defensas en la costa mexicana.?%% Los argumentos 
exagerados y un poco enredados a favor de la extrema autoridad ejecuti- 
va sólo se plantearon cuando el arzobispo reaccionó de modo tan vio- 
lento y eran básicamente un medio por el que los funcionarios se po- 
dían defender en contra de las censuras canónicas perentorias. Estaban 
tan convencidos de que sus acciones eran legales que escribieron al rey 
para quejarse de que el arzobispo había actuado sólo para vengarse 
porque habían impedido que las cortes eclesiásticas usurparan la auto- 
ridad real en otros casos recientes.25 

Aunque la audiencia anuló el decreto de excomunión del arzobispo, y 
los fiscales y el Consejo de Indias en su mayoría apoyaron esta deci- 
sión,?6 los funcionarios y después sus descendientes siguieron haciendo 
peticiones al rey para que declarara que su acción había estado justifi- 
cada para borrar esta mancha de su honor.?” Pero el rey no consideró 
necesario o conveniente emitir la regla general que ambas partes pedían. 
La frontera entre la intervención ejecutiva legal y la violación de la in- 
munidad del clero no se resolvió y siguió ocasionando disputas mien- 
tras duró la época colonial, incluso después de que la ley real había 
autorizado la intervención judicial directa. 


92 Recop. Indias, ley 8, título 7, Libro 1; leyes 84 y 85, título 14, Libro 1. 

93 aG1, México 2617, Respuesta Promotor Fiscal, 7 de enero, 1763. 

94 Ibid., Cartas del obispo de La Habana y el rector del Colegio Jesuita de La Habana al 
capitán general de Campeche, 14 y 22 de octubre, 1762. 

95 Ibid., Oidor Domingo Valcárcel a Arriaga, 22 de abril, 1763; oidor Domingo de 
Trespalacios al rey, 7 de mayo, 1763. 

96 Ibid., Auto de fuerza, Audiencia, 6 de mayo, 1763; Respuestas Fiscales, Consejo, 19 y 
22 de septiembre, 1763; y Consulta Consejo, 14 de noviembre, 1763. Dos consejeros apo- 
yaron la posición del arzobispo en un larga votación que tardó mucho en llegar a un 
acuerdo, que aparece en la Consulta. 

97 Ibid., Ribadeneyra al rey, 11 de febrero, 1764; y México 1127, Antonio de Valcárcel 
(hijo del ahora fallecido asesor general) al rey, 6 de marzo, 1768. 
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LA REVISIÓN REAL DE LOS CASOS ECLESIÁSTICOS 


La IoLEsIA en España y en las Indias, como en todos los países católicos, 
tenía su propio sistema de cortes, que complementaban al juditfario ci- 
vil, con la jurisdicción exclusiva sobre los asuntos espirituales y también 
sobre todas las personas del estatuto eclesiástico. Aun cuando la Corona 
dicial amplia era un medio necesario para la obtención de su fin, la sal- 
vación de las almas,! no estaba dispuesta a permitir que esta autoridad 
funcionara de manera completamente independiente, tal como lo plan- 
teaban los cánones. 

Con el propósito de establecer un control firme sobre las cortes ecle- 
siásticas la Corona primeró tuvo que aislarlas de la “poderosa. curia 
romana, una medida que tuvo particularmente buenos resultados en la 
Iglesia americana a causa del aislamiento geográfico del área y también 
gracias a la cooperación papal en el inicio. En 1573 el papa Gregorio XII 
le otorgó a Felipe Il una bula que establecía un sistema de apelaciones 
judiciales por el que todos los casos eclesiásticos se debían finiquitar en 
las Indias.? La primera apelación se tenía que plantear al metropolita- 
no, y si éste no coincidía con la decisión original, entonces la segunda y 
última apelación la debía decidir el obispo sufragáneo más cercano y no 
una congregación romana, normalmente la última corte a la que se apela- 
ba. La lógica de este método era obvia, dado el gran gasto y largo retraso 
que implicaba referir los casos de América a Roma, pero la bula represen- 
taba un triunfo para la política real de subordinar la Iglesia al Estado. 

La bula de 1573 no aseguraba el aislamiento total de las cortes ecle- 
siásticas americanas, ya que no prohibía expresamente las apelaciones a 
Roma, ni se aplicaba a los casos especiales sobre los que la curia 
romana se reservaba la jurisdicción desde la primera instancia. Al 1 darse 
cuenta de que cualquier otra concesión papal era muy poco probable y 
de que los eclesiásticos americanos podían encontrar, y lo hacían, mane- 
ras de desafiar las leyes reales que prohibían la comunicación direc- 
ta con Roma, los reyes españoles decidieron mejor anular el efecto 


!' Concilio de Trento, ses. 7, cap. 14; ses. 8, cap. 1 de reform.; ses. 25, cap. 3 de reform. 
2 F. Hernáez, op. cit., 1, 188-189, Constitución de Gregorio XII, “Exposcit”, 1573. 
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de estas apelaciones sometiendo todas las respuestas papales a la re- 
visión real. o 

“El pase regio o exequatur real, que permitía a la Corona teta su 
poder de veto sobre la legislación papal, también transfería la autoridad 
judicial suprema sobre los casos eclesiásticos del papa al rey, ya que 
cuando un apelante obtenía una decisión de un tribunal romano, tenía 
Que presentar la nota al Consejo de Indias antes de que pudiera tener 
validez legal en América. Sus abogados tenían que convencer a los con- 
“sejeros de que era necesaria la apelación en primer lugar, y de que esa 
decisión era justa y en consonancia con la ley real.* La Corona asumió 
la autoridad de supervisar incluso los asuntos exclusivamente espiri- 
tuales del fuero interno, aun cuando los breves papales que trataban 
estos asuntos no debían estar sujetos al exequatur. Juzgaba, por ejem- 
plo, si las dispensas papales de impedimentos canónicos para el matri- 
monio o la ordenación eran válidas, y en un caso decidieron retener un 
breve papal que le otorgaba la absolución a un fraile peruano que había 
cometido asesinato, con el argumento de que podría inclinar el juicio a 
su favor y también alentar a otros asesinos potenciales, aun cuando la 
absolución simplemente quería decir que el fraile podía participar de 
nuevo en los sacramentos. 

Es sorprendente que el pase regio no fuera suficiente para que se 
dejaran de realizar porccompletó estas apelaciones, si se considera el 
gasto adicional y. el retraso que tenían que soportar las partes aun si 
podían finalmente obtener el pase. Pero continuaron, y durante el reino 
de Carlos III la Corona emitió diversos reglamentos con el objeto de 
crear nuevos obstáculos: primero, todas las respuestas papales se de- 
bían someter al exeguatur de los vicepatronos de las Indias y además a 
los del Consejo;? y, más importante, todas las peticiones debían tener la 
autorización del Consejo antes de que se les pudiera enviar a Roma, de 
otra manera las respuestas papales resultantes se invalidarían auto- 
máticamente.8 

El propósito de la Corona al emitir esta última regulación era, tal como 
lo estableció el fiscal, “evitar cualquier error involuntario de la curia 


3 Recop. Indias, ley 55, título 7; leyes 2-4 y 8, título 9, Libro 1. 

3 Véase AGI, Ind. Gen. 2915 y 1916, Expedientes sobre pases de bulas, breves y patentes, 
1770-1780. 

5 Véase, por ejemplo, AGI, Guadalajara 339, rc al obispo de Durango, 22 de febrero, 
1796; y Guadalajara 343, rc, 19 de septiembre, 1777, en cuanto a las dispensas papales de 
los impedimentos canónicos para la ordenación. 

6 AGI, Ind. Gen. 1653, Juntas del Nuevo Código, 19 de mayo, 2 de junio y 10 de diciem- 
bre, (783. 

7 Decretos reales tocantes a la iglesia (Bm), núm. 35, RC circular, 23 de noviembre, 
1777. 

8 Ibid., núm. 42, rc circular, 21 de noviembre, 1778. 
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romana examinando antes las pruebas para ello”, ya que el gobierno es- 
pañol tenía mucho más posibilidades de detectar demandas fraudulen- 
tas y apelaciones irresponsables.” De acuerdo con este principio el Con- 
sejo le negó el pase regio en 1787 a una sentencia judicial pronunciada 
por el general agustino en un caso que se originó en Michoacán y le 
aconsejó que revirtiera su veredicto, porque el obispo local había infor- 
mado que la apelación del fraile contenía pruebas falsas. Si la apelación 
se hubiera sometido al Consejo desde el inicio, se arguyó, el general 
habría tomado la “decisión adecuada” en primer lugar.!0 

Los papas naturalmente nunca aceptaron el principio del pase regio, 
peFo no podían hacer mucho para oponerse a que se usara, especial. 
mente a partir de que los obispos coloniales reconocieron la autoridad 
judicial suprema del rey. Por lo general apelaban a Madrid y no a Roma 
para que se decidieran las disputas que normalmente habrían caído 
bajo la jurisdicción de los tribunales papales y aceptaron el punto de la 
doctrina regalista de que no sería legalmente válida en las Indias ningu- 
na respuesta papal que no contara con el pase regio.!! Un obispo mexi- 
cano justificó su apoyo a esta prerrogativa, que era uno de los instru- 
mentos principales de la Corona para subordinar la Iglesia al Estado, 
con el argumento de que habían sido los mismos papas quienes habían 
otorgado el privilegio de la revisión real,!2 

El clero regular era más reacio a aceptar los esfuerzos de la Corona 
para aislar a la Iglesia americana. A excepción de los franciscanos, las 
órdenes religiosas importantes en las Indias no habían cedido a la pre- 
sión real para que establecieran un comisariato general nacional en 
Madrid, que los habría colocado bajo la supervisión real y seguían bajo 
el gobierno directo de sus generales en Roma.!3 Uno de los puntos más 
importantes, por tanto, de la política de la Corona para fortalecer la 
autoridad real sobre el clero americano era reducir la dependencia judi- 
cial de Roma de los regulares y someter las provincias individuales a la 
jurisdicción de los tribunales diocesanos locales, sobre las que tenía 
mayor control el Estado. 

Un método para reducir este contacto era por medio de las leyes 
reales que regulaban el tráfico de y hacia las Indias, ya que los regulares 
usualmente llevaban en persona sus apelaciones a Roma. Se exhortaba 
a las autoridades coloniales a estar particularmente atentas para impe- 
dir a los [railes embarcarse sin autorización real,!* y en 1774 la Corona 


9 AGI, Ind. Gen. 66, Respuesta Fiscal Consejo de Indias, 16 de agosto, 1774. 

10 AGt, México 2538, Consulta Consejo, 24 de noviembre, 1787. 

11 CIvM, Cánones 1 y 3, título 3, Libro 1. 

12 act, Guadalajara 339, Obispo de Durango a la Audiencia, 1 de octubre, 1770. 
13 P, de Leturia, op. cif., 1, 74, 91. 

14 AHN, Códices 700, rc al virrey de México, 26 de febrero, 1767. 
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ordenó el arresto y reclusión de los regulares a los que se aprehendiera 
camino a Roma sin licencia.!3 No existe, por supuesto, registro alguno 
en los archivos del gobierno de aquellos que se las arreglaron para via- 
jar sin ser descubiertos pero, además del peligro de ser descubiertos en 
el camino, estaba el problema de tratar de hacer valer la sentencia emi- 
tida por un tribunal papal o por el general de la orden sin el exequatur 
real y, aparentemente, los obispos estaban más que bien dispuestos a 
denunciar cualquier apelación clandestina, especialmente si circuns- 
cribía sus propios poderes.!6 

Los obispos coloniales cooperaban con la Corona para impedir la 
comunicación directa entre los regulares americanos y Roma. En al- 
gunos casos sus esfuerzos comunes se dirigían contra los abusos de esta 
comunicación, por ejemplo, las numerosas apelaciones a la congre- 
gación del penitenciario para obtener la dispensa de los votos religiosos. 
Los frailes podían obtener y obtenían cartas de secularización —dispen- 
sas— con pretextos falsos simplemente porque se habían cansado de la 
vida monástica.!? A pesar del temor a un posible arresto, el número de 
estas apelaciones aumentó (los frailes recurrieron a viajar pasando por 
las Antillas francesas y Francia) y para finales del siglo xvin, el Con- 
sejo recibía informes alarmantes de los obispos americanos de que 
muchos monasterios se habían tenido que abandonar por falta de 
miembros.!3 

Entonces la Corona decidió someter las peticiones de secularización 
que (como todas aquellas referentes a cuestiones de conciencia) habían es- 
tado exentas de la revisión real, a la aprobación previa del Consejo y al 
exequatur consiguiente, y a exigir que se les acompañara de informes 
favorables de los obispos, que estarían mejor calificados para decidir 
sus méritos.!? Pero los ingeniosos frailes encontraron la manera de darle 
la vuelta incluso a esta medida de control. El problema se intensificó a 
finales de la época colonial, y quizá reflejaba la degeneración generali- 
zada de la vida monástica que ya se apuntó,?0 y el gran número de ex 
frailes vagabundos sin recursos económicos que gozaban todavía de la 


I5 AGL, Ind. Gen. 66, Expediente sobre averse venido sin licencias y por colonias extran- 
jeras dos religiosos mercedarios, 1773; Respuesta Fiscal, 17 de febrero, 1774; y Consulta 
Consejo, 20 de abril, 1774. 

16 Véase, por ejemplo, México, 2638, Provisor diocesano de Michoacán a José de 
Gálvez, 6 de mayo, 1783, en que denuncia un breve papal que se trajo a relucir en una dis- 
puta con la Congregación del oratorio. 

17 Vease AGI, México 2696, Arzobispo de México al papa, 25 de noviembre, 103 (copia) 
que da varios ejemplos. 

18 AGI, Ind. Gen. 73, Expedientes sobre breves de secularización, 1790-1794. 

19 RAH, col. Mata Linares 76, Respuesta Fiscal Consejo, 24 de noviembre, 1796. La cédula 
(emitida en 1797?) se menciona en AGI, México 1140, Acuerdo Consejo, 11 de febrero, 1803. 

20 Véase el texto, pp. 40-45, y a continuación, pp. 111-118. 
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inmunidad eclesiástica pero que ya no estaban bajo la supervisión de 
los superiores regulares le creó a las autoridades diocesanas y a las 
civiles serios problemas de disciplina.?! 

Los esfuerzos para poner al clero regular bajo la autoridad directa 
de los obispos locales no fueron mucho más fructíferos que el intento de 
impedir sus apelaciones a Roma. Durante la última parte del siglo xvin 
la Corona logró persuadir al papa de que aboliera el cargo de comisario 
general en las sucursales coloniales de las órdenes religiosas alegando 
que estos superiores contribuían a las frecuentes disputas y desórdenes 
de los regulares.22 Su siguiente maniobra, transferir la jurisdicción de se- 
gunda instancia de estos Superiores a los tribunales diocesanos, podría 
haber tenido los mismos resultados de no ser por una cláusula audaz en 
el esbozo del acuerdo que se le entregó al papa en 1802: “los arzobispos 
hayan de dar cuenta con justificación de lo que determinaran a su Ma- 
gestad o al Consejo de Indias”.?3 El embajador español en Roma informó 
que el proyecto había parecido totalmente inaceptable al papa, que lo 
había calificado de “disminución y desdoro de la [autoridad] Suprema 
Pontificia” y había declarado que esta manera de hacer las cosas lo limi- 
taba tanto como el pase regio para sancionar la revisión secular de los 
casos eclesiásticos.2% Aunque los archivistas reales buscaron inútilmen- 
te cualquier indicio de evidencia de que anteriores pontífices habían 
concedido esta autoridad, el problema se resolvió de una manera típica- 
mente realista. Al equiparar esta cláusula con el pase regio, una vieja 
costumbre a la que nadie se había opuesto de manera abierta, el papa, 
arguyó el Consejo, daba su consentimiento tácito, aunque no podía apro- 
bar la medida públicamente.?3 Con este absurdo argumento el rey se 
deshizo del problema del acuerdo y simplemente instruyó a los obispos 
haciendo uso de la autoridad real para que escucharan estas apela- 
ciones y entregaran sus decisiones al Consejo.?6 

La Corona tenía buenos motivos para querer confinar todos los casos 
eclesiásticos en América a los tribunales diocesanos, ya que éstos esta- 


2! Para material sobre estos breves y las quejas de las autoridades coloniales, véase AGI, 
México 2545, Consultas Consejo, 14 de septiembre, 1805 y 24 de julio, 1806; México 1150, 
Carta acordada al arzobispo de México, 28 de junio, 1808; México 2646, 2649, expedientes 
de 1806 a 1825. 

22 RAH, col. Mata Linares 76, Informe si son útiles los comisarios generales en el Perú y 
Nueva España, 1796. ac1, México 2544, Consulta, 23 de julio, 1801, que resume los diver- 
sos expedientes a partir de 1771. 

23 AGí, Ind. Gen. 2995, Preces para breve papal preparadas por el Fiscal Consejo de 
Indias, 9 de febrero, 1802. 

24 Ibid., Antonio de Vargas y Laguna, ministro español ante la Santa Sede, a Antonio 
de Ceballos, 10 de septiembre, 1802. 

25 Ibid., Consulta Consejo, 23 de febrero, 1805. 

26 Ibid., RC circular a todos los arzobispos y obispos de las Indias, 6 de octubre, 1805. 
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ban sometidos a una supervisión tan estricta por parte del Estado que 
las fronteras tan disputadas entre la jurisdicción eclesiástica y la del rey 
con frecuencia se borraban. El personal de las cortes eclesiásticas era de 
fundamental importancia, y con el tiempo fue incrementando el control 
real sobre la elección de sus miembros. El código legal de los Habsbur- 
go ya había prohibido a los eclesiásticos que representaran a los laicos 
tanto en los tribunales eclesiásticos como en los seculares?” y especificó 
que todos los escribanos y notarios se debían registrar en los tribunales 
reales y también que debían ser laicos (excepto en casos secretos que te- 
nían que ver con asuntos de la conciencia), para que, en caso de incom- 
petencia, se les pudiera poner a disposición de las autoridades civiles. 23 
En un inicio eran los obispos de cada diócesis quienes nombraban a los 
provisores, que ejercían la autoridad judicial ordinaria de los obispos, y 
a los visitadores diocesanos, que ejercían su jurisdicción delegada, pero 
la Junta del Nuevo Código, a quien se comisionó para que revisara el có- 
digo legal colonial de 1681, decidió que ellos también debían estar sujetos 
a la aprcbación del vicepatrono, quien debía asegurarse de que tuvieran 
las “calificaciones adecuadas”.?9 

No se sabe a ciencia cierta a qué grado regulaba la Corona los pro- 
cedimientos judiciales en los tribunales diocesanos, a pesar de diversas 
leyes que estipulaban los costos de los tribunales y los castigos adecua- 
dos para los diferentes delitos.30 Un fiscal real expresó de esta manera la 
política oficial: 


Corresponde a la suprema potestad civil y política lo ordinario y ritual de los 
juicios... [porque] incumbiendo a su Magestad como a cabeza de todo el 
cuerpo político... la vigilancia y cuidado de que se fenezcan cuanto antes los 
litigios o pleitos que se suscitan dentro de su monarquía.3! 


Las actas de los procedimientos en los tribunales coloniales mexi.- 
canos indican que tanto los casos eclesiásticos como los seculares se- 
guían esencialmente el mismo patrón, pero las similitudes pueden de- 
berse al hecho de que la ley civil española y la ley canónica tenían ambas 
origen en el derecho romano, y no tanto a los mandatos reales. Pero, 
según el mismo fiscal, si se daba en las cortes eclesiásticas cualquier 
práctica que contraviniera al procedimiento civil español esto sucedía 


27 Recop. Indias, ley 1, título 12, Libro 1. 

28 Ibid., ley 37, título 8, Libro S. 

29 AG1, Ind. Gen. 1653, Junta del Nuevo Código, 13 de septiembre, 1784; Ind. Gen. 2883, 
RC circular, 4 de agosto, 1790, que promulga la nueva ley. 

30 Recop. Indias, leyes 12 y 47, título 7, Libro 1; ley 32; título 8, Libro 5. Véase también 
J. de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, cap. 7, núms. 10-13; y cap. 3, núms. 40-44, 

3l Bn, 10653, Respuesta Fiscal, Consejo de Indias, 16 de agosto, 1774. 
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sólo gracias a que el rey lo permitía generosamente, en deferencia a la San- 
ta Sede.32 

Las cortes eclesiásticas dependían de las autoridades seculares para 
la ejecución de la mayor parte de las sentencias que no eran estricta- 
mente penitencias espirituales: aunque la Iglesia se adjudicaba autori- 
dad para imponer algunas formas de castigo temporal además de la pe- 
nitencia,33 los tribunales diocesanos no contaban ni con el personal ni 
con los medios para hacer otra cosa que atender a los citatorios y man- 
tener a unos cuantos prisioneros bajo un mínimo de seguridad.34 

El apoyo secular, o auxilio real,35 se debía dar automáticamente a 
petición del juez eclesiástico, pero los funcionarios reales solían re- 
husarse a realizar una orden de arresto o deportación sin antes consul. 
tar las pruebas y decidir por ellos mismos si la fianza o la sentencia era 
justa. En 1795, por ejemplo, el virrey Branciforte, a quien se le había 
pedido que deportara a dos franciscanos, decidió emprender su propio 
proceso informativo al sospechar que los dos frailes en realidad trama- 
ban su regreso a España antes de que se cumpliera su periodo de diez 
años de misión.36 Cuando el comisario general franciscano protestó di- 
ciendo que esta acción no respetaba su jurisdicción, el Consejo apoyó el 
derecho del virrey de no otorgar el auxilio real hasta que la sala del cri- 
men investigara la validez de las acusaciones.3? En otro caso en México, 
se castigó a dos condestables por arrestar a alguien por orden de un 
juez eclesiástico “sin conocimiento de causa”.38 

Los esfuerzos del rey en 1802 para obtener la aprobación papal de su 
derecho de revisar los casos eclesiásticos aunque no tuvieron buen fin 
eran, en realidad, superfluos. Por siglos las decisiones judiciales tanto 
de los superiores regulares como de los tribunales diocesanos habían 
estado sujetas a la revisión real por medio de las apelaciones al Consejo 
de Indias y a las audiencias locales. Las apelaciones al rey o a su Conse- 
jo no estaban establecidas en el código legal colonial, pero parece que se 
aceptaban como un procedimiento que emanaba lógicamente de la po- 
sición del rey como patrono real, que era también para la mayoría del 
clero colonial el supremo magistrado en el sistema judicial eclesiástico. 
Así, cuando un eclesiástico hacía una petición al rey para que se cambiara 


32 Idem. 

33 G. de Villarroel, Gobierno eclesiástico pacífico, Parte 11, cuest. 18, art. 1. 

34 Los magistrados eclesiásticos frecuentemente tenían que entregar a peligrosos cri- 
minales a las prisiones reales. Véase por ejemplo, aG1, México 2617, Arzobispo Rubio y 
Salinas al virrey Cruillas, 12 de enero, 1763, en que se queja de que un niño decidido 
podría escapar de la cárcel diocesana. 

35 Recop. Indias, ley 11, título 10, Libro 1. 

36 AGI, México 2675, Expediente instruido por el Alcalde del Crimen..., 1795. 

37 acI, México 2542, Consulta Consejo, 4 de julio, 1796. 

38 AGI, Mexico 2631, Auto sala del crimen, 14 de octubre, 1781. 
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o se anulara su sentencia, no se entendía por este acto que renunciara a 
su fuero eclesiástico, nise consideraba la intervención del rey como una 
violación de la inmunidad. 

Ciertamente no todos los eclesiásticos sometidos a juicio por sus 
superiores apelaban al Consejo de Indias, pero la facilidad con la que se 
obtenía esta protección la demuestran el número y la diversidad de peti- 
ciones que recibía la Corona. Tanto los seculares como los regulares de 
cada orden religiosa y de cada diócesis en la Nueva España buscaban 
y conseguían la “protección real” ya fuera para que se les liberara de una 
prisión diocesana, para que el caso se juzgara por la Corona y no por un 
tribuna eclesiástico, para que se anulara una sentencia ya emitida, o 
para que se levantara el decreto de excomunión.3? Se aceptaba que to- 
das estas cuestiones pertenecían a la jurisdicción del Consejo de Indias, 
que no sólo remplazaba a las congregaciones romanas, sino que también 
asumía poderes que rebasaban los de un tribunal de apelación ordina- 
ria, eclesiástica o secular, que normalmente no habría intervenido en un 
caso si el tribunal de primera instancia estaba todavía realizando los 
procedimientos. 

Por supuesto, en ciertas ocasiones el Consejo rechazaba una apela- 
ción, aunque sus decisiones no se basaran en ningún criterio definible. 
Por ejemplo, rechazó una petición de un prebendario de Durango para 
que anulara una sentencia que le había impuesto su obispo (una multa 
por descuidar sus deberes) con el argumento de que los recursos “de 
esta clase tienen en Indias tribunales donde deben decidirse”, y se instru- 
yó al apelante para que intentara que se revisara la sentencia por medio 
de una apelación a la corte metropolitana o a la audiencia de su dis- 
trito.40 Sin embargo podían haber usado este mismo argumento para 
rechazar la mayoría de las peticiones que sí se aceptaban. 

No se podía culpar del todo a los apelantes eclesiásticos por buscar la 
intervención del Estado, ya que sus superiores cedían tan fácilmente al 
rey su autoridad judicial. Un fraile betlemita de México que había pedi- 
do ayuda al virrey en lugar de someter su orden al “escándalo público de 
una apelación formal a la audiencia” para obligar al visitador de la orden 
a escuchar su defensa, no tenía la intención de renunciar a su fuero, sino 
que sólo buscaba la oportunidad de un juicio justo.*! Sin embargo, se le 
obligó a presentar su defensa ante el rey, porque el visitador abrupta- 


39 Vease AGI, México 2669, Instancia de D. Antonio Escalante implorando a S. M. se le 
haga justicia, 27 de marzo, 1790; y Guadalajara 568, Representación de parte de José 
Sánchez de Lara a S. M., 5 de octubre, 1784. En las series México 1691-1761, “Expedientes 
de cartas diarias e instancias”, 1760-1800 se pueden encontrar muchas peticiones similares. 

30 AG!, Guadalajara 545, Consulta Consejo, 5 de diciembre, 1803. 

41 AG1, México 2646, Petición de Fr. Joseph de San Ignacio al virrey, 10 de noviembre, 
1794. 
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mente y por su propia iniciativa envió todo el caso a Madrid para que 
“Su Majestad determine”.42 

Tampoco era sorprendente que un eclesiástico se dirigiera a la Co- 
rona para que se suspendiera la sentencia cuando en tantos casos los 
superiores eclesiásticos eran sólo un instrumento para la ejecución de 
un veredicto dictado por un ministro o consejo real. El provincial fran- 
ciscano de Jalisco, sentenciado por el Consejo de Indias a perder voz 
activa y pasiva por periodo indefinido en la provincia por negligencia en 
el cumplimiento de sus deberes,43 naturalmente se brincó al comisario 
general, su superior directo, que sólo le había comunicado su decisión a 
él, y apeló directamente al Consejo para que se redujera su sentencia. + 
Las autoridades eclesiásticas no tenían virtualmente ninguna injerencia 
en el caso, ya que incluso las pruebas en contra del acusado las había 
obtenido y entregado el virrey de la Nueva España.*%5 

El único intento registrado de un superior eclesiástico para restringir 
estas apelaciones fue un edicto emitido por el comisario general francis- 
cano en España al provincial de Quito en 1772, en el que se prohibía a 
los frailes tanto apelar a la Corona como informarla de cualquier cues- 
tión judicial dentro de la orden. Tan pronto como tuvo noticia el rey de 
este alarmante documento, dirigió una cédula circular a las audiencias 
y virreyes para que confiscaran todas las copias del edicto en sus distri- 
tos.46 Pero parece ser que la preocupación del rey era injustificada, al 
menos fuera de Quito. En Guadalajara los diferentes provinciales con- 
testaron a la audiencia que ellos nunca recibieron el edicto,4? y cuando 
se les instruyó para que confirmaran a todos sus subalternos, en caso 
que fuera necesario, de que podían y debían cobijarse bajo la protección 
real, contestaron que incluso los estatutos que regían sus provincias 
permitían expresamente que se recurriera a la Corona.*8 


EL RECURSO DE FUERZA 


El aparato más común para la revisión real y una de las armas más efi- 
caces del Estado en la lucha por la supremacía sobre la Iglesia era una 
peculiar institución llamada el recurso de fuerza, por el que una per- 


42 Ibid., Copia del decreto de visitador, adjunta una petición de Fr. Joseph de San 
Ignacio al rey, 30 de noviembre, 1794. 

43 Aci, Guadalajara 358, Consulta Consejo, 28 de marzo, 1794. 

44 Ibid., Fr. Vicente Pau al Consejo, 8 de enero, 1795. 

45 Ibid., Virrey Revillagigedo al rey, 29 de julio, 1793. 

46 AGI, Guadalajara 341, Rc circular, 22 de febrero, 1775. 

47 Ibid., Provinciales de Zacatecas y Jalisco a la Audiencia, 14 de julio, 1775; Guardián 
Colegio de Propaganda Fide a la Audiencia, 25 de julio, 1775. 

48 Ibid., Audiencia al rey, 12 de julio, 1776. 
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epica local. 

Aunque los regálistas intentaron reivindicar el recurso adjudicando 
su origen al código legal medieval de Castilla o a los Consejos visigodos 
de T le Toledo*9 —un jurista incluso halló una referencia a él en él Añítiguo 
Testamento—50 no se estableció su práctica en España hasta el reinado de 
Carlos V y sin lugar a dudas se le importó de Francia, cuyos historiado- 
res legales generalmente coinciden en fechar su aparición ahí a media- 

Jos del siglo xv.51 Pasó sólo un poco de tiempo después de regularse el 
recurso formalmente en España52 para que se le introdujera en las nue- 
vas colonias de las Indias,53 donde la institución floreció con más fuerza 
aún que en la madre patria. En España la Corona tuvo que enfrentar los 
intentos papales de cancelar esta infracción a la jurisdicción eclesiástica 
en forma de breves que revocaban las decisiones de las audiencias, duras 
cartas a la Corona y censuras emitidas por nuncios papales que obstacu- 
lizaban tanto a los apelantes como a los magistrados que aceptaban los 
recursos.54 En América, por otra parte, los prelados sólo pudieron pro- 
testar débilmente contra el uso excesivo del recurso de fuerza sin cues- 
tionar la premisa de la supremacía del Estado en la que se basaba ly 


institución.55 

La justificación teórica de estos recursos se basaba en la conocida 
imagen del rey como padre de sus súbditos, el guardián de la justicia a 
quien todos podían apelar para que les restituyera sus derechos y pará que 
los protegiera contra cualquier daño (la palabra fuerza originalmente 
quería decir daño o perjuicio).56 El recurso no se entendía como apela- 


49 J, Covarrubias, Máximas sobre recursos de fuerza y protección ... (Madrid, 1785), títu- 
lo 6, máx. 3; Conde de la Cañada, Observaciones prácticas sobre los recursos de fuerza... 
(Madrid, 1793), Parte 1, cap. 1, núm. 4. El segundo fue gobernador y el primero abogado del 
Consejo de Castilla. Ambas obras constituyen una definición de la política tardía de los 
Borbones hacia esta institución. 

50 Biblioteca del Palacio, col. Ayala 19, Breve instrucción sobre retención de bulas, 
1768, por el Fiscal Pedro Salcedo (referencia a Jeremías, 21). 

51 R. Génestal, Les origines de l'appel comme d'abus (París, 1951), p. 9. 

52 J, Maldonado, “Los recursos de fuerza en España”, Anuario de Historia del Derecho 
Español, xxiv (1954), p. 292, en que cita una real cédula del 7 de julio, 1542. 

53 Según la Recop, Indias, ley 134, título 15, Libro 2, el recurso ya se aplicaba en las 
Indias para el año de 1559. 

54 Véase R. de Hinojosa, Los despachos de la diplomacia pontificia en España (Madrid, 
1869) p. 355; y J. Maldonado, op. cit., pp. 295-298. 

55 G. de Villarroel, Gobierno eclesiástico pacífico, Parte 2, cuest. 12, art. 5, núm. 96. 
Véase también AHN, Códices 724, RC al arzobispo de Santo Domingo, 2 de abril, 1604; y 
Códices 689, rc al obispo de Quito, 15 de junio, 1573, en repuesta a las protestas contra 
usos particulares del recurso. 

56 F. Salgado de Somoza, De regia protectione... (1626), Parte 1, cap. 1, prael. 5; y Conde 
de la Cañada, op. cit., Parte 1, cap. 10, núm. 8. 
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ción sino como queja que albergaba una de las partes en litigio ante un 
tribunal eclesiástico que no podía recurrir a una apelación ordinaria.5? 
Habra tres tipos de fuerza o abuso que no se podían rectificar a través 
de las vías ordinarias: el procedimiento ilegal al juzgar un caso; la inca- 
pacidad para otorgar una apelación legítima; finalmente, la misma falta 
de jurisdicción. La audiencia, al recibir el recurso, pedía al juez eclesiás- 
tico que le entregara todos los documentos pertinentes, y le ordenaba 
que suspendiera los procedimientos mientras estuviera en curso la ape- 
lación,58 y con base en estos documentos decidía si el abuso existía o 
no. En el primer tipo de fuerza (en el modo de conocer y proceder), se 
podía obligar al juez eclesiástico a seguir los procedimientos forenses 
legales; en el segundo tipo, en no otorgar apelación, se le podía ordenar 
que suspendiera la ejecución de su sentencia y que otorgara una apela- 


ción a una corte eclesiástica superior; y en el tercer tipo, fuerza en cono- 


cer, la audiencia podía declararlo incompetente para dictaminar el caso 
y asignar éste a un tribunal secular adecuado.3? 

Creado originalmente para proteger a los eclesiásticos de la opresión 
de sus superiores, el recurso en realidad les daba la oportunidad casi 
ilimitada de obstruir el camino de la justicia e incluso, con frecuencia, 
de eludir el castigo. El-sistema legal español, con su complicado apara- 
to de deposiciones y notificaciones escritas, múltiples series de acusacio- 
nes y defensas intercaladas con resúmenes y sumarios, parecía diseñado 
para prolongar el litigio de manera indefinida bajo circunstancias nor- 
males; cuando se introducían apelaciones extraordinarias, las posibili- 
dades de conseguir un veredicto parecían más que lejanas. El juicio de 
un fraile carmelita en México, acusado de mal uso de su comisión como 
ejecutor de un testamento, se demoró gracias a los recursos y apela- 
ciones por más de veinticinco años% y nunca recibió un veredicto final 
incluso cuando se pidió la intervención de la Corona. El Consejo tenía que 
deliberar y ponderar cada nueva petición que hacía el fraile,6! y el caso 
terminó sólo a la muerte de este terco apelante. 

Si bien era cierto que la disciplina del clero americano se había rela- 
jado tristemente, como tanto solían alegar los ministros reales y los fun- 
cionarios coloniales, esto se debía en parte a los recursos de fuerza y a 


57 J, Covarrubias, op. cit., título 6, máx. 7 y 3; título 24, máx. 15. 

58 Recop. Indias, ley 10, título 10, Libro 1. 

s9 Para descripciones de los diversos tipos de recursos, véase J. de Covarrubias, op. cif., 
títulos 8, 10 y 12; y Conde de la Cañada, op. cit., Parte 1, caps. 2-9. 

60 AGI, México 2644, Testimonio de autos de los recursos de fuerza que ha interpuesto 
Fr. Antonio de San Alberto..., 1762-1790. 

61 Ibid., Real Congregación del Apóstol Santiago (a favor de Fr. Antonio) al rey, 27 de 
octubre, 1788; Fr. Antonio al rey, 26 de enero, 1789, 4 de noviembre, 1789 y 26 de enero, 


1790. 
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otras apelaciones extraordinarias. Quizá no provocaban los desórdenes 
y delitos que abrumaban a las autoridades civiles y eclesiásticas, pero 
ño se puede negar que obstruían los esfuerzos para remediar el proble- 
ma. En la mayoría de los casos, las audiencias y el Consejo aceptaban 
las apelaciones sin el menor deseo de proteger a un delincuente de su 
justo castigo, pero mientras se permitiera a un acusado cuestionar cual- 
quier medida que le fuera desfavorable, era imposible que los magistra- 
dos eclesiásticos pudieran tratar su caso eficazmente. 

Es evidente que los recursos de fuerza y las otras apelaciones para la 
intervención secular exacerbaban los desórdenes y las disputas del clero 
regular. Un ejemplo típico fueron los levantamientos dentro de la orden 
de San Hipólito Mártir que se originaban, como era frecuentemente el 
caso en la mayor parte de las órdenes coloniales, en una lucha interna por 
el poder. Una disputa comenzó en 1787 con acusaciones de peculado, 
retención ilegal de cargos por veinte años y las acusaciones habituales 
de opresión y tiranía contra el general de la orden.62 Cuando el arzobis- 
po, delegado por el papa para hacerse cargo de las cuestiones judiciales 
de la orden, se negó a escuchar estas quejas, los acusadores presentaron 
a la audiencia un recurso de fuerza en el modo de conocer y proceder y 
escribieron al rey quejándose de que el arzobispo estaba confabulado con 
el general y sus partidarios, que estaban en posición de comprar el favor 
de gente influyente, incluyendo a los oidores, con fondos extraídos frau- 
dulentamente del patrimonio de la orden.$3 

Se siguió el mismo patrón precisamente cuando se eligió a nuevos 
superiores de la facción opuesta un año después, pero esta vez con el ex 
general y su secretario en el papel de las víctimas. Se hicieron e igno- 
raron las acusaciones, se presentó un recurso a la audiencia y los supe- 
riores arrestaron a los acusadores,6% y las quejas presentadas a la Coro- 
na produjeron decretos casi idénticos a los que se habían obtenido el 
año anterior, decretos que ordenaban al virrey y al arzobispo que usa- 
ran “respectivamente de sus facultades de modo que... no se persiga al 
inocente por resentimientos particulares”.é5 Para cuando apareció la 
segunda vuelta de recursos las autoridades civiles en México se dieron 
cuenta de que las quejas eran meramente un subterfugio para no so- 
meterse a la autoridad de los superiores titulares, y que la protección 
que otorgaba el Estado estaba destruyendo la obediencia monástica, 
tan esencial para la restauración de la paz y la disciplina dentro de la 

62 AGI, México 2540, Representación del Prior del Convento del Espíritu Santo al arzo- 
bispo, 16 de junio, 1787. 

63 Ibid, Representación del Prior al rey, 4 de noviembre, 1787. 

64 Ibid., Testimonio del expediente formado por real orden ... en 5 cuadernos, 1787-1789. 


65 Ibid., Ro al arzobispo y al virrey, 14 de junio, 1788; y rc a los mismos, 19 de abril de 
1789, con la misma redacción. 
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orden.66 A pesar de los decretos reales tanto la audiencia como el virrey 
decidieron rechazar los recursos y otras apelaciones y con el consenti- 
- miento del arzobispo, el virrey informó al rey de que lo único que se lo- 
eraría con permitir más recursos era promover una mayor disensión.6? 
No convencido, el Consejo siguió ordenándoles que investigaran las 
quejas,8 y la disputa aparentemente continuó incluso hasta después de 
que el ex general y su secretario obtuvieron breves de secularización del 
papa con la autorización para dejar la orden.6? 

La oposición de la Corona a las apelaciones eclesiásticas al nuncio 
papal en España se expresaba de tal modo que se podía aplicar con ma- 
yor validez al recurso de fuerza: se les condenaba por “demorar la ad- 
ministración de la justicia, socavar la autoridad de los prelados y permi- 
tir que los delincuentes evadieran su castigo”;?0 9 y aunque la Corona 
nunca habría aceptado que la interferencia désis E sus propios tribunales 
era tan dañina para la disciplina eclesiástica como la interferencia del 
nuncio papal, reconocía tácitamente las desventajas del recurso y los 
problemas que creaba al prohibir su uso siempre que estuvieran en juego 
intereses reales. Esta prohibición se hacía, por ejemplo, en los casos del 
patronato.?! Como el rey se adjudicaba la jurisdicción sobre ellos bajo 
cualquier circunstancia, habría sido ilógico permitir recursos de uno de 
sus representantes hacia otro. No sólo usurparían las audiencias la auto- 
ridad exclusiva del vicepatrono, sino que también cualquier apelación, 
ordinaria o extraordinaria, anularía la intención de la Corona de usar 
los juicios sumarios para la rápida resolución de los problemas del pa- 
tronato. Esta prohibición no impedía a las partes presentar recursos de 
fuerza en los casos del patronato, cosa que podía frustrar el curso de la 
justicia aun cuando finalmente se les rechazara. Por ejemplo, un cura 
delincuente en Yucatán, a quien su obispo y vicepatrono quería despo- 
jar de su beneficio, pudo posponer el veredicto final por años, ya que cada 
vez que presentaba un recurso, se tenían que suspender los procedi- 
mientos hasta que la decisión de la audiencia de que el recurso era ilegal 
llegara a Mérida.?? 


66 Ibid., Auto Audiencia, 30 de julio, 1789, Respuesta Fiscal al virrey, 17 de noviembre, 1789. 

67 Ibid., Arzobispo al virrey, 13 de noviembre, 1789; virrey al rey, 14 de diciembre, 1789, 

68 Ibid., Arzobispo al Consejo, 30 de diciembre, 1791, en que da por recibida la Rc, 6 de 
septiembre, 1791. 

69 Ibid., Pase dado al breve pontificio del 8 de mayo, 1790. 

70 S. Sánchez, ed., Colección de todas las pragmáticas, cédulas, provisiones circulares, 
autos acordados, bandos y otras providencias publicadas en el actual reinado del señor Don 
Carlos IV (4 vols., Madrid, 1794-1805), iv, 466-476, RO circular, 26 de noviembre, 1767, 
reemitida el 28 de agosto, 1804. 

74 Recop. Indias, ley 39, título 6, Libro 1. 

72 ací, México 3064, Testimonio de autos contra el cura de Umán, obispo de Yucatán al 
rey, 20 de septiembre, 1783. 
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En las visitas de las órdenes religiosas, tan esenciales para la política 
eclesiástica carolina, la Corona dudaba entre el deseo de reformar la 
disciplina regular, para lo que se necesitaba la autoridad irrestricta de 
los visitadores, y una renuencia a ceder el control real sobre sus actos. 
Solórzano Pereira había escrito que era preferible que los regulares su- 
frieran cualquier injusticia durante una visita a que se alterara ésta con 
recursos, ?3 pero otros regalistas pensaban que el rey no podía ignorar la 
súplica de protección de cualquiera de sus vasallos, fueren las circuns- 
tancias que fueren.?4 Carlos III decidió brincarse la cuestión poniendo 
un límite a la esfera judicial de las visitas: prohibió a los visitadores rea- 
lizar juicios de regulares individuales y sometió sus medidas de reforma 
general a la supervisión de los virreyes,?5 cuya intervención sería extra- 
judicial y supuestamente menos disruptiva, por tanto, que el engorroso 
procedimiento que debían seguir las audiencias. 

Este sistema se ignoró con frecuencia en Perú, donde el virrey se que- 
jó de que las visitas de las órdenes de San Agustín y de San Juan de Dios 
se retrasaban constantemente a causa de los recursos.?é En México la 
mayor parte de las apelaciones y peticiones las trataban los virreyes, 
aunque este método no necesariamente aseguraba la conclusión rápida 
CUFSOS y se pronunciaba a favor de los apelantes, los visitadores a menudo 
convencían al rey de que la persecución de que se quejaban los frailes 
no era otra cosa que los esfuerzos para reformar su conducta libertina, 
y lo persuadían de pasar por encima de las decisiones de la audiencia en 
interés de la disciplina monástica.?8 Pero las demoras tanto de los re- 
cursos en México como de las peticiones correspondientes a Madrid 
inevitablemente obstruían el curso de las visitas.?? 

Aun cuando los recursos no estaban prohibidos por razones de Es- 
tado, los autos de fuerza no se daban automáticamente a favor del ape- 
lante, en especial cuando su petición iba en contra de los dictados del 
orden público y de la administración apropiada de la justicia. Un pre- 
bendario de Michoacán, bajo juicio por concubinato, intentó todas las 


73 J. de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, cap. 26, núm. 21; véase también Nueva 
Recopilación de las leyes de Castilla (1567), ley 40, título 5, Libro 2. 

74 5, Covarrubias, op. ctt., título 24, máx. 44 y 48; título 27, máx. 1-10. 

75 AGI, Ind. Gen. 3040, Instrucción real para visitadores-reformadores, 26 de mayo, 1771. 

76 M. de Amat y Junient, op. cit., pp. 95-98. 

77 Véase, por ejemplo, los problemas que enfrentaron los sucesivos virreyes con la visi- 
ta y otras disputas internas de los betlemitas, desde 1771 hasta 18304, en aG1, México 2750 
y 2571, y en el texto, pp. 49-51. 

78 Bn, 3535, Expediente sobre los recursos de fuerza interpuestos por los Agonizantes 
(Orden de San Camilo Lelis)..., 1777. 

79 AGI, México 2537, Consultas Consejo, 9 de marzo, 1779 y 28 de mayo, 1784, en refe- 
rencía a la visita de los Agonizantes. 
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apelaciones de que podía disponer un eclesiástico recalcitrante, incluyen- 
do la recusación de sus jueces, cuatro recursos a la audiencia de México 
y una petición para el real amparo del virrey,80 que fueron rechazados 
todos. Las pruebas judiciales y los inlormes independientes de residen- 
tes en Michoacán indicaban que en realidad era culpable del crimen del 
que se le acusaba; los ejemplos de tratamiento injusto que mencionaba, 
como estar detenido durante el juicio,8! eran falsos, y de cualquier modo, 
habrían sido el tratamiento habitual en casos criminales tanto en los tri- 
bunales seculares como en los eclesiásticos. Cuando escapó a Madrid 
“para ponerse a los pies de Su Majestad y buscar la protección real de 
esta vil venganza que estoy sufriendo”,82 se le envió bajo vigilancia militar 
a Cádiz y se le colocó en el primer barco a Veracruz, para regresarlo a la 
custodia y jurisdicción de su prelado.83 

Pero ocasionalmente las audiencias entraban en conflicto con las 
políticas generales de la Corona sobre cuestiones eclesiásticas cuando 
daban su apoyo a la jurisdicción del magistrado eclesiástico, por un celo 
excesivo en el respeto de la ley. De acuerdo con la ley real, por ejemplo, 
era inadmisible un recurso de fuerza si el apelante podía obtener el 
desagravio por los canales normales de su propio fuero. Cuando un fraile 
carmelita en México presentó un recurso en 1788 contra una sentencia 
pronunciada por su provincial,8% la audiencia lo rechazó sobre la base 
de que el provincial no había cometido ninguna de las tres clases de fuer- 
za, ni se había negado a otorgar una apelación ordinaria, ni había con- 
ducido ilegalmente el caso, ni había excedido su jurisdicción al juzgarlo, 
y se le dijo al fraile que presentara su apelación a la sentencia al juez ecle- 
siástico superior, que era el general carmelita en Roma.85 Los oidores 
legalistas no se dieron cuenta de que su decisión, aunque estaba de acuer- 
do con la ley, iba directamente en contra de la política de la Corona de 
aislar a la Iglesia americana de Roma. Probablemente al Consejo de In- 
dias no le importaban las quejas de opresión del fraile, pero se apresuró 
a detener su apelación a Roma colocándolo bajo la protección del virrey 
y ordenando a la audiencia que realizara una investigación a fondo de 
las injusticias de las que se quejaba.86 El Consejo también recordó gentil- 
mente a los oidores que los representantes del rey debían tener mucho 


30 AGI, México 2635, Virrey Bucareli al obispo de Michoacán, 17 de febrero, 1779. 

81 AGI, México 2635, Representación de Josef de Villanueva a S. M., 1781. 

82 AGI, México 1152, Representación de Villanueva al rey por medio de José de Gálvez, 
11 de octubre, 1782. 

83 Ibid., rc al Cabildo sedevacante Michoacán, 19 de junio, 1783. 

84 AGI, México 2644, Recurso de fuerza a la Audiencia, 13 de septiembre, 1787. 

85 Ibid., Auto de fuerza, 3 de octubre, 1788 (la bula de 1573 no se aplicaba a las órdenes 
religiosas que tenían generales en Roma). 

86 Ibid., RC a la Audiencia, virrey y al provincial carmelita, 3 de junio, 1789. 
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cuidado de ayudar a los súbditos del rey a ahorrarse el “interponer x«pe- 
lación ante los superiores en Roma”.37 

El conflicto de la política real entre la necesidad de mantener la disci- 

lína eclesiástica y la de supervisar el sistema judicial eclesiástico era 
especialmente evidente en el uso de la real provisión de fuerza, un méto- 
do expedito para Tlevar la protección real a los súbditos que vivían en 
zonas muy distantes de las audiencias. Cada centro provincial de go- 
bierno podía obligar a los tribunales eclesiásticos en el distrito a detener 
los procedimientos de inmediato sin la demora inevitablemente larga de 
comunicarse con la audiencia y de esperar su decisión.88 No se consi- 
deraba la provisión como era un sustituto del recurso de > fuerza, sino 
cama una medida momentánea para ra controlar los abusos contra. una 
parte posiblemente inocente hasta que se pudiera comunicar con la 
audiencia. La Corone-estaba bien consciente dela posibilidad de peti- 
ciones injustificadas que podían provocar que se demorara una sentencia 
merecida, pero los gobernadores no tenían poderes discrecionales de 
otorgar provisiones sin importar las circunstancias, ya que un recurso 
fraudulento tenía un remedio final en la audiencia, que podía declarar a 
favor del magistrado eclesiástico. 

La] jerarquía eclesiástica, generalmente opuesta a la supervisión secu- 
lar en proporción inversa al rango del funcionario que la ejercía (sólo 
rara vez se cuestionaba la intervención de los ministros reales, si acaso 
esto llegaba a suceder), no podía menos que ver con resentimiento esta 
interferencia de funcionarios locales, en tanto que aceptaba el principio 
de la revisión judicial de las audiencias. En 1781 el gobernador de Du- 
rango emitió una real provisión de fuerza a favor de un sacerdote, que 
al parecer era víctima de una severa persecución por parte del provisor 
diocesano, e insistió en que el provisor no sólo enviara todos los docu- 
mentos pertinentes a la audiencia de Guadalajara, sino también en que 
liberara inmediatamente al sacerdote de su prisión, lo absolviera de la 
excomunión y le regresara su propiedad confiscada.” El provisor res- 
pondió excomulgando al asesor general por haber sugerido esta medida 
y amenazó con excomulgar también al gobernador a menos que revo- 
cara el decreto ofensivo," aunque al final le entregó los documentos a 
la audiencia.?2 Objetába a la cláusula en que se le ordenaba anular la sen- 


87 Ibid., Rc a la Audiencia, 8 de junio, 1789. 

88 Recop. Indias, ley 136, título 15, Libro 2. 

89 Véase AHN, Códices 706, rc al gobernador de Venezuela, 27 de agosto, 1747; y AGI, 
México 3070A, rc al gobernador de La Habana, 25 de noviembre, 1755 (copia), en que les 
reprocha por rehusarse a emitir una real provisión de fuerza. 

90 AGI, Guadalajara 568, Real provisión de fuerza intimada por el Gobernador de 
Durango al Provisor, 26 de agosto, 1781. 

91 Ibid., Auto del Provisor, 17 de septiembre, 1781. 

92 Ibid., Provisor a la Audiencia, 13 de octubre, 1781. 
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tencia pronunciada en contra del sacerdote; ya que, como arguyó, inclu- 
so la audiencia, que tenía el derecho exclusivo de declarar una sentencia 
lesiástica inválida, no lo haría sin antes examinar las pruebas.9 

il uso de la provisión provincial como un recurso de protección era 
aún más controvertido porque servía para apelar contra cualquier for- 
ma de procedimiento, no necesariamente judicial. Ante las exigencias 
de que interfirieran con todo,-desde la violencia física severa basta una 
orden meramente desagradable de un superior eclesiástico, los funcio- 
_narios reales locales con frecuencia tenían que hacer una difícil elección 
entre dejar de ejercer esta prerrogativa real tan apreciada y promover la 
rebelión o el mal comportamiento de un súbdito eclesiástico. En un caso 
en Yucatán se pidió al gobernador que protegiera a un fraile francisca- 
no de una persecución futura ordenando a sus superiores que le permi- 
tieran residir en un monasterio de otra orden.% El provincial francisca- 
no objetó al mandato con el razonable argumento de que no se podía 
apelar contra un abuso inexistente,95 y los consejeros legales del gober- 
nador estuvieron de acuerdo en que tanto la petición como la real provi- 
sión eran ilegales,%6 pero el gobernador no dejó de sentir que debía “liberar 
de las violencias casi (sic) evidentes que debía esperar de Su Prelado y 
Venerable Definitorio”.9? El Consejo de Indias, aprobando la decisión 
del gobernador de intervenir para defender al fraile, reprochó a los con- 
sejeros su “falta de celo en defender la regalía de la protección real” y ex- 
presaron su interés en que no se privara de sus derechos a los vasallos 
de Su Majestad simplemente porque vivían lejos de una audiencia.* El 
hecho de que el fraile nunca hubiera demostrado ninguna intención de 
pedir un recurso de fuerza a la audiencia, y el hecho de que ni siquiera 
pudiera alegar opresión en el momento de su petición eran tecnicismos 
legales que no eran importantes comparados con la cuestión, mucho 
más importante, del control real sobre el judiciario eclesiástico. 

Aunque la Santa Sede nunca dejó de condenar el recurso de fuerza 
desde que se inició su uso y todavía en el siglo xx le ha impuesto cen- 
suras canónicas,?9 e) contraste entre su actitud y la de la jerarquía ecle- 
siástica en España y en las Indias era casi total. Se anotaron en el /ndex 
romano varias obras escritas por eclesiásticos españoles en defensa de 


93 Ibid., Auto Provisor, 17 de septiembre, 1781. 

94 aci, México 30704, Recurso de protección a favor de Fr. Gabriel Rodríguez Arfián al 
gobernador Gálvez, 13 de octubre, 1790; y Oficio gobernador al provincial, 13 de octubre, 
1790. 

95 Ibid., provincial al gobernador, 13 de octubre, 1790. 

9% Ibid., Dictamen Auditor de Guerra, 16 de octubre, 1790; Dictamen Asesor de 
Intendencia, 21 de octubre, 1790. 

97 Ibid., gobernador al rey, 8 de marzo, 1791. 

98 acr, México 3005, Consulta Consejo, 13 de abril, 1792. 

99 Codex Juris Canonici, cc. 2333 y 2334. 
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esta institución.!% Además, a la vez quelos papas emitían la bula anual, 

In Coena Domivpi que enumeraba violaciones seculares a la jurisdicción 
eclesiástica ent entre las que se consideraba el recurso de fuerza como la 
m 101 yn connotado canonista y prelado americano español 
afirmó que la misma bula concedía el derecho de hacer estos recursos.102 
age -2bispos quizá a toleraban estas apelacio- 


"row. 


legalidad. Un provisor de Durango, que mostró la oposición más decidida 
a un auto de fuerza desfavorable, reconocía, sin embargo, que es “este 
remedio... el más importante y necesario que puede haber para la paz y 
buen gobierno”, aunque sentía que si se abusaba de él, el recurso sería 
un serio impedimento para la administración de la justicia.!0 Unos 
pocos jueces eclesiásticos, como el obispo Pedro Tamarón y Romeral, 
de Durango, quisieron castigar a aquellos eclesiásticos que “se consideran 
perdidos en los juzgados de su fuero [y] solicitan abonos con sus parcia- 
les en el otro fuero... a fin de sofocar la verdad y perturbar los tribu- 
nales”.104 Estas apelaciones se hacían técnicamente bajo el riesgo de la 
excomunión, ya que la ley canónica prohibía a los eclesiásticos rerrun- 

ciar a su propio fuero, 105 “in concepto legal que ni las autoridades secu- 
lares ni los apelantes eclesiásticos estaban dispuestos a aceptar. El obispo 
Tamarón, después de advertir a sus subalternos de este riesgo, aplicó la 
censura adecuada a tres de sus canónigos que firmaron una petición al 
gobernador de Durango para que éste exhortara al obispo a detener los 
procedimientos contra ellos.!06 El consejo fiscal consideró que esta 
acción perjudicaba la autoridad real en dos consideraciones: primero, a 
los eclesiásticos no se les debía negar su derecho de buscar la protección 
real; y segundo, el obispo había citado la bula In Coena Domini como la 
autoridad de las censuras, y hacía mucho que el exequatur real había 


100 Por ejemplo, Enrique Henríquez, un jesuita cuya De clavibus romani pontificis 
(Salamanca, 1619), una de las primeras apologías españolas del recurso, fue anotada en el 
Index a principios del siglo xv, según V. de la Fuente, Historia eclesiástica de España (6 
vols., Madrid, 1873-1875), v, 442-443. La obra de otro clérigo español, F. Salgado de So- 
moza, De regia protectione, se anotó en el Index en 1628, según A. de Egaña, op. cit., p. 131. 

101 Párrafo 16 de la bula papal /n Coena Domini emitida anualmente el Jueves Santo 
desde la época de Bonifacio VII. Véase J. López, Historia legal de la bula llamada 1n Coena 
Domini (Madrid, 1768, escrito en 1688), pp. 106-112, para una traducción española de la 
versión del papa Clemente X. 

102 G. de Villarroel, Gobierno eclesiástico pacífico, Parte 2, cuest. 12, art. 5, núm. 96. 

103 AGI, Guadalajara 568, Provisor de Durango al gobernador, 15 de septiembre, 1781. 

104 P, Tamarón y Romeral, Demostración del vastísimo obispado de la Nueva Viscaya 
1765, publicado por Vito Alessio Robles (México, 1937), “Instrucción a los vicarios ecle- 
siásticos”, pp. 399-400. 

105 In Coena Domini, párr. 16. 

106 AGI, Ind. Gen. 350, Expediente sobre la Bula de la Cena en Indias, 1768. 
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rechazado esta bula y que se le había denunciado formalmente ante el 
papa como una invasión de la soberanía de la Corona.!07 Se reprochó al 
obispo Tamarón por su acto ilegal y se le recordó que la bula no tenía [uer- 
za legal ni en España ni en las Indias. Pero veinte años después, a pesar 
de una cédula general que condenaba la bula,!08 el obispo de Oaxaca la 
aplicó en circunstancias similares para excomulgar a un sacerdote que 
había buscado la protección del virrey. 109 

No hay ninguna evidencia de que se usaran estas censuras contra 
eclesiásticos que hicieran recursos de fuerza formales a una audiencia, 
y aun si lo habían hecho, la ley real tenía un arreglo para este tipo de 
“abuso” también. El control secular del sistema judicial eclesiástico no se 
limitaba a los casos criminales y civiles del fuero externo, sino que abar- 
caba también el fuero estrictamente espiritual de la conciencia. Se 
podía apelar en un recurso de fuerza a un dictamen de excomunión con- 
tra un eclesiástico o un laico, y si la audiencia consideraba que el ma- 
gistrado eclesiástico había cometido fuerza al emitirlo, el dictamen se 
declaraba inválido.!10 

La excomunión de jueces reales que usurpaban o que se suponía 
habían usurpado la autoridad eclesiástica era el arma principal de la 
Iglesia en las disputas jurisdiccionales que ocurrían con tanta frecuencia 
en las Indias. La ley real prohibía este uso de las censuras eclesiásticas, y 
lá Corona repetidamente anulaba la bula papal en la que se basaban, !!! 
pero el recurso de fuerza permitía la defensa más eficaz. Además, otor- 
gaba al judiciario secular la voz decisiva al definir la frontera entre la 
jurisdicción secular y la eclesiástica: era la audiencia quien resolvía, por 
medio de los recursos de fuerza, la mayoría de las competencias, y si la 
aúdiencia decidía que el juez real excomulgado no había excedido su 
autoridad (por ejemplo, al llamar a un sacerdote a atestiguar ante él o al 
sacar a un criminal fugitivo de una iglesia), entonces el tribunal ¿clesiás- 
tico estaba obligado a absolverlo y a ceder toda la jurisdicción a su fa- 
vor.!1!12 Los magistrados reales aún temían el “deshonor y escándalo” 


107 Ibid., Respuesta Fiscal, 17 de marzo, 1768. 

108 [bid., RC circular a todos los prelados seculares y regulares en las Indias, 2 de 
diciembre, 1768. 

109 aG1, Mexico 2666, Revisión de la causa seguida a D. José Paz y Mendoza, 17 de sep- 
tiembre, 1787; y México 2637, Paz y Mendoza a Ventura de Taranco, 2 de septiembre, 
1788. 

110 Recop. Indias, leyes 9 y 10, título 10, Libro !. 

111 AGI, Ind. Gen. 350, Expediente sobre la Bula de la Cena..., 1768, en que se resumen 
cédulas anteriores y los casos en los que se les ignoró; y RC circular, 2 de diciembre, 
1768. 

112 Véase, por ejemplo, Ac1, México 3068, Obispo de Yucatán al rey, 24 de mayo, 1786, 
y Audiercia al rey, 26 de octubre, 1787, en referencia a una competencia con el alcalde 
ordinario de Mérida; Guadalajara 534, Consulta Consejo, 6 de abril, 1804, y 27 de enero, 
1807, en referencia a una competencia entre el obispo de Sonora y un subdelegado local. 
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vorable para el magistrado eclesiástico, pee no podía hacer ; Era cosa. 
La audiencia podía confiscar su propiedad e incluso enviarlo a España 
si él se negaba a obedecer el auto, ya que una negativa equivalía a sedi- 
ción.!!* No se registró acción tan drástica en esta época, aunque un juez 
eclesiástico recibió un agudo reproche de la Corona y se rechazó su can- 
didatura para la promoción,!!3 porque no había aceptado un auto emi- 
tido por la audiencia de Guadalajara. Alegó primero que había llevado a 
cabo las provisiones del auto, lo que era falso, aunque el notario real de 
Durango certificó que no lo había hecho.!!$ Después empleó la fórmula 
“obedezco pero no cumplo”, e informó a los ovidores que tenían que ser 
muy maliciosos o muy ignorantes para tomar una decisión tan contra- 
ria a ambas leyes, la canónica y la real.!!? Después apeló el auto con base 
en una copia de los procedimientos de la audiencia que había obtenido 
sobornando al receptor.!!3 Finalmente cedió, pero sólo después de otros 
tres años de subtertugios similares: en esta época ni siquiera un prelado 
decidido tenía el suficiente poder para desafiar indefinidamente la 
autoridad real. 

La audiencia se mantuvo extrañamente tibia ante esta enérgica opo- 
sición y el Consejo de Indias le reprochó “la singularidad de su informe, 
nada propio de las obligaciones de su empleo... previniéndola que en lo 
sucesivo procure sostener con el celo que debe la jurisdicción real” contra 
tales “atropellamientos” de los magistrados eclesiásticos “que abusan de 
su autoridad con una insistencia tan sin precedente”.!19 

La política real respecto a las apelaciones de los autos de fuerza 
dirigió contra el magistrado eclesiástico. En teoría una instancia final, 
se podía apelar el auto en la práctica sólo si éste favorecía a la jurisdic- 
ción eclesiástica.!20 Había casos poco comunes, como las visitas de las 
Grdenes religiosas, en que los magistrados eclesiásticos podían con- 


113 Véage AG1I, México 2617, Oidor Domingo Valcárcel a Julián de Arriaga, 22 de abril, 
1763, en referencia a la censura de excomunión que le aplicó el arzobispo de México. 

114 Recop. Indias, ley 143, título 15, Libro 2. Véase también Real Decreto, 14 de no- 
viembre 1745, en J. Covarrubias, op. cit., apéndice, pp. 297-299, 
' 11S AGr, México 2534, Consulta Corsejo, 1 de octubre, 1787, con real resolución sin 
echa. 

116 AGI, Guadalajara 568, Certificado Notario público, Durango, 5 de [ebrero, 1782. 

117 Jbid., Oficio Provisor a la Audiencia, 4 de abril, 1782. 

t!8 [bid., Respuesta Fiscal Audiencia, 2 de enero, 1783, en que se pide castigo para el 
Receptor. 

119 ac1, Guadalajara 24+, Consulta Consejo, 12 de mayo, 1787. 

120 J. Covarrubias, op. cit., título 31. 
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los intereses de la Corona apoyar su autoridad en esos casos específicos, 
Normalmente se les obligaba a someterse a la revisión secular de sus pro- 
Norma 
cedimientos y se les negaba el derecho de objetar a la decisión de que 
_sus procedimientos eran abusivos;!?! sin embargo, en los registros se 
encuentran muchas apelaciones de las partes contendientes —tánto 
jueces reales como acusados eclesiásticos— que lograban obtener que 
se revirtiera un auto de fuerza que había apoyado las sentencias y Juris- 
dicción del tribunal eclesiástico. !?22 

La Corona recurría a estos métodos para supervisar el sistema judi- 
cial eclesiástico porque, a pesar de los diversos límites indirectos de la 
inmunidad eclesiástica como las prerrogativas patronales yla interven- 
ción ejecutiva, el clero seguía bajo la jurisdicción judicial de sus propios 
magistrados. Sólo en los últimos años c de siglo xvi intentó el Estado 


seguir una decisión favorable del Consejo, pero sólo porque favorecía 


el que se aplicó la maquinaria de la revisión judicial en un nuevo con- 
texto. Aunque en teoría un medio de proporcionar protección real a los 
eclesiásticos que padecían abusos de sus superiores, el recurso de fuer- 
za podía llegar a usarse para privar a un eclesiástico de su inmunidad 
en contra de su voluntad. Este procedimiento, usado en el inicio para 
restringir la jurisdicción eclesiástica sobre los laicos, se podía usar con 
sólo pequeñas modificaciones en las competencias sobre los"delincuen- 
tes eclesiásticos, cuando la Corona decidió ponerlos bajo la jurisdicción 
directa de los tribunales seculares.!23 


21 Recop. Castilla, ley 35, título S, Libro 2; Recop. Indias, ley 10, título 10, Libro 1; y RC 
circular (copia), 15 de noviembre, 1758, en aG1, Ind. Gen. 3027. 

122 Véase, por ejemplo, AGI, México 2531, Consulta Consejo, 25 de febrero 1761, en que 
pasa por encima de un auto de fuerza a petición del acusado eclesiástico; y México 2631, 
Acuerdo Consejo, 30 de octubre, 1786, que pasa por encima de un auto a petición de un 
juez real. En Legajos México 2609, 2630, 2644, 2647 hay otros ejemplos de esta época. 

123 Véase cap. vu, “El fracaso de la reforma”. 
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LA CRISIS DE LA POLÍTICA REAL 


IV. EL PROGRAMA CAROLINO DE REFORMA 
ECLESIÁSTICA 


LA INMUNIDAD eclesiástica, que era privilegio de todos los eclesiásticos 
ordenados, técnicamente se respetó en las colonias americanas a pesar : 
de los diversos métodos indirectos que había creado la Corona para 
controlar al clero. Las inquisiciones extrajudiciales, la jurisdicción pa- 
tronal y la revisión real de las decisiones judiciales eclesiásticas interfe- 
rían todas, en mayor o menor grado, con este privilegio, pero la Corona 
nunca había impuesto una limitación directa al fuero eclesiástico. 

Sancionada por la ley,! esta inmunidad exclusiva también se respeta- 
ba en la práctica. Las disputas jurisdiccionales entre jueces eclesiásticos 
y jueces reales eran frecuentes, pero al surgir sólo a causa de cuestiones 
secundarias, demuestran que el principio. fundamental de la inmunidad 
era comúnmente considerado como un elemento inalterable en la jur -ju- 
plo, de refutar que la Iglesia iricluyera bajo el fuero eclesiástico a sus 
dependientes (familiares),? diciendo que sólo los eclesiásticos ordena- 
dos podían gozar de este privilegio. (Una competencia típica a causa de 
esta cuestión ocurrió en México en 1781, cuando un alcalde del crimen, 
que insistía en su derecho de “proceder contra... persona lega por causa 
profana” y no espiritual, arrestó a un alguacil del tribunal arquidiocesa- 
no bajo una acusación penal.)3 

Con frecuencia había disputas acerca de la identidad y estatuto de un 
delincuente eclesiástico a quien se había aprehendido vistiendo como 
laico, y por llamar a un eclesiástico a atestiguar ante un magistrado 
real.5 La característica común de todas estas disputas era el respeto que 
demostraban los jueces reales al concepto básico de inmunidad en sus 
esfuerzos al probar en cada caso que no habían violado este privilegio. 
En las elaboradas, si bien no siempre convincentes, teorías ideadas por 


! Recop. Indias, ley 73, título 14, Libro 1. 

2 G. de Villarroel, Gobierno eclesiástico pacífico, Parte 1, cuest. 2. art. 3, núms. 39-43, 
en que afirma que los notarios, alguaciles y otros “servidores” de la Iglesia, aun cuando 
eran laicos, estaban sometidos a la jurisdicción eclesiástica. 

3 AGI, México 2631, Alcalde del Crimen, Josef de Urízar, al provisor, 15 de octubre, 1781. 

3 Véase, por ejemplo, AG1, México 2614, Expediente sobre el proceso por incontinen- 

a..., 1766-1767. 

5 AGI, Guadalajara 310. Obispo de Guadalajara al rey, 14 de octubre, 1778; y México 

3068, Obispo de Yucatán al rey, 24 de mayo, 1786. 
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los Aytores realistas para justificar el control extrajudicial del clero se 
de manifiesto la misma actitud.$ 

- En muchos casos el gobierno de Madrid llegaba a apoyar la posición 
de Ta Tglesia en las áreas fronterizas de conflicto.” Sin embargo, er las 
últimas décadas del siglo xvt, la Corona súbitamente cambió su su políti- 
ca tradicional hacia la inmunidad eclesiástica y sometió al clero a la 
jurisdicción judicial directa de los tribunales reales en los casos civiles. y 
penales.8 

Este ataque a la inmunidad eclesiástica no se puede estudiar de ma- 
nera aislada, ya que era tan sólo un aspecto de un programa general de 
reforma eclesiática que se inició durante el reinado de Carlos TIT, que a 
su vez se basaba en un concepto totalmente nuevo de la relación entre 
la Iglesia y el Estado formulado por los ministros realistas de Carlos III. 
La política tradicional de la Corona hacia los privilegios y autoridad de 
la Iglesia era producto de la visión de los Habsburgo de que la Iglesia y 
el Estado eran socios iguales, que dependían el uno del otro, una visión 
expresada en la imagen medieval de dos espadas, la espiritual y la tem- 
poral.? Dentro de este marco de interdependencia, la autoridad secular 
y la eclesiástica se entretejían en una compleja relación que producía 
muchos conflictos menores entre los representantes de la Iglesia y el 
Estado, precisamente porque la frontera entre sus áreas de jurisdicción 
era tan borrosa.!% Pero el que sus intereses fueran tan idénticos impedía 
la posibilidad de un antagonismo fundamental: al favorecer los intere- 
ses de uno, el otro resultaba igualmente favorecido. 

El equilibrio de la autoridad se inclinaba a favor del Estado, que se 
adjudicaba el derecho de actuar como juez final en estos conflictos, 
pero en la práctica se conservaba la igualdad porque el rey, que se con- 
sideraba la cabeza tanto del Estado como de la Iglesia en las Indias, era 
generalmente un árbitro imparcial, que tan pronto reprochaba a los 


6 Para teorías regalistas sobre la intervención ejecutiva, véase antes, pp. 46-49. 

7 Véase AHN, Códices 689, rc al obispo de Cartagena, 19 de marzo, 1757, en referencia 
al fuero eclesiástico para los familiares; y Guadalajara 344, rc a la audiencia, 4 de febrero, 
1781, en cuanto a los testigos eclesiásticos. 

8 Véase el cap. vu, sobre el fuero eclesiástico en los casos civiles, y el cap. vir sobre el 
fuero eclesiástico en los casos penales. 

2 Esta imagen aparece frecuentemente en G. Castillo de Bobadilla, Política para corregi- 
dores y señores de vasallos en tiempo de paz y de guerra y para prelados en lo espiritual y tem- 
poral entre legos (2 vols., Madrid, 1775, publicado por primera vez en 1574), 1, Libro 2, 
caps. 15, 16, una obra establecida de la jurisprudencia española, citada con frecuencia 
tanto por canonistas como por los juristas reales en esta época. 

10 Para comentarios sobre este problema y la necesidad de una frontera más clara- 
mente definida, véase, /nstrucciones que los virreyes, i, Advertimientos del Marqués de 
Montesclaros a S. M., 1607, pp. 129-135; Instrucción del Conde de Revillagigedo 1, 1754, 
pp. 360- 370; y Memorias de los virreyes que han gobernado el Penú (S vols., Lima, 1859), rv, 
Manso de Velasco a Amat y Junient, 1756, pp. 6-8. 
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funcionarios reales como a las autoridades eclesiásticas por rebasar los 
límites de sus jurisdicciones al tivas. De manera similar, aunque 
la Corona se adjudicaba el derecho de supervisar la administración de la 
Iglesia (incluso en ciertos asuntos espirituales) y el comportamiento de 
sus ministros, la Iglesia a su vez tenía autorización para intervenir en 
muchos asuntos temporales, y el poder del Estado apoyaba su autori- 
dad. Las instituciones eclesiásticas en las Indias veían limitada su indé- 
pendencia, pero no su fuerza. 

La naturaleza de este sistema básicamente no se alteró a todo lo largo 
del del periodo de los Habsburgo en la historia colonial y persistió hasta 
bien entrado el siglo xvm, hásta que Carlos ML cuyo reinado marcó Ta 
aparición de tantas innovaciones en otras áreas de la administración, 
formó una nueva política eclesiástica que alteraría el equilibrio t tradi- 
cional entre la autoridad secular y la eclesiástica. | 

La política eclesiástica de Carlos III éra un híbrido que combinaba 
elementos tradicionales del sistema de los Habsburgo con innovaciones 
puramente carolinas, pero todas dirigidas hacia el mismo fin: la expan- 
sión del poder real a expensas del de la Iglesia. Los Habsburgo ya habían 
transformado el concepto original del patronato en una cómoda varian- 
te llamada el vicariato!! y habían usado su autoridad como “vidáfios 
generales” para remplazar la intervención papal por la real en muchas 
áreas de la administración eclesiástica, cosa que tuvo particularmente 
buenos resultados en las Indias. Carlos III empleó el mismo cóntepto, 
imbuido de las teorías galicanistas y del derecho divino de autores 
extranjeros,!? para consolidar y aumentar los logros de sus antecesores. 
Redujo la intervención papal en las Indias todavía más y fortaleció el 
control real sobre la Iglesia colonial!3 a la vez que aplicaba en España 
ciertas prerrogativas que ya habían entrado en vigor en las Indias, como 
el exequatur real, que otorgaba a la Corona el poder de veto sobre la le- 
gislación y las decisiones judiciales del papa.!* 

Pero si bien los conceptos tradicionales de patronato y de vicariato 
no sólo habían dado a la Iglesia la posibilidad de prosperar, sino que la 
habían promovido, dentro de los límites del Estado nacional, la política 


tl Acerca del concepto de vicariato, véase antes, pp. 36-38. 

12 Z. van Espen, Jus ecclesiasticum universum (Loraina, 1700); J. von Hontheim 
(pseud., Justinus Febronius), De statu ecclesiae et legitima potestate Romani Pontificis 
(Bolonia, 1763); y C. Fleury, /nstitution au droit ecclesiastique (2 vols., París, 1676), eran 
los tres autores más citados. 

13 En los caps. 1-111 se habla de las innovaciones carolinas sobre los métodos tradi- 
cionales de control real. 

14 Decretado en 1761, suspendido y restablecido en 1768 en respuesta a la publicación 
del Monitorio de Parma papal, que excomulgaba al Duque de Parma Borbón. Véase P. 
Rodríguez de Campomanes, Juicio imparcial sobre las letras en forma de breve que ha pu- 
blicado la Curia Romana (Madrid, 1768). 
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carolina tenía como objetivo reducir todo el poder eclesiástico, no sólo 
el del papa. Al tiempo que reafirmaba y extendía el control real sobre las 
instituciones eclesiásticas desde arriba, Carlos III también se proponía 
limitarlas e incluso abolir muchas de ellas. El concepto contractual de 
los Habsburgo no tenía cabida en el sistema carolino, ya que Carlos III, 
a diferencia de sus antecesores, no estaba dispuesto a apoyar el poder y 
la autoridad del clero en sus estados, aunque tuviera la posibilidad de 
crear una Iglesia nacional completamente independiente de Roma y 


ordinada al Estado.!5 

DA aplicación de la nueva política tendría un profundo efecto en las 
instituciones eclesiásticas de la Nueva España, pero, como la iniciativa 
pertenecía por completo al gobierno de Madrid, se deben buscar sus orí- 
genes en corrientes de pensamiento político, condiciones y sucesos en 
España que influyeron para que la Corona repudiara un sistema que 
había funcionado por siglos para el beneficio aparente tanto de la Igle- 
sia como del Estado. La clave de esta nueva política es la relación entre 
el poder y el privilegio eclesiástico y las dos metas centrales de Carlos III 
y sus ministros. a las que se subordinaban todas las demás cuestiones; 
la primera, política, el incremento del absolutismo real; la segunda, eco- 
nómica. el desarrollo de la prosperidad material de España (y de las co? 
lonias).!6 Con estos objetivos fundamentales en mente, los decisores 
carolinos, principalmente los dos fiscales del Consejo de Castilla, Pedro 
Rodríguez de Campomanes (conde de Campomanes) y José de Moñino 
(conde de Floridablanca), formaron un programa corolario de reforma 
eclesiástica cuyo objeto era limitar o abolir cualquier institución eclesiás- 
tica que interfiriera con su realización. 

El deseo de ver a España recuperar su antiguo lugar de dominación, 
o al menos de importancia entre las otras naciones europeas, era un 
tema recurrente en la literatura española, oficial e inoficial, casi desde 
el principio del siglo xvI11,!? deseo que se intensificó por la humillante 
derrota sufrida a manos de los ingleses en la Guerra de los Siete Años, 
a que entró España poco después de la ascensión de Carlos 1H al trono 
(1759). Esta derrota, aunque un desastre para el orgullo español, fue 
también una valiosa lección, ya que demostró que España no podría 
resurgir como una potencia internacional si no desarrollaba su fuerza 


¡5 Véase W. E. Shiels, King and Church: the rise and fall of the Patronato Real (Chicago, 
1961), cap. 6, con el título de “Pervers;on of the Patronato”. 

16 Véase L. Sánchez Agesta, El pensamiento del despotismo ilustrado (Madrid, 1953), 
especialmente pp. 99-106 y 115-137. 

17 Aunque el tema de la decadencia de España apareció en el siglo anterior (en la 
poesía de Quevedo, por ejemplo), Feijóo (1726) fue quizá el primero en combinarla con 
sugerencias prácticas para una reforma: véase M. Colmeiro, Biblioteca de los economistas 
españoles de los siglos XVI, XVH y XVI! (Madrid, 1861). 
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interna, para lo que el principal prerrequisito era el rejuvenecimiento de 
la estancada economía nacional y colanial, cosa que pudieron ver clara- | 
mente los ministros de Carlos. | 

Los motivos de la decadencia económica española eran muchos, pero 
uno de los mayores obstáculos para la prosperidad, según los ministros 
de Carlos, era la inmensa riqueza material que se había permitido acu- 
mular a la Iglesia a lo largo de siglos. Consideraron que la propiedad 
eclesiástica en manos muertas era dañina tanto para la sociedad como 
para el Estado: contribuía a la pobreza de los laicos, al privarlos de pro- 
piedades y de la oportunidad de utilizar su trabajo para su ganancia 
personal, y aumentaba su parte de la carga fiscal; mientras que a la vez 
feducía los ingresos de la Corona.!3 El economista más prolífico e in- 
fluyente de Carlos, Campomanes, afirmaba que no era suficiente con 
impedir nuevas adquisiciones de la Iglesia para resolver el problema 
fundamental; propuso que se expropiara toda la propiedad en manos 
muertas y que el clero conservara un "sustento adecuado” de los diez- 
mos, primeros frutos y cuotas parroquiales. !? 

Al reevaluar el papel de la Iglesia en la sociedad española los ministros 
de Carlos se basaban en un principio clásico de la jurisprudencia española, 
el el del ' bien común”, pero también en un criterio utilitario que era nuevo 
en la filosofía política española. Este criterio se aplicó a las instituciones 
eclesiásticas y al clero así como a las propiedades de la Iglesia. Se argu- 
“mentó que el número de personas dedicadas al sacerdocio y a la vida 
religiosa debería corresponder a las necesidades espirituales de la gen- 
te, y que, como había en España muchos más eclesiásticos de los que 
eran necesarios o útiles, debían reducirse,?0 como también otros gru- 
pos improductivos de la sociedad, como los mendigos y los hidalgos 
ociosos, quienes eran todos un lastre para el desarrollo económico de la 
nación.?1 
La centralización del poder en la Corona (como un fin en sí mismo y 
también para permiiirle a la Corona acelerar la recuperación económi- 
ca) era la segunda preocupación importante de los reformistas carolinos 
que creían que se tenía que reducir el poder e influencia del clero así 
como su número para lograr esta meta. Se oponían, por ejemplo, a la pre- 


8 P, Rodríguez Campornanes, Tratado de la regalía de amortización (Madrid, 1765), pp. 
17-20; "Instrucción reservada a la Junta de Estado”, 8 de julio, 1787, art. 24, en Obras origi- 
nales del Conde de Floridablanca, p. 216. 

19 Campomanes, Tratado de la regalía de amortización, pp. 22, 105. 

20 AHN, Consejos 494, Respuesta Fiscal Moñino, 12 de abril, 1767; J. Covarrubias, op. 
cit., título 24, máx. 9. 

21 Cartas político-económicas al Conde de Lerena (Madrid, 1878), pp. 20-21. Escritas en 
los 1780, las cartas se han atribuido a Campomanes, al conde de Cabarrús, a León de 
Arroyal y a José María Urquijo. 
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dominancia del clero en la educación. Los “curricula” universitarios 
“nublados por la superstición” que ellos creían eran responsables de la 
fosilización del progreso técnico y cultural en España que tenía siglos 
de retraso respecto del resto de Europa,??2 eran sólo uno de los motivos de 
su Oposición: quizá su principal interés era poner la educación bajo el 
control real para que ésta estuviera al servicio de los intereses del Es- 
tado. En 1767, la expulsión de los jesuitas, que habían tenido una enor- 
me influencia en la educación superior, permitió que se realizaran cier- 
tas reformas en las universidades, por ejemplo, que se introdujeran 
materias más prácticas, como la botánica, la física y los idiomas moder- 
nos. Los jesuitas no eran responsables del retraso intelectual de España, 
es más, solían ser más progresistas que otros educadores, pero ya que se 
habían marchado, eran el chivo expiatorio ideal, y todavía más impor- 
tante, su sólido apoyo a la autoridad eclesiástica, particulamente la papal, 
se oponía a los principios regalistas de la mayoría de los ministros rea- 
les. Era necesario, de acuerdo con la Corona, “iluminar a los que carecen 
de los sólidos principios y del convencimiento de los verdaderos límites 
del sacerdocio y del imperio”.23 Así que no sólo se revisaron los estudios 
universitarios, sino que se les puso bajo la supervisión directa del 
Estado, controlados por un censor real que debía cuidar que no cues- 
ionaran las prerrogativas de la Corona ni entraran en conflicto con las 
líticas reales.24 oz, 
La educación era sólo uno de los aspectos de la vida nacional domi- 
nado por el clero que Carlos III quería poner bajo el contro! real.-Las 
cofradías, o fraternidades religiosas establecidas con miembros laicos 
bajo la autoridad diocesana, eran otro, Se argumentó que el clero podía 
organizar fácilmente a partir de las cofradías centros de oposición a las 
políticas reales, y en su fortuna considerable, usualmente bajo la forma 
de capital prestado a comerciantes y terratenientes, la Iglesia tenía otro 
instrumento más para dominar la economía.?5 
Pero la fuente principal del poderío del clero, y por tanto el objetivo 
principal de las reformas carolinas, era la jurisdicción judicial de la Igle- 


22 AHN, Consejos 494, Respuesta Fiscal Campomanes, 16 de julio, 1767. Véase también, 
F. de Cabarrús, Cartas sobre los obstáculos que la naturaleza, la opinión y las leyes oponen a 
la felicidad pública (escrita en 1792 a Jovellanos, publicada en Vitoria, 1808), pp. 124-129, 
en que se recomienda la completa secularización de la educación, del nivel primario al 
universitario. 

23 RO al Conde de Aranda, firmada por Manuel de Roda, 19 de noviembre, 1768, pu- 
blicada en P. Rodríguez de Campomanes, Colección de las alegaciones fiscales del Excmo. 
Sr. Conde de Campomanes (4 vols., Madrid, 1841), ii, 71-72, 

24 Documentos históricos mexicanos (2 vols., BM), 11, núm. 16, Real provisión para 
preservar las regalías de la Corona, 6 de septiembre, 1770. 

25 AHN, Estado 6438, Minuta de un informe reservado..., Antonio Ventura de Figueroa a 
Roda, 1,774. 
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sia. Además de decidir sobre las cuestiones espirituales de conciencia, 
los tribunales diocesanos ordinarios tenían la jurisdicción exclusiva so- 
bre una serie de delitos, como la bigamia y la perversión sexual (crime- 
nes nefandos),** y también tenía el derecho de intervenir en cualquier 
caso ) penal en el que el acusado hubiera pedido ásiTo en una iglesia, 
monasterio o cualquier otra propiedad eclesiástica. Este privilegio de 
asilo no salvaba a un delincuente del juicio o del castigo, pero ste ga- 
rantizaba la protección de los magistrados eclesiásticos, que se asegura- 
ban de que se le juzgara con justicia y de que el castigo no implicara 
derramamiento de sangre ni pérdida de la vida o de algún miembro.?” 
Los tribunales diocesanos también tenían jurisdicción sobre diversas 
demandas civiles, especialmente los procedimientos de divorcio, casi 
todas las clases de juicios testamentarios y cualquier litigio que inyolu- 
crara la propiedad eclesiástica.?28 

Una jurisdicción judicial tan amplia era obviamente inaceptable para 
cualquier rey que aspirara al dominio absoluto. Los reyes Habsburgo la 
habían apoyado (aunque habían tratado de colocarla bajo la supervisión 
real, ya que consideraban el judiciario de la Iglesia como un auxiliar de 
los tribunales seculares) pero para Carlos Ill era un rival podergse 
que era necesario poner un freno. 

Otra limitación importante para la autoridad judicial del EstadU”y 
uno de los retos más serios que enfrentaba el absolutismo real gra Ta, 
inmunidad personal del clero. Para los ministros reales la idea de un 
Estado autónomo dentro del Estado, especialmente cuando lo can- 
formaba un sector de la sociedad tan grande e influyente, era tan intole- 
rable como los actos específicos que en su opinión eran el resultado 
inevitable de esta autonomía. La sociedad no estaba “protegida cortra 
los delitos y vicios )s del clero, que de ninguna manera estaban bajo el 
control directo del Estado, y a quienes, por tanto, no se podía imponer . 
ninguna medida restrictiva eficaz.2? Pero los delitos contra la sociedad 
no eran el único problema que ocasionaba la inmunidad eclesiástica, ni 
el más serio. Existía el argumento de que, como el clero se consideraba 
libre de la obligación de fidelidad que todos los vasallos debían a su rey, 
así como independiente de la autoridad real, se promovía que criticaran 
al gobierno, socavaran las prerrogativas reales con “doctrinas falsas 
acerca de la supremacía de la autoridad eclesiástica e incluso llegaran a 


26 Para una lista de delitos bajo la jurisdicción eclesiástica, véase G. Castillo de 
Bobadilla, op. cit., 11, 600-615. 

27 Ibid., 471-472; Recop. Indias, leyes 2 y 3, título S, Libro 1. 

28 G. Castillo de Bobadilla, op. cit., 11, 615-625. Véase también a continuación, 
cap. VI. 

29 Véase a continuación, el cap. v, donde se trata más ampliamente acerca de los argu- 
mentos regalistas contra la inmunidad eclesiástica. 
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organizar una oposición activa contra las políticas reales, aprovechán- 
dose de su influencia sobre las masas. 30 

| “Quizá tan importante corno los argumentos específicos contra la 
inmunidad eclesiástica era una nueva actitud hacia la noción misma de 
privilegio. La afirmación de Campomanes de que “todos los privilegios 
son detestables” expresaba una opinión generalizada entre los funcio- 
narios de la época con mentalidad reformista,31 quienes en su mayoría 
se habían colocado gracias a su habilidad y esfuerzo y no por medio de 
lazos familiares y que no tenían relación con las clases privilegiadas. 
Pero esta nueva actitud era totalmente contraria a la estructura fadicional 
del Estado español, que se basaba en los múltiples fueros y exenciones 
que disfrutaba cada grupo y clase que podía obtenerlos de la Corona. 
No sólo el clero, sino también miembros de las universidades, los con- 
sulados, la Inquisición, el ejército y las órdenes militares, entre otros, se 
adjudicaban el derecho de regirse por códigos y normas particulares 
y de ser juzgados por sus pares y no por jueces reales ordinarios.32 El 
derecho de fuero era el privilegio más codiciado de todos, porque tenía 
la ventaja social del prestigio y la ventaja práctica de que garantizaba 
una sentencia más favorable, pero sólo beneficiaba al individuo; en 
opinión de los ministros de Carlos, que eran partidarios de que se-res- 
tringieran o abolieran los fueros especiales en pro del “bien común” y de 
la administración equitativa de la justicia. 

- Los consejeros de la Corona tenían, entonces, diversos argumentos 
empíricos contra la jurisdicción de la Iglesia sobre los laicos y el privile> 
Carlos HI no era un rey lan absoluto como su primo, el rey de Francia, y 
los privilegios eclesiásticos que intentaba limitar o suprimir era para 
la gran mayoría de sus súbditos, y no sólo para Ñas masas ignorantes, 
derechos sagrados e inalienables. Si se toma en cuenta el carácter drás- 
tico de las reformas propuestas y también la mentalidad legalística de 
los españoles, que se pone de manifiesto en los debates del siglo xvI en 
torno al derecho de la Corona sobre las Indias, es muy comprensible 
que los autores regalistas de la época se hayan aplicado con tanto ahínco 
al diseño de teorías que justificaran sus ataques a la jurisdicción ecle- 
siástica.33 


30 AHN, Estado 6438, Minuta de un informe reservado..., Ventura de Figueroa, 1774, 
Véase también a continuación, cap. vi. 

3l Campomanes, Colección de las alegaciones fiscales, 1, 158. Véase también Cartas 
político-económicas, pp. 214-218, en que se condenan los mayorazgos y los privilegios de 
la nobleza y las órdenes militares. 

32 Véase Revillagigedo, Instrucción reservada, pp. 22-27, acerca de esta multiplicación 
de los fueros y de los problemas que ocasionaron. 

33 Una expresión temprana de estas teorías fue la “Respuesta” hecha al Consejo de Cas- 
tilla en 1708, por Melchor de Macanaz, ministro de Felipe V, en que se compilaron las 
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Estos autores —sobre todo el mismo Campomanes, aparenteyerrt" 
inagotable, y su colega en la fiscalía del Consejo de Castilla, rida- 
blanca— trataron de poner punto final al debate ancestral acerca de los 
límites entre la autoridad secular y la eclesiástica con el argumento de 
que el único derecho inherente de la Iglesia era el de regular las cues- 
tiones meramente espirituales del dogma, la liturgia y los sacramentos, 
y que su función original de administrar la penitencia espiritual para los 
pecados se había desarrollado ilegalmente en un sistema judicial masi- 
_vo que rivalizaba con el del Estado.34 Aunque sus escritos no son claros 
“respecto de si este sistema se había desarrollado con o sin el consen- 
timicnto del monarca temporal,35 los regalistas estaban convencidos de 
que e representaba una intrusión en la autoridad legal de este último que 
él debía y podía eliminar. Como según su definición toda autoridad 
coercitiva y contenciosa era de naturaleza intrínsecamente temporal, Ja 

Junsdicción de la Iglesia sobre los laicos se tenía que reducir al fuero in- 
terno de la conciencia: al hacerse cargo de las demandas y delitos civi- 
les, al administrar castigos termporales, como multas y azotes; sus al- 

guagiles y prisiones, tan sólo usurpaba funciones que eran exclusivas 
del Estado. 36 

Se condenaba la inmunidad eclesiástica como intrínsecamente ilegal 

oo el mismo criterio, ya que, según los regalistas, el litigio civil que ¡ im- 


mente temporales. Rechazaban la visión canónica conservadora de que 
la inmunidad. era una institución divina establecida por Dios por. medio 
de las Sagradas Escrituras,3? así como la pretensión, más modesta, de que 
era una ley irrevocable.-de la Iglesia.38 Según los ministros de Carlos, Ta. 
inmunidad era sólo una concesión otorgada por los primeros empera- 


dores cristianos de Roma para proteger la dignidad del Estado eclesiás-. 


tico contra los desórdenes del litigio. Los príncipes. crisfianos que > les 
A 

quejas de la Corona contra la autoridad papal y episcopal, pero no obtuvo la aceptación 
oficial sino hasta el reinado de Carlos III, cuando apareció por primera vez publicado en 
el Semanario erudito, publicado por Antonio Valladares (34 vols., Madrid. 1787-1791), 1x, 
como parte de una “Explicación jurídica e histórica que hizo el Rea! Consejo de Castilla...” 

34 AHN, Consejos 494, Respuesta Fiscal Moñino, 12 de abril, 1767; Respuesta Fiscal 
Campomanes, 16 de julio, 1767. 

35 En la misma obra, Juicio imparcial, pp. 4, 65, Campomanes llama a esta jurisdicción 
tanto un abuso como una concesión del rey. 

36 Véase el prólogo de Campomanes a J. López, Historia legal de la bula llamada In 
Coena Domini (Madrid, 1768). Esta obra es un ataque anterior a la jurisdicción eclesiásti- 
ca escrita en 1688 y publicada por Campomanes para fundamentar sus políticas. Véase 
también Biblioteca del Palacio, col. Ayala 62, Principios sobre la esencia, distinción y 
límites de las potestades espiritual y temporal, Fiscal del Consejo de Castilla, sin nombre, 
1784. 

37 F, Suárez, Defensio fidei, Libro 4, caps. 2 y 9. 

38 R. Bellarmino, De controversiis christianae fidei (Milán, 1586), Libro 1, “De clericis”. 
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sucedieron habían confirmado el privilegio por la misma razón, pero en 
caso de surgir otras consideraciones de más peso para limitar o rescin- 
.dir la inmunidad, el rey tenía derecho de hacerlo, a pesar de ' las dc doctn trl- 
nas y opiniones de los autores ultramontanos”.39 

A partir del reinado de Carlos TIT y hasta el fin del dominio español 
en las Indias, la Corona emitió varios decretos que reducían la jurisdic- 
ción eclesiástica, por las razones pragmáticas mencionadas antes, | pero 
útilizando teorías regalistas acerca de la naturaleza puramente espiri- 
tual de la autoridad de la Iglesia. Como se negaba la capacidad de la 
Iglesia de imponer castigos proporcionales a los “pecados públicos”, : 
debió someter a la jurisdicción de j jueces seculares delitos que sollan 
pena.%0 El privilegio de asilo no se abolió, pero se estringió en gran 
medida, a delitos menores con penas que no prohibiera la ley canónica; 
se redujo el número de iglesias que podían ofrecer asilo; por último, se 
hizo virtualmente nominal la intervención de los jueces eclesiásticos en 
los casos que ameritaran la inmunidad local. 4! 

Se redefinió la frontera entre la autoridad secular y eclesiástica en las 
demandas civiles. Se afirmó el carácter temporal de la propiedad en 
general, de tal manera que los tribunales seculares debían hacerse cargo 
de los litigios sobre la propiedad eclesiástica, aun si estaba destinada a 
un uso espiritual.1? La jurisdicción sobre casos de fuero mixto (mixti 
fori), por ejemplo el divorcio, se dividió: el juez diocesano debía decidir 
propiamente sobre la separación de los esposos, y el juez real las cues- 
tiones en torno a la propiedad, como las restituciones de las dotes.43 

La distinción entre las cuestiones espirituales y temporales era una 
base legal útil para la ofensiva de la Corona en contra de la inmunidad 
personal del clero, que se redujo gradualmente en la mayoría de los 
casos civiles y criminales, y toda una amplia categoría de eclesiásti- 
cos, los de las órdenes menores, simplemente perdió el privilegio.*5 Los 


39 AHN, Consejos 494, Respuesta Fiscal Moñino, 12 de abril, 1767; Respuesta Fiscal 
Campomanes, 16 de julio, 1767. Véase también Campomanes, Juicio imparcial, secc. 10 
en Que trata acerca de la inmunidad personal del clero. 

40 Véase Novísima Recopilación de las leyes de España (Madrid, 1805), ley 10, título 8, 
Libro 1, desde la RC de noviembre, 1771, acerca de los “pecados públicos” en general. AGI, 
México 2619, RC al arzobispo de México, 14 de octubre, 1770; y el Nuevo Código, ley 15, 
título 7, Libro 1, acerca de los crímenes nefandos. AGN, Bandos y ordenanzas 15, Rc circu- 
lar, 10 de agosto, 1788, inserta en el Bando del 17 de enero, 1789, acerca de la bigamia. 

4l Véase AGI, Ind. Gen. 3025, RC circular, 2 de noviembre, 1773; e Ind. Gen. 2995, RC 
circular, 15 de marzo, 1787. 

42 Véase a continuación, cap. VII. 

43 act, México 2636, rc circular, 20 de marzo, 1787. 

44 Véanse caps. VIl y VII. 

45 Novís. Recop. España, ley 13, título 10, Libro 1, desde el Real Decreto, 26 de julio, 
1771. 
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ministros carolinos afirmaban que las reformas judiciales tenían como 
objetivo restaurar el equilibrio entre la autoridad secular y la eclesiásti- 
ca, que por “la preocupación, la falsa piedad y la ignorancia” se había 
perdido en provecho de la segunda.+6 Pero lo que estos ministros pro- 
ponían debía desequilibrar la balanza exactamente en el sentido opuesto: 
intentaban eliminar la jurisdicción de la Iglesia sobre las cuestiones 
temporales, esto es, sobre los casos penales y civiles de laicos y eclesiás- 
ticos, sin a su vez ceder el derecho de la Corona de intervenir en cuestiones 
meramente espirituales por medio de prerrogativas como el exequatur 
real y la revisión real de las sentencias eclesiásticas de excomunión. 

La política eclesiástica-de. Carlos que se esboza aquí era sólo una par- 
te de un programa general de reformas que tendría como resultado un 
reseemodo de los diversos componentes del Estado, en respuesta a los 
nuevos criterios (al menos para España) pragmáticos y utilitarios de la 
Corona. Se promovió a las instituciones y grupos que se consideraban 
como un instrumento valioso para la prosperidad material y la seguridad 
del Estado, por ejemplo, el ejército, los comerciantes y los propietarios de 
minas, y se aumentaron sus privilegios.1? La censura de Campomanes 
“sin que les valga fuero ni exención alguna” se aplicó, de hecho, sólo a 
los componentes del Estado que ya no parecían útiles: la nobleza, los 
gremios, la mesta y la Inquisición, entre otros. Se restringieron sus privi- 
legios y se obstaculizaron sus actividades.8 

Especialmente se asignó a la Iglesia un papel mucho menos impor- 
tante en el Estado español que bajo el reinado de los Habsburgo. Felipe II 
destinaba sus recursos y emplazaba sus ejércitos tanto a la defensa de la 
fe católica como a la consecución de la unidad imperial; pero Carlos Il, 
sin abandonar el ideal de la ortodoxia religiosa, habría de subordinar 
este ideal a consideraciones seculares y de evaluar a la Iglesia y al clero 
en cuanto a su contribución al progreso económico y a la preservación del 
imperio. Este criterio secular se puede ver en la actitud de Campomanes 
hacia la caridad: sin dejar de tomar en cuenta el valor espiritual que re- 
presentaba para el donador, enfatizaba el valor material que representa- 
ba para quien lo recibía, y para la sociedad, y propuso que el Estado 


46 Campomanes, Colección de las alegaciones, 11, 71-72, RO al Conde de Aranda, firmada 
por Manuel de Roda, 19 de noviembre, 1768. Véase también, Cartas político-económicas, 
pp. 179, 192-193, 

47 Véase L. McAlister, The “Fuero Militar” in New Spain 1764-1800 (Gainesville, 1957); 
y W. Howe, The Mining Guild of New Spain and its Tribunal General 1770-1821 
(Cambridge, Mass., 1949), cap. 4, sobre el fuero en las disputas mineras. 

48 Campomanes, Discurso sobre la educación popular de los artesanos y su fomento 
(Madrid, 1775), p. 225, acerca de los privilegios de los gremios; R. Herr, The Eighteenth- 
Century Revolution in Spain (Princeton, 1958), pp. 115-116, sobre la mesta; y AHN, Códices 
730, rc circular, 29 de febrero, 1760; Nuevo Código, leyes 6 y 17, título 10, Libro 1, en que 
se restringe el fuero de la Inquisición. 
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supervisara las limosnas y otras formas de caridad que dispensaba la 
Iglesia, para asegurarse de que en realidad sirvieran para reduciria póo- 
breza y no nada más para promover la holgazanería y la mendicidad. *? 

Dispuestos a dar su apoyo a algunos aspectos de la intervención ecle- 
siástica en la vida de la nación, mientras fueran útiles y susceptibles de 
ser controlados por el rey, la Corona confió cada vez más muchas de las 
funciones tradicionales de la Iglesia a instituciones seculares y a laicos. 
Uno de los ejemplos más notables de esta nueva política fue la natu- 
raleza cambiante del área fronteriza al norte de la Nueva España, un 
área administrada casi exclusivamente por los misioneros regulares des- 
de las primeras exploraciones hasta la visita de reforma de José de Gálvez 
(1765-1771). Diversos factores —la expulsión de los jesuitas, que eran 
responsables de muchas de las misiones, la necesidad de fortalecer las 
defensas de la frontera norte del virreinato y el deseo de aumentar el 
monto de los ingresos reales, entre otras—, influyeron en la decisión de 
remplazar a los frailes por clero secular, a quienes se asignaría sólo tareas 
espirituales, y de dar al ejército y a funcionarios civiles, antes poco nu- 
merosos, la responsabilidad exclusiva de defender y administrar la re- 
gión.50 El programa sólo logró en parte sus objetivos. No había sufi- 
cientes sacerdotes seculares dispuestos o capaces de subsistir en esas 
zonas tan escasamente pobladas, y el ejército, a pesar de los refuerzos, 
era todavía menos capaz que los frailes de mantener alejadas o de civilizar 
a las tribus bárbaras.5!1 De cualquier manera, el hecho de que se llevara a 
cabo el programa es significativo de que el gobierno de Madrid ya no 
consideraba al clero como el mejor apoyo de la Corona y del imperio. 

Esta actitud es quizá la clave del cambio en las relaciones entre la Igle- 
sia y el Estado que fue patente en el reino de Carlos III. Carlos no quiso 
conservar la cercana colaboración entre la Iglesia y el Estado que había 
sido una característica tan notable del periodo Habsburgo, ya que tanto 
él como sus ministros creían que los intereses de ambos habían dejado 
de coincidir, y que si bien no eran propiamente antagonistas, al meños 
eran divergentes. De ahí que, al no poderse considerar a la Iglesia y a 
sus ministros como instrumentos completamente confiables y eficaces 
de la política real, aun sujetos a la exhaustiva supervisión del Estado, su 
inmenso poder e influencia sobre los pensamientos y actos de los súbdi- 
tos laicos de la Corona debían reducirse. 


49 Campomanes, Apéndice a la educación popular (4 vols., Madrid, 1775-1777), en el : 
vol. 11 se plantea un amplio programa para luchar en contra del ocio y la pobreza innece- 
saria. 

50 Véase H. Priestley, José de Gálvez, Visitador General of New Spain, 1765-1771 
(Berkeley, 1916), pp. 213, 250-285. 

51 A esta conclusión se llegó en el Informe sobre las misiones, 31 de diciembre, 1793, 
escrito bajo la dirección del virrey Revillagigedo, en AGI, México 1142. 
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Varios autores han visto en la política eclesiástica carolina UA intento 
de destruir a la Iglesia y la religión católica32 y, para conciliar esta acu- 
sación con la piedad generalmente aceptada de Carlos 1H, han propues- 
to que la política le fue impuesta a un rey ingenuo por sus ministros, de 
quienes varios eran “radicalmente herejes o impíos”.53 Es casi indudable 
que los arquitectos del programa de reformas en general eran los minis- 
tros progresistas y fiscales, como Campomanes, Floridablanca y Manuel 
de Roda, y no el propio Carlos. Incluso hay pruebas de que exageraron 
los peligros y efectos dañinos de las actividades del clero para que apro- 
bara una política más drástica que la que habría estado dispuesto a im- 
pulsar de otra manera.5* Carlos era muy influenciable, al parecer, especial- 
mente si se apelaba a su vanidad ya su notorio puritanismo. Roda, por 
ejemplo, pudo convencerlo de que regañara severamente a algunos pre- 
lados que protestaron contra decretos reales, aun cuando Carlos había 
decidido en principio ignorar las protestas, diciéndole que estos críticos 
eran o “libertinos” (“calaveras”) o que no habían demostrado el adecua- 
do “espíritu de veneración y humildad al dirigirse al viceDios en la tierra 
[es decir, el rey]”.55 

Sin embargo, aun cuando esta nueva política quizá no fuera creación 
de Carlos, hasta el momento no hay pruebas fidedignas para fundamen- 
tar la teoría de que la política se pusiera en marcha al margen de un mo- 
narca idiota o inconforme, ni tampoco para fundamentar una acusa- 
ción de anticlericalismo contra sus ministros. Es obvio que el programa 
carolino de reformas se basaba en consideraciones pragmáticas y no 
ideológicas. En opinión de los ministros reales, la inmunidad y el poder 
eclesiásticos eran obstáculos para el progreso económico y limitaciones 
para el absolutismo real, como también lo eran el poder e inmunidad de 
otros grupos tradicionalmente privilegiados. El programa de reformas 
fue el modelo de nuevos y más drásticos ataques contra la Iglesia y el pri- 
vilegio del clero, y el acento en los criterios utilitarios, la autoridad tem- 
poral y los valores materiales sin duda ayudaron a preparar el camino 
para el surgimiento de un Estado decididamente secular en la revolu- 


52 Véase J. García Gutiérrez, La persecución religiosa en México desde el punto de vista 
jurídico (México, s. f.), p. 9; M. Cuevas, Op. cit., Iv, 388, 400-402. 

53 M. Menéndez y Pelayo, Historia de los heterodoxos españoles (6 vols., Madrid, 1946), 
37; M. Giménez Fernández, El Concilio IV Provincial Mejicano, pp. 17-26, afirma que la 
influencia del confesor real, Padre Eleta, a quien los ministros pudieron manipular, fue 
decisiva. 

54 Véase, por ejemplo, aG1, Ind. Gen. 3041, Respuesta Fiscal Campomanes, 26 de junio, 
1768, en que se afirma que los jesuitas habían “infectado” a todas las órdenes religiosas en 
las Indias de doctrinas desleales. 

55 an, Estado 6438, Roda a Ventura de Figueroa, 12 de agosto, 1774, en que cita su 
conversación con el rey acerca de las quejas presentadas a la Corona por el arzobispo de 
Toledo y los obispos de Plasencia y Teruel. 
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ción liberal de principios del siglo xrx. Pero los motivos e influencias 
eran fundamentalmente diferentes. La impaciencia de los funcionarios 
hacia la “oficiosidad pueril” del clero en el gobierno civil y hacia su 
renuencia al cambio se disimulaba,3é pero no se puede decir que sean 
sinónimas la exasperación y una antipatía básica hacia la religión o la 
Iglesia. Campomanes, por ejemplo, expresó su indignación en una carta 
confidencial a Roda por el hecho de que ciertos obispos habían espera- 
do para atacarlo a que se publicara un libro que él les había entregado: 
para que lo revisaran varias semanas antes.57 Sin embargo, no cuestio-; 
naba en absoluto su derecho de objetar a las cláusulas que no les pa-| 
recieran sólidas en el aspecto teológico y sí estaba dispuesto a autori- 
zar previamente los cambios o supresiones que ellos consideraran 
ecesarios.38 

Los ministros carolinos tenían una fuerte influencia delos filósofos 
franceses y de otros exponentes de la ilustración racional,39% pero si 
aplicahan criterios racionalistas al dogma así como a los fenómenos 
temporales tenfan buen cuidado de ocultar sus ideas heterodoxas. De- 
clararse abiertamente en contra de la fe cristiana habría imposibilitado 
sus objetivos, en cualquier caso, al privarse del apoyo tanto del rey como 
de la gran mayoría de la población, que eran estrictamente ortodoxos! 
Se limitaban a atacar la autoridad papal y el poder de la Iglesia nacio: 
nal, pero incluso en estos ataques, aunque basaban sus argumentos en 
canónigos extranjeros cuyas obras había condenado el Santo Oficio 
en Roma, en la práctica eran mucho más cautos que las teorías que 
admiraban y copiaban. A pesar de sus argumentos en pro de abolir por 
completo la inmunidad eclesiástica, eligieron un procedimiento conci-: 
liatorio que contemplaba el juicio conjunto entre jueces eclesiásticos y 
seculares, un procedimiento que se había originado en Francia en el 
siglo xv161 en donde había sido remplazado por la jurisdicción secular 
exclusiva para la época en que España lo adoptó. 

Este hiato entre preceptos y práctica era una característica general 
del programa carolino de reforma. Muchas de las propuestas iniciales de 
sus autores se diluyeron al traducirse en legislación concreta, especial" 
mente por dos razones: la influencia de los consejeros conservadores de 
la Corona, y la necesidad de conciliar teorías acerca de lo deseable con 


56 AHN, Estado 6438, Minuta de un informe..., 1774, por Ventura de Figueroa. 

57 Su Juicio imparcial, en que ataca al Monitorio de Parma. 

58 Campomanes, Colección de las alegaciones, 11, 57-60, Campomanes a Roda, 18 de 
octubre, 1768. 

59 Véase L. Sánchez Agesta, op. cit., pp. 157-159, 166-175. 

60 Fleury, van Espen y Febronius estaban todos en el Index romano pero no en el 
español, según M. Góngora, op. cit., pp. 113, 124. 

61 C. Fleury, op. cit., 11, cap. 15, parte 1. 
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la realidad de lo posible en el contexto de las instituciones y actity4es 
existentes. ¡ye 
La política eclesiástica de Carlos habría de enfrentar tanta oposición 
dentro mismo del gobierno como por parte de la jerarquía eclesiástica. 
Las reacciones de los obispos eran de esperarse. Si bien muchos prela- 
os miopes aceptaban y hasta cooperaban activamente con el aspecto 
del vicariato de la política real, en la creencia de que podían aumentar su 
propia autoridad a expensas de la supremacía papal y de la autonomía 
_Je las órdenes religiosas,é2 tampoco se les podía pedir que estuvieran a 
favor de los ataques a su propia autoridad y privilegios. Un eclesiástico 
anónimo afirmaba que los regalistas habían engañado deliberadamente 
a los obispos españoles, con la promesa de un mayor poder episcopal 
como anzuelo para conseguir su cooperación, cuando su intención era 
destruir ese poder por completo.é3 
La mayorta de los prelados españoles estaban de acuerdo con la 
expulsión de los jesuitas,0% pero los mismos cinco obispos miembros del 
consejo extraordinario que habían llevado el caso en contra de los jesui- 
tas y que habían recomendado esta medida condenaron un trabajo rega- 
lista de Campomanes. No condenaban la tesis principal, cuyo objeto era 
probar que los papas no tenían jurisdicción sobre los soberanos tempo- 
rales —“una causa justa” en la opinión de los obispos—, sino los argu- 
mentos del autor en contra de la jurisdicción contenciosa de la Iglesia y 
de la inmunidad eclesiástica.£5 El cardenal Lorenzana de Toledo, quien 
como arzobispo de México había. organizado el muy regalista Cuarto 
Concilio Provincial Mexicano en 1771,66 se convirtió poco después en 
uno de los críticos más directos del programa eclesiástico carolino. Sólo 
se habían formulado los aspectos más drásticos del programa y no se 
habían puesto en práctica pero, al referirse únicamente a las medidas que 
ya se habían aplicado, Lorenzana advirtió al rey que sus reformas eran 
“herejías protestantes”.6? Las protestas de Lorenzana no eran las únicas. 
Los obispos de Cuenca, Teruel y Plasencia, entre otros, hicieron un lla- 
mado a la valentía para protestar abiertamente contra el sometimiento 
de la propiedad eclesiástica a los impuestos reales y contra la restric- 
ción del fuero y la jurisdicción eclesiástica.ó8 


62 Véase pp. 42-43, 65-68. 

63 Biblioteca del Palacio, col. Ayala 26, Informe sobre el libro de Justino Febronio acer- 
ca del estado de la Iglesia y legítima potestad del papa (s. f., finales del siglo xv11). 

63 R. Herr, op. cit., p. 23. 

65 Campomanes, Colección de las alegaciones, 11, 53, Obispo de Tarazona a Manuel de 
Roda, 2 de octubre, 1768, habla en nombre de los otros cuatro miembros, los arzobispos 
de Zaragoza y Burgos y los obispos de Orihuela y Albarracín. 

66 Véase el texto, pp. 39-42. 

67 a4n, Estado 6438, Lorenzana al rey, 20 de julio, 1774. 

68 Ibid., a que se hace referencia en Minuta de informe..., 1774, Ventura de Figueroa, y 
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Estas protestas fueron favorablemente acogidas por ciertos miem- 
bros de la administración que no aceptaban las innovaciones de la 
política eclesiástica de Carlos III y que recibieron el epíteto de “inmu- 
nistas y curialistas” de sus opositores.6% Este partido, representado en 
general por los cuerpos colegiados, los Consejos de Castilla y de las Indias 
(conservadores ambos en estructura y mentalidad), estaba en contra de 
un grupo, más pequeño pero con mayor energía, de ministros indivi- 
duales y fiscales que proponían reformas drásticas. Este último grupo a 
veces acusaba a sus opositores de ignorancia de la ley real o de negli- 
gencia al defender la soberanía legal de la Corona en contra del poder 
intrusivo de la Curia romana y de las pretensiones excesivas del clero 
nacional.?0 Pero el conflicto también podía ocasionar reclamos más 
serios, como en el vehemente ataque de uno de los fiscales reales en 
contra de las cortes superiores de justicia: los concilios y audiencias tan- 
to en España como en las Indias. Según el fiscal, los enemigos ocultos 
del progreso eran “un sentido falso y fanático de la piedad” y la “insidio- 
sa influencia” de los jesuitas, que persistió un tiempo después de su 
expulsión de España.?! No era un misterio que la legislación de la refor- 
ma se saboteaba, declaró, cuando a los responsables de que se promul- 
gara e interpretara (los consejeros y los oidores) los habían educado los 
“enemigos jurados de la Corona”: antes de su expulsión, los jesuitas habían 
controlado los colegios mayores y habían logrado colocar en todos los 
cargos judiciales superiores a personas indoctrinadas con las ideas 
ultramontanistas en cuanto a la jurisdicción y el privilegio eclesiásti- 
cos.?2? Pero, a pesar de la evidencia de que al menos algunos consejeros 
se apegaban a interpretaciones “curialistas” y no regalistas de la autori- 
dad eclesiástica,?3 la explicación más probable es que la mayoría de los 
consejeros se oponían a la nueva legislación por una renuencia generali- 
zada a aceptar cualquier cambio en el statu quo. 

Los progresistas obtuvieron una importante victoria con la creación 
de una junta especial en 1776, con la comisión de revisar el código legal 
colonial del siglo xvi, la Recopilación de las leyes de Indias.?4 Formada 


en Novis. recop. España, leyes 5 y 10, título 8, Libro 1. Véase también, AHN, Consejos 494, 
Obispo de Cuenca al rey, 23 de mayo, 1766. 

69 AHN, Estado 6438, Roda a Ventura de Figueroa, 12 de agosto, 1774. 

70 Véase Biblioteca del Palacio, col. Ayala 4, Dictamen de D. Manuel Pablo Salcedo, 
Fiscal, 1765; y aGI, Ind. Gen. 2994, Informe a S. M., 11 de noviembre, 1781, firmado por 
Campomanes, Santiago de Espinosa y José García Rodríguez. 

71 AG1, Ind. Gen. 2995, Dictamen del Fiscal (sin nombre), 27 de octubre, 1783, comi- 
sionado por José de Gálvez. 

72 Ibid., Dictamen del Fiscal, 27 de octubre, 1783. 

73 Véase, por ejemplo, AG1, México 2617, Voto particular, en Consulta Consejo de 
Indias, 14 de noviembre, 1763; Ind. Gen. 3027, Voto particular, 5 de enero, 1796. 

74 AGI, Ind. Gen. 1653, Reales decretos, 9 de mayo, 1776, y 7 de septiembre, 1780. 
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por unos cuantos ministros y consejeros más radicales,?5 la Junta del 
Nuevo Código habría de ser el principal promotor del programa ecle- 
siástico carolino en las Indias, y el producto de sus sesiones, el Libro 
Primero de un Nuevo Código de las leyes de Indias,?6 la expresión concre- 
ta de la política eclesiástica carolina. Más que una mera revisión del 
viejo código, se trataba de un cuerpo de leyes revolucionario, que reba- 

saba ] la Recopilación casi en todas las cuestiones eclesiásticas con varias 
cédulas de reforma de Carlos III o con leyes nuevas creadas entera- 
mente por la Junta. 

_El Nuevo Código es especialmente significativo en un estudio de las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado en la Nueva España, no sólo por- 
que ahí se aplicaron las leyes con especial rigor,?? sino porque casi todas 
las innovaciones importantes se basaron en conflictos que surgieron en 
México y se enviaron a Madrid para el dictamen final.?78 Además, el 
conde de Tepa, que como Antonio de Viana había fungido como oidor 
por muchos años en México, se basó en su conocimiento de las condicio- 
nes del virreinato para persuadir a sus colegas de la Junta de queCep: 
taran sus Opiniones más extremistas acerca de la reforma.?? 

La formación del Nuevo Código no representaba la derrota total de 
único libro y de que se obtuviera la confirmación real en 1792, la Coro- 
na decidió ordenar que se editara, no completo, sino por leyes indivi- 

“duales, y sólo en tanto surgieran en las colonias los temas específicos a 
los que se referían y los sometiera el Consejo de Indias a la decisión del 
“Tey,30 Por tanto la introducción de las reformas en las Indias dependía 
de un cuerpo que era contrario al nuevo código por dos razones: la natu- 
raleza revolucionaria de muchas de sus leyes y el hecho de que lo 
hubiera formado una junta independiente sin supervisión alguna del 
Consejo.8! 

La decisión de la Corona en contra de que se publicara el nuevo  códi- 
go en su totalidad se debía a la influencia del segundo factor que era la 


75 Casual o deliberadamente, aquellos del Consejo de Indias, Manuel Lanz de Casa- 
fonda, el conde de Tepa y Juan González Bustillo, eran quienes tomaban la postura más 
regalista ante las cuestiones eclesiásticas que se le presentaban al Consejo; véase, por 
ejemplo, los votos particulares en desacuerdo, en AGI, México 2632, 6 de septiembre, 1781, 
e Ind. Gen. 2995, 18 de abril, 1788. 

76 AGI, México 1159, Borradores del Nuevo Código de las leyes de Indias, 1790. 

17 Véase a continuación, caps. VII y VIII. 

78 AGI, Ind. Gen. 1653, Acuerdos de la Junta para la corrección de las leyes de Indias, 
1776-1790. 

79 Ibid., 4 de septiembre, 1782 y 17 de marzo, 1784. 

80 Ibid., Real decreto, 25 de marzo, 1792. 

8! Ibid., Consulta Consejo de Indias, 26 de abril, 1794, en que se propone que el código 
sea sometido a la revisión del Consejo. 
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causa de las modificaciones en el programa original formulado por 
Campomanes y sus colegas: la necesidad de reconciliar las teorías con 
los dictados de la prudencia y la cautela. Carlos MI, aunque estaba de 
acuerdo con sus ministros más radicales acerca de la necesidad de re- 
formas drásticas, no lo estaba acerca de las cuestiones de planeación de 
tiempos y de método. Prefería, siempre que fuera posible, contar con el 
apoyo de la Santa Sede para restringir el poder y los privilegios del clero 
español, aun cuando consideraba suficiente su propia autoridad;82 y enfa- 
tizó la necesidad de avanzar “por escala” en la reforma, de introducir los 
cambios gradualmente, y de tratar al clero con “todos los medios dulces y 
pacíficos” para evitar la oposición.33 Tanto él como su sucesor, Carlos IV, 
atendían al consejo de la prudencia, especialmente en la delicada cues- 
tión de la reforma eclesiástica. La deferencia a la tradición y a las acti- 
tudes que se habían formado durante siglos de “fanatismo ignorante y 
de una superstición profundamente arraigada que equiparan cualquier 
limitación del privilegio eclesiástico con herejía”,84 y la inmensa influen- 
cia del clero sobre la opinión pública tanto en España como en las colo- 
nias,85 eran consideraciones tan importantes en la cautela de la Corona 
para imponer políticas más extremas como la oposición de sus conse- 
jeros conservadores. 

Muchos aspectos del amplio y radical programa de reformas trazado 
inicialmente por los ministros de Carlos 111 se modificaron o ignoraron 
por completo, y el programa perdió fuerza también a raíz de la muerte 
del monarca y de la desintegración de su gabinete. Pero se introdujeron 
los suficientes de sus puntos esenciales en la ley colonial como para pro- 
ducir efectos tangibles en la Nueva España. Ya se ha hablado del rearre- 
glo de los diversos componentes del Estado, en el que se daba al ejército 
una gran importancia y se relegaba al clero a un plano menos destacado. 
El programa también afectaría la estructura social y el sistema judicial 
tradicionales de las colonias. Los ministros de Carlos actuaban guiados 
por el deseo de fortalecer la base política y económica del Estado, sin 
metas igualitarias, pero al restringir los fueros y exenciones de los 
diferentes grupos privilegiados y al subordinar a todos los súbditos de 
la Corona a la suprema autoridad judicial del Estado, atacaban el fun- 
damento esencial de un sistema social rígido. Un historiador ha des- 
crito el efecto de estas reformas como la “erosión gradual de una es- 
tructura social basada en propiedades, corporaciones y desigualdad 


82 “Instrucción reservada a la Junta de Estado”, 8 de julio, 1787, ans. 5-7. 

83 “Instrucción reservada”, 8 de julio, 1787, arts. 12-14, 23, 24. 

84 RAH, col. Mata Linares 76, Respuesta Fiscal, Consejo de Indias, 1804; véase también 
AHN, Estado 6438, Minuta de informe..., 1774, Ventura de Figueroa. 

85 “Instrucción reservada”, 8 de julio, 1787, arts. 30, 86. 
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judicial y al menos el esbozo de un nuevo sistema basado en la clase 
económica”, que se podía discernir con claridad hacia el final de la época 
colonial.386 

La nueva política eclesiástica de Carlos, en especial las medidas que 
restringían la inmunidad personal del clero, tuvo un efecto profundo en 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado en la Nueva España. Pero antes 
de hablar de la introducción de estas medidas y de sus consecuencias, 
será necesario analizar las condiciones y sucesos particulares de la época 
que sirvieron tanto para estimular como para justificar la decisión de la 
Corona de dar marcha atrás en su vieja política en favor del privilegio 
eclesiástico. A pesar de los muchos argumentos en pro de centralizar la 
autoridad judicial y de poner un límite al poder del clero, la oposición 
conservadora y la inercia de la tradicion podrían fácilmente haber im- 
pedido que se aplicaran las reformas propuestas, si lós partidarios de la 
reforma no hubieran presentado las pruebas concretas que daban pie (o 
al menos parecían hacerlo) a su argumento de que el bienestar de la so- 
ciedad y la seguridad del Estado exigían la abolición de la inmunidad 
eclesiástica. 


86 L. McAlister, “Social Structure and Social Change in New Spain”, AAHR, XLIu 
(1963), p. 370. 


V. LA DISCIPLINA ECLESIÁSTICA 
Y LA REFORMA JUDICIAL 


LA DECISIÓN de someter al clero a la autoridad judicial directa del Es- 
tado, motivada en un inicio por un deseo de fortalecer el absolutismo 
real, estaba también influida por argumentos de que la preservación de 
la inmunidad eclesiástica era incompatible con la responsabilidad de la 
Corona de mantener el orden público y de garantizar la administración 
eficaz de la justicia. A partir de la premisa de que el clero era víctima de 
las mismas tentaciones que el resto de la humanidad, los partidarios dé la 
reforma judicial proseguían con el argumento de que el aparato exis- 
tente para controlar y corregir a los malhechores eclesiásticos era total- 
mente inadecuado y que en realidad promovía la inmoralidad y el cri- 
men entre el clero.! 

La debilidad fundamental del sistema existente, según el diagnóstico 
de los reformadores, radicaba en que dependía casi exclusivamente de 
la jurisdicción de la Iglesia, cuya autoridad coercitiva se limitaba a las 
penitencias espirituales y a ciertas medidas correctivas suaves, como la 
reclusión o el ayuno.? Los castigos temporales severos que se debían 
aplicar a todos los delitos excepto a los más insignificantes eran “repug- 
nantes a su espíritu de lenidad y mansedumbre esencial y canónica”:3 
Sin embargo, no se consideraba esta limitación canónica como la única 
ni la principal deficiencia de la administracion de justicia de la Iglesia. 
Se aducía que al clero no lo detenía el miedo al castigo, como a los laicos, 
porque los jueces eclesiásticos, por negligencia o por un sentido equivo- 
cado de lealtad hacia los suyos, usualmente no imponían ni siquiera los 
castigos que estaba en su mano imponer, y en algunos casos ni siquiera 
juzgaban al delincuente.* Las Cortes eclesiásticas se parecían al antiguo 
Senado de Roma: duros al juzgar á otros, pero siempre comprensivos 
con sus propios miembros.' 


' Biblioteca del Palacio, col. Ayala 39, Disertación sobre lo que ordena la Instrucción 
de Corregidores acerca de la jurisdicción de los clérigos, anónima, s. f. (las pruebas inter- 
nas sugieren que el autor fue un funcionario real entre 1772 y 1780); AG1, Ind. Gen. 1653, 
Junta del Nuevo Código, 12 de noviembre, 1783. 

2 AHN, Consejos 494, Respuesta Fiscal Moñino, 12 de abril, 1767; Respuesta Fiscal 
Campomanes, 16 de julio, 1767. 

3 AcI, México 1159, Nuevo código, ley 12, título 9, Libro 1. 

4 AGI, Ind. Gen. 3027, Respuesta Fiscal de Nueva España, Consejo de Indias, 23 de 
mayo, 1791; Respuesta Fiscal del Perú, 20 de agosto, 1791. 

5 Ibid., Pedimento Fiscal del Crimen, México, 11 de julio, 1799. 
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No sólo los decisores de Madrid albergaban objeciones a la inmu- 
nidad eclesiástica, Muchos funcionarios coloniales compartían la idea 
significaba « que nunca recibirían su su castigo. >.6 En “algunos casos es 
imposible determinar si estaban justificadas o no las quejas. Los ale- 
gatos de que se protegía a un delincuente eclesiástico de recibir su justo 
castigo sólo podían ser válidos si la persona en efecto era culpable, y la 
pruebas que se presentaban en las cortes eclesiásticas con frecuencia 
contradecían las obtenidas por las autoridades seculares. 

Un caso que se envió a la Corona desde Yucatán en 1767 ejemplifica 
este problema. De acuerdo con una investigación comisionada por el 
gobernador, el cura de un pueblo indígena aislado oprimía a sus parro- 
quianos con maltrato físico, trabajos forzados y la extorsión de cuotas 
parroquiales.? Pero gracias a una inquisición preliminar y un juicio for- 
mal realizado poco después por el juez diocesano se concluyó que estas 
acusaciones eran falsas y que los habitantes del poblado, estaban lejos 
de la opresión, pero “por no subyugarse y mantenerse siempre en la li- 
bertad [acostumbrada], andarán perpetuamente turbando los tribu- 
nales”.8 El provisor diocesano perdonó, por tanto, al sacerdote, pero el 
gobernador, convencido de que el acusado era culpable, se quejó al rey 
y le advirtió que estos abusos de la justicia no tendrían fin hasta que se 
diera a los tribunales civiles una mayor autoridad sobre el clero.? 

La rivalidad oculta entre las dos jurisdicciones ayuda a explicar las 
versiones contradictorias en éste y otros casos similares.!% Cada magis- 
trado estaba interesado sobre todo en aumentar o defender los límites 
de su jurisdicción (las pruebas en contra del acusado le daban al magis- 
trado secular una excusa para intervenir en la jurisdicción eclesiástica, 
mientras que las pruebas de su inocencia justificarían el repudio de la 
intervención secular) y podía obtener las pruebas adecuadas si elegía 
con cuidado a los testigos y las preguntas para la investigación. St, como 
solía ser el caso, los únicos testigos eran indígenas o castas, era fácil 
inducirlos a que dieran versiones diferentes de los sucesos dependiendo 
del tribunal en que estuvieran. 

Sin embargo, había otros casos en los que las pruebas en contra de 


6 Véase M. de Amat y Junient, op. cit. (1776), pp. 9-11; aci, México 3053, Gobernador 
de Yucatán a Julián de Arriaga, 18 de octubre, 1767; México 2629, Bucareli al rey, 27 de 
octubre, 1775; Estado 20, Revillagigedo a Antonio Porlier, 27 de septiembre, 1790. 

7 AGI, México 3053, Sumaria información, comisionada por el gobernador, junio, 1767. 

8 Ibid., Autos formados, por orden del provisor, julio, 1767; y Pedimento Promotor 
Fiscal, 1 de agosto, 1767. 

9 Ibid., Gobernador de Yucatán a Julián de Arriaga, 18 de octubre, 1767. 

10 Véase, por ejemplo, AG!I, México 3072, Testimonio de autos contra el cura interino de 
Petatlán, 1797. 


/ ) - 

108 / LA CRISIS DE LA POLÍTICA REAL 

un acusado eclesiástico eran irrefutables. El caso de un fraile capuchino 
que entró a México ilegalmente en 1737 y fue arrestado diez años des- 
pués por las autoridades civiles acusado de concubinato ciertamente 
daba pie a la plausibilidad de la acusación de que los superiores ecle- 
siósticos tendían a dejar pasar las infracciones de sus subordtirados; 
Primero el superior capuchino local, al apoyar la reclamación del acusa- 
do de su derecho de inmunidad eclesiástica admitió que conocía el 
ingreso ilegal del fraile, su identidad falsa y el delito que se le imputaba. 

Después, el tribunal diocesano que debía juzgarlo lo absolvió, á pesar de 
las pruebas irrefutables de dos hijos reconocidos y del testimonio de su 
cómplice, y ni siquiera ejecutó su propia sentencia que ordenaba se 
le deportara a España por su ingreso ilegal en el país. Se arrestó al fraile 
otra vez en 1766 bajo la misma acusación, y en esta ocasión los júéces 
reales decidieron deportarlo ellos mismos. Exigieron al tribunal dioce- 
“sano una explicación por su negligencia anterior, pero no se había re- 
gistrado el motivo por el que se permitió al fraile permanecer en Méxieo 

or el que se le absolvió.!! 

Los funcionarios reales usualmente atribuían estos abusos de la a justi- 
cia a un deseo consciente de parte de los superiores eclesiásticos de pro- 
teger al delincuente, !? pero en la mayoría de los casos los superiores eran 
pesligentes o incompetentes más que indulgentes. El provisor dioce- 
ano de Oaxaca, por ejemplo, durante años hizo caso omiso de las que- 
jas acerca de un fraile español apóstata que creaba disturbios públicos 
en cada pueblo que visitaba en la diócesis. Sin embargo, una vez que el 
virrey emitió una orden de arresto para el fraile, el provisor, lejos de tra-: 
tar de establecer su inocencia, lo mandó detener inmediatamente y lo! 
entregó a las autoridades civiles para que lo deportaran. 13 


A 


xicano en 1771 | reconocieron este problema y recordando á los Jueces 


eclesiásticos que “el fin de Nuestra Madre la Iglesia en defender Ta inmu- 
nidad de las personas de los clérigos no es para abrir sus delitos ni s ni para 
que su estado les sea licencia de pecar”, los exhortaron a ser más dili- 
gentes al juzgar a los eclesiásticos, aun por delitos menores.!* También 
se instruyó a los jueces a no liberar a quienes estuvieran acusados de 
delitos serios bajo fianza, ya que normalmente desaparecían para evadir 
el castigo. 


11 AGÍ, México 2614, Testimonio de los autos criminales fhos. por incontinencia contra 
Fr. Francisco de la Zerda, 1747-1768. 

12 Véase AGI, México 3072, Gobernador de Yucatán al rey, 18 de mayo, 1792; e Ind. 
Gen. 3027, Respuesta Fiscal del crimen, 5 de octubre, 1798. 

13 AI, México 1476, Testimonio de lo conducente del religioso carmelita, 1791-1794, 
cuaderno 1; México 2646, Testimonio de lo conducente..., cuaderno 2. 

14 crvm, canon 5, título 22, Libro 3. 
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Hacía largo tiempo que la Corona española había reconocido las defi- 
ciencias, inherentes y accidentales, de la administración de justicia de la 
Iglesia y había diseñado el complejo sistema del control real sobre el 
clero para superar estas deficiencias. Pero este sistema de control indi- 
recto tenía también sus obvias desventajas. El método confuso e inefi- 
ciente de retirar a los beneficiarios era una prueba de las limitaciones 
de la intervención indirecta: si el vicepatrono estaba convencido de que 
un beneficiario representaba una amenaza al orden público o de que no 
resultaba adecuado por alguna otra razón, pero el obispo no estaba de 
acuerdo, no tenía manera de arreglar la situación. El derecho de reali- 
zar una investigación extrajudicial acerca del comportamiento de un 
eclesiástico delincuente tampoco tenía ningún valor si el juez eclesiásti- 
co decidía no tomar en cuenta los resultados de la investigación. 

Incluso una instrucción específica de la Corona tenía poco efecto si el 
prelado era_negligente u obstaculizaba ebcurso de la justicia. Para 
evadir una orden de castigo, un obispo podría tratar dé convencer al rey 
de que el acusado era en realidad inocente o que se había exagerado la 
gravedad de su de de su delito.!3 Eñ gtros Casos lós prelados admitfan que las 
acusaciones eran ciertas, pero a continuación cdanan una serie de 
aueblo : y cn motivo de escándalo”, era excusa común para ño enjuiciar 
al delincuente, especialmente si se trataba de cualquier acusación de 
inmoralidad sexual.!8 

Habra otras fórmas de intervención que dependían menos de la vo- 
luntad de los superiores eclesiásticos y podían ser eficaces en casos indi- 
viduales, pero no podían practicarse como regla genera). La expulsión. 


era una buena manera de borrar de la escena a un eclesiástico delin- 
cuente, y durante los primeros años de la colonización se enviaba de 
Muelta a España alos misioneros por delitos relativamente sin impor- 


“tancia. 17 Pero al aumentar el número de eclesiásticos en las Indias y la 
proporción de criollos respecto de los eclesiásticos peninsulares se limitó 
este castigo sólo a los casos excepcionales. La prerrogativa del vicariato, 
que otorgaba al rey, como cabeza de la Iglesia americana, la autoridad 
de enjuiciar y sentenciar por su cuenta a los eclesiásticos delincuentes, 


IS AGI, México 3051, Provisor de Yucatán al rey, 5 de septiembre, 1763, en que afirma 
primero que el acusado es inocente y luego acepta que cometió el delito pero aduce que 
tenía una justificación para hacerlo. Véase también Guadalajara 315, Obispo de 
Guadalajara a Antonio Caballero, 16 de abril, 1802. 

'6 Véase AGI, México 3167, Obispo de Yucatán al rey, 16 de junio, 1750; y Guadalajara 
315, Obispo de Guadalajara a Antonio Caballero, 20 de octubre, 18303 (no es el mismo caso 
al que se hizo referencia en la nota anterior), en que se usan casi las mismas frases en dos 
casos de adulterio. 

(7 Véase, por ejemplo, diversas reales cédulas de los 1550 en que se ordena la expulsión 
de frailes de México, en Documentos inéditos ó muy raros, XV, 126-132. 
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tenía la misma limitación. Ni el ministro ni el Concilio de Indias, sus 
representantes inmediatos, podían intervenir en cada caso que surgiera 
en este vasto imperio de ultramar: el tamaño del territorio y las dificul- 
tades de comunicación con la península obligaban a delegar la parte 
principal de la labor de supervisar la disciplina eclesiástica en las auto- 
ridades coloniales, que a diferencia del vicario real, no podían pasar por 
alto las restricciones que imponía la inmunidad eclesiástica a la juris- 
dicción secular. 

No se puede decir, de ninguna manera, que los métodos tradicionales 
de intervención indirecta fueran un completo desastre, pero tampoco 
eran totalmente confiables, ya que su eficacia dependía en gran medida 
de la cooperación y eficiencia de los superiores eclesiásticos, que podían 
no ser capaces o no estar dispuestos a corregir a sus subordinados. Sin 
embargo, las limitaciones de la intervención indirecta eran inherentes a 
un sistema judicial que había funcionado a lo largo de toda la época 
colonial sin que hubiera parecido necesario implementarlo con medidas 
más estrictas. La prohibición canónica contra las penas de muerte, mu- 
tilación o derramamiento de sangre había aparecido siglos antes en la 
ley eclesiástica,!18 y los juristas reales habían llamado la atención sobre 
ella mucho antes de que se publicara el código legal colonial de los 
Habsburgo en 1681.!? De hecho, la Corona había pedido una dispensa 
especial del papa en el siglo XvI para que los miembros eclesiásticos del 
Consejo de Indias pudieran “entender y votar” en los casos penales que 
implicaban la pena de muerte.?0 Pero no fue sino hasta la última parte 
del reinado de los Borbones que esta limitación canónica se tomó como 
pretexto para restringir la jurisdicción judicial de la Iglesia sobre laicos 
y clérigos.21 Quizá los monarcas anteriores habían sido indiferentes a 
los peligros que implicaba conservar la inmunidad eclesiástica, pero la 
explicación que dieron los ministros carolinos fue que las fallas del sis- 
tema tradicional apenas comenzaban a hacerse patentes durante este 
periodo en el serio relajamiento de la disciplina eclesiástica.?2 

La cuestión de la disciplina eclesiástica en las colonias españolas se 
ha tratado muchas veces en obras de carácter polémico. Algunos autores 
describen una completa degeneración de la moral entre el clero, secular 


18 Véase, por ejemplo, Concilio IV Toledo (633 a. d.) canon 31, en J. Tejada y Ramiro, 
op. cit., 1, 286-287. 

19 G. Castillo de Bobadilla, op. cit., ii, 514-517; J, de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, 
cap. 7, núm. 65. 

20 AHN, Códices 718, Rc al embajador español en Roma, 3 de noviembre, 1535. 

21 Véase AGI, México 2619, Rc al arzobispo de México, 14 de octubre, 1770, en que se 
emplea el mismo argumento para restringir la jurisdicción eclesiástica sobre los laicos. 

22 AGI, Ind. Gen. 3041, Respuesta Fiscal Campomanes, 26 de junio, 1768; Consulta 
Extraordinaria Consejo, 3 de julio, 1768. 
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y regular: crímenes de violencia, extorsión a los pobres, juego, embria- 
guez y casi cualquier vicio que haya conocido la humanidad.23 Son 
igualmente tendenciosas las descripciones de un clero desprovisto en 
todos los casos de intereses personales, que sacrificaba todo bienestar 
mundano. y hasta sus vidas con tal de llevar la cristiandad al Nuevo 
Mundo y para salvar a los indígenas de sus opresores europeos y criollos; 
también las biografías de obispos santos que, sin excepción, vivieron en 
la Inayor pobreza para distribuir sus rentas entre los pobres.24 

Aunque ambas descripciones son exageradas, en cierto sentid 
válidas, ya que se basaban en una realidad que se transformó en < 12 
considerable a lo largo de la época colonial. El celo verdadero de los pri- 
meros misioneros declinó gradualmente hasta que, para mediados del 
siglo xvrtI, se hizo patente el relajamiento generalizado de la disciplina: 
eclesiástica. Esto no quiere decir que en la primera época no ocurriera 
ningún hecho vergonzoso, ni que la decadencia posterior fuera univer- 
sal; sino nada más que hubo un movimiento pendular. 

La evidencia de este relajamiento generalizado se encuentra en diver- 
sas fuentes contemporáneas. Para la Corona, una fuente temprana y 
convincente fue una serie de informes que describían el estado deplo- 
rable de las órdenes religiosas en la Nueva España. Estos informes, que 
dos prelados, el arzobispo Lorenzana de la ciudad de México y el obispo 
Fabián y Fuero de Puebla entregaron al rey en 1768, ya se han mencio- 
úado en relación con los dos proyectos de reforma que ellos prortto- 
vieron: los consejos provinciales y las visitas de las órdenes religiosas.25 
Ambos prelados sostenían que los desórdenes e inmoralidad del clero 
re egular habían alcanzado proporciones escandalosas: con únás ctrantas 
excepciones (la orden entera de los carmelitas descalzos y miembros 
individuales de otras comunidades), los frailes creaban disturbios púbi- 
cos con sus rencillas internas y usaban sus hábitos religiosos para ep- 
cubrir una vida clandestina de vicio y crimen; o lo que era peor, vivían 
descaradamente como laicos en sus propias casas, participando en 
actividades comerciales para mantener a sus concubinas y descebden- 
_ cia cia ilegítima. 26 


23 Entre las obras más responsables pero que siguen siendo vituperantes están: G. 
García, Introducción al volumen xv de Documentos inéditos ó muy raros; E. Portes Gil, La 
labor sediciosa del clero mexicano (Madrid, 1935); y Alfonso Toro, La Iglesia y el Estado en 
México (México, 1927). 

24 Véase, por ejemplo, V. Andrade, Noticias biográficas sobre los ilustrísimos prelados de 
Sonora, de Sinaloa y de Durango (México, 1899); J. Dávila Garibi, La obra civilizadora de los 
misioneros de la Nueva Galicia (Guadalajara, 1919); y J. García Gutiérrez, Apuntes para la 
historia del origen y desenvolvimiento del regio patronato indiano hasta 1857 (México, 1941). 

25 Véase antes, pp. 40-45. 

26 AG1, Ind. Gen. 3041, Respuesta Fiscal Campomanes, 26 de junio, 1768, cita cartas del 
arzobispo Lorenzana y el obispo Fabián y Fuero al confesor del rey, con fecha del 25 y 29 
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Lorenzana y Fabián y Fuero no eran testigos imparciales. Ambos se 
(oponían enérgicamente a los privilegios e inmunidades de que gozaban 
las órdenes religiosas, y el propósito de sus informes era persuadira la 
Corona de que, visto que los superiores regulares eran incapaces d de 
mantener la disciplina, el único remedio era transferir gran parte de su de su 
(autoridad a los prelados seculares. Como prueba. mayor de esta tesis 
¡Lorenzana envió otro informe acerca de la práctica generalizada en la 
¡Nueva España de expulsar a los frailes de las órdenes religiosas si in- 
currían en falta repetidamente.?7 Si estos frailes eran incorregibles, 
sostenía, se les debía encarcelar indefinidamente y no liberarlos so ries- 
go de contagiar a la sociedad de sus hábitos depravados. Pero tenía la 
convicción de que los frailes rara vez eran incorregibles: el problema éra 
que sus superiores simplemente no podían controlarlos y citaba el ejemn- 
plo de varios agustinos y agonizantes recientemente expulsados que él 
había logrado enviar de vuelta a sus comunidades reformados del todo 
después de seis meses de tratamiento correctivo en la prisión diocesana. 
El argumento de Lorenzana era que si se sometía a los regulares delin- 
cuentes a la jurisdicción de los obispos que de cualquier manera tenían 
la obligación de corregirlos una vez que se les había expulsado, era-pesi- 
ble prevenir los delitos repetitivos y también las expulsiones que o: oca- 
sionaban.28 me 

Aunque estos argumentos convenían a los fines particulares de Lo- 
renzana, Fabián y Fuero y otros obispos que plantearon argumentos 
similares en esta época,?? no se pueden ignorar las pruebas que presen- 
tan como mera propaganda, También para otros observadores, menos 
interesados, era obvia una cierta decadencia de la regla monástica. La 
descripción condenatoria del clero regular en Perú, en un informe que 
presentaron a la Corona en 1749 los oficiales navales Jorge Juan y Anto- 
nio de Ulloa, se puede considerar bastante imparcial, ya que los autores. 
no excusaron tampoco a las autoridades civiles e hicieron hincapié en no 
acusar a los jesuitas de la mayoría de las acusaciones que se hicieron con- 
tra las otras órdenes.30 Los superiores regulares mismos reconocieron el 


de marzo, 1768. Véase también Biblioteca Pública de Toledo, col. Borbón-Lorenzana, vol, 
178, núms. 3 y 4, Escrito del Arzobispo de México, 16 de abril, 1768, y Relación enviada 
por el Obispo de Puebla, 21 de abril, 1768. 

27 AG1, Ind. Gen. 2993, Arzobispo Lorenzana al rey, 26 de junio, 1768. 

28 Ibid.; véase también México 2622, Relación del estado material y formal de la iglesia 
de la Puebla de los Ángeles, Fabián y Fuero, 2 de diciembre, 1772. 

29 AGI, Ind. Gen. 3041, Respuesta Fiscal Campomanes, 26 de junio, 1768, también men: 
ciona cartas similares de los arzobispos de Manila y Guatemala. BN, 5806, En el Extracto 
compendioso de las actas del civm, 1771, hay frecuentes referencias de otros obispos me- 
xicanos a los desórdenes y conducta escandalosa del clero regular. 

30 J. Juan y A. de Ulloa, Noticias secretas de América (1749; 2 vols., Madrid, 1918), ii, 41, 
85, 195, 207-215. 
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hecho de que las instituciones monásticas en las Indias estaban en un 
estado deplorable,3! y los informes de los visitadores de la reforma a fi- 
náles del siglo xvIn, así como los volúmenes de historiales en los.que se 
“basaban los informes corroboran esta opinión.32 

“Muchos obispos coloniales aducían que el relajamiento moral y la 
conducta indisciplinada eran problemas exclusivos del clero regular. Su 
renuencia a condenar al clero secular con la misma severidad es com- 
prensible, ya que semejante condena habría indicado incompetencia o 
negligencia de parte de los prelados seculares y habría quitado validez a 
su propuesta de que la solución para los problemas de disciplina de los 
frailes radicaba en someter a éstos a la supervisión diocesana. Pero mu- 
chos de los excesos de que se acusaba a los regulares eran también evi- 
dentes entre el clero secular.33 De hecho, el sucesor del arzobispo Lo- 
renzana, Alonso Núñez de Haro y Peralta, tuvo que fundar un Colegio 
de Instrucción y Corrección especial en un antiguo colegio jes jesuita en. 
Tepozotlán para poder hacer frente al gran número de! clérigos indisci- 
plinados y viciosos” en la arquidiócesis.34 

Un expediente de la misma época, procedente de Oaxaca, también es 
útil para equilibrar el cuadro, porque revela serios defectos en la adminis- 
tración de justicia en esa diócesis. Una investigación realizada conjunta- 
mente por el arzobispo de México y el virrey en 1775 por orden de la 
Corona proporcionó pruebas suficientemente sólidas como para servir 
de fundamento a los alegatos anteriores presentados a Madrid de que el 
obispo de Oaxaca era en mucho responsable del bajísimo nivel de disci- 
plina entre el clero secular de su jurisdicción.35 Bien intencionado, pero 
permisivo e ingenuo, el obispo confiaba ciegamente en el juicio de su 
corrupto secretario privado, a quien sobornaban clérigos inmorales y 
delincuentes a cambio de su protección y que también era culpable de 
ocultar las pruebas del mal manejo y corrupción generalizados en la 
recolección de los diezmos, de lo que él se beneficiaba.36 

La mayoría de los observadores contemporáneos aceptaban la drásti- 
31 Véase, por ejemplo, AGI, Ind. Gen. 63, Comisario general franciscano a Pedro García 
Mayoral, 27 de marzo, 1772. 

32 Véanse las fuentes citadas arriba en la p. 43, nota 105. 

33 Véase J. Juan y A. de Ulloa, op. cit., 11, 170, 177-178; y H. Villarroel, México por den- 
tro y por fuera, p. 8. 

34 Ac1, México 2627, Núñez de Haro a Ventura de Taranco, 26 de febrero, 1779. Véase 
también A. Núñez de Haro y Peralta, Constituciones que formó para el mejor régimen y 
goviero del Real Colegio Seminario de Instrucción voluntaria y corrección para el clero secu- 
lar. (México, 1774). 

35 AGI, México 2628, Representación de Juan de Aponte y Francisco Díaz Inguanzo a 
S. M., 19 de octubre, 1769. 


36 AGI, México 2629, Testimonio del proceso informativo hecho por orden del virrey y 
del arzobispo de México, 26 de septiembre, 1775. 


114 LA CRISIS DE LA POLÍTICA REAL 


ca necesidad de reformar al clero colonial de la época, aunque algunos 
objetaban las condenas avasalladoras y el tono exagerado dé murhas 
versiones, que parecían implicar que cualquier persona que se ordenara 
o hiciera votos religiosos estaba “destinada por su instituto y mala vida 
para la reducción, para la impudicia y para la avaricia y para el engaño”.? 
Rara vez se ponía en duda la existencia del problema, pero las opiniones 
respecto de sus causas fundamentales divergían ampliamente. En reali- 
dad eran muchas y muy diversas las razones del descenso de los estánda- 
res de disciplina, además de la inevitable pérdida del fervor misionero 
una vez que se completó la parte principal de la labor de conversión. 
Ambas ramas del clero adolecían de una falta de vocación religiosa. La La 
pd 

gente ingresaba a las órdenes religiosas y se ordenaba por malas razo- 
nes: algunos lo hacian para obtener prestigio social para ellos y sus 
familias, y también para no tener que enfrentar la deshonrosa necesidad 
de ganarse la vida; ¡38 y muchos tomaban las órdenes menores tan sólo 
para ser elegibles para un beneficio privado heredado o para los privile- 
del fisco. 39 También : se acostumbraba entre los criollos rico ara 
sus. ¡s hi hijos menores a entrar a los conventos y monasterios párá que TO se 
disipara la fortuna familiar en dotes y herencias múltiples:**Puede ser 
también, como aducían los reformadores, que la creencia de que no 
serían castigados promoviera su mala conducta. El virrey Revillagigedo 
afirmaba que esta creencia la compartían todos los que gozaban de 
fueros privilegiados, no sólo el clero, con la consecuencia de que todos 
“se atreven a excesos que no cometerían si supiesen que los podía corre- 
gir el juez territorial”.4! 

Tanto las autoridades eclesiásticas como las civiles citaban frecuente- 
mente el problema del número excesivo. Las órdenes religiosas acepta- 
ban-más rovicios de los que podían mantener, de tal manera que aun- . 
que m muchos frailes -s dejaban el claustro porque no estaban dispuestos a 
seguir la estricta vida monástica, muchos otros lo hacían por necesidad 
y se veían Obligados a pedir limosna o a recurrir a medios menos ho- 


37 Bn, 5806, Extracto compendioso..., por el Dr. Ríos, delegado del obispo de 
Michoacán, en que se comenta la sesión del 5 de julio, 1771. 

38 J, Juan y A. de Ulloa, op. cit., 11, 205; Mexican Political Pamphlets (BM), vil, núm. 76,, 
“Carta de los frailes liberales que apetecen la reforma” (a principios del siglo x1x). Véase 1 
también J. Fernández de Lizardi, El periquillo sarniento (publicado por primera vez en | 
1816, tercera ed. México, 1961), un ensayo en forma de novela picaresca sobre los males ! 
sociales en el México colonial, pp. 63-68. 

39 Biblioteca del Palacio, col. Ayala 39, Disertación sobre lo que ordena la Instrucción: 
de corregidores. 

40 Ann, Consejos 20683, Respuesta Fiscal, Testamentaría de Da. Eugenia Calzado y 
Terreros, 1786. 

41 Revillagigedo, Instrucción reservada, p. 27. 
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nestos para sobrevivir y por lo menos eran una carga para los miembros 
productivos de la sociedad.1? Se estimaba que, del clero secular, sólo 
una quinta parte tenía beneficios bajo el patronato real al finalizar eTsi- 
glo 43 Del resto, algunos tenían beneficios privados con estipendios y varia- 
bles, pero la a mayoría, que un hermano clérigo describió como ' inútiles | 
y destituidos de ciencias y virtudes que sólo sirven en los s obispados 
para.ocunar | las cárceles y empeñar la jurisdicción eclesiástica end defen- 
sa de la inmunidad”, 44 no tenían ningún ingreso fijo. Sin embargo, 1 un 
obispo sostenía que la solución no era reducir el número. >. de clérigos, 
sino distribuirlos de manera más equitativa. El clero, decía, se concen-' 
vacantes 195 | beneficios en las áreas remotas, una situación. que tenía dos 
consecuencias dañinas: por una parte, el desempleo con los males que 
fa se derivaban: , el ocio, el latrocinio y atros excesos; y por. la otra, la 


tas debido: a su aislamiento. +5- 

Los superiores € eclesiásticos eran-culpables en gran medida de este 
relajamiento de la disciplina ec eclesiástica. Se han citado varios 24305 que 
demuestrán que muchos prelados no corregían los delitos perpretrados 
por or sus subordinados, incluso cuando eran de sy conocimiento Tam- 
bién n hay pruebas de que « esta negligencia promovía que se jncurriera 
nyeyamente en los delitos. Los historiales de dos casos de asesinato en. 
la ciudad de M México, uno en 1772 y el otro en 1790, revelan que cada « cri- 
men era la culminación de una serie de violentos ataques físicos cometi- 
dos por los acusados (clérigo el uno y fraile el otro) a quienes no habían 
castigado Tos jueces eclesiásticos.16 

Estos dos casos eran, por supuesto, ejemplos extremos, pero lo mis- 
mo se aplica a ofensas menos serias. Un virrey se quejó de que los superio- 
res es regulares promovían la apostasía al permitir a frailes que habían 
profesado apenas o a frailes de vida desordenada vagar libres fuera del 
claustro, e incluyó un informe acerca de un franciscano que había sido 
arrestado cuatro veces por diferentes delitos que había cometido bajo un 
disfraz de laico. En cada ocasión las autoridades lo habían entregado al 


provincial, dando por hecho que se tomarían las medidas necesarias 
! 


42 M. de Amat y Junient, op. cif., pp. 99-100. 

43 8n, 12009, Representación del Obispo y Cabildo de Michoacán a S. M., 11 de diciem- 
bre, 1799. 

44 n, 12054, Reflexiones sobre el Tomo Regio, 1771, Dr. Antonio Ríos, canónigo de 
Michoacán. 

45 AGI, México 2383, Carta pastoral, obispo electo Abad y Queipo de Michoacán, 7 de 
marzo, 1811. 

46 AGI, Ind. Gen. 64, Testimonio de los antecedentes de la causa seguida contra el Pe. 
Luis Palacios, 1772; México 2646, Autos seguidos por el Pe. Provincial de la Merced con- 
tra Fr. Jacinto de Miranda, 1780-1789. 
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para impedir la reincidencia y cuando finalmente se pidió una expli- 
cación, la única excusa del provincial fue que había autorizado al fraile 
a dejar el monasterio para recoger una fortuna considerable que había 
amasado durante una apostasía anterior, porque el monasterio tenía 
demasiadas deudas.1? 

Los diversos métodos de control real indirecto sobre el clero debían 
asegurar que se mantuviera la disciplina aun si los superiores eclesiásti- 
cos no eran capaces o no estaban dispuestos a hacerlo pero, además de 
que tenían limitaciones como métodos de control, en realidad contri- 
buían a empeorar el problema. El sistema tenía una falla inherente: 
dejaba en manos de los prelados la responsabilidad última del cumpli- 
miento de la disciplina eclesiástica pero a la vez les quitaba la autoridad 
necesaria para controlar a sus subordinados eficientemente. 

Los obispos ciertamente no tenían libertad para elegir, retirar o gober- 
nar a los eclesiásticos bajo su jurisdicción. Desde los primeros años del 
imperio fueron evidentes los problemas que presentaba el control del Es- 
tado sobre los nombramientos eclesiásticos, cuya consecuencia normal- 
mente es que se nombraba como beneficiarios no a los eclesiásticos más 
valiosos y capaces, sino a los más cooperativos.18 El primer obispo de 
México, fray Juan de Zumárraga, se quejó ante Carlos V en 1540 de que 
se veía obligado a aceptar eclesiásticos nombrados desde España, sin 
tener la oportunidad de conocer su carácter, y afirmó que estaba decidi- 
do a enviar de regreso a aquellos que habían demostrado avaricia o in- 
moralidad si no se reformaban.+? 

En contraste con esta fuerte postura, los obispos en el México del 
siglo xvi aceptaban un sistema de intervención secular con una inje- 
rencia mucho mayor, que la Corona había desarrollado y refinado en 
ese lapso, y que socavaba su autoridad en mucho mayor medida que la 
prerrogativa básica del patronato. Algunos obispos de la época incluso 
favorecían mayores intrusiones en su jurisdicción, al confesar su inca--: 
pacidad para manejar a sus subordinados delincuentes y al apelar a). 
Estado para que resolviera por ellos sus problemas de disciplina.50 Las; 
autoridades seculares con frecuencia obstaculizaban en lugar de ayudar. 
a los que trataban de castigar a un delincuente por su propia autoridad, ¡ 
ya que la revisión real de los casos eclesiásticos se decidía casi invaria-: 
blemente a favor del acusado.5! Pero incluso cuando la intervención 


47 AGI, Guadalajara 358, Revillagigedo al rey, 29 de julio, 1793. 

48 Véase el texto, pp. 25-28. 

49 M. Cuevas, op. cit., 11, 113-114, en que cita el obispo Zumárraga a Carlos V, 17 de; 
abril, 1540. 

50 Véase, por ejemplo, AGI, Guadalajara 545, Obispo de Durango al rey, 2 de junio, 
1771; y México 2637, Obispo de Michoacán a Ventura de Taranco, 17 de junio, 1788. 

51 Véase el texto, cap. 111, “El recurso de fuerza”. 
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secular no llegaba a proteger a un delincuente eclesiástico, al dividir la 
autoridad y ofrecer tantas posibilidades para la obstrucción de la justi- 
cia, interfería con su administración y favorecía la delincuencia entre 
aquellos que debía controlar. 

El gobierno español sin duda estaba consciente del deteriora de la 
disciplina eclesiástica. Los alegatos de las autoridades coloniales, tanto 
de de los prelados como de los funcionarios civiles, que servían de funda- 
mento a las abundantes pruebas de los registros judiciales, conven- 
cieron a Carlos IMMI de que “la inmoralidad y relajación del clero america- 
no en muchas partes es, por desgracia, demasiado cierta”,52 Pero los dos 
proyectos generales de reforma para el clero colonial, los concilios pro- 
vinciales y las visitas de las órdenes religiosas, al adolecer de las mismas 
limitaciones que restaban eficacia a las otras formas de control indirec- 
to, fueron un fracaso rotundo. 

Alenfrentarse al hecho de que el sistema existente era inadecuado 
desde sus cimientos, la Corona tenfados alternativas: abstenerse por 
campleto de intervenir en la administración eclesiástica o imponer un 
sistema de control directo sobre el clero. Pero, dada la hostilidad hacia el 
privilegio eclesiástico que prevalecía entre los ministros reales de la 
época y la política general de la Corona de fortalecer el poder real, así 
como la evidencia innegable de que los superiores eclesiásticos no po- 
dían controlar a sus subordinados, la primera claramente no era elegi- 
ble. La decisión de la Corona de someter al clero a la jurisdicción judicial 
directa del Estado era entonces políticamente conveniente, y desde el 
punto de vista de los ministros reales, del todo necesaria para proteger a 
la sociedad de los malhechores eclesiásticos. Sin embargo, no hay evi- 
dencia de que con este nuevo método de control se haya logrado poner 
un alto a la desintegración de la disciplina eclesiástica, que más bien 
aumentó al llegar a su fin la época colonial, especialmente entre el clero 
regular. Nada más entre 1798 y 1800, más de 150 regulares (de un total 
calculado en 3 000)53 hicieror: una petición a la Curia romana para que 
los liberara de sus votos monásticos,34 y el que hubiera tantos insurgen- 
tes provenientes de ambas ramas del clero en el periodo de la indepen- 
dencia es signo, ciertamente, del repudio generalizado a la autoridad 


/ 


52 “Instrucción reservada a la Junta de Estado”, 8 de julio, 1787, art. 87, en Obras ongi- 
nales del Conde de Floridablanca. 

53 F. Navarro y Noriega, Memoria sobre la población del reino de Nueva España, 
apéndice “Estado de la población...” da la cifra 3 112 para el número de regulares en 1810. 

54 AGI, México 1140, 1150 y 2651. Expedientes sobre pases para breves de secula- 
rización, 1800-1804. Para comentarios contemporáneos sobre esta aceleración, véase 
México 2696, Arzobispo de México a Su Santidad, 25 de noviembre, 1803 (copia); y 
Representación a S. M. del Prior del convento de San Juan de Dios, 16 de enero, 1811. 
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tanto del Estado como de la Iglesia.55 Quizá el desmoronamiento de la 
disciplina eclesiástica era tan sólo un síntoma de un desmoronamiertto: 
general del orden social colonial, que culminó en la guerra de indepen- 
dencia, y que todo el programa carolino de reforma, al cambiar las ins- 
tituciones tradicionales y crear nuevas tensiones, apresuró en lugar de 
retardarlo. E 


55 Véase a continuación, cap. IX y Apéndice, “Participantes eclesiásticos en el movi- 
miento mexicano de la Independencia 1808-1820". 
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SOSPECHAS DE DESLEALTAD ECLESIÁSTICA 


LA PREOCUPACIÓN de Carlos II por los estándares morales del clero y por. 
la administración equitativa de la justicia era sincera, sin duda, pero fue 
una preocupación más personal por la seguridad de su propia coronafla 
consideración de más peso al decidir el cambio de dirección de la política / 
real hacia la inmunidad eclesiástica. Ya desde-el siglo XVH varios autores. 
regalistas que habían señalado la posibilidad de promover que el clero 
se permitiera criticar al gobierno y participara en actos subversivos aún 
más serios, en los que no incurriría un laico por miedo a las severas penas 
previstas por la lev real, había propuesto la teoría de que eximir al clero de 
la autoridad secular constituía un peligro potencial para la seguridad 
del Estado.! Aunque su intención era sobre todo subordinar a las insti- 
“tuciones eclesiásticas al control real y no eliminarlas del todo, estos 
primeros regalistas sostenían que la responsabilidad del rey de proteger- 
se a sí mismo y a sus súbditos del daño hacían necesario que aboliera la. 
inmunidad personal del clero en caso de crímenes contra el Estado.? 

Sin embargo, a pesar de los casos en que hubo participación de ecle- 
siásticos en rebelión declarada contra el Estado, como fue el movimien- 
to comunero en los inicios del siglo xv1 y la guerra de sucesión española 
(en la que eclesiásticos españoles habían apoyado activamente la causa 
austriaca contra Felipe V), los reyes españoles habían hecho caso omiso 
de estos argumentos hasta la última parte del siglo xv. La ideolo 
general de la Ilustración, que prevalecía en los círculos ministeriales d 
época, influyó para que se restringiera el privilegio eclesiástico,3 pero 
fueron otras, más inmediatas y dramáticas, las fuerzas decisivas. El 
punto focal de este cambio de dirección de la política real fueron los pri- 
meros años del reinado de Carlos II, y el catalizador un incidente breve 
pero con repercusiones ocurrido en 1766 que pareció comprobar que el 
clero era capaz no sólo de dar su apoyo a un movimiento de ARO ción 
sino hasta de organizarlo y dirigirlo. , 


| Véase BN, 4175, Discurso acerca de la inmunidad eclesiástica en el Perú, Juan Luis 
López, 1684, cap. 7. 

2 J. López, Discurso jurídico, cap. 11; y P. Frasso, De regio patronatu meciarai Libro 1, 
pp. 44, 46-48. 

3 Véase el cap. tv. 
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En marzo de 1766 un levantamiento aparentemente espontáneo 
ocurrió en Madrid y se extendió con rapidez a otras ciudades en Cas- 
tilla.4 Una escasez de trigo y de otros alimentos, el alza de precios y de 
impuestos, la hostilidad hacia los muchos ministros extranjeros del go- 
bierno de Carlos, éstas y otras causas menos obvias de descontento se 
acentuaron a raíz de la emisión de un decreto impopular que prohibía 
el uso de los tradicionales capa y sombrero españoles de ala ancha (que 
supuestamente permitían a los criminales ocultar su identidad), cosa 
que fue el detonador de la revuelta.5 En Madrid las muchedumbres lle- 
garon a las rejas del palacio y clamaron para que se despidiera al minis- 
tro de Finanzas, el marqués de Squillace, italiano, que era el autor del 
decreto. La impresión que esto produjo en Carlos II, cuyas conviccio- 
nes acerca de la monarquía absoluta eran firmes, debe haber sido muy 
dolorosa, porque se vio obligado a refugiarse en el palacio real de Aran- 
juez, revocar el decreto y despedir a un ministro en quien confiaba cie- 
gamente.f 

Varios autores han puesto en duda la cuestión de la complicidad ecle- 
siástica en el incidente. Estos autores, al parecer, sóló aceptan que el 
levantamiento lo planeó algún grupo influyente de conspiradores des- 
“contentos con Tas políticas de la Corona.? Tanto la nobleza como el 
clero tenían motivos para temer la pérdida de su sitial de privilegio, es- 
pecialmente en lo económico. Las reformas agrícolas de Carlos átenta- 
ban ya contra los ingresos de la aristocracia terrateniente, y se habían 
restringido las exenciones de impuestos de que gozaba tradicionalmen- 
te toda la propiedad eclesiástica en manos muertas.8 Se ha dicho que la 
presencia de eclesiásticos entre los revoltosos, la aparición de. panfletos 
provenientes de imprentas eclesiásticas y la correspondencia intercepta- 
dá del nuncio papal son prueba de la complicidad clerical, o a , Falta de 
documentos reunidos por el consejo extraordinario que se nombró para 
investigar el levantamiento. Sea cual fuere la verdad del asunto, Carlos II 


a. 


4 A. Ferrer del Río, op. cit., 11, caps. 1 y 2. Para el relato de un testigo oresencial del 
motín en Madrid, véase Conde de Fernán Núñez, Vida de Carlos 111 (2 vols., Madrid, 1848), 
1, 197-205. 

5 Véase R. Herr, op. cit., pp. 20-21. 

6 Fernán Núñez, op. cit., 1, 147, 185-186 y 205, enfatiza la extremada renuencia de 
Carlos para separarse de cualquier ministro o servidor. 

7 Véase Ibid., 1, 202. C. Eguía Ruiz Los Jesuitas y el motín de Esquilache (Madrid, 1947), 
excluye por completo la complicidad de los jesuitas; mientras que A. Ferrer del Río, op. 
cit., 1, 129-144, entre otros, propone lo contrario. 

8 Véase AHN, Códices 687, RC, 29 de junio, 1760, en que se ordena el pago de impuestos 
sobre toda la propiedad eclesiástica adquirida después del Concordato Papal de 1737. 

9 V. Rodríguez Casado, La política y los políticos en el reinado de Carlos III (Madrid, 
1962), pp. 133-140. 
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y sus ministros decidieron que, si bien ciertos miembros del clero no 
eran los únicos instigadores del plan, sí estaban involucrados en él.10 

Se ha dicho que algunos ministros reales ya habían planeado varias 
medidas anticlericales, para las que el motín de Esquilache fue simplemen- 
te un buen pretexto. 1! Tampoco se tienen pruebas concluyentes p 
este argumento, a causa de los documentos faltantes del Consejo expfaor- 
dinario, pero está claro que ya babía una atmósfera propicia para quites 
tomaran estas medidas. Desde el inicio del reinado de Carlos, por ejem- 
plo, plo, se hicieron tiotar!?los atáques cada vez más directos contra la Igle- 
sia y sus ministros, que aparecieron en artículos de la Gaceta de Madrid 
o€ 9en documentos oficiales, y la hostilidad en el tono de estos ataques era 
mucho más marcada que en las obras de los primeros regalistas, cuya 
posición hacia el clero y las instituciones eclesiásticas era favorable, 

pre y cuando estuvieran sujetas al control real.!3: 

Quizá hubo otros factores además de la complicidad en el motín de 
Esquilache que influyeron en que Carlos viera al clero y especialmente a 
los jesuitas con tal alarma y sospecha que se decidió a cambiar el giro 
de la política tradicional de la Corona que apoyaba los privilegios ecle- 
siásticos. Varios jestitas españoles habían escrito obras consideradas 
peligrosas políticamente en las que afirmaban que era moralmente jus- 
únicable bajo ciertas circunstancias, desobedecer y hasta matar a un go- 
bernante.!% Aunque estas obras se habían publicado hacía más de un 
siglo, las “doctrinas nocivas” de los jesuitas se citaban para justificar su 
expulsión de España y la posterior insistencia del rey en que se extinguie- 
ra la orden.!5 Algunos críticos llegaban a decir que los jesuitas habían 
puesto en práctica estas ideas sobre el regicidio y eran responsables de 
todos los atentados en contra de la vida de UM monarca legítimo des- 
de Enrique IV de Francia hasta Juan Manuel de Portugal (1 758).16 


10 M. Dánvila y Collado, El poder civil en España (6 vols., Madrid, 1885-1887), mv, 14-15. 

11 M. Menéndez y Pelayo, Op. cit., VI, 37; M. Cuevas, Op. cit., Iv, 402. 

12 AHN, Consejos 494, Obispo Carvajal y Lancaster de Cuenca al rey, 23 de mayo, 1766. 
Véase también, J. F. de Isla, Cartas inéditas del Padre Isla (Madrid, 1957), pp 244! 249-251. 

13 Compárese, por ejemplo, Campomanes, Juicio imparcial, un virulento ataque al 
papa y al clero en general, con Solórzano Pereira, Política Indiana, Libro 4 (sobre cues- 
tiones eclesiásticas). 

(4 J, de Mariana, De rege el regis institurione (Toledo, 1599); y F. Suárez, De legibus ac de 
deo legislatore (Coimbra, 1612), Lib.3, cap. 10. Véase también G. Lewy, Constitutionalism 
and Statecraft during the Golden Age of Spain (Ginebra, 1960), caps. 5 y 9, para una dis- 
cusión sobre las opiniones de Mariana sobre el regicidio y su influencia. 

IS Véase, por ejemplo, Archivo diocesano de Toledo, Sala 4, núm! 127, Carta Pastoral, 
Cardenal Lorenzana de Toledo, 7 de octubre, 1773, en que se refiere tanto a la expulsión 
como a su extinción. 

16 Véase Papeles tocantes a la Iglesia española 1625-1790 (BM), núm. 33, Carta Pastoral, 
Arzobispo de Manila, 27 de diciembre, 1770; y Consulta, Consejo de Castilla, 1 de julio, 
1768, sobre la anulación de los estudios jesuitas, citado en L. Sánchez Agesta, op. cit., pp. 
110-113. 
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También se acusaba a los jesuitas de manipular y suplantar al gobier- 
no civil, especialmente en las posesiones coloniales de la Corona, en 
América y en las Filipinas.!”? En el territorio misionero de Paraguay los 
derechos que la Corona había otorgado en un principio a los misione- 
ros jesuitas, como armar a los indígenas y entrenarlos para luchar, se 
convirtieron, en un nuevo contexto, en motivo de sospecha. Los minis- 
tros reales estaban convencidos, sin tener pruebas concluyentes, de que 
los jesuitas habían organizado la resistencia armada en contra de que se 
transfiriera el territorio de Paraguay a Brasil lo que se había acordado 
en un tratado en 1750 con Portugal,!$ un acto que, para quienes ya sos- 
pechaban podrían pensar que era el preludio de un movimiento de in- 
dependencia.!?” 

El motín de Esquilache y otros actos subversivos de los que se acusó a 
los jesuitas no eran las únicas pruebas que se le presentaron a Carlos 
para convencerlo de que el clero era capaz de usar su influencia en contra 
de su trono. El asunto del obispo de Cuenca, Isidro de Carvajal y Lancas- 
ter, aun en caso de que los historiadores se hayan ocupado de él, se cita 
como muestra del descontento del clero ante las políticas reales durante 
este periodo, ?0 pero el Consejo de Castilla interpretó los actos del obispo 
como parte de una conspiración eclesiástica general para incitar a las 
masas contra el rey bajo la bandera del celo religioso y de la defensa de 
la Iglesia. En abril de 1766, tan sólo un mes después del motín, Carvajal 
escribió al confesor real, el Padre Eleta, llamándole la atención sobre la 
gran responsabilidad que tenía por su propia alma y por la del rey, a causa 
de las recientes medidas reales que constituían una “persecución contra 
la Iglesia” .2! Al ordenarle el rey que aclarara su acusación, replicó con 
una ennumeración apasionada pero respetuosa de todas las ofensas 
contra la Iglesia, tales como la aplicación de tasas fiscales a la propie- 
dad eclesiástica y el exilio del Inquisidor General español, que se habían 
llevado a cabo en nombre del rey, “a pesar del hecho de que todos reco- 
nocen la piedad de Vuestra Majestad”.?22 

Los fiscales reales, Campomanes y Moñino, después de estudiar la 
voluminosa documentación sobre el caso obtenida por el Consejo, que 
incluía informes de otros obispos y de funcionarios reales locales, bulas 


17 AG1, Ind. Gen., 3041, Consulta Extraordinaria Consejo, 3 de julio, 1768: (refiriéndose 
a la Compañía de Jesús) “aquel incesante manejo sordo con que se apoderaba de los áni- 
mos y los gobiernos”. 

18 G. Kratz, El tratado hispano-portugués de límites de 1750 y sus consecuencias (Roma, 
1954), pp. 45-72 y el cap. 3 habla sobre esta acusación y afirma que los misioneros sólo 
trataban de posponer la ejecución del tratado. 

19 Véase Fernán Núñez, op. cit., 1, 209-210. 

20 V, Rodríguez Casado, op. cit., pp. 122-126. 

21 AHN, Consejos 494, Carvajal al Padre Eleta, 15 de abril, 1766. 

22 Ibid., Carvajal al rey, 23 de mayo, 1766. 
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papales y decretos reales, concluyeron que las acusaciones de Carvajal, 
desprovistas totalmente de fundamento, se habían hecho “con el depra- 
vado fin de turbar el reino, aprovechándose de la oportunidad que le 
prestaban los bullicios pasados”.23 El hecho de que Carvajal hubiera 
escrito su primera carta poco tiempo después del motín representó, 
para los fiscales, la prueba concluyente de su alianza con sus líderes. 
Como otra prueba más de las traicioneras intenciones del obispo, Moñi- 
no afirmó que los contenidos de ambas cartas se habían conocido en 
España, cosa que en su opinión significaba que se habían hecho pú- 
blicas en cortes extranjeras también, y con base en este supuesto, acusó 
a Carvajal de asociarse con enemigos extranjeros de la Corona. 

Los argumentos ilógicos de las denuncias de ambos fiscales, básados 
principalmente en conjeturas, ponen de manifiesto la obsesión de la 
época con las conspiraciones. Los actos oficiales consecuencia del cambio 
de la política eclesiástica de la Corona después del motín de Esquilache 
se pueden entender sólo a la luz de esta atmósfera en la que palabras y 
acciones que se habrían ignorado o considerado inocuas en otro mo- 
mento se tomaron como prueba de malquerencia con el régimen, si no 
decididamente como traición. El epítome de la cacería de brujas oficial 
en pos de conspiraciones y doctrinas peligrosas es la reacción a las que- 
jas del obispo de Cuenca, considerablemente más suaves que otras 
planteadas por prelados a monarcas anteriores. Un obispo español era 
considerado en todo caso, automáticamente “del Consejo de Su Ma- 
jestad” y tenía por tanto el derecho de presentar al rey sus quejas y con- 
sejos. Pero con base en las quejas de Carvajal, los fiscales pudieron con- 
vencer a la Corona de que el obispo había conspirado con los jesuitas y 
posiblemente con otros para derribar al gobierno.?4 Se le llamó ante 
una sesión plenaria del Consejo de Castilla para recibir una reprimenda 
pública, se le exilió permanentemente de la Corte y se le amenazó con el 
juicio si repetía sus acusaciones.25 Se consideró necesaria tal severidad 
como ejemplo público para otros eclesiásticos que tuvieran en mente 
críticas similares, y todos sus colegas obispos recibieron también una 
advertencia escrita del Consejo.?6 

La obsesión con la conspiración eclesiástica también llegó a las 
colonias americanas. En este momento, los 1760, la aprehensión oficial 
se debía a las circunstancias en España y no a la sospecha de actividades 
desleales en las colonias. Al debatir si se debía enviar a América la cédu- 


23 Ibid., Respuesta Fiscal Moñino, 12 de abril, 1767; véase también Respuesta Fiscal 
Campomanes, 16 de julio, 1767. 

24 aAHN, Consejos 494, Memorial ajustado de los fiscales Campomanes y Moñino, en que 
se resumen los expedientes completos y sus acusaciones, 1767. 

25 Ibid., Consulta Consejo de Castilla, 28 de septiembre, 1767. 

26 Ibid., Carta acordada a todos los obispos y arzobispos de España, 22 de octubre, 1767. 
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la que se había promulgado en España en 1766, en que se advertía a los 
eclesiásticos de abstenerse de murmurar contra el gobierno,?? el Conse- 
jo de Indias reconoció que no había que temer que se rebelara el clero en 
las colonias, porque allí, a diferencia de lo que ocurría en España, los 
funcionarios reales tenían autorización “para tomar las más serias pro- 
videncias” contra los eclesiásticos fuera del orden. El Consejo decidió 
que la cédula no era necesaria y que incluso podría ser dañina: que su- 
pieran, ningún eclesiástico americano había criticado al gobierno, y la 
cédula bien podría dar pie a una discusión acerca de qué situación en 
España había provocado que se promulgara.?8 
A pesar de esta tranquilizante afirmación el gobierno estaba tan obse- 
sionado con la idea del riesgo que corría la seguridad del Estado que los 
funcionarios veían por todas partes pruebas de deslealtad. Anteriormen- 
te se había considerado poco sumisos a los prelados que desafiaban la 
prohibición en contra de la bula papal In Coena Domini (que ordenaba 
la excomunión de los jueces reales que interfirieran con la jurisdiccción 
eclesiástica), si acaso se llegaban a dar por enterados de sus actos, pero 
ahora se les acusaba de subversión premeditada. El fiscal del Consejo 
de Indias al querer justificar varias censuras canónicas, habló de casos 
recientes en América en que se usó la bula y sostenía que cualquier acto 
guiado por la intención de pasar por alto una prerrogativa real, en este 
caso el exequatur, debilitaba al régimen y era un antecedente directo de 
la rebelión. Entonces matizó la declaración anterior del Consejo sobre la 
tranquilidad en las Indias: “Aunque ellos han sido los más pacíficos de 
nuestros dominios desde su descubrimiento, no es nunca sabio asumir 
Que están totalmente a salvo del peligro de rebelión”.22 
Los historiadores mexicanos han llamado la atencion sobre el aumen- 
to de la actividad inquisitorial hacia finales del siglo xv11 como conse- 
cuencia de la Revolución francesa y sus doctrinas y del incipiente mo- 
vimiento insurgente en el mismo México.30 Pero también aumentaron 
las actividades inquisitoriales en especial en contra del clero, inmediata- 
mente después de la expulsión de los jesuitas. La Inquisición se había 
dejado vencer por el letargo y la incompetencia, que para este momento 
habían reducido notablemente su eficacia contra la herejía y la brujería,?! 


27 Rc, Consejo de Castilla, 18 de septiembre, 1766, hecho ley 7, título 8, Libro 1, Novés. 
Recop. España. 

28 ai, Ind. Gen. 350, Consulta Consejo, 30 de enero, 1767. 

29 Jbid., Respuesta Fiscal, 17 de agosto, 1768. 

30 L. Alamán, Historia de México (5 vols., México, 1883-1885), 1, 344-345. Véase también 
Precursores ideológicos de la guerra de independencia (vols. 13 y 21 de Publicaciones del 
Archivo General de la Nación, México, 1929 y 1932). 

31 M. Pérez-Marchand, Dos etapas ideológicas del siglo xvi en México (México, 1945), 
pp. 39-44. El autor destaca la decadencia general de la Inquisición sin referirse específica- 
mente a estos dos momentos de mayor actividad. 
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pero las autoridades seculares en México y en Madrid, que querían uti- 
lizarla como arma puramente política para combatir la traición más 
que para combatir los crímenes en contra de la fe, le dieron un nuevo 
impulso. 

El virrey Croix y el visitador Gálvez tenían la convicción de que los 
principales responsables de las protestas populares contra la expulsión 
de los jesuitas eran miembros del clero y fueron ellos los principales 
promotores de las medidas represivas del gobierno y la Inquisición en 
contra de los delincuentes. La expulsión provocó muchos disturbios, 
especialmente en los centros mineros al norte de la capital, como San 
Luis Potosí, donde una multitud había rodeado a los padres jesuitas y se 
había negado a dejar que los escoltaran al exilio.32 Gálvez encabezó una 
expedición a esta zona para restaurar la paz y expulsó a algunos miem- 
bros del clero secular que creía habían incitado a los revoltosos. También 
obtuvo de un fraile minorita la confesión de la autoría de los panfletos 
sediciosos que circulaban en el área y en los que se hacía un llamado 
a oponerse a la orden de expulsión, y envió al culpable a prisión en 
México.33 

Los funcionarios reales no creían que la Inquisición cumpliera con su 
parte para hacer frente al peligro. Cuando se denunció a cierto sacerdote 
en 1767 por decir que no era un delito moral desear la muerte del rey, el 
Santo Oficio mexicano, en lugar de arrestarlo de inmediato, consultó 
primero al Consejo Supremo de la Inquisición en Madrid. Pero antes de 
que se llevaran a cabo las instrucciones del Consejo, el virrey, impacien- 
te, ya había arrestado al sacerdote por su cuenta y lo había encarcelado 
en una fortaleza militar.34 La Inquisición brincó de su letargo después 
de un incidente que, según las autoridades mexicanas, era signo de una 
sospechosa falta de lealtad de su parte. Después de la expulsión apare- 
ció una avalancha de cartas anónimas, panfletos y versos satíricos en 
los que se condenaba la medida y se acusaba a Gálvez, a Croix y al rey (a 
quien se nombraba el “fatal e infeliz caudillo de las diabólicas tropas” 
en un poema)35 de intentar destruir la religión católica. Se envió una 
carta, firmada por “los pobres cristianos de Puebla” al Santo Oficio, en la 
que se hacía la advertencia de que la gente se estaba armando para matar 


32 C. de Croix (Marqués de Croix), Cartas, pp. 22-23, carta a su hermapo en Lille, 24 de 
diciembre, 1767. 

33 Para material sobre esta expedición, véase RAH, Legajos de Jesuitas 100, Causas 
criminales formadas sobre los motines suscitados..., 1768; y H. 1. Priestley, José de Gálvez, 
pp. 215-225. 

34 AHN, Inquisición 2286-A, el Santo Oficio mexicano al Consejo Supremo, 27 de julio, 
1768. 

35 AHN, Inquisición 2287, Poema anónimo que comienza “Árma, arma, guerra, gue- 
rra...., en el juicio de Pedro Joseph Velarde, 1767. 
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a todos los “herejes” del gobierno y para defender a la Iglesia contra sus 
ataques. 36 

El arzobispo Lorenzana y el obispo de Puebla, Fabián y Fuero, esta- 
ban entre los blancos favoritos de estos redactores de panfletos anóni- 
mos.37 Se les atacaba por sus cartas pastorales, aduladoras y teológica- 
mente cuestionables, en que aplaudían la expulsión como un juicio 
divino contra los “impíos y fanáticos Jesuitas”38 y exhortaban a los fieles 
a rendir obediencia ciega al rey, que “hace las veces del Autor de Todo... 
en virtud de la obligación que tiene de mantener en subordinación, paz 
y justicia a sus vasallos”.39 Ambos prelados secundaron la petición de 
Croix de que el Santo Oficio buscara y castigara a los autores de los 
libelos escritos en su contra, pero los inquisidores cometieron el error 
de seguir las órdenes reales demasiado al pie de la letra: se negaron a 
publicar un edicto prohibiendo estos escritos porque, dijeron, la San- 
ción Pragmática de 1767 que decretaba la expulsión había prohibido 
cualquier comentario a favor o en contra de la medida.*0 

Lorenzana, Croix y Gálvez se quejaron ante el rey, que hizo saber al 
Santo Oficio, por medio del Consejo Supremo en Madrid, su enorme 
disgusto ante su indiferencia y pasividad.*! Ante esta leve advertencia 
los inquisidores emitieron rápidamente un edicto en el que se prohibía 
cualquier clase de escritos que difamaran de cualquier manera la “justi- 
ficación, religión y piedad de Su Majestad y prudentes ministros de su 
gobierno” bajo pena de excomunión,%2 y también emprendieron, por 
su propia iniciativa, una búsqueda frenética en pos de cualquier escrito 
o actividades sospechosas. 

Dirigieron € este nuevo celo principalmente en contra de las ideas sub- 


versivas que el clero pudiera difundir en el confesionarió o en la conver- 


sación.43 Se consideraba que los confesores que aseguraban a sus peni- 
tentes que los pensamientos desleales contra el gobierno no eran ni 
siquiera un pecado venial eran una influencia especialmente peligrosa: 
un sacerdote llegó a decirle a un laico que no prestara atención a las 
censuras que imponía el edicto de la Inquisición,. porque tan sólo se 


36 Ibid., Carta anónima a la Inquisición, abril, 1768. 

37 4HN, en Inquisición 2286-B, están muchos de estos panfletos y poemas, por ejemplo, 
una copla dirigida contra Lorenzana (cuyo primer nombre era Francisco) denunciaba 
contra la Inquisición en diciembre, 1767: “La iglesia está viuda sin manto ni toca /porque 
la gobierna Paquita la loca”. 

38 Archivo diocesano de Toledo, sala 4, núm. 125, Carta pastoral, Lorenzana, 12 de 
octubre, 1767. 

39 RaH, col. Jesuitas 28, Carta pastoral, Fabián y Fuero, 28 de octubre, 1767. 

40 AHN, Inquisición 2286-B, el Santo Oficio mexicano al Consejo Supremo, 26 de julio, 
1768, en que se justifica su negativa. 

41 Jbid., Consejo Supremo al Santo Oficio, 12 de julio, 1768. 

42 Ibid., edicto Santo Oficio, 15 de julio, 1768. 

43 Ibid., Santo Oficio mexicano al Consejo Supremo, 26 de julio, 1768. 
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había publicado para complacer al rey.*% Estos reportes llenaron de 
alarma al Consejo Supremo en Madrid, que recomendó que se emitiera 
un nuevo edicto en el que se ordenaba a todo el mundo denunciar a los 
confesores que aconsejaran no respetar sus deberes como cristianos y 
éúbditos leales a su rey, pero el Santo Oficio mexicano pensó que bas- 
taría con las denuncias voluntarias.45 ; 

_A pesar de sus esfuerzos las autoridades encontraron aun menos 
pruebas de sedición en México que en España. El grueso de la jerarquía 
eelesiástica se declaró-a favor de-la expulsión, y las revueltas en el norte, 
que en toda caso pueden haberse debido a penalidades sociales y eco- 
ñómicas,46 se aplacaron con ayuda del mismo clero local.+7 Los casos 
ea México fueron los inevitables ejemplos de resentimiento contrá me- 
didas particulares del gobierno o de imprudente interés en las innova- 
ciones intelectuales que pueden ocurrir en cualquier época, y no tanto 
indicios de un complot organizado. 

Pero más importante que los casos mismos era la genuina creencia 
del gobierno en que el peligro era real y su insistencia en buscar por 
todas partes indicios de éste. Se enjuició a un sacerdote, por ejemplo, 
nada más que por “discutir” no recomendar, una obra que prometía el 
apoyo de los ingleses a la causa de la independencia a cambio del libre 
comercio.8 En Oaxaca, dos canónigos que denunciaron a los otros miemn- 
bros del capítulo y al obispo Miguel Álvarez de Abreu por diversos delitos, 
mencionaron vagamente que se habían hecho algunas declaraciones en 
contra del rey.19 En cualquier otro momento se habrían ignorado sus 
acusaciones como una maniobra vengativa en una de las usuales renci- 
llas capitulares. Pero la Corona se basó en este punto para ordenarle al 
virrey que realizara una investigación a fondo.*0 

De hecho, se realizaron dos inquisiciones, porque la Corona no aceptó 
la conclusión del virrey Croix de que no era válida la denuncia. Su suce- 
sor, Bucareli, reportó que un canónigo había dicho durante la recjente 


34 AHN, Inquisición 2286-A, Santo Oficio mexicano al Consejo Supremo, 27 de septiem- 
bre, 1768. 

45 Ibid, Consejo Supremo a Manuel de Roda, 12 de abril, 1769. 

36 AGI, Estado 34, Informe (sin firmar), agosto de 1773, en que se aduce que Gálvez 
deliberadamente confundió la cuestión de la expulsión con la de varios decretos impopu- 
lares. Véase AGN, Reales cédulas 91, rc, 6, 9, 18 y 21 de febrero y 3 de marzo, 1767, todas 
referentes a las revueltas en Guanajuato, Pachuca y Pátzcuaro antes de la 'expulsión, cau- 
sadas por los decretos impopulares. 

* Véase RAH, Legajos de Jesuitas 100, Informe del Alcalde Mayor de Apatzingán, 1767; 
fu 1 Priestley, op. cit., p. 215. 

38.AHN, Inquisición 2286- A, Santo Oficio al Consejo Supremo, 29 de agosto, 1768. La 
obra tenía como título “Protección de la nación inglesa a la América oprimida”. 

39 acI, México 2628, Representación de Juan de Aponte y Francisco Díaz Iguanzo, 
canónigos de la Merced, 19 de octubre, 1769. 

50 Ibid., rc, al virrey Croix, 27 de enero, 1770. 
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Guerra de los Siete Años: “Estaríamos mejor con los ingleses que con 
los gachupines”. Otro había dicho que el rey había expulsado a los jesui- 
tas para apoderarse de sus propiedades. Pero se había llamado la aten- 
ción a ambos canónigos por estos comentarios, y las reclamaciones con- 
tra el obispo de que se había opuesto a la expulsión de los jesuitas y de 
que fomentaba la rebelión no tenían ningún fundamento.5! Como el obis- 
po y los dos canónigos ya habían muerto para cuando se entregó el 
informe el Consejo no hizo nada más. 

Esta atmósfera de sospecha naturalmente puso al clero a la defensiva. 
Quizá no era una antipatía sincera ni el deseo de unirse a la campaña 
antijesuita lo que movió a los prelados, que habían denunciado a los 
jesuitas con tanta insistencia y que incluso llegaron a pedirle al papa que 
suprimiera la orden,52 sino más bien la intención de obtener el favor real, 
Otra explicación posible es su ansiedad de permanecer libres de cualquier 
tacha de deslealtad. Como aconsejaba Fabián y Fuero a sus colegas del 
Concilio Provincial en 1771: “Ahora debemos demostrar a Su Majestad 
nuestra lealtad con mayor fervor aún” a causa de los hechos traicioneros 
de una sección de la comunidad eclesiástica, es decir, de los jesuitas.53 

En esta época se atendió mucho a la necesidad de que el clero asumie- 
ra sus obligaciones como súbditos leales al rey y de hacer desaparecer 
dra teoría que diera pie a lo contrario. Carlos, ignorando las reco- 

endaciones del Consejo de Indias, envió a América una cédula que ya se 
había emitido en España, en la que se hacía a los eclesiásticos la advérterr 
cía de no criticar al gobierno.5* El Consejo había considerado! innecesaria 
la medida, pero el rey deseaba informar al clero de todos siis dominios de 
que su estatuto eclesiástico no lo liberaba de la responsabilidad de demos- 
trar respeto y veneración hacia la Corona.55 Por tanto, la júnta ministertal 
que Carlos nombró para revisar el código legal colonial cambió la vieja 
ley acerca del “juramento de fidelidad” a la Corona que debían jurar los 
prelados americanos al tomar posesión de un obispado.56 El juramento - 
debía llamarse ahora “juramento de obediencia y sumisión” y debía incluir 
en su preámbulo la frase: “Todos mis vasallos sin excepción de los prela- 
dos eclesiásticos están igualmente obligados por derecho divino y natural 
a guardar y cumplir las obligaciones inherentes al vasallaje”, para anular 
las opiniones que ponían en duda la supremacía de la autoridad secular.5? 


51 Ibid., Informe Aponte e Iguanzo al rey, 19 de octubre, 1775. 

52 Biblioteca Pública de Toledo, col. Borbón-Lorenzana, vol. 178, núm. 14, Repre- 
sentación de los padres del Concilio a Su Santidad, 24 de octubre, 1771 (copia). 

53 Bn, 5806, extracto compendioso de las actas..., 16 de octubre, 1771. 

54 AGN, Reales cédulas 92, Rc, 17 de marzo, 1768. 

55 AGI, Ind. Gen. 350, Real resolución a la Consulta, 30 de enero, 1768. 

56 Recop. Indias, ley 1, título 7, Libro 1. 

57 AG1, Ind. Gen. 1653, Juntas del Nuevo Código, 4 de febrero y 11 de marzo, 1782. 
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El acento en las teorías del vasallaje y la inmunidad eclesiástica en 
este momento se puso de manifiesto en la reacción del gobierno ante 
una tesis que aceptó la Universidad de Valladolid en 1770, en la que se de- 
fendía la total libertad del clero respecto a la autoridad secular.38 El 
Real. Colegio de Abogados de Madrid, a quien el Consejo de Castilla re- 
mitió la tesis, informó que el cuerpo general de la ley canónica que se 
enseñaba en las facultades de Derecho, en el que se basaba la tesis, con- 
tenía muchos cánones que se oponían a la ley española. Su amplia acep- 
tación entre el clero representaba un peligro para la tranquilidad públi- 
ca, y había llevado a “ciertos sucesos lastimosos de nuestros tiempos” (es 
decir, el motín de Esquilache), y el Colegio pensó que sería oportuno 
advertir al clero de que el rey poseía autoridad coercitiva para someter- 
los a la obediencia de sus leyes, sin importar el contenido de ciertos cá- 
nones “apócrifos”.59 

Las medidas que tomó la Corona a consecuencia de esta tesis fueron 
un fuerte golpe a la libertad académica. Tanto el deán de la facultad de 
Derecho de Valladolid como el autor de la tesis fueron despedidos, se 
ordenó a la universidad que se elaboraran nuevas tesis que validaran las 
prerrogativas reales y se estableció, en cada universidad española, el 
puesto de censor real, que debía examinar todas las tesis antes de ser 
aceptadas, para defender la autoridad real de cualquier doctrina peli- 
grosa.60 


LESA MAJESTAD Y EL FUERO ECLESIÁSTICO 


La consecuencia más famosa del cambio de dirección de la política real 
de la época fue la expulsión de los jesuitas de todos los dominios reales 
en España y en América, por “gravísimas causas relativas a la obliga- 
ción en que me hallo constituido de mantener en subordinación, tran- 
quilidad y justicia mis pueblos y otras urgentes, justas y necesarias que 
reservaran mi Real Ánimo”, que el rey decidió no hacer públicas.6! Esta 
medida, Que siguió a otros decretos similares que dictaban la expulsión 
de los jesuitas de Portugal en 1759 y de Francia en 1764, no fue una repre- 
salia arbitraria y aislada, sino que formaba parte de un plan vasto y ela- 
borado para fortalecer el Estado ante cualquier amenaza contra su 
seguridad y cualquier posible oposición a las políticas reales. 


58 Documentos históricos mexicanos (BM), u, núm. 16, Tesis defendida por el Br. Miguel 
de Ochoa, 31 de enero, 1770, en la Real provisión para preservar las regalfas de la 
Corona... (Madrid, 1770). 

59 Ibid., Dictamen del Real Colegio de Abogados, 8 de junio, 1770. 

60 Jbid., Real provisión para preservar las regalías de la Corona..., 6 de septiembre, 
1770. Véase también R. Herr, Op. cit., pp. 24-25. 

61 Decretos reales tocantes a la iglesia (8m), núm. 20, Sanción pragmática, 2 de abril, 
1767, inserta en RC, 5 de abril, 1767. Véase también, pp. 56-57 de este texto. 
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Otra medida que formaba parte de este plan general era la expulsión 
de todos los eclesiásticos extranjeros de las Indias, decretada varios 
meses después de la expulsión de los jesuitas en 1767. Los motivos para 
esta súbita insistencia de que se cumplieran las leyes del código legal 
colonial que prohibían a los extranjeros viajar a las Indias se afirmaron 
claramente en el primer párrafo de la cédula: el rey se veía obligado a 
actuar a causa de “los graves inconvenientes que se siguen de que pasen 
a los reinos de América religiosos extranjeros desnudos de afecto a la 
nación y preocupados de pasiones contrarias a mis dominios en las 
Indias”.62 Esta orden no se basaba en ninguna prueba ni de que hubiera 
aumentado notablemente el número de clérigos extranjeros residentes 
en las colonias ni de que hubiera sido sospechosa su conducta.é3 Era 
tan sólo una medida de precaución diseñada para eliminar una posible 
amenaza a la seguridad externa del Estado. 

La expulsión de elementos del clero particularmente no confiables, 
como los eclesiásticos extranjeros y los jesuitas, era sólo una solución 
parcial al probiema de proteger al Estado contra eclesiásticos potencial 
o activamente peligrosos. Los jesuitas, con sus ideas sospechosas, su 
enorme influencia sobre la opinión pública y su poderosa organización 
eran el epítome de todos los peligros y obstáculos que podían presentar 
los eclesiásticos en general. No era ni factible ni deseable expulsar a todo 
el clero pero, mientras fueran inmunes a la acusación civil, seguían sien- 
do una amenaza potencial. Ya se disponía de argumentos regalistas que 
justificaban la abolición de la inmunidad eclesiástica en los casos de 
sedición o de cualquier otro crimen contra el Estado y sólo se necesitaba 
la circunstancia adecuada, que se presentó con el motín de Esquilache, 
para inducir a la Corona a traducirlos en leyes. Poco después del motín 
en 1766; el Consejo de Castilla emitió una cédula que permitiría a las 
autoridades civiles proceder contra todos los eclesiásticos implicados en 
el levantamiento: todos los fueros privilegiados “sea de la clase que fue- 
ren” dejaban de ser válidos en casos de revuelta, rebelión, o cualquier 
clase de desorden público, que juzgaba la jurisdicción civil ordinaria.é% 
En otra cédula se ordenaba que esta jurisdicción abarcara a todos los 
eclesiásticos partidarios de doctrinas contrarias o críticas del rey, la 
familia real o miembros del gobierno.$5 

Estas leyes no se aplicaron al pie de la letra en el momento en que se 
promulgaron. Se arrestó a varios eclesiásticos en Madrid y otras ciuda- 
des de Castilla poco después del motín, pero se les exilió sin juicio pre- 


62 aG1, México 3053, re circular, 17 de octubre, 1767. 

63 Véase, pp. 57-58. 

64 Novés. Recop. España, ley 4, título 11, Libro 12, a partir de Rc, 7 de agosto, 1766. 
65 Ibid., ley 7, título 8, Libro 1, a partir de rc, 18 de septiembre, 1766. 
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vio.£6 El obispo de Cuenca, a quien se acusó de escribir libelos con in- 
tenciones sediciosas, sólo recibió un reproche público ante el Consejo 
de Castilla y se le exilió de la corte, aunque el fiscal Campomanes había 
pedido que se le enjuiciara como a un “reo de Estado”, para que el pú- 
blico no creyera que la consagración episcopal le otorgaba a uno “carta 
blanca para desacreditar al soberano”.$? 

La existencia de estas leyes, sin embargo, era tan importante como st 
aplicación. Junto con las otras medidas para salvaguardar el orden pú- 
blico, como la prohibición de que hubiera imprentas en o cerca de terre- 
nos eclesiásticos (se había atribuido a los jesuitas panfletos subversivos 
que aparecieron durante el motín), ponen de manifiesto la profunda 
desconfianza que llegó a tener el gobierno hacia el clero en esta época. 
Pero, más importante, estas cédulas, que representaban el primer ataque 
oficial contra el fuero eclesiástico, eran una declaración pública de la 
nueva política de la Corona de control judicial directo sobre el clero. 
Aun si Carlos II decidió no aplicarlas plenamente en el momento de su 
promulgación (su sucesor, Carlos IV, no dudó en usarlas después, en los 
años que siguieron a la Revolución francesa), quedaron como una 
advertencia, en caso de que algún eclesiástico tuviera la ocurrencia de 
fomentar la discordia, o de alterar el orden público, de que su privilegio ” 
de inmunidad había dejado de ser sacrosanto. 

Otra restricción directa de la inmunidad eclesiástica fue una cédu- 
la dirigida contra los jesuitas expulsados que regresaban del exilio. Se 
ordenaba el arresto, el juicio civil y severas penas, sentencia de muer- 
te para un hermano laico y cadena perpetua para un sacerdote ordena- 
do, para los jesuitas que reingresaran en territorio español, aun si se 
habían convertido en sacerdotes seculares o habían ingresado en otras 
órdenes religiosas después de la expulsión.?0 A pesar de sus ominosas 
frases parece ser que esta cédula se emitió más como una advertencia y 
una disuasión y no porque se tuviera la intención de aplicarla en rigor. 
Se arrestaba y juzgaba a los jesuitas que regresaban, en violación de su 
inmunidad, pero no eran sentenciados a muerte ni a cadena perpetua, 
sino que simplemente se les enviaba de vuelta a Italia.?! 


66 Véase V. Rodríguez Casado, op. cit., pp. 162-167; y Cartas inéditas del Padre Isla, pp. 
368-372. 

67 AHN, Consejos 494, Respuesta Fiscal Campomanes, 16 de julio, 1767. 

68 M. Dánvila y Collado, op. cit., Tv, 14. 

69 Véase, por ejemplo, AHN, Consejos 51560, Causa reservada por cartas y papeles 
recogidos a D. Juan Gómez Pacheco, cura párroco del Esconial..., 1797-1798. En Consejos 
8925 se encuentra un caso similar con fecha de 1796. 

70 AGN, Bandos y ordenanzas 7, RC Consejo de Indias, 11 de noviembre, 1767 (a partir 
de rc, Consejo de Castilla, 22 de octubre, 1767). 

71 Véase RAH, Legajos de Jesuitas 89, para juicios de jesuitas expulsados que regresaron 
a España, 1768-1791. 
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Los decretos emitidos poco después del motín de Esquilache, aunque 
señalan un giro radical de la tradicional política real de control del clero 
por medios extrajudiciales, tuvo en realidad pocos efectos tangibles en 
la práctica judicial en las Indias. Las cédulas que abolían todos los fue- 
ros privilegiados en caso de revuelta, sedición y subversión?2 estaban 
redactadas en términos tan generales que las autoridades coloniales 
nunca podían decidir si incluían o no el fuero eclesiástico,?3 y el decreto 
que restringía la inmunidad de los jesuitas fugitivos, aunque se aplicó 
en las Indias,?4 sólo se refería a un grupo particular y relativamente pe- 
queño dentro del clero. Sin embargo, un caso que surgió en México en 
los 1760 estableció un precedente claro para el juicio secular de los ecle- 
siásticos traidores y lo que es más importante, dio origen a una nueva 
ley que se refería, sin lugar a dudas, a todo el clero de las Indias. Este caso 
central acerca de un fraile italiano acusado de espionaje a quien, antes 
del motín de Esquilache y de la expulsión de los jesuitas, se aplicó el 
viejo método de la deportación,?5 y a quien se despojó de su fuero al ser. 
arrestado de nuevo después de estos sucesos, pone claramente de mani- 
fiesto el origen y la naturaleza del cambio de la política real hacia la in- 
munidad eclesiástica y merece, por tanto, un análisis detallado. 

En octubre de 1762, mientras La Habana se hallaba bajo la ocupa- 
ción británica, el virrey Cruíllas de la Nueva España y otros funciona- 
rios reales recibieron cartas de La Habana en que se les informaba del 
viaje a Campeche de un cierto fray Juan de Annovacio, un servita italia- 
no de Venecia, que había sido amigo cercano del comandante británico, 
lord Albemarle, y que les advertía que el viaje era una misión de reconocl- 
miento como preparativo para una invasión.76 Annovacio fue arrestado 
casi al llegar y llevado bajo vigilancia militar a la prisión real de México, 
en donde se le mantuvo incomunicado para el interrogatorio.?? Cuando 
el virrey sintió que había obtenido un testimonio cabal, informó al arzo- 
bispo de su decisión de deportar el fraile a España.?3 La controversia 
que siguió entre el arzobispo y las autoridades civiles sobre si las medi- 


72 La rc, 18 de septiembre, 1766 se envió a México por Ro, 23 de septiembre, 1766, AGN, 
Bandos y ordenanzas 6. Al menos se conoció en México otra ley más enérgica, una Real 
Pragmática de 1774, hecha ley 5, título 11, Libro 12, Novís. Recop. España. 

73 Véase AGN, Obispos y arzobispos 3, Obispo de Oaxaca al virrey, 8 de enero, 1811; y 
Dictamen Junta de Seguridad, 18 de enero, 1811. 

74 Véase AGI, México 1152, petición de Tomás de Ruvalcaba, 27 de junio, 1779; e Ind. 
Gen. 563, Real Resolución, 31 de agosto, 1786, acerca de un caso en Buenos Aires. 

75 Véase pp. 61-63, en que se estudia un caso de deportación. 

76 AGI, México 2617, Padre Joseph Butler, rector del Colegio jesuita en La Habana, a 
Joseph Crespo, gobernador de Campeche, 14 de octubre, 1762. Otras cartas sin firmar al 
virrey y al gobernador de Veracruz tenían fecha del 19-23 de octubre, 1762. 

77 Ibid., Testimonio de los autos instruidos sobre el arresto..., 1762. 

78 Ibid., Cruíllas a Rubio y Salinas, 30 de diciembre, 1762. 
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das ordenadas por el virrey habían violado la inmunidad del fraile, du- 
rante la cual se excomulgó a los dos oidores que habían interrogado al 
sujeto y al escribano real que había estado presente, se resolvió final. 
mente con un recurso de fuerza a la audiencia, que declaró que el arzo- 
bispo “hace fuerza en conocer” y le ordenó revocar las censuras.?? Tan 
pronto como se arregló esta cuestión el virrey prosiguió con su plan de 
enviar al fraile a Cádiz, en donde se le mantuvo encarcelado en la Casa 
de Contratación en espera de que el rey decidiera su destino. 

A pesar de la violenta reacción del arzobispo hacia lo que llamó una 
“total y efectiva transgresión de la inmunidad, fuero y privilegio del cle- 
ro”,80 el procedimiento seguido con Annovacio fue el método aceptado 
para tratar a los eclesiásticos acusados de lesa majestad. Durante la 
revuelta de los comuneros en el siglo xvi, se exilió a los rebeldes eclesiás- 
ticos y se confiscaron sus propiedades, 8! y al inicio del siglo XvIn ciertos 
frailes al servicio de los Habsburgo durante la guerra de sucesión españo- 
la, a quienes se había enviado para promover la rebelión en las Indias, 
fueron interrogados por las autoridades civiles y enviados de vuelta a 
España.82 De hecho, el arzobispo no había objetado la decisión del virrey 
de deportar al fraile, sino sólo el hecho de que no se le hubiera consultado 
y el que no intervinieran jueces eclesiásticos en el interrogatorio. 

El caso de Annovacio, y especialmente las censuras perentorias del 
arzobispo contra magistrados reales de alto rango, dio origen a un torren- 
te de dictámenes y peticiones de juristas tanto en México como en Ma- 
drid acerca del tema de la inmunidad eclesiástica, en las que se cues- 
tionaba la eficacia de este método tradicional, extrajudicial de castigar 
los delitos contra el Estado.33 Aunque su propósito inmediato era de- 
mostrar que el virrey y sus subordinados no habían violado el fuero del 
fraile y que por tanto no estaban justificadas las censuras canónicas, los 
juristas, con pocas excepciones, 34 procedían a plantear argumentos en 
pro de que se revocara el privilegio en casos de espionaje y a pedir que 
el rey estableciera una regla general para evitar nuevos choques 'entre 


79 Ibid., Auto de fuerza, 7 de mayo, 1763. 

80 Ibid., Rubio y Salinas a Cruíllas, 30 de diciembre, 1762. 

8! R. B. Merriman, The Rise of the Spanish Empire in the Old World and the New (4 
vols., Nueva York, 1918-1934), 11, 121, trata de la única excepción, el obispo de Zamora, a 
quien se ejecutó por matar a su carcelero en un intento de escapar de la prisión. 

82 Véase AHN, Códices 722, RC circular, 5 de marzo, 1703 en que se ordena la deporta- 
ción de estos frailes. 

83 AGI, México 2617, Respuestas Fiscal Velarde, México, 13 de enero, 5 de marzo y 25 
de junio, 1763; Escrito Oidor Valcárcel a la Audiencia, 13 de enero, 1763; Dictamen reser- 
vado (sin firmar) “Tratadillo por la regalfa”, 1763; Respuesta Fiscal de Nueva España 
(Madrid), 22 de septiembre, 1763. 

84 Ibid., el Fiscal del Perú estuvo a favor de conservar el privilegio en su Respuesta, 19 
de septiembre, 1763, y dos consejeros en un Voto particular, 24 de noviembre, 1763, estu- 
vieron de acuerdo con él. 
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las jurisdicciones en el futuro al poner estos delitos bajo la autoridad 
exclusiva de los magistrados seculares.85 

Usaron las circunstancias especiales de este caso para plantear que en 
tiempos de guerra los derechos a la inmunidad eclesiástica entraban 
en conflicto con el deber del Estado de protegerse contra el enemigo. Al 
caer La Habana en poder de los británicos en agosto de 1762, los funcio- 
narios de la Nueva España, espantados, creyeron que era inminente un 
ataque sobre el virreinato con muchas posibilidades de éxito y, en me- 
dio de los desesperados intentos para reforzar las defensas a lo largo de 
la costa del golfo, el virrey Cruíllas recibió de La Habana las misivas que 
le advertían de la misión de espionaje de Annovacio. Al considerar las 
pruebas en contra del fraile, Cruíllas pensó que había actuado con excesi- 
va prudencia al no juzgar y sentenciar “a este disimulado explorador” a 
una pena severa.86 En los últimos dos años Annovacio había viajado por 
todo el Caribe, alternando viajes a los puertos españoles más estratégi- 
cos con visitas a la isla británica de Jamaica8” y aun sin los informes de 
La Habana de que Annovacio había estado en contacto diario con los 
funcionarios británicos del lugar, de quienes había recibido muchos re- 
galos, los funcionarios mexicanos sentían que un pasaporte firmado 
“Albemarle”, en el que se afirmaba que Annovacio contaba con su auto- 
rización para ir a Campeche “a mi servicio”88 bastaba para revelar sus 
intenciones. 

Los opositores de la inmunidad eclesiástica afirmaban que si en lugar. 
de arrestar e interrogar a Annovacio en el acto los funcionarios hubieran 
esperado a que actuaran los jueces eclesiásticos, podría haber escapado 
a La Habana habiendo cumplido su misión. Ciertamente, si lo hubieran 
entregado a las autoridades eclesiásticas y hubieran esperado a conocer 
los resultados de su inquisición, como había propuesto el arzobispo, el 
retraso para recibir información vital podría haber hecho la diferencia 
entre la seguridad y caer víctimas de una invasión británica.89 Un juris- 
ta sostenía que los derechos de inmunidad eclesiástica no eran más que 
una bendición para el enemigo, que podía aprovecharse del consabido 
respeto de España hacia el clero: 


Reirán los ingleses altamente, que ya saben el camino de embarazarnos: Bus- 
quen eclesiásticos o supuestos (que sobran impostores) o verdaderos (que 


85 Véase también /bid., Cruíllas a Arriaga, 12 de abril, 1763. 

86 AGt, Mexico 2617, Cruíllas a Arriaga, 12 de abril, 1763. 

87 Ibid., Cuaderno de los instrumentos..., 1762: pasaportes, licencias para predicar en 
las diversas diócesis caribeñas, etcétera. 

88 [bid., Salvoconducto (en inglés), 14 de octubre, 1762, firmado “Albemarle”. 

89 Ibid., Defensa Valcárcel a la Audiencia, 13 de enero, 1763; Respuesta Fiscal Velarde 
a la Audiencia, 5 de marzo, 1763; y Cruíllas al rey, 24 de agosto, 1763. 
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hartos hay relajados), y será menester entregarles el reino de cuenta y orden 
del eclesiástico para lustre, honor y conservación de la religión... ¿No era 
mejor ahorcarse que hacer la guerra con esta sugestión? 90 


En México el auto de fuerza de la audiencia había decidido la disputa 
concreta en torno a la violación de la inmunidad, pero seguía sin resol- 
verse la cuestión más amplia que habían planteado los juristas reales, 
de si debía o no rescindirse la inmunidad. A pesar de las recomenda- 
ciones del fiscal para la Nueva España y de varios ministros, el Consejo 
de Indias y el rey decidieron no enjuiciar a Annovacio por “el horrendo 
crimen de lesa majestad”,?! sino entregarlo a la custodia del obispo de 
Cádiz y entonces, cuando se hubiera establecido con certeza su identi- 
dad, entregarlo a los superiores servitas en Italia.?2? En 1765 el mismo 
fiscal para la Nueva España dirigió un nuevo dictamen directamente al 
rey, en que lo instaba a emitir una ley general que aboliera el fuero ecle- 
siástico en los casos en que se pudiera ver afectada la seguridad del Es- 
tado,?3 pero su largo y detallado argumento no tuvo mayor efecto que su 
primera respuesta, esto es, hasta que surgió de nuevo el caso de Annovacio 
y se volvió a examinar la cuestión a la luz de los sucesos de 1766 y 1767: 
el motín de Esquilache, el caso del obispo de Cuenca y otros ejemplos de 
supuesta subversión eclesiástica, y la expulsión de los jesuitas. 

En 1768 Annovacio, que ahora prestaba sus servicios como soldado en 
un regimiento español acuartelado en Madrid, fue arrestado por segun- 
da vez.?4 Se abrió nuevamente el expediente de su arresto anterior y el 
Consejo tomó nota de una prueba que antes había ignorado: los contac- 
tos que había tenido Annovacio con jesuitas en varios de los puertos 
caribeños que había visitado, cosa que a la luz de lo que había ocurrido 
después pareció extremadamente siniestra. 

El Consejo comisionó a un funcionario para que interrogara de nue- 
vo al fraile en lo que fue un claro intento de establecer un complot de 
los jesuitas para poner en manos de los ingleses las colonias ameri- 
canas; ya que ahora que se había expulsado a la Compañía eran útiles 
motivos nuevos que justificaran esa medida y que fundamentaran la 
petición de Carlos HI al papa de que suprimiera la orden. Se diseñaron las 
preguntas para demostrar que los jesuitas habían reclutado a Annovacio 
en Europa para hacer de correo secreto a y entre los puertos caribeños, 


9 Ibid., “Tratadillo por la regalía”, enviado por Cruíllas a Araga, 12 de abril, 1763. 

91 Biblioteca del Palacio, col. Ayala, tomo 4, Dictamen de D. Manuel Pablo Salcedo, 
1764. 

92 Ibid., Rc al obispo de Cádiz, 24 de diciembre, 1764 y 7 de mayo, 1765. 

93 Biblioteca del Palacio, col. Ayala 4, Dictamen de D. Manuel Pablo Salcedo en apoyo 
del que dio como Fiscal, 1765. 

94 AGI, México 2616, Informe Alcalde de Corte, 7 de septiembre, 1768. 
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y que los ingleses habían invadido La Habana con ayuda de los jesuitas.? 
Nadie se molestó en averiguar por qué, si Annovacio estaba supuesta- 
mente al servicio de los jesuitas, el rector del Colegio Jesuita en La 
Habana había advertido a los funcionarios mexicanos de su intención 
de viajar a Campeche.%6 Al darse cuenta de que sus inquisidores tenían 
mayor interés en difamar a Ja Compañía que en determinar su culpabili- 
dad, el fraile los complació implicando a los jesuitas en su confesión, 
que casi siempre contradijo el testimonio que había dado en México. 

Aunque ahora se creía que era un “verdadero espía de los Padres de la 
Compañía”?? (había dejado de ser un espía británico), el Consejo de In- 
dias sostenía que no se podía juzgar a Annovacio, sino que se le debía 
entregar a los jueces eclesiásticos, y algunos consejeros llegaron a decir 
que no lo podían interrogar las autoridades reales sin la autorización de 
su superior religioso.?8 Pero el rey estuvo de acuerdo con el fiscal en que 
Annovacio había perdido su derecho a la inmunidad al cometer este cri- 
men detestable y fue sentenciado a cadena perpetua.?? No había prue- 
bas nuevas que volvieran al crimen más serio de lo que era en 1764, 
porque su segundo testimonio incriminaba sólo a los jesuitas. El único 
cambio era la actitud del gobierno, para quien la inmunidad eclesiástica 
era una concesión que se podía otorgar o denegar y no un derecho sa- 
grado que no pudieran afectar las circunstancias. 

La atmósfera de sospecha y miedo consecuencia del motín de Esqui- 
lache y de otras circunstancias internas por una parte, y de la Guerra de 
los Siete Años con Inglaterra por la otra, disminuyó inevitablemente con 
el tiempo. Sin embargo, la Corona no olvidó la lección de estos sucesos e 
incorporó a la nueva versión del código legal colonial la nueva política 
hacia la inmunidad eclesiástica, con el caso del fraile servita italiano 
como precedente: “El conocimiento de delitos de lesa majestad que co-. 
meten los eclesiásticos en motines, sublevaciones, sediciones y otras 
causas semejantes toca a nuestros tribunales reales”.!00 Los jueces ecle- — 
siásticos no debían interferir sino remitir inmediatamente los casos a 
los jueces seculares tan pronto como las sentencias sumarias o cual- . 
quier otro procedimiento indicaran que el crimen era de esta natu- 
raleza.!01 


95 Ibid., Declaración tomada al Padre Annovacio por Pedro Ávila y Soto, 22-27 de julio, 
1769. 

96 Véase el texto, p. 132, nota 76. 

97 AGI, México 2616, Consulta Consejo de Indias, 20 de diciembre, 1769. 

98 Idem. 

99 Ibid., Respuesta Fiscales, 21 de febrero, 1769, y Real resolución a Consulta, 20 de 
diciembre, 1769. 

100 AGI, Ind. Gen. 1653, Junta del Nuevo Código, 31 de enero, 1785. 

10! AGI, México 1159, Nuevo Código, ley 13, título 12, Libro !. 
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Incluso después de la crisis de la política real la expulsión siguió sien- 
do la medida usual para los eclesiásticos que eran solamente una posi- 
ble amenaza para la seguridad y cuyas acciones no eran necesariamente 
sospechosas: en 1769, por ejemplo, se envió de regreso a Italia a otro sacer- 
dote italiano, arrestado en Porto Bello, al quedar establecido Ho 
una cuidadosa inquisición que no era culpable más que de ingreso 1 
y que no había mostrado “interés en reconocer la situación de la plaza 
ni sus fortificaciones y defensa”.102 Pero cuando llegó el momento en que 
una amenaza verdadera pendía sobre la monarquía y el imperio, por 
parte de los criollos descontentos tanto laicos como del clero, decididos 
a poner fin al dominio español en América por la fuerza, ya se había 
establecido la base legal para el juicio civil directo de los eclesiásticos 
subversivos y rebeldes y estaba lista para usarse en el intento de aplastar 
el movimiento de independencia en México.103 


102 AGI, Ind. Gen. 2993, Consultas Consejo de Indias, 25 de junio y 19 de agosto, 1768 y 


15 de septiembre, 1769. 
103 Véase a continuación, cap. IX. 
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VII. LA INMUNIDAD ECLESIÁSTICA 
EN LAS DEMANDAS CIVILES 


LoS CONCEPTOS DE FUERO EN LAS DEMANDAS CIVILES 


LA PRIMERA restricción directa del fuero personal de los eclesiásticos que 
afectó seriamente al clero colonial en su totalidad ocurrió en el área del 
litigio civil. Aunque Carlos IV había confirmado esta inmunidad en gene- 
ral en el Nuevo Código de las leyes de Indias, el nuevo código legal tam- 
bién contenía varias excepciones importantes, además de la primera 
declaración formal por ley de la autoridad incontestable de la Corona de 
limitar cualquier privilegio eclesiástico a voluntad.! 

Los regalistas y los canonistas habían discutido durante mucho tiem- 
po acerca del origen y la naturaleza de la inmunidad eclesiástica, una 
disputa que culminó finalmente en el triunfo de los regalistas, que afir- 
maban que el privilegio era una concesión de soberanos temporales 
sucesores podían rescindirla cuando así lo eauimeca la egúidad de 
sus ss dominios reales o el bienestar de sus súbditos. 
fuero eclesiástico, los regalistas tenían diversas opiniones en cuanto a la 
necesidad de hacerlo. El Real Colegio de Abogados de Madrid pensaba 
que estos privilegios, aun cuando se originaran en la ley secular, se 
habían otorgado como un contrato a cambio de los innumerables bene- 
ficios y honores de que Dios y la Iglesia habían colmado a España, que 
podrían verse amenazados si el rey revocaba su parte en el acuerdo.? En 
el otro extremo, ciertos autores sostenían que el bienestar de la sociedad 
y del Estado hacía necesario que se abolieran todos los privilegios ecle- 
siásticos.3 La política eclesiástica posterior de los Borbones para las 
colonias, ejemplificada en el Nuevo Código, fue un término medio entre 
estos dos extremos. El rey declaró su derecho de rescindir por comple- 
to esta “real concesión de nuestros gloriosos progenitores”,.pero. decidió. 
despojar al clero de si su inmunidad sólo en ciertas categorías (en realidad. 


' AGI, México 1159, Nuevo » Código, lees 10-12, título 9, y ley 13, título 12, Libro 1. 

2 Documentos históricos mexicanos (BM), 11, núm. 16, Dictamen del Real Colegio de 
Abogados de Madrid, 8 de junio, 1770. 

3 Bib. del Palacio, col. Ayala 4, Dictamen de Manuel Pablo Salcedo, 1765. 
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las más importantes) y confirmarlo en las restantes “por el honor_can 
que merece ser tratado su alto carácter”.* 

Antes del atague carolino a los privilegios eclesiásticos no había 
ningún conflicto evidente entre la legislación real y la ley canónica en 
cuanto a la inmunidad en las demandas civiles, ya que la fórmula legal 
actor sequitur forum rei, que quería decir que el demandante debía pre- 
sentar la demanda en el fuero del acusado, existía en ambas.5 Con va- 
rias excepciones, esta regla era la práctica establecida en los tribunales 
legales tanto de España como de las Indias. De esta manera un deman- 
dante eclesiástico, ya fuera una orden religiosa, un convento en particu- 
lar o un clérigo individual, que quisieran demandar a un laico para exi- 
gir el pago de una deuda o plantear una demanda para que se llegara a un 
acuerdo sobre disputas de límites territoriales, derechos de propiedad 
de la tierra, derechos al uso del agua y otras cuestiones civiles, lo hacían 
en el tribunal secular correspondiente. De manera similar, los laicos 
que querían demandar a un eclesiástico, frecuentemente parroquia- 
nos fieles que se quejaban de que el cura local les cobraba demasiadas 
cuotas parroquiales, como bautismos y entierros, planteaban la deman- 
da ante el magistrado diocesano.? 

Aunque plantear una demanda en el fuero del acusado era la regla 
general, había varias excepciones importantes. Se había despojado a los 
acusados eclesiásticos de su fuero en ciertas cuestiones que afectaban a 
la Corona directamente incluso antes de que se promulgaran las leyes del 
Nuevo Código. La amplia jurisdicción que se adjudicaban los reyes 
españoles en virtud de la concesión del patronato era una limitación 
importante para la inmunidad eclesiástica, ya que eran el rey y sus vice- 
patronos quienes decidían todo litigio que afectara a los beneficios suje- 
tos al patronato real y muchas otras cuestiones relacionadas con la 
administración de la Iglesia en las Indias y no los jueces eclesiásticos, 
incluso si el acusado o todas las partes interesadas eran eclesiásti- 


4 AcI, México 1159, Nuevo Código, ley 11, título 9, Libro 1. 

5 C. Rodríguez Arango Díaz, El fuero civil y criminal de los clérigos en el derecho canóni- 
co (Roma, 1958), pp. 152-153. Véase también AHN, Códices 756, Consulta Consejo de 
Indias, 18 de mayo, 1767. 

6 Véase, por ejemplo, AHN, Consejos 20675, Convento de Santa Clara con Joseph 
Gómez de Cervantes, 1768; y aG!I, México 2534, La Provincia de Carmelitas descalzos con 
el Conde de la Cortina, 1797. Guadalajara 315, Estado de los negocios civiles pendientes 
en la Real Audiencia de Guadalajara, 1805, enumera muchas demandas civiles plan- 
teadas por eclesiásticos contra laicos. 

7 Véase, por ejemplo, AGN, Clero regular y secular 5, Los naturales del pueblo de 
Malacatepec con su cura sobre aranceles, 1774-1778. En los vols. 30, 67, 83, 153 y 204 de 
la misma sección se habla de demandas similares. Para demandas sobre el pago de deu- 
das, véase, por ejemplo, Clero regular y secular 32, D. Manuel Argumedo con el Br. 
Francisco de Araujo sobre deuda, 1775; y Obras pías 6, D. Manuel de los Ríos con el 
Convento de Betlemitas, 1786-1787. 
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cos.3 Por añadidura, a los miembros del clero que tenían cargos públicos 
que dependieran de la Corona, virreyes y oidores, su estatuto eclesiásti- 
co no los liberaba de las inquisiciones judiciales acerca del cumplimien- 
to de sus deberes, sino que estaban obligados, como cualquier laico que 
tuviera ese cargo, a tolerar las visitas y residencias realizadas por los 
jueces reales,? ya que la Corona se adjudicaba la jurisdicción inherente 
sobre cualquier litigio en el que fuera una de las partes.!0 

Sin embargo, la balanza de las excepciones y la regla general en las de- 
mandas civiles se inclinaba aplastantemente a favor de los litigantes 
eclesiásticos. Como la mayoría de las demandas civiles trataba cues- 
tiones de propiedad, en cualquiera de sus formas, bienes capitales o 
inmuebles, la cuestión del fuero personal con frecuencia se confundía, 
subordinada en gran medida, con la de la inmunidad real, o la inmunidad 
de la propiedad eclesiástica de la autoridad secular. La inmunidad real 
inicialmente se refería nada más a la exención de impuestos y a la ina- 
lienabilidad de la propiedad en manos muertas, pero como corolario la 
Iglesia se había adjudicado derechos sobre la jurisdicción exclusiva de 
todos los asuntos judiciales referentes a la propiedad eclesiástica,!! por 
cuyo medio llegó a controlar una gran parte de todos los litigios civiles 
en México. 

No se puede decir que se aceptara sin cuestionarlo este dominio judi- 
cial de los tribunales eclesiásticos, que se basaba en la exclusión de los 
magistrados reales. El aumento de las competencias y de las quejas de 
los funcionarios reales en las colonias, que llegó a un punto máximo a 
mediados del siglo xvi, coincidió con el surgimiento de la política de la 
Corona de limitar el poder y los privilegios eclesiásticos y finalmente 
aceleraron la creación de nuevas regulaciones, que más que devolver su 
equilibrio a la jurisdicción, le dieron una clara ventaja tanto a los jueces 
seculares como a los litigantes laicos. 

Para poder analizar el desarrollo de esta nueva legislación será ngce- 
sario describir primero la práctica anterior y los motivos de frigción 
entre las dos jurisdicciones. Como en todos los casos de mixti fori, las 
líneas divisorias entre ambas no estaban bien definidas y cambiaban 
dependiendo del celo y la decisión de cada funcionario. Un destacado 


8 Véase el texto, pp. 29-32, sobre las demandas patronales. 

9 Recop. Indias, ley 37, título 34, Libro 2. Véase J. Mariluz Urquijo, Ensayo sobre los 
juicios de residencia indianos (Sevilla, 1952), pp. 91-92, sobre residencias de virreyes ecle- 
siásticos en el siglo xv11; y Mexican Political Pamphlets (8M), 1, núm. 4, Pesquisa secreta 
hecha en la residencia del Arzobispo virrey Juan Antonio Vizarrón, 1734-1740. 

10 Véase Siete Partidas, ley 23, titulo 6, Partida 1; y J. de Hevia Bolaños, Curia Philipica, 
Parte 1, párr. 5, núm. 22. 

1! P, Rodríguez Campomanes, Tratado de la regalía de amortización, cap. 1, especial- 
mente pp. 3-25. 
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jurista español del siglo xvn, después de presentar argumentos teóricos 
a favor de cada jurisdicción, aceptó que no había una regla general. 
mente aceptada en España para los casos referentes a la propiedad ecle- 
siástica y que, con frecuencia, se planteaba la misma clase de demanda 
indiscriminadamente en un tribunal real o en una diocesana sin que se 
pudiera discernir ningún criterio en que se basara la decisión.!2 

El origen más obvio de la propiedad eclesiástica eran los diezmos, 
que se recolectaban sobre todos los productos agrícolas y ganaderos. !3 
Al inicio de la época colonial la jurisdicción judicial sobre los diezmos 
pertenecía a los tribunales reales, ya que el papa Alejandro VI había do- 
nado a la Corona española todos los diezmos eclesiásticos de las Indias 
en 150114 y, aunque se le habían donado de vuelta a la Iglesia (con la 
excepción de una pequeña parte, llamada los reales novenos, que se 
reservaba la Corona), todavía se les consideraba propiedad real.!5 De 
esta manera eran las audiencias y el Consejo de Indias, y no las cortes 
eclesiásticas quienes decidían las disputas referentes a la recolección 
y pago de los diezmos, como la prolongada demanda entre los jesuitas y 
los diversos obispados americanos en torno al derecho que se adjudica- 
ban los primeros de no pagar diezmos, aun cuando los jesuitas soste- 
nían que la Iglesia tenía la jurisdicción exclusiva sobre el caso, que ellos 
querían remitir a Roma.!f La Corona ignoró este argumento y confirmó 
la jurisdicción real sobre todos los litigios referentes a los diezmos en 
las Indias. Pero en 1672, al decidir el Consejo de Indias a favor de los 
obispados, se implementó su decisión con una cédula real que en efecto 
impediría a los tribunales reales locales hacerse cargo de las demandas 
referentes a la recolección y distribución de diezmos, incluso aquellos 
que pagaban los laicos.!?7 Cada diócesis tenía autorización para nombrar 
a dos cánones como jueces hacedores, que debían aplicar la sentencia 
contra los jesuitas y que al final asumieron el control judicial sobre estas 
cuestiones,!3 con lo que se invirtió el sistema practicado originalmente 
en Castilla, en donde la Corona nunca se había adjudicado el derecho 
sobre los diezmos eclesiásticos. !? 

2 J. de Hevia Bolaños, op. cit., Parte 1, párr. 5, núm. 13. 

(3 Recop. Indias, leyes 2-5 y 12, título 16, Libro 1. 

14 Bula papal, “Eximiae devotionis” en F. J. Hernáez, op. cit., 1, 20-21. 

15 Véase J. de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, cap. 1, núms. 23 y 30-32. 

16 J. de Solórzano Pereira, op. cit., Libro 4, cap. 1, núms. 24-25. 

17 rc, 1672, citada en rc, 21 de diciembre, 1766, en que se dio la decisión final contra 
los jesuitas, en Decretos reales tocantes a la iglesia (8mM) núm. 19, Véase también W. Borah, 
“Tithe Collection in the Bishopric of Oaxaca, 1601-1867”, HAHR, xx1x (1949), p. 505. 

18 Véase AGI, México 2622, “Práctica y ejercicio de la Real jurisdicción en las materias 
diezmales de ambas Américas”, por José Lebrón y Cuervo, abogado de la Real Audiencia 
de México (s. f., enviado al Consejo de Indias en 1771). 


19 Véase J. Sempere y Guarinos, Historia de las rentas eclesiásticas de España (Madrid, 
1822), pp. 110-111. 
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Los jueces hacedores tenían poderes extremadamente amplios: 
podían ordenar que se encarcelara a todo el que, laico o eclesiástico, no 
cumpliera con el pago de sus diezmos, y podían también emitir cen- 
suras canónicas contra los recolectores de diezmos que hicieran fraude 
con los fondos y aquellos que no denunciaran el robo o falta de pago, 
así como a los propios delincuentes.?0 Al actuar como juez, parte y fis- 
cal en el mismo caso, estos jueces con frecuencia actuaban con severi- 
dad deliberada contra muchos laicos, y con otros clérigos, y confiscaban 
la propiedad de los recolectores cuyas cuentas quedaran cortas, calcula- 
ban diezmos más altos sobre las cosechas que lo que llegaba a pro- 
ducirse y excomulgaban a quienes no podían pagar el monto total del 
diezmo que les correspondía, según habían calculado.?! 

Estos amplios poderes judiciales, de los que era tan fácil abusar, no 
se cuestionaron seriamente hasta la visita de José de Gálvez, que coronó 
sus intentos de realizar una reforma fiscal con la Ordenanza de Inten- 
dentes en 1786 que, entre otras innovaciones, puso la recolección de los 
diezmos bajo la supervisión directa de los funcionarios de la tesorería y 
limitó drásticamente la jurisdicción judicial de los jueces hacedores.?2 
Sólo tendrían un voto minoritario en una nueva Junta de Diezmos, que 
tendría la jurisdicción sobre todos los administradores y recolectores, 
mientras que se consideraría que la Corona le había delegado su juris- 
dicción sobre las demandas referentes al pago de diezmos, así que no 
podría hacer uso de las prisiones eclesiásticas ni aplicar las censuras 
canónicas, y sus decisiones se podrían apelar en los tribunales reales 
superiores.23 

Sin embargo, la reforma judicial en el sistema de la recolección de 
diezmos duró muy pocó, porque Carlos III cedió pronto a las protestas 
de los prelados mexicanos y suspendió la aplicación de los artículos per- 
tinentes de de la Ordenanza,24 Los tribunales reáles núnca habtar dejado” 
de controlar los casos de diezmos importantes, como la exen del 
pago o la división del producto de los diezmos, aun cuando se trataba 


20 crvm, canon 2, título 15, Libro 3. Véase también Bn, 12054, Representación del Dr. Ríos, 
Doctoral de Valladolid, sobre la jurisdicción de los jueces hacedores, 6 de junio, 1778. 

21 Véase AG1, México 2628, Representación de Juan de Aponte y Francisco Díaz 
Inguanzo a S. M., 6 de enero, 1770; y México 2629, Informe del Pbro. Manuel Márquez, 17 
de junio, 1769, acerca de estos abusos en la diócesis de Oaxaca. En BN, 12054, Repre- 
sentación del Dr. Ríos, 6 de junio, 1778, se citan casos de confiscación de la propiedad y 
censuras canónicas en las diócesis de México y Michoacán. 

22 F, de Fonseca y C. de Urrutia, Historia general de Real Hacienda, escrita por ...orden 
del virrey conde de Revillagigedo... (6 vols., México, 1845-1853), 11, 248-249, “Real ordenan- 
za para el establecimiento e instrucción de intendentes de exército y provincia en el reino 
de Nueva España”, 4 de diciembre, 1786, artículos 168-208. 

23 Ibid., arts. 173, 176. 

24 RC reservada, 23 de marzo, 1788, en Fonseca y Urrutia, op. cit., 1, 260. 
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de eclesiásticos por ambas partes, y siguieron decidiendo estas disputas! 
hasta-el final de la época colonial.25 Pero en las demandas referentes a 
la recolección el rey estaba dispuesto a confirmar ¡a jurisdicción ecle% 
siástica sobre sus súbditos laicos, aun violando su fuero como ac 

dos.26 Los prelados mexicanos habían sostenido que tos diezmos, al 3er, 
propiedad de la Iglesia, estaban sujetos a la inmunidad real y que no po: 
dían estar bajo la jurisdicción secular, pero su argumento más prag- 
mático de que los jueces hacedores (quienes, como canónigos, derivaban 
su ingreso de los diezmos) obligarían al pago con más rigor y eficiencia 
que los funcionarios del tesoro, quienes tenían tantas otras obligacio] 
nes,2? probablemente tuvo mayor efecto en un rey tan preocupado por 


los asuntos del fisco como Carlos III. 


LAS DEMANDAS CIVILES SOBRE LOS TESTAMENTOS 


Una fuente de riqueza tan importante para la Iglesia como los diezmos 
eran los numerosos legados que los testadores hacían para bien de sus 
almas, para que se usaran en misas periódicas, el mantenimiento de un 
“monasterio, dotes para doncellás huérfanas : y Otras “obras pías "28 La Com 
binación de un confesor entusiasta y el cercano prospecto de la muerte 
usualmente vencían la resistencia de cualquier moribundo pénttente, 

que con frecuencia estaba dispuesto a desheredárá Su familia con talde 


a CU a 


asegurar la salvación de su alma. Como hacía notar el gobierno de Ma! 
drid: “Es bien sabido que los súbditos de Su Majestad en las Indias son 
sumamente piadosos, por lo que raro es el testamento que no contenga. 
un legado para obras pías”.2?9 Pero la piedad excesiva no era lo único que: 
motivaba estos legados. Como no se pagaban impuestos sobre la propie: : 
dad eclesiástica, que también era inalienable, muchas familias estable- 


25 Véase AGI, Guadalajara 245, Consulta Consejo, 3 de septiembre, 1796, acerca de una! 
demanda entre las diócesis de Guadalajara y Durango: y Guadalajara 534, Consulta, 12 de' 
febrero, 1801, acerca de una demanda entre las diócesis de Durango o los miembros del 
ejército en las Provincias Internas. 

26 AGN, Bandos y ordenanzas 19, rc, 20 de julio, 1797. 

27 Bn, 13224, Petición al rey del arzobispo y el capítulo de México y del obispo y capítu- 
lo de Michoacán (s. f., pero por pruebas internas, 1795). 

28 A. von Humboldt, Ensayo político sobre el reino de la Nueva España (5 vols., México, 
1941), tu, 167, calculaba el ingreso anual de los diezmos en la Nueva España para finales 
del siglo xvtu en 2.4 millones de pesos. Los ingresos de las inversiones de propiedad ecle- 
siástica (que provenían sobre todo de legados y donaciones) eran de aproximadamente 2.2 
millones de pesos anuales (calculado a la tasa usual de interés al cinco por ciento): M. 
Abad y Queipo, Colección de los escritos más importantes que en diferentes épocas dirigió al 
govierno (México, 1813), pp. 95-112, “Escrito presentado a D. Manuel Sixto Espinosa del 
Consejo de Estado...”, 1805. 

29 AGI, Ind. Gen. 2994, Informe, tres ministros del Consejo de Castilla al rey, 11 de 
noviembre, 1781. 
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cían capellanías309 como un fondo libre de impuestos para un heredero 
masculino, quien tan sólo tenía que tomar las Órdenes sagradas para 
recibir el beneficio y a veces el heredero nada más tenía que pagarle a 
un Sacerdote para que cumpliera con las funciones espirituales del lega- 
do mientras él disponía del resto de las rentas para sí.3! Como las cortes 
eclesiásticas se hacían cargo de casi todas las demandas referentes a los 
testamentos que contenían legados pios, además de los casos en que se 
trataba de testadores o herederos eclesiásticos, la Iglesia ejercía un con- 
trol judicial de peso sobre la herencia de la propiedad. 

El litigio sobre los testamentos era quizá el caso más disputado de 
todos los casos de mixti fori por la compleja combinación de factores 
que establecían la jurisdicción: ambos, el carácter espiritual o temporal 
de la propiedad implicada y el fuero tanto del testador como del herede- 
ro se tenían que tomar en consideración. Los jueces reales se adjudica- 
ban la jurisdicción exclusiva sobre todos estos casos, basándose en las 
leyes reales que establecían que el juez de bienes de difuntos, o el real juez 
de testamentos (cargo en que se turnaban los oidores), se hacían cargo de 
todo litigio referente a la distribución de legados y propiedad intestada.32 
Pero en la práctica los jueces diocesanos de testamentos, capellanías y 
obras pías hacían caso omiso de la cláusula que los desautorizaba a 
intervenir en estos casos, enfrentando cada situación con el arsenal ade- 
cuado de teorías legales. Cuando el testador era un eclesiástico con un 
heredero laico, usaban el viejo concepto de fuero pasivo, que quería 
decir que el testamento adquiría el fuero del testador, aun cuando es 
obvio que él personalmente no tomaba parte en el litigio.33 Cuando la 
situación era la contraria enfatizaban la inmunidad personal del 
heredero quien, alegaban, tenía derecho de litigar en su propio fuero 
eclesiástico. Cuando se trataba de legados píos se decía que la propie- 
dad adquiría la inmunidad real por medio de su designación espiritual y 
el juez eclesiástico se consideraba un ejecutor a jure de los legados. 34 

De esta manera los litigantes laicos estaban en desventaja sin 'impor- 
tar cuáles eran las circunstancias del caso. Cuando se designaba a un 
eclesiástico como albacea de una herencia en que el testador y el here- 


30 Una capellanía era un beneficio eclesiástico privado que tenía la obligación de realizar 
deberes espirituales estipulados, usualmente misas por el alma del benefactor fallecido. 

31 Para material sobre las capellanías de sangre, véase Bn, 12054, Memorial del Arzo- 
bispo de México sobre capellanías fundadas en favor de parientes..., 26 de septiembre, 1776. 

32 Recop. Indias, leyes 3, 7 y 8, título 32, Libro 2. Véase también Mexican Political 
Pamphlets (BM), 1, núm. S, Instrucción dada por el Juez de bienes de difuntos a los gover- 
nadores, alcaldes mayores y demás justicias locales..., México, 1763. 

33 Véase, por ejemplo, AG1, Guadalajara 332, Respuesta Defensor de obras pías (dióce- 
sis de Durango), 11 de mayo, 1764. 

34 Véase AGI, México 2632, Obispo de Michoacán a la Audiencia de México, 2 de 
diciembre, 1761; y Hevia Bolaños, op. cit., Parte 1, párr. 5, núm. 40. 
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dero eran laicos (lo que ocurría con frecuencia), cualquier demanda en 
su contra por negligencia o fraude al hacer entrega de la propiedad se 
tenía que plantear ante el tribunal diocesano, el fuero del acusado, de 
acuerdo con la práctica establecida en las demandas civiles.35 Sin em- 
bargo, esta regla usualmente se pasaba por alto cuando el acusado era 
laico, deudor o albacea de una propiedad herencia de la Iglesia o de un 
eclesiástico individual, en cuyo caso se citaba al acusado en el fuero del 
demandante, que era o el heredero o el administrador de una fundación 
pía y el juez diocesano podía confiscar su propiedad.36 

La falta de reglas claramente definidas en la legislación real había 
favorecido a los jueces eclesiásticos en todas las áreas de la jurisdicción 
en el siglo xvn, el apogeo del poder de la Iglesia en las Indias. Tanto la 
autoridad central de la Corona como la administración local fueron no- 
tablemente más débiles y menos eficaces en este siglo que en el anterior 
y el siguiente. La incompetencia de los últimos Habsburgo y de sus mi- 
nistros es cosa sabida: en los niveles menores de la administración, el 
aumento en las ventas de los cargos públicos trajo como consecuencia 
que hubiera funcionarios más interesados en acrecentar su patrimonio 
privado que en defender la autoridad real y las prerrogativas de la Coro- 
na.37 El entusiasta y eficiente clero colonial llenó el vacío que resultó de 
esto y se hizo cargo de muchas funciones administrativas y judiciales 
reservadas antes a los servidores de la Corona, aun cuando existían le- 
yes reales que lo prohibían. Un gobierno secular igualmente fuerte 
podía haber impedido estas intrusiones, pero como no existía la Iglesia 
tuvo el camino casi completamente libre para dominar las cuestiones 
económicas y judiciales. 

No todos los jueces reales permitían que las cortes eclesiásticas mo- 
nopolizaran el litigio testamentario sin cuestionarlo, y se le cuestionó 
cada vez más hacia mediados del siglo xvi cuando se dejó sentir en la 
administración local el efecto renovador del dominio fuerte y centrali- 
zado de la nueva dinastía de los Borbones. La mayoría de las competen- 
cias se centraron en la jurisdicción sobre casos testamentarios (que 
incluían el inventario de las propiedades así como la publicación de los 
testamentos), ya que la mayoría de los jueces seculares estaba de acuer- 


35 Véase, por ejemplo, ac1, México 2644, Informe del Juez de testamentos, capellanías y 
obras pías, Michoacán, 1 de abril, 1787. 

36 Véase, por ejemplo, AGI, Guadalajara 358, Testimonio de la testamentaría de doña 
Eugenia Ludgarda Zavalza, 1751-1768; y AHN, Códices 715, RC circular, 24 de febrero, 
1638, en que se ordena a los jueces reales testamentarios poner un freno a esta práctica, 
extendida por todas las Indias. 

37 Véase J. H. Party, The Sale of Public Office in the Spanish Indies under the Habsburgs 
(Ibero-Americana: 37, Berkeley, 1953), especialmente pp. 48-63, 69-73, quien concluye 
que esta práctica obligó a muchos funcionarios a cometer fraude o a extorsionar fondos 
para poder pagar los préstamos para comprar Sus cargos. 
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do en que una vez que se había declarado la validez de un testamento, la 
transmisión de la propiedad a los herederos eclesiásticos o a las obras 
pías quedaba bajo la jurisdicción de la Iglesia. El origen de estas dispu- 
tas era el enredo de los conceptos legales y las leyes contradictorias, que 
resultaban muy confusas hasta para el más competente de los juristas. 
La responsabilidad de las disputas, como solía suceder, era del gobierno 
de Madrid, que no había sentado una regla general de procedimiento, de 
tal manera que por supuesto las autoridades se atenían a la legislación 
particular, con frecuencia incoherente, para resolver sus dudas. 

Obviamente, los jueces eclesiásticos querían que se atribuyera validez 
universal a las leyes que favorecían su jurisdicción; la ley más citada era 
una cédula real de 1698 al obispo de Caracas, que autorizaba a los tribu- 
nales diocesanos a llevar casos testamentarios que implicaban a testa- 
dores y herederos eclesiásticos o a legados para las obras pías.38 Pero los 
jueces reales podían citar otra cédula (1662) a la Audiencia de Guadalajara 
que confirmaba la jurisdicción real sobre todos los casos testamenta- 
rios.32 No se podía deducir a partir de la práctica establecida una guía 
confiable para estas disputas: en una competencia que surgió en Du- 
rango en 1764 alrededor de la comprobación legal de un testamento en 
que un sacerdote legaba su propiedad a las obras pías,*0 tanto el juez 
diocesano como el gobernador podían encontrar precedentes en sus 
archivos para probar que ambos tribunales habían llevado casos simi- 
lares en el pasado. La Audiencia de Guadalajara decidió la competencia 
de Durango, basándose en la cédula de 1662, a favor de los tribunales 
reales,+! pero el obispo de Durango apeló al rey para que invalidara esta 
decisión y emitiera una ley general para hacer aplicable la cédula de 
1698 en todos los distritos.42 

Pero ésta y las otras competencias que surgieron inevitablemente 
alrededor del litigio testamentario sólo fueron atendidas por el Consejo de 
Indias cuando ya no pudieron ignorar las numerosas e insistentes peti- 
ciones de los prelados y los funcionarios reales para que se emitiera una 
ley general. Las primeras apelaciones, provenientes del obispo de Popo- 
yán y del deán de la sede vacante del capítulo de Panamá no se atendie- 
ron, y el Consejo declaró, con una reprimenda, que “este Supremo Consejo 
no se ha instituido para declarar dudas particulares cuya resolución se 
encuentra fácilmente en los autores obvios y comunes”.13 Pero'el número 


38 AGI, Guadalajara 332, rc, 7 de junio, 1698 (copia). 

39 AHN, Códices 687, rc, 18 de junio, 1662. 

40 AGI, Guadalajara 332, Testimonio de la testamentaría de Joseph de Arzapalo, pres- 
bítero, 1764-1767. 

4! /bid., Auto de fuerza, Audiencia de Guadalajara, 17 de julio, 1764. 

32 Ibid., Obispo de Durango al rey, 12 de marzo, 1765. 

43 Act, México 2632, RC al obispo de Popoyán, 6 de agosto, 1766, en Expediente sobre 
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y tenor de las peticiones indican que la cuestión distaba mucho de ser 
frívola. La siguiente apelación fue del gobernador de Cuba, que señaló 
los efectos dañinos de estas disputas jurisdiccionales sobre todos los liti- 
gantes, especialmente los beneficiarios de los testamentos, que con fre- 
cuencia tenían que esperar por muchos años antes de recibir sus heren- 
cias.14 La petición del obispo de Durango para una ley general fue la 
siguiente que recibieron, y poco después recibieron apelaciones simi- 
lares de la Audiencia de México y del obispo de Michoacán, que sur- 
gieron de una competencia casi idéntica a la de Durango.% La audiencia, 
aunque parcial a la cédula de 1662, había aceptado el punto del obispo 
de que era necesaria la adjudicación imparcial, ya que la práctica esta- 
blecida en Michoacán se había conformado a la otra cédula de 1698. 

Tanto las autoridades eclesiásticas como las reales parecen haber 
estado preocupadas básicamente por terminar con estas disputas que 
sólo ocurrían en detrimento de ambas partes, pero es comprensible 
que buscaran influir al rey para que éste confirmara sus propias juris- 
dicciones. Los jueces reales señalaron que la intervención eclesiástica 
en estos casos limitaba seriamente la esfera jurisdiccional de los tri- 
bunales reales, cosa que daba a los tribunales diocesanos la posibilidad 
de controlar la herencia de la propiedad.*é Los prelados, por otra parte, 
alegaban que los magistrados reales estaban tan ocupados con otros 
asuntos que los casos testamentarios quedaban pendientes y sin resol. 
verse por años en sus tribunales, un retraso que podía ocasionar gran 
daño al alma de cualquier testador que hiciera legados a las obras pías, 
ya que su alma permanecería por todo ese tiempo en el purgatorio si no 
se distribuían inmediatamente.47 

Los argumentos de los jueces eclesiásticos aparentemente tuvieron 
más peso ante el Consejo de Indias: ordenó a los funcionarios cubanos y 
mexicanos que se atuvieran a la cédula de 1698, a favor de la jurisdicción 
eclesiástica,18 y también recomendó este procedimiento al rey en 1781, 
año en que finalmente se logró que los consejeros se ocuparan de for- 
mar una regla aplicable universalmente en todas las Indias.4? Sin em- 
bargo, el rey de ninguna manera podía aceptar esta recomendación y 


testamentarías ..., 1781. La rc al deán de Panamá, 7 de noviembre, 1766, estaba redactada 
en términos similares. 

44 Ibid., Gobernador de Cuba al rey, 13 de abril, 1761. 

35 Ibid., Audiencia de México al rey, 2 de diciembre, 1768; Obispo de Michoacán al rey, 
23 de diciembre, 1768. 

46 AGI, México 2632, Gobernador de Cuba al rey, 13 de abril, 1761. 

47 Ibid., Obispo de Michoacán al rey, 23 de diciembre, 1768. Véase también Obispo de . 
Durango al rey, 12 de marzo, 1765, en Guadalajara 332. 

48 Ibid., RC al gobernador y obispo de La Habana, 29 de septiembre, 1763; rc a la audien- . 
cia de México y al obispo de Michoacán, 28 de junio, 1769, 

49 Ibid.., Consulta Consejo, 6 de septiembre, 1781. 
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ordenó al Consejo que deliberara sobre el punto de nuevo dejándole ver 
claramente qué decisión esperaba con un informe de “otros ministros 
de mi satisfacción” para que el Consejo lo considerara.50 

Escrito por tres miembros del Consejo de Castilla, el informe acusaba 
al Consejo de Indias de ignorancia de la ley colonial, tal como aparecía 
en su cédula original de 1698, y de indiferencia a las prerrogativas reales. 
La decisión de extender esta práctica a todas las colonias demuestra 
como “se va disminuyendo la autoridad de las Justicias reales en aquellos 
dominios y se facilita el que contra las leyes [se vayan] tomando los jue- 
ces eclesiásticos más mano de lo que conviene”.?! Las cédulas enviadas a 
México y a Cuba ya habían alentado a los jueces eclesiásticos en otras 
áreas, en que la costumbre anterior había favorecido a los tribunales 
seculares, para que usurparan la autoridad de los jueces seculares, como 
lo demostró un caso en Puebla.52 

Para hacer que se invirtiera esta tendencia en favor de la dominación 
judicial eclesiástica en las Indias se precisaba no sólo de un cambio de 
dinastía y que se nombrara a ministros progresistas y capaces, sino tam- 
bién un esfuerzo firme para imponer la nueva política real a un Consejo 
conservador, decidido a mantener el statu quo y hasta a ampliar la juris- 
dicción eclesiástica. Con una propuesta mucho más radical que la de los 
fiscales del Consejo de Indias, que habían planteado únicamente que se 
diera a los jueces seculares la responsabilidad sobre los casos testamen- 
tarios,53 los tres ministros propusieron que se eliminara la intervención 
eclesiástica de todas las demandas referentes a los testamentos, devol- 
viendo de esta manera a los laicos su derecho a litigar en su propio fuero, 
del cual se les había privado injustamente por tanto tiempo.54 Aunque el 
resultado sería la pérdida correspondiente de fuero por parte de los liti- 
gantes eclesiásticos, los ministros justificaron su propuesta al separar la 
cuestión del fuero, o inmunidad personal, de la de la inmunidad real, y 
con una teoría que afectaría las pretensiones y privilegios de la Iglesia 
mientras durara la época colonial: el concepto del carácter temporal de 
toda la propiedad, sin importar su función o su dueño, y el derecho coro- 
lario del soberano temporal de regular su posesión, su uso y su trans- 
misión, por encima de todas las otras jurisdicciones particulares.55 


50 Ibid., Real resolución a la Consulta del 6 de septiembre, 1781. 

51 AGI, Ind. Gen. 2994, Informe a S. M., 11 de noviembre, 1781, firmado por el conde de 
Campomanes, Santiago de Espinosa y José García Rodríguez. Una copia del /nforme sin 
firmar enviada al Consejo se encuentra en México 2632. 

52 AG1, México 2632, Audiencia de México al rey, 23 de noviembre, 1780. 

33 Ibid., Respuesta Fiscales, 18 de mayo, 1781. 

54 AI, Ind. Gen. 2994, Informe a S. M., 11 de noviembre, 1781. 

55 Ibid. Véase también P. Rodríguez de Campomanes, Tratado de la regalía de amorti- 
zación, cap. 1. en el que se basa la mayor parte del /nforme. 
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Este concepto de la naturaleza intrínsecamente temporal de la pro- 
piedad era nuevo para la jurisprudencia española, que siempre había 
hecho una distinción entre la propiedad destinada al uso espiritual y la 
propiedad ordinaria.56 Unos cuantos meses antes de que se escribiera el 
informe de los ministros los fiscales del Consejo de Indias, al proponer 
que se entregaran todos los casos testamentarios a la jurisdicción real, 
habían usado el argumento empírico de que los jueces reales podían 
garantizar mejor que se transmitieran las herencias a los herederos, sin 
mencionar ningún concepto jurídico respecto al carácter de la propiedad 
o al derecho inherente de la Corona de controlarlo.5? El Consejo señaló 
que este nuevo concepto no había existido antes ni en la ley peninsular 
ni en la colonial y protestó contra la injusta acusación de que había 
demostrado ignorancia de o indiferencia ante las prerrogativas de la 
Corona,58 pero tomó nota de los deseos del rey y siguió las recomenda- 
ciones del informe de los ministros. En 1784 se emitió una cédula circu- 
lar en que se ordenaba que todos los casos de testamentos se plantearan 
en tribunales reales además de que se consideraría a todos los testamen- 
tos como instrumentos públicos enteramente sujetos a las leyes y juris- 
dicción reales.5%9 El rey expresó su satisfacción: “Estoy bien satisfecho 
del celo y cuidado con que el Consejo ha conservado y sostenido las 
regalías de mi corona en las Indias”.$0 

Ante la falta de una mayor documentación sobre las demandas civiles 
en México, sobre todo de los archivos diocesanos, es difícil determinar 
en qué medida se aplicó verdaderamente la ley. Hay pruebas de que su 
aplicación dependía en gran parte del estatuto y actitud de los litigantes: 
los ejecutores y herederos eclesiásticos con frecuencia hacían caso 
omiso de la ley y siguieron llevando los casos testamentarios y plantean- 
do demandas para la transmisión de herencias ante los tribunales dioce- 
sanos,$! mientras que era más probable que los laicos se escudaran en 
la ley, que les daba la posibilidad de litigar en su propio fuero.$2 


56 Véase, por ejemplo, AG1, México 2661, RC al arzobispo de México y al obispo de 
Puebla, 11 de julio, 1767, en cuanto a la jurisdicción eclesiástica sobre los “bienes espiri- 
tualizados”. 

57 ac1, México 2632, Respuesta Fiscales, 18 de mayo, 1781. 

58 AGI, México 2632, Consulta Consejo, 30 de enero, 1784. 

59 rc circular, 27 de abril, 1784, en E. Ventura Beleña, Recopilación sumaria de todos los 
autos acordados de la Real Audiencia y Sala del Crimen de esta Nueva España (2 vols., 
México, 1787), 1, 340. 

60 act, México 2632, Real resolución a Consulta Consejo del 30 de enero, 1784. 

6! Véase AGI, Guadalajara 358, Testimonio de la testamentaría de Felipe Narciso Silva, 
1788-1796; y aGN, Clero regular y secular 61, Testamentaría del Br. don Juan Manuel 
Primo, 1793. 

62 Véase AHN, Consejos 20691. Los herederos de Ramón Mateo con Manuel Lucero, 
presbítero, albacea..., 1791-1794, En AGI, Guadalajara 315, Estado de negocios civiles..., 
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Si todas las partes en una demanda eran clérigos o laicos que por 
alguna razón decidían litigar en los tribunales diocesanos, el juez real 
no tenía manera de confirmar siquiera la existencia de la demanda. Un 
juez o fiscal real especialmente riguroso podía enterarse extraoficial- 
mente de un caso particular que se estaba juzgando en el tribunal dioce- 
sano y presentar un recurso de fuerza ante la audiencia para que se lle- 
vara el caso a un tribunal real,93 pero el recurso obviamente no podía 
ser un remedio general, porque se aplicaba sólo en un caso y no garanti- 
zaba que otros litigantes se atuvieran a la ley en el futuro. De hecho no 
había nada que pudiera impedir que los jueces eclesiásticos violaran la 
nueva ley por un tiempo indefinido. 


, 


LAS DEMANDAS CIVILES SOBRE LAS INVERSIONES ECLESIÁSTICAS 


Después de eliminar el control eclesiástico sobre el litigio testamentario, 
al menos en teoría, si no del todo en la práctica, el gobierno se dedicó al 
problema más serio pero menos enredado legalmente de la jurisdicción 
judicial sobre la propiedad eclesiástica una vez que la Iglesia la había 
recibido en herencia (o en algunos casos, como un simple regalo en vida 
del donante). La resolución final de esta cuestión a favor de la jurisdic- 
ción real fue uno de los hechos legislativos más importantes de la época 
de la reforma carolina, y afectó no sólo la esfera judicial de la vida en 
México, sino también la económica. 

Quizá la limitación más seria del fuero de los laicos a favor de los 
eclesiásticos tenía lugar en las demandas referentes A Tás capeltantas ya 
Tas obras pías. Tan pronto como se entregaban a la Iglesia las donacio- 
nes y las herencias para las obras pías o las capellanías, las autoridades 
eclesiásticas, en lugar de administrar los fondos ellos mismos, le presta- 
ban el capital a algún individuo o corporación, usualmente con alguna 
forma de bienes inmuebles como garantía, a cambio de una renta,anual 
fija (casi invariablemente un interés del cinco por ciento) a pagarse al 
capellán, monasterio u otra fundación religiosa.6* 

La importancia de la propiedad eclesiástica, que algunos autores calcu- 


1800-1805, se encuentran varias demandas juzgadas en la audiencia en las que estaban 
implicados testadores eclesiásticos, herederos y legados a las obras pías. 

63 Véase AG1, México 3068, Audiencia de México al rey, 26 de noviembre, 1786, acerca 
de un caso en la diócesis de Yucatán; y Guadalajara 358, Recurso de fuerza, presentado 
por el Fiscal de lo Civil, 18 de octubre, 1790. 

61 Véase AGN, Cofradías y archicofradías 12, Reconocimiento y obligación de 4 000 pe- 
sos y sus réditos otorgados por el licenciado don Ignacio de Iglesias, sobre su hacienda 
Angangueo..., 1786, un ejemplo típico de contrato para un censo, como se llamaba a estas 


hipotecas. 
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lan en más de la mitad de la riqueza total del país a finales del siglo 
xvuL65 para la economía mexicana era aún mayor de lo que podía dedu- 
cirse de su tamaño. La Iglesia no poseía como particular muchos bienés 
inmuebles, aunque algunos miembros individuales del clero secular y. 
varias órdenes religiosas, especialmente los jesuitas antes de su expul- 
sión, los dominicos y, en menor medida, los agustinos, habían adquiri. 
do considerables extensiones de tierra, a pesar de las leyes reales que 
prohibían su venta a los eclesiásticos.66 La mayor parte de la vasta ri- 
queza de la Iglesia era en dinero líquido. Manuel de Abad y Queipo, Juez 
de testamentos, capellanías y obras pías en la diócesis de Michoacán, 
y por tanto una fuente confiable, daba la cifra de 44.5 millones de j pesos 
por el valor total de la propiedad eclesiástica a principios del siglo > XIX, 
de los que a lo sumo eran tres en tierras.67 Pero si bien la Iglesia no era 
dueña de inmensas haciendas a título directo, la mayor parte de los bie- 
nes inmuebles propiedad de laicos estaban hipotecados a préstamos 
eclesiásticos. En 1793 el intendente de Puebla escribió que los hacenda- 
dos en su distrito no eran “otra cosa que unos verdaderos contribuyen- 
tes a manos muertas de un cinco por ciento al año, de todo o casi todo 
su valor que generalmente reconocen a favor de ellas” .68 

La escasez de dinero líquido en México, debida sobre todo al exceso 
de importaciones sobre las exportaciones, volvía a la Iglesia in indispensa- 
ble como la fuente principal de capital de trabajo para las empresas 
mercantiles y las operaciones mineras así como para el desarrollo lo agríco- 
la. A qué grado dependía la economía del capital eclesiástico se puso de 
manifiesto con las protestas contra la orden de la Corona en 1804 por la la 
confiscación de todos los bienes inmuebles y el capital perteneciente a 
las-capellanías y las obras pías, que se debían depositar en el Tesoro Real 
con un interés del tres por ciento anualé9 para redimir la enorme cantr 
dad dé vales reales, o billetes promisorios que había emitido el poco pre- ' 
visor Carlos IV, Era de esperarse que el clero protestara por la reducción : 
de dos quintas partes de sus rentas, pero quienes protestaron niás ansiosa-. 
mente fueron los comerciantes, mineros y hacendados que temían que; 
cesara el comercio, dejaran de operar las minas y se detuviera la activi: ' 


-. 


65 L. Alamán, Aistoria de México, 1, 99, probablemente el primer autor en publicar este 
cálculo. 

66 Véase F. Chevalier, La formation des grands domaines au Mexique (París, 1952), pp. 
309-329, sobre el crecimiento de las propiedades de las Órdenes religiosas. 

67 M. Abad y Queipo. op. cif., pp. 95-112, "Escrito presentado a D. Manuel Sixto 
Espinosa del Consejo de Estado...”, 1805. 

63 AGI, México 1885, Manuel de Flon a Pedro de Acuña, 1 de febrero, 1793, 

69 Mexican Political Pamphlets (Bm) 111, núm. 38, “Real Instrucción para la enajenación : 
de bienes de obras pías en América”, 26 de diciembre, 1304, adjunto un real decreto emiti- 3 
do en España, 19 de septiembre, 1798. | 
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dad económica en general si se retiraba de la circulación el capital ecle- 
siástico.?0' 

De esta manera, aun si la Iglesia no poseía más de la mitad del capital 
en México, es evidente el inmen3o poder que tenían los magistrados 
eclesiásticos, que en realidad eran los únicos banqueros del país y que 
además se adjudicaban la jurisdicción judicial sobre estos fondos. Cual- 
quier reclamación por el pago del interés; para la redención del préstamo 
principal o cualquier otro litigio referente a estas inversiones se pre- 
sentaba ante el juez de testamentos, capellaníás y obras pías, de tal ma- 
_nera que aunque el demandante fuera un capellán o un monasterio par- 
ticular, con frecuencia era el defensor de las obras pías de el mismo 
tribunal, lo que en todo caso le daba la clara ventaja de ser juez y parte 
interesada en la misma demanda.?! o 

Como en los casos testamentarios, el problema de ésta jurisdicción se 
confundía por una contradicción aparente en la legislación real, en este 
caso dentro de la misma Recopilación. Una ley prohibía a los jueces se- 
culares interferir con la recolección de intereses sobre las capellanías y 
las obras pías,?2? mientras que otro declaraba que los jueces eclesiásticos 
no tenían ninguna jurisdicción sobre los laicos y no podían apoderarse 
ni confiscar su propiedad.?3 Escudándose en esta contradicción y en la 
misma falta de una administración civil fuerte que ya se señaló en la 
sección sobre los testamentos, los jueces eclesiásticos poco a poco ga- 
naron el control exclusivo sobre estas demandas. De hecho, para media- 
dos del siglo xvmi habían llegado a tener tal dominio sobre el litigio civil 
que los funcionarios reales se quejaron diciendo que bien podrían no 
existir sus tribunales. El gobernador de Yucatán escribió en 1758 que 
todas las casas y fincas de esta provincia tenían “gravamen de cantidades 
pertenecientes a obras pías y capellanías y muchos legos con la misma 
carga en virtud de fianza”.?* Tanto él como el gobernador de Cuba, que 
expresó una queja similar en 1767,75 propuso que la Corona prohibiera 
esta intrusión en la jurisdicción real. 

Sin embargo, la Corona parece no haberse dado cuenta hasta dónde 


70 BN, 19709, núm. 34, Memorial de los hacenderos de México sobre la venta de bienes 
y fincas de obras pías, noviembre, 1805; Manuel Abad y Queipo, ap. cit., pp. 66-94, 
“Representación a nombre de los labradores y comerciantes de Valladolid de Michoacán”, 
1805. Un Memorial similar escrito a favor del Cuerpo de Minería por el Corregidor de 
Querétaro, Miguel Domínguez, se cita en F. Osores, op. cit., t1, 184. 

1l Véase AGN, Obras pías 2, Autos sobre réditos caídos de la obra pía de dotar huér- 
fanas..., 1763-1764. 

72 Recop. Indias, ley 15, título 10, Libro 1. 

13 Ibid., ley 12, título 10, Libro 1. 

74 ací, México 3072, Gobernador de Yucatán al rey, 14 de junio, 1758. 

75 AHN, Códices 698, Gobernador de Cuba al rey, 22 de enero, 1767, citado en rc, 1 de 
marzo, 1768. 
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llegaba el control judicial de la Iglesia hasta que una disputa en Yucatán 
en los 1750 y la resolución que le dio el Consejo provocaron una serie de 
peticiones y quejas de muchos otros distritos. El juez real había intenta- 
do impedir que el tribunal diocesano confiscara la propiedad de un laico 
por falta de pago del interés que debía sobre una inversión de cape- 
llanía, pidiendo el fuero secular para el acusado, y había sido excomul- 
gado por interferir en lo que el obispo de Yucatán consideraba la juris- 
dicción exclusiva de la Iglesia. El resultado de esta competencia fue una 
cédula real emitida en 1757, en la que se declaraba ilegal la censura y se 
prohibía a los jueces eclesiásticos actuar contra un laico por la recolec- 
ción de estas anualidades,?6 y otra cédula aún más explícita en 1760 que 
ordenaba la ejecución de la primera, que el gobernador había suspendi- 
do a causa de la decidida oposición del obispo.?? 

Se hizo evidente que esta jurisdicción casi exclusiva sobre las deman- 
das referentes a la propiedad no se limitaba a Yucatán. Poco después 
surgieron disputas similares en otras áreas cuando los funcionarios rea- 
les se valieron de estas cédulas para forzar el asunto con los jueces ecle- 
siásticos en sus distritos y recuperar la que ellos consideraban su autori- 
dad legítima. En Puebla el alcalde mayor denegó una petición del juez 
eclesiástico de auxilio real para apoderarse de la propiedad de un laico 
como pago por los intereses que se debían a una capellanía. Le informó 
al juez que las dos cédulas enviadas a Yucatán le habían retirado a las 
cortes eclesiásticas la responsabilidad sobre estos casos y ordenó al de- 
mandante que planteara la demanda ante el tribunal real. Pero la Audien- 
cia de México tuvo la precaución de apoyar la jurisdicción del juez ecle- 
siástico y consultar a la Corona respecto de cuál sería la regla para casos 
futuros. ?8 

Los intentos para aplicar estas dos cédulas en México y en Cuba 
fueron igualmente infructuosos. Como en Puebla, los jueces eclesiásticos 
naturalmente se rehusaron a aceptar la validez de una ley, promulgada 
en otra zona, que les retiraría el control judicial sobre la fuente principal 
de ingresos de la Iglesia. Apelaron al rey para que revocara las dos cédu- 
las, o al menos para que declarara que sólo se aplicaban a Yucatán.?? 

Los fiscales del Consejo se escandalizaron al saber que “por abuso y 
corruptela lo que quieren [los prelados] sea práctica y costumbre inme- 
morial”.80 Habían pensado que Yucatán era una excepción escandalosa, 


76 AGL, México 3072, RC al gobernador de Yucatán, 9 de agosto, 1757. 

77 Ibid., rc al gobernador de Yucatán, 2 de abril, 1760. 

78 AHN, Códices 756, Consulta Consejo de Indias, 18 de mayo, 1767. 

79 AHN, Códices 756, Consulta Consejo de Indias, 18 de mayo, 1767, en que se resume 
una protesta del arzobispo de México; Códices 698, rc al obispo de La Habana, 1 de mar- 
zo, 1768. 

80 AHN, Códices 756, Respuesta Fiscales, inserta en Consulta Consejo, 18 de mayo, 1767. 
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pero en cambio, se encontraron con que el gobernador y sus magistra- 
dos no eran los únicos culpables de abandonar su autoridad en manos 
de la Iglesia. Sin embargo, a pesar de estas violaciones a la fórmula legal 
que establecía que el demandante debía atenerse al fuero del acusado, el 
término “abuso y corruptela” con que se calificó la práctica en la Nueva 
España era una exageración. Al recomendar que se revocara en todas 
las Indias la ley pertinente de la Recopilación, los fiscales tácitamente 
aceptaban que los jueces eclesiásticos se habían aprovechado, en el peor 
de los casos, de una contradicción legislativa, y que no habían usurpado 
la jurisdicción real. 

Pero el conservador Consejo no tenía ninguna intención de revocar la 
vieja ley. Confirmó la jurisdicción eclesiástica sobre estos casos en 
cédulas dirigidas a México, Cuba y Puebla,8! y rechazó posteriores peti- 
ciones de jueces reales para que se cambiara la vieja ley en Oaxaca, Santo 
Domingo, Bogotá, Guatemala y Cumaná.3?2 Como en los casos de testa- 
mentos, fue necesaria la intervención de ministros más regalistas y orien- 
tados a la reforma que los consejeros para que se pudiera restringir la 
dominación judicial de la Iglesia en esta área de litigio. En esta ocasión 
fueron los miembros de la Junta del Nuevo Código: al estudiar las nu- 
merosas peticiones en los archivos del Consejo la junta formó una nueva 
ley que ponía bajo la jurisdicción de los jueces reales83 todas las deman- 
das referentes al pago del capital y el ingreso pertenecientes a las cape- 
llanías y obras pías, que se promulgó en todas las Indias en 1789.34 

La similitud entre esta ley y la cédula de 1784 respecto a los casos de 
testamentos se extendió a su aplicación. También aquí los tribunales 
diocesanos aparentemente siguieron atendiendo a las demandas en que 
las dos partes eran eclesiásticos (por ejemplo, un clérigo que tenía un 
préstamo de una fundación pía),85 pero era más frecuente que se deman- 
dara a los que fallaban en sus pagos en los tribunales reales, de acuerdo 
con la nueva ley,86 ya que la mayoría de los deudores eran laicos, y, en 


/ 

8! AGI, México, 2661, rc al obispo de Puebla, arzobispo y audiencia de México, 11 de 
julio, 1767; aun, Códices 698, RC al obispo de La Habana y al gobernador de Cuba, 1 de 
marzo, 1768. 

82 AGI, México, 2661, Consulta Consejo, 26 de agosto, 1776, acerca de Oaxaca; Ind. Gen. 
2995, Consulta Consejo, 18 de abril, 1788, en que se resumen los otros expedientes, todos 
de los 1770. 

83 ací, Ind. Gen. 1653, Juntas del Nuevo Código, 19 de junio, 1782, 28 de mayo y 2 de 
junio, 1783. 

83 AGI, Ind. Gen. 2995, Rc circular, 22 de marzo, 1789. 

85 AGN, Capellanías 1, Autos sobre réditos caídos de la capellanía de D. Francisco 
Mondragón, 1799. 

86 AGN, Cofradías y archicofradías 16, Autos sobre que D. José Adalid exhiba 4 000 
pesos de la capellanía..., 1808; AGI, México 2672, Petición de D. Juan Francisco Avella- 
fuerte sobre 2 500 pesos de censos y réditos, 29 de noviembre, 1794. 
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todo caso, ahora podían permitirse ignorar un citatorio del juez ecle- 
siástico. 

En 1801 la Corona añadió otra ley para llenar el hueco que las cortes 
eclesiásticas habían aprovechado para conservar un poco de autoridad 
judicial sobre las demandas referentes a la propiedad, la administración 
del capital perteneciente a las capellanías y a las obras pías después de 
haber sida donado o de que los ejecutores lo habían transmitido a la 
Iglesia. Varias audiencias habían tratado de ampliar las leyes de 1784 y 
de 1789 para que incluyeran las demandas referentes a la distribución 
de este capital e incluso se habían hecho cargo de la inversión, propia- 
mente, de los legados píos. Cuando los jueces eclesiásticos se quejaron de 
que les estaban usurpando sus funciones,8? la Corona no sólo aplaudió la 
iniciativa de las audiencias, sino que ordenó que todas los tribunales rea- 
les de las Indias siguieran su ejemplo, para lograr la “definitiva y total 
exclusión de las cortes eclesiásticas” .88 

Si la Corona eligió este momento para corregir los “abusos” que, como 
aceptaban las autoridades seculares, habían existido por lo menos desde 
un siglo y medio atrás, esto se debió a diversos motivos. En primer 
lugar, por sus muchas duras y arbitrarias acciones contra los deudores 
laicos, los jueces eclesiásticos habían llamado la atención del gobierno 
sobre su control judicial y habían convencido a muchos funcionarios 
reales de que este control era muy dañino para la economía de las colo- 
nias.39 En Yucatán el obispo había encarcelado laicos, confiscado su 
propiedad y excomulgado a varias personas, incluyendo a funcionarios 
reales.20 De Cumaná el rey recibió quejas de que el juez diocesano había 
cobrado una hipoteca sobre la hacienda de un laico por la cantidad de 
veinte pesos que debía en intereses atrasados, y la Audiencia de Santo 
Domingo presentó otros ejemplos de la tiranía sobre la libertad y la 
propiedad de los súbditos laicos de la Corona.”! 

Sin embargo, es probable que los males económicos se debieran a 
causas más fundamentales que la pérdida de fuero por parte de los acu- 
sados laicos. En 1793, varios años después de que se promulgara la nue- 
va ley, el intendente de Puebla escribió que las hipotecas eclesiásticas en 
esta región aún se cerraban con antelación y se subastaban las hacien- 
das, puede suponerse que, para esta época, bajo las órdenes de los jue- 
ces seculares. La razón era que las haciendas estaban sobrecargadas y 


87 ací, México 2647, Arzobispo de México al rey, 26 de septiembre, 1798. México 1140, 
ec circular, 20 de noviembre, 1801, menciona quejas similares del arzobispo de Lima. 

88 AGI, México 1140, rc circular, 20 de noviembre, 1801. 

89 AGI, Ind. Gen. 2995, Consulta Consejo, 18 de abril, 1788. 

20 AGI, México 3072, Rc, 2 de abril, 1760. 

21 AG1I, Ind. Gen. 2995, Consulta, 18 de abril, 1788. 
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no podían producir el ingreso suficiente para pagar los intereses.?2 P 
tanto, si las autoridades eciesiásticas habían cometido algún error, éste 
era realizar inversiones insensatas. 

El motivo principal para la nueva ley era que en esta época el rey y 
sus ministros más-influyéntes consideraban que la amplia jurisdicción 
de la Tglesia cuestionaba el absolutismo real y que su inmensa riqueza 
efa un impedimento para el desarrollo económico tanto de España 
como de las colonias. Sin dida, tos-mismos abusos habíarrextstido por 
años, y como to señaló el Consejo en su primera consulta, éstos podrían 
corregirse sin revocar la ley de la Recopilación.* Pero, bajo la influen- 
cia de las teorías utilitarias sobre el progreso económico y el papel de la 
Iglesia en la sociedad, la Corona preveía resultados beneficiosos si se 
abolía por completo el sistema tradicional. 

Estas leyes que eliminaban la intervención judicial eclesiástica eran 
sólo parte de un programa más amplio para restringir las exenciones 

económicas de la Iglesia y su córítrol sobre la propiedad. La preocupa- 
“ción del rey por el fuero de sus súbditos era menos urgente que su pre- 
ocupación por la salud del Tesoro Real, y un caso a finales de los 1790 
ejemplifica esta predominancia de lo económico sobre lo judicial. Al 
surgir una competencia sobre el caso del testamento de la hacienda de 
un importante comerciante mexicano que había dejado toda su consi- 
derable fortuna a una orden religiosa, que le fue remitido al Consejo de 
Indias,?5 el fiscal pasó rápidamente sobre la cuestión de la jurisdicción 
para concentrarse en el testamento mismo. El testador había dejado 
toda su fortuna a la orden de su confesor, cosa que era ilegal, y había 
desheredado a sus herederos por derecho; pero un punto más impor- 
tante, declaró el fiscal, era que esta clase de legados trastornaban la eco- 
nomía al transferirle tanta propiedad a las manos muertas y defraudaba 
al Erario Real por la pérdida de impuestos de muerte.?6 

Desde mucho tiempo atrás la Corona había procurado evitar que la 
propiedad pasara a manos muertas, pero sin éxito. La habilidad de'los 
eclesiásticos, aunada a la gran piedad de los fieles mexicanos, habían 
hecho una burla de la ley del siglo xv1 que declaraba que los derechos 
originales sobre la tierra sólo se concederían a condición de que la pro- 
piedad no se vendiera o transmitiera de ninguna manera a la Iglesia.?? 


92 AGI, México 1885, Manuel de Flon a Pedro de Acuña, 1 de febrero, 1793. 

93 ann. Códices 756, Consulta Consejo, 18 de mayo, 1767. 

24 Véase pp. 90-92 y 97. 

95 AGI, México 2648, Expediente sobre la testamentaría de D. Joseph de Lanzagorta, 
1785-1800. 

9 Ibid., Respuesta Fiscal, 26 de mayo, 1786. 

97 Recop. Indias, ley 10, título 12, Libro 4. F. Chevalier, op. cit., pp. 303-309, presenta 
pruebas de que se ignoró la ley desde el momento en que fue promulgada. 
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Las prohibiciones periódicas en contra de que se legara la propiedad al 
de personal o de que se desheredara a los herederos laicos en fa- 
e la Iglesia tenían el mismo efecto nulo.?8 Pero si bien la Corona no 
era capaz de impedir que la Iglesia acumulara tierras y capital, sí podía 
recuperar el control sobre el uso de estos valores si reafirmaba la juris- 
dicción real sobre toda la propiedad, sin importar quién fuera el dueño. . 
Además, Carlos III y Carlos IV trataron de poner impedimentos indirectos 
a esta acumulación, primero eliminando las exenciones fiscales de que” 
gozaba la Iglesia,2? y después añadiendo un impuesto de “amortización” 
extraordinario de 15 por ciento sobre toda propiedad que pasara a, 
manos muertas.!00 El paso final en la época colonial fue el ataque direc- 
to a las manos muertas mismas en 1804 para confiscar toda la propie- 
dad de las capellanías y las obras pías.!01 — 
Para los propios eclesiásticos, la pérdida de su fuero personal en en 
estos casos era infinitamente más dolorosa que la restricción de su in: 
fluencia económica y hasta que una pesada carga fiscal. Aunque el rey” rey 
había confirmado su inmunidad en los casos civiles en general, esta 
concesión no tenía ningún valor si se exceptuaban las demandas más 
importantes y usuales, y la inmunidad eclesiástica en realidad se redujo 
tan sólo al dominio de las cuestiones puramente espirituales. Cuando el 
arzobispo de México se quejó ante el rey en 1766 de que los magistrados 
reales trataban de imponer la nueva práctica en su diócesis, no mencio- 
nó la inmunidad de la propiedad eclesiástica, sino que protestó porque 
la ley violaba gravemente la inmunidad personal del clero. Como la ma- 
yor parte de los clérigos vivían de las capellanías y las órdenes religiosas 
obtenían gran parte de sus rentas de las obras pías, la gran mayoría de 
os clérigos, declaró, se verían obligados a ceder su propio fuero y 
mandar el pago en los tribunales seculares.!02 
A finales del siglo, como si hubieran previsto el plan de la Corona de 
confiscar la propiedad en manos muertas, el obispo y el capítulo de ME; 
_Choacán alegaron que ellos se habían sometido sin cuestionarla a la. 
restricción de su inmunidad real y que incluso estarían dispuestos a sacri-_ 
ficar toda la propiedad de la Iglesia si la Corona lo necesitara, pero obje- : 


98 AGI, México 2648, rc, 20 de junio, 1766, 18 de agosto, 1775 y 13 de febrero, 1783, 
que, según el fiscal del Consejo, Respuesta, 20 de mayo, 1786, se habían violado constan- | 
temente. 

99 AGN, Bandos y ordenanzas 7, Rc, 17 de diciembre, 1770, a partir de RC para España, : 
29 de junio, 1760. 

100 aGI, México 1143, rc, 2 de noviembre, 1796, a partir de Rc para España, 24 de agos- | 
to, 1795. 

101 Mexican Political Pamphlets (BM), 11, núm. 38, “Real Instrucción para la enaje- 
nación de bienes de obras pías en América”, 26 de diciembre, 1804. 

102 AHN, Códices 756, Arzobispo de México al rey, 29 de mayo, 1766, citado en la: 
Consulta Consejo, 18 de mayo, 1767. 
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taron acaloradamente la pérdida de su fuero y rogaron al rey que restau- 
rara su anterior estatuto de privilegio.103 Ya que, en su opinión, era el 
privilegio de la inmunidad personal lo que separaba al clero de los laicos: 
era la “Magna Carta de la nobleza y libertades de cada individuo del es- 
tado eclesiástico”. El derecho de ser juzgado por magistrados de su mis- 
mo estado y clase era, en realidad, una de las concesiones más codiciadas 
por los súbditos del rey. Nobles, académicos, comerciantes, mineros y 
militares, todos gozaban de este vestigio de la jurisprudencia medieval, 
el derecho de fuero, y el hecho de que la Corona aumentara incluso los 
privilegiós de algunos grupos en esta épocal0% sin duda contribuyó al 
resentimiento del clero. ] 

Pero las protestas del clero no eran provocadas exclusiva, ni siquiera 
principalmente, por su pérdida de fuero en las demandas civiles. Habían 
aceptado esta innovación con una sumisión sorprendente (quizá porque 
era difícil aplicarla con rigor), pero aquello era sólo el principio. Todavía 
en 1794 el virrey Revillagigedo escribía: 


Entre las jurisdicciones privilegiadas la más principal es la eclesiástica 
[aunque] se han ido estrechando sus límites y últimamente se quedó más 
reducida con la declaración de que se conozca en los juzgados seculares de 
los principales y réditos de las capellanías y obras pías.*03 


Sin embargo, hacia fines del siglo el programa de reforma eclesiásti- 
ca de la Corona había culminado en un decidido ataque contra "la más 
preciosa de nuestras inmunidades”, !06 la exención de ser juzgados por el 
Estado en casos penales, y el clero no estaba dispuesto a ceder sin lucha 
este último bastión de privilegio. 


eN 12009, Representación del Obispo y Cabildo de Michoacán, 11 de diciembre, 
1799. 

104 Véase L. McAlister, The “Fuero Militar” in New Spain 1764-1800; y W. Howe, The 
Mining Guild of New Spain, cap. 4, sobre el fuero en las disputas mineras. 

105 Revillagigedo, Instrucción reservada (30 de junio, 1794), p. 21. 

106 gn, 12009, Representación del Obispo y Cabildo de Michoacán, 11 de diciembre, 
1799. 


VIM. LA INMUNIDAD ECLESIÁSTICA 
EN LOS CASOS PENALES 


LA ACUSACIÓN CONJUNTA DE LOS CRIMINALES ECLESIÁSTICOS 


La EXENCIÓN del clero colonial del juicio penal por parte del Estado per- 
maneció intacta hasta la última década del siglo xvm. La restricción del 
fuero eclesiástico había sido uno de los puntos principales en el progra- 
ma carolino de reformas esbozado en los primeros años del reinado de 
Carlos 1, pero no fue sino hasta 1795 que la Corona promulgó una ley ge- 
neral, ya preparada por la Junta del Nuevo Código en 1783, que autoriza- 
ba a los jueces reales de las Indias a intervenir directamente en el juicio 
de delitos serios cometidos por eclesiásticos. ! 

Los ministros reales y los funcionarios coloniales trataron de justi- 
ficar este ataque al privilegio más valorado del clero con los mismos 
argumentos que se habían usado para persuadir a Carlos MI de que revi- 
sara la política tradicional de la Corona de basarse solamente en méto- 
dos indirectos para controlar al clero: las deficiencias en la adminis- 
tración de justicia por parte de la Iglesia y las consecuentes fallas de estos 
métodos indirectos, que dependían en última instancia del judiciario 
eclesiástico.? Como la Iglesia no podía imponer penas suficientemente 
severas para “satisfacer la venganza pública y contener las inclinaciones 
perversas” de los malhechores eclesiásticos, se planteó una vez más, la 
Corona sólo podía garantizar una adecuada administración de justicia 
sometiendo al clero al juicio real directo en los casos penales.3 La nueva 
ley también debía servir para desalentar el crimen. Los jueces eclesiásti- 
cos no sólo no tenían la posibilidad de imponer penas eficaces, sino que 
también parecían poco dispuestos a llevar a juicio a sus subordinados 
delincuentes, y según la Corona, “al público se le deja con el desconsue- 
lo de la impunidad y el justo temor de la reiteración por falta de escar- 
miento que refrene... la perversa inclinación de algunos hombres”.1 

Sin embargo, estas objeciones a la inmunidad eclesiástica se podían 
haber hecho durante toda la época colonial, y es sorprendente que la 


! AGI, Ind. Gen. 3027, rc circular, 25 de octubre, 1795, en que se promulga la ley 71, 
título 15, Libro 1, del Nuevo Código. 

2 Véase el cap. v, para un análisis de estos argumentos. 

3 AGL, México 1159, Nuevo Código, ley 12, título 9, Libro 1. Véase también Ind. Gen. 
3027, Respuestas fiscales, Consejo de Indias, 9 de diciembre, 1788 y 2 de marzo, 1789. 

4 AGI, Ind. Gen. 3027, rc, 25 de octubre, 1795. 
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Corona hubiera tardado tanto en remediar la situación, especialmente 
en vista de que el resultado inevitable (si se debe creer a los juristas rea- 
les) de la mala administración de justicia de la Iglesia, la degeneración 
de la disciplina eclesiástica que ponía en peligro la moral, la propiedad 
y hasta las vidas de los súbditos laicos de Su Majestad, ya se había obser- 
vado décadas antes de que apareciera la ley. No se quiere decir que estos 
argumentos fueran invenciones de los ministros y funcionarios reales, 
sino solamente que no se les puede tomar como única explicación de 
que la Corona decidiera, en este preciso momento (los 1790), restringir 
el fuero penal del clero colonial. Sirvieron de pretexto para que se crea- 
ra y se aplicara la nueva ley, pero la introducción de este nuevo método 
directo de control en las colonias dependió del resultado de una lucha 
en el seno del gobierno de Madrid entre los opositores y los partidarios de 
cambiar drásticamente el viejo orden, lucha que afectó casi todos los 
aspectos del programa carolino de reformas. Como el programa de re- 
formas en general, el cambio en la política real hacia la inmunidad ecle- 
siástica no fue producto de la decisión unánime de los consejeros de la. 
Corona, sino creación de un pequeño grupo de ministros entusiastas, y 
es probable que, a pesar de los mil argumentos que presentaron.estos 
reformadores, tanto la nueva política como la legislación producto de 
ella se habrían relegado al olvido si las autoridades coloniales mismas 
no hubieran presionado un poco a la Corona aplicando el nuevo método 
por su propia iniciativa cuando se les presentó una buena oportunidad. 
Las facciones en esta cuestión particular se empezaron a alinear en 
1774 a raíz de un caso de asesinato que debía sentar un precedente para 
la intervención secular en todos los casos posteriores de delitos graves 
tanto en España como en las Indias. En marzo de ese año el Consejo de 
Castilla recibió una carta del alcalde mayor de Sanlúcar de Barrameda 
en que le informaba que tenía bajo custodia para el tribunal eclesiástico 
a un fraile carmelita que había asesinado a una joven, y le pedía instruc- 
ciones sobre qué debía hacer, si es que debía hacer algo, para garantizar 
que este ataque gratuito recibiera su justo castigo.f El fiscal y algunos 
de los miembros del Consejo sintieron que el caso era una buena opor- 
tunidad para decretar la abolición total de la inmunidad en los casos 
penales,” mientras que otro grupo apoyaba la posición de la Iglesia 
(cuyos portavoces eran el provincial carmelita y el arzobispo de Sevilla) 
a favor de que se respetara la larga tradición y la legislación existente.3 


5 Véase el cap. tv sobre la génesis y vicisitudes del programa de reforma. 

6 Aci, Ind. Gen. 1654, Consejo de Castilla al Alcalde Mayor, 15 de marzo, 1774, en 
respuesta a su informe del 7 de marzo. 

? Ibid., Respuesta Fiscal Campomanes, 12 de marzo, 1774. 

8 RAH, col. Mata Linares 76, Provincial carmelita al Consejo, 8 de marzo, 1774; y Carta 
acordada al arzobispo de Sevilla, 14 de abril, 1774. 
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El resultado de este conflicto fue la creación de un sistema intermedio 
entre ambas posiciones, llamado “asociación de jueces”, que sentó las 
bases para la legislación peninsular y la colonial. El juicio se dividía en 
tres secciones principales: la inquisición preliminar y la fundamen- 
tación del caso las realizaban conjuntamente los magistrados reales y 
los eclesiásticos; el tribunal diocesano debía entonces actuar independien- 
temente para pronunciar la sentencia canónica de degradación, despojar 
al acusado de su investidura y entregarlo al brazo secular; las autorida- 
des seculares podrían entonces imponer y ejecutar la sentencia adecuada.? 

Aunque implicaba claramente una limitación definitiva de la inmu- 
nidad, este procedimiento distaba mucho de ser la ofensiva total contra 
el privilegio que habían propuesto los ministros más radicales. El juicio 
conjunto era la única innovación, ya que el tribunal secular podía sen- 
tenciar al acusado sólo hasta que se le había despojado de su investidura, 
un procedimiento establecido desde hacía mucho en el derecho canó- 
nico mediante el cual se despojaba formalmente a un eclesiástico de su 
condición y de sus privilegios.!% Este método intermedio pareció más 
aceptable a la “España siempre piadosa” que la eliminación completa de 
la inmunidad (como se practicaba en Francia, por ejemplo), y se le alabó 
“tan prudente método” como una manera de reconciliar la necesidad de 
alejar a los eclesiásticos del crimen con el tradicional respeto español a 
los cánones de la Iglesia.!! 

Todavía hay más pruebas de que los consejeros conservadores de la 
Corona tenían mucha influencia en las decisiones reales, a lo que se 
añadía la consideración del rey por la opinión pública y por unas tradi- 
ciones profundamente arraigadas. En lugar de confirmar la pena de 
muerte recomendada por el Consejo en el caso del fraile carmelita, Car- 
los IM ordenó que se encarcelara al acusado de por vida en un presidio 
de ultramar, !? e intervino en dos casos posteriores de asesinato antes de 
que concluyera el juicio y, o bien ordenó un periodo de cárcel o decidió 

evolver el caso a las autoridades eclesiásticas para que emitieran su 
encia. 

En 1783 la Junta del Nuevo Código creó una nueva ley para las Indias, 
que incorporaba el procedimiento del juicio conjunto creado por el Con- 
sejo de Castilla, !4 pero el gobierno de Madrid no hizo el menor intento 


2 BN, 3534, Instrucción para el seguimiento de la causa.., 14 de abril, 1774, escrito por 
los fiscales Pedro Rodríguez de Campomanes y Juan de Alvinar. 

10 Véase Decretales (papa Gregorio IX), Libro 11, parte l, canon 10. 

11 AGI, Ind. Gen. 3027, Voto particular, Consejo de Indias, 5 de enero, 1796. 

12 RAH, col. Mata Linares 76, RO al Consejo de Castilla, 6 de noviembre, 1784, 

13 Véanse los sumarios de los juicios de Gómez Mesía de León, 1776-1779, y Fr. 
Francisco Ramírez, 1784-1787, en AG1, Ind. Gen. 3027. 

14 AG1, Ind. Gen. 1653, Junta del Nuevo Código, 12 de noviembre, 1783. 
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por transferir esta innovación a las colonias sino hasta más de una 
década después, cuando los magistrados locales ya habían aplicado el 
nuevo sistema por su propia iniciativa y habían demostrado su pertinen- 
cia dadas las condiciones de las Indias. En dos casos no relacionados 
pero casi idénticos alrededor del asesinato aparentemente premeditado 
de un fraile por otro miembro de su orden religiosa —uno en Guatema- 
la en 1788 y el otro en México en 1790—, los tribunales coloniales deci- 
dieron que el caso de Sanlúcar de 1774, del que habían obtenido infor- 
mación extraoficial, era un precedente válido y ordenaron a los jueces 
reales y eclesiásticos seguir el procedimiento indicado en la Instrucción 
del Consejo de Castilla. !5 

En ninguno de los dos casos cuestionaron los tribunales coloniales la 
base legal de sus acciones. La sala del crimen mexicana meramente con- 
sultó a la Corona sobre el punto secundario de si, en vista de la lejanía de 
Madrid, se podía someter la sentencia final a la confirmacion del virrey 
y no a la del rey.!é La Audiencia de Guatemala (que no tenía una sala del 
crimen aparte) ni siquiera notificó al rey, que supo del caso sólo hasta que 
recibió una carta del arzobispo en que se quejaba de “esta novedad”.!? 

El Consejo de Indias estuvo dispuesto a aceptar el hecho consumado 
en ambos casos, y aprobó las medidas tomadas en Guatemala y México, 
pero se retrasó la promulgación de una ley universal para la interven- 
ción secular directa en los casos penales por el mismo conflicto que 
había caracterizado el debate sobre el fuero eclesiástico en las deman- 
das civiles. El Consejo rechazó la recomendación de los fiscales de que 
se formulara un procedimiento similar en todos los casos en el futuro, 
declarando que “por el momento” no era necesaria una ley general.!8 

Sin embargo, en 1794 surgió un caso en Guadalajara que dio a los 
reformadores más argumentos, que con el tiempo convencieron al 
Consejo. Se trataba de un delito mucho menos serio que el asesinato 
(aunque con aparentemente el mismo escándalo para la comunidad), la 
seducción de una joven doncella perteneciente a una destacada familia 
criolla, pero había varias circunstancias agravantes que indicaban que 
era necesaria una regla universal. Primero, en un principio, los superio- 
res eclesiásticos no castigaron al delincuente (un fraile franciscano) 
sino hasta después de repetidas órdenes del virrey, y su benigna senten- 
cia de reclusión, de la que el fraile había escapado para reincidir en su 
“trato ilícito con su cómplice”, pareció demostrar con toda claridad que 


15 AGI, Ind. Gen. 3027, Auto Audiencia de Guatemala, 9 de mayo, 1788; y Auto Sala del 
Crimen (México), 27 de septiembre, 1790 

16 Ibid., Sala del Crimen al rey, 30 de septiembre, 1790. 

17 Ibid., Arzobispo de Guatemala al rey, 2 de junio, 1788. 

18 Ibid., Consulta Consejo, 17 de marzo, 1792. 
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los superiores eclesiásticos eran incapaces de controlar a sus subordina- 
dos.!? Y, en segundo lugar, la decisión del virrey de tomar sólo las medi. 
das administrativas de un proceso informativo y de deportación dieron 
fundamento al punto anterior de los fiscales del Consejo de que los fun- 
cionarios coloniales no podían ejercer la intervención judicial directa 
sin una autorización previa.20 

Por recomendación del Consejo el rey aprobó las medidas extrajudi- 
ciales del virrey en este caso, pero les ordenó, a él y a todos los otros 
funcionarios reales en las Indias, así como a los jueces eclesiásticos, que 
l futuro actuaran de acuerdo con el nuevo método de asociación de 
en cualquier caso similar.?! 
sta cédula general, más que el caso de asesinato de 1790, fue el fac- 
tor decisivo en la ofensiva general contra la inmunidad eclesiástica en 
México. En 1791 la sala del crimen había expresado. su satisfacción ante 
el hecho de que sus acciones en “un caso raro, extraordinario y nuevo 
en estas distancias” habían contado con la aprobación real22 peró no 
hizo ningún intento de basarse en esta aprobación para transformarla 
práctica tradicional de la inmunidad eclesiástica. Incluso el Nuevo Códi- 
go, del que se podían conseguir copias clandestinas en México, no féeñia 
un efecto práctico: el fiscal del crimen citaba varias de sus leyes para 
fundamentar su posición en una disputa con el arzobispo de México 
sobre el caso de 1790,23 pero estaba consciente de que si no se promulga- 
ba oficialmente, el Código no tenía validez legal. Sin embargo, la cédula 
de 1795 se interpretó como una orden para la intervención secular directa 
en muy diversos casos y fue la señal para un decidido ataque al último y 
más importante baluarte de la inmunidad eclesiástica en México. 

La sala del crimen no se demoró en lanzar este ataque. La cédula 
llegó a México en mayo de 1796,2?4 y en octubre del mismo año el fiscal 
recomendaba el j juicio conjunto de un sacerdote de la diócesis de Puebla 
por.el crimen “atroz” de desafiar la jurisdicción real.25 Para finalés del 
siglo los tribunales reales habían iniciado los procedimientos en contra 
de por lo menos quince acusados eclesiásticos en la mayoría de las dió- 
cesis del virreinato: México, seis personas, acusadas de asesinato, conspi- 
ración, robo, “incorregibilidad” y desafío a la jurisdicción real; Puebla, 
cuatro, acusados todos de desafiar la jurisdicción real; Michoacán, dos, 


19 Jbid., Virrey Branciforte al rey, 30 de abril, 1795 

20 Ibid., Consulta Consejo, 19 de septiembre, 1795 

21 AG1, Ind. Gen. 3027, rc circular, 25 de octubre, 1795, en que se promulga la ley 71, 
título 15, Libro 1 del Nuevo Código. 

22 Ibid., Sala del Crimen al rey, 26 de noviembre, 1791. 

23 Bn, 20265, Recurso de fuerza, Fiscal del Crimen, 11 de junio, 1793. 

24 AGI, Ind. Gen. 3027, Audiencia de México al Consejo, 3 de mayo, 1796. 

25 Bn, 12009, Dictamen Fiscal del Crimen, 23 de octubre, 1796. 
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acusados de robo y de desafiar la jurisdicción real; Oaxaca, dos, acusa- 
dos de adulterio y violación; Yucatán, uno, acusado de complicidad en un 
_asesinato.?6 

Como podía esperarse, este ataque generalizado a la inmunidad ecle- 
siástica se topó con una fuerte oposición por parte de la jerarquía mexi- 
cana. Después de recuperarse de un breve periodo de espanto ante el 
“horrendo espectáculo” del primer caso de asesinato en 179027 y de 
darse cuenta de que este caso no sería una excepción sino un precedente 
<ara.una mayor intrusión futura en su jurisdicción, los jueces eclesiásti- 
cos comenzaron a resistirse a que se aplicara la nueva ley y a defender la 
inmunidad del clero cada vez con mayor decisión. Según los prelados 
mexicanos, este rechazo no se basaba en una oposición dogmática a la 
ley misma, aunque unos cuantos canonistas extremadamente conser- 
vadores cuestionaban su legalidad básica, sino en la vía que buscaban — 
para aplicarla el fiscal y la sala del crimen. Aceptaban, al menos en teoría, 
el derecho del rey de restringir la inmunidad en crímenes excepcionales 
o “atroces”, pero alegaban que “contra las intenciones de Su Majestad” 
estaban usando la ley “en espíritu de prevención y desafecto a la Iglesia 
y a sus ministros”.28 

Su disputa principal con los tribunales reales se refería al tipo de 
caso en que era aplicable el nuevo procedimiento. Como la ley estable- 
cía que un juicio conjunto debía llevarse sólo para crímenes “enormes o 
atroces”,?2 pero sin especificar qué crímenes entraban en esa categoría, 
ambas partes se sentían con derecho de interpretar el término de acuer- 
do con sus intereses divergentes, confusión que era consecuencia de dos 
decretos reales aparentemente contradictorios. Los jueces eclesiásticos 
afirmaban que sólo los crímenes castigados con la pena de muerte (por 
ejemplo, el asesinato) se podían considerar como atroces, y podían citar 
como prueba una cédula real reciente del Consejo de Castilla en que se de- 
claraba que el enfrentamiento a mano armada no ameritaba que se des- 
pojara a un eclesiástico de su fuero.30 Pero la definición más amplia del 
fiscal, que también abarcaba crímenes penados con el castigo menos 
severo del encarcelamiento, se basaba en otra cédula real en la que la 
Corona aplicaba el término atroz al delito relativamente menor de se- 
ducción “sin sugestión ni otro engaño” 31 


26 Ibid., Causas y alegatos de inmunidad, 1800; aG1, Ind. Gen. 3027, Expedientes reu- 
nidos sobre delitos escandalosos y homicidios perpretados por eclesiásticos, 1788-1800. 

27 AGI, Ind. Gen. 3027, Arzobispo de México al rey, 30 de septiembre, 1790. 

28 Véase, por ejemplo, ibid., Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. 

29 Nuevo Código, ley 71, título 15, Libro 1. 

30 AG1, Ind. Gen. 3027, rc Consejo de Castilla a la Cancillería Real de Granada, 27 de 
febrero, 1787 (copia). 

3! Ibid., RC circular, 25 de octubre, 1795. 
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En qué medida se oponían los prelados en cada caso solía ser inver- 
samente proporcional a la gravedad del crimen. De esta manera, en el 
primer caso de homicidio el tribunal eclesiástico aceptó fácilmente un 
juicio conjunto y estuvo de acuerdo con la declaración del fiscal de que 
el acusado obviamente “incurre la pena de muerte”,32 porque incluso las 
inquisiciones preliminares habían demostrado que el ataque asesino 
había sido totalmente gratuito y la herida de cuchillo fatal, y se estable- 
ció su culpa tanto por confesión propia como por el testimonio de varios 


testigos oculares.3 a A esta época, que 
surgió en 1794, también se caracterizó por las relaciones armoniosas 


AAA A — 


mientras duró el juicio conjunto, 3 34 ya que la jerarquía eclesiástica tun 
sideraba el delito de lesa majestad como “el mayor de todos”,35 

Los conflictos surgieron cuando el fiscal aplicó. el término de * “atroz” 
a ofensas como un 1 robo insignificante (30 pesos y dos relojes) y el adul- 
terio: ,36 ninguna de las cuales representaba una amenaza seria para la 
sociedad o el Estado, y afirmó que estos delitos ameritaban el juicio. 
conjunto. La resistencia de un clérigo a ser arrestado por un alguacil real 
también era un crimen atroz en opinión del fiscal, pero el juez eclesiás- 
tico rechazó la petición de un juicio conjunto y explicó que, ya que el 
delito no era más que un error de juventud para el que “ni siquiera el Fis- 
cal podría ni remotamente considerar que se recomendara la pena de 
muerte”, el tribunal eclesiástico era perfectamente capaz de hacerse cargo 
del acusado sin la ayuda de las autoridades seculares. 37 

El crimen descrito por el fiscal como “atentado contra la jurisdicción 
real” ocasionó la mayor diferencia de opinión, especialmente en vista 
del hecho de que las autoridades eclesiásticas negaban que se tratara de 
ningún delito en los tres casos que surgieron en esta época. Las circuns- 
tancias en los tres casos eran casi idénticas: una disputa sobre el castigo 
de un delincuente laico entre el alguacil real local y el cura de un poblado 
indígena, en todos los casos, pasó de los insultos verbales a una pelea 
física indigna presenciada por los habitantes del pueblo.38 Estos pleitos 


32 At, Ind. Gen. 3027, Pedimento Fiscal del Crimen, 26 de septiembre, 1790. 

33 Ibid., Proceso informativo, realizado a las órdenes de un Alcalde del Crimen, 23 de 
septiembre, 1790; y Testimonio de autos seguidos..., por el provisor arquidiocesano, 24 
de septiembre, 1790. 

34 Para detalles sobre este caso, que implicó a varios acusados laicos y a un sacerdote, 
véase a continuación, pp. 189-190. 

35 RAH, col. Mata Linares 76, Capítulo de la catedral de Pueba al rey, 18 de noviembre, 
1800. 


36 Véase AGI, Ind. Gen. 3027, Causa seguida por robos a los reos Agustín Frajeiro y Luis ' 


Marulanda, 1797-1799; y Causa formada a instancia de D. Pedro de la Vega, ultrajado en 
su honor..., 1797-1800. 
37 Ibid., Obispo de Puebla al intendente, 4 de septiembre, 1799, 


38 Ibid., Testimonio de Rafael Ramos, teniente de justicia de Quimixtlán, 1799; 
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personales, en los que cada parte utilizó su autoridad judicial para obte- 
ner una ventaja sobre su rival en poder e influencia dentro del pueblo 
particular, eran una característica común de la administración local en 
México y con frecuencia ocasionaban la intervención de las cortes su- 
periores de la Iglesia y del Estado, ambas con la misma decisión de 
proteger de la intrusión sus respectivas jurisdicciones. Pero, mientras 
que antes los funcionarios reales se habían visto obligados a basarse 
en métodos indirectos para contrarrestar el poder del clero (un poder 
que se manifestaba usualmente bajo la forma de las censuras canóni- 
cas),2? ahora tenían en la nueva ley un medio mucho más eficaz para 
contraatacar. Í 

Tuviera o no la razón el fiscal estaba convencido de que los curas lo- 
cales, alentados por sus obispos, actuaban con la intención de intimidar 
a los alguaciles para conseguir el control completo sobre sus áreas. Eran 
tan frecuentes sus insultos a los alguaciles, aducía, que temía que “no 
habrá quien quiera ejercer la jurisdicción real”, y estaba decidido a dar 
un ejemplo con estos casos para hacer ver al resto de los curas que ya 
no podían “reinar sobre sus pequeños dominios como señores indepen- 
dientes”.40 Pero el obispo de Puebla, en cuya diócesis habían ocurrido 
dos de los incidentes, había realizado sus propias inquisiciones y tenía 
idéntica convicción de que el problema radicaba en las “justicias arro- 
gantes y déspotas que embarazan a los ministros cuanto intentan celar 
la moralidad pública”.*!1 Aceptó que el acusado en un caso había excedi- 
do los límites de la “mansedumbre propia de su estado” azotando al te- 
niente de justicia con un látigo y encerrándolo en su propia cárcel, pero 
había hecho esto en defensa propia y en respuesta a la “debida provo- 
cación”.12 | 

Las autoridades eclesiásticas no sólo no estaban de acuerdo con la 
interpretación de la sala de cuáles circunstancias justificaban la nueva 
ley sino también con el modo de la sala de aplicarla. Así como el término 
de “atroz” daba lugar a interpretaciones contradictorias, la frase “aso- 
ciación de jueces” era motivo de la disputa sobre cómo debía operar este 
nuevo procedimiento. Idealmente, se dividía la autoridad por igual entre 
los dos jueces, pero en la práctica cada uno alegaba que su jurisdicción 


Sumaria hecha por el Subdelegado de San Juan de los Llanos, 1799; y Queja contra el 
cura interino de Petatlán, 1797. 

39 Para material sobre estas rivalidades locales, véase AGI, Guadalajara 242, Audiencia 
al rey, 11 de diciembre, 1778; México 3072, Gobernador Lucas de Gálvez de Yucatán al 
rey, 27 de abril, 1792. 

40 Bn, 12009, Recurso de fuerza, Fiscal del Crimen, 11 de julio, 1799; act, Ind. Gen. 
3027, Pedimentos Fiscales, 26 de abril, 1797 y 9 de mayo, 1799, 

41 AI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. 

42 Bn, 12009, Defensa obispo de Puebla a la audiencia, agosto, 1799. 
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era exclusiva y que el “asociado” no era más que un asistente cuya fun- 
ción era tan sólo garantizar que el juicio se llevara a cabo con justicia, 
Las disputas usualmente se expresaban en términos de prioridades y 
precedencia, esto es, había que establecer si un delincuente eclesiástico 
había perdido su inmunidad automáticamente al cometer un delito serio 
(en cuyo caso la intervención del juez eclesiástico era una generosa con- 
cesión del rey),43 o si la conservaba hasta que el tribunal diocesano lo 
redujera a un estatuto laico con una ceremonia de degradación.** Pero 
la causa fundamental del conflicto era que cada parte desconfiaba dela. 
buena fe de la otra: el fiscal creía que el juez diocesano quería proteger 
a sus colegas eclesiásticos de todo castigo, fueran las circunstancias que. 
fueren, mientras que este último creía que el fiscal estaba decidido a 
castigar, sin importar si el acusado era en realidad culpable o no. — 7 
Los primeros dos casos que se juzgaron después de que se promul. 
gara la nueva ley convencieron a ambas partes de que sus sospechas 
estaban bien fundadas. En un caso, acerca de una disputa jurisdiccional 
local en Michoacán, las pruebas reunidas por los jueces asociados exo- 
neraban completamente al acusado;%5 en el otro, acerca de un asesinato 
cometido en México, los jueces aceptaron una declaración de locura que, 
si se comprobaba, podía librar al acusado de su responsabilidad crimi- 
nal y resultar casi con toda certeza en que se le absolviera.*6 (La ley penal 
española, junto con otras costumbres bárbaras, seguía el principio de la 
responsabilidad aminorada, que ocurría cuando el delito se había come- 
tido en un estado de locura, pérdida temporal del juicio y hasta bajo la 
influencia del alcohol.) Después de estudiar las actas de los dos juicios 
conjuntos, el fiscal concluyó que la intervención equitativa de los jueces 
eclesiásticos, naturalmente inclinados a favorecer a los acusados y con la 
posibilidad de influir para esto en las inquisiciones, era un serio obstácu- 
lo para la administración adecuada de la justicia. La custodia de los 
acusados en las prisiones diocesanas, a las que no tenían acceso los jue- 
ces reales sin el consentimiento y presencia de sus asociados eclesiásti- 
cos, era para él otro obstáculo, particularmente frustrante en el caso del 
asesinato en México, ya que el fiscal estaba seguro de que un nuevo in- 
terrogatorio del acusado revelaría que su declaración de locura era nada 
más una farsa. El fiscal recomendó por tanto que se transfiriera a los acu- 
sados a las prisiones reales y que fueran juzgados de nuevo en ambos 
casos para que el juez real pudiera hacerse cargo de todos los proce- 


43 Véase Bn, 20265, Recurso de fuerza, 11 de junio, 1793. 

44 Véase AGI, Ind. Gen. 3027, Arzobispo de México al rey, 30 de mayo, 1794. 

45 Ibid., Testimonio de autos seguidos por el Intendente y discreto Provisor de 
Valladolid, 1798. 

46 Ibid., Autos de los jueces asociados en proceso por asesinato..., 1795. 
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dimientos por su cuenta, excepción hecha del examen del acusado y de 
todos los testigos eclesiásticos.1*? 

Es imposible determinar qué tanto pesaba la convicción sincera del 
fiscal respecto a la culpa del acusado, y qué tanto un interés de restrin- 
gir la inmunidad eclesiástica, en la obsesión del fiscal de obtener que se 
declarara la culpabilidad en éstos y otros casos similares. Tampoco son 
completamente transparentes los motivos de los jueces eclesiásticos. 
Creían (o decían creer) que los acusados eran inocentes o no respon- 
sables de su crimen y sobre esa base se rehusaron a aceptar las recomen- 
daciones del fiscal, y las rechazaron como prueba de que tanto él] como 
la sala perseguían a la persona, no al crimen, con el fin de engrandecer la 
jurisdicción secular; 48 pero al defender los derechos de los acusados 
también defendían su propia jurisdicción. No importa cuáles fueran sus 
causas no explícitas, este patrón de conflicto quedó establecido desde 
los primeros juicios y se repitió en todos los casos que siguieron, el fis- 
cal y la sala del crimen presionaban para que se declarara culpables a los 
acusados y los jueces diocesanos se oponían a esta presión, y a veces 
incluso se negaban a aceptar una sentencia conjunta. 


EL FRACASO DE LA REFORMA 


Si el propósito del nuevo sistema era garantizar la administración eficaz 
de la justicia, entonces se le debe considerar un Fracaso total: nunca se 
sentenció a ninguno de los quince eclesiásticos llevados a juicio en esta 
época y, con una sola excepción, ningún caso llegó a la etapa de los pro- 
cedimientos de degradación. La energía y la iniciativa del fiscal del cri- 
men para encontrar buenas (y a veces no tan buenas) oportunidades para 
aplicar la nueva ley no bastaban por sí mismas, ya que no se había 
despojado por completo al clero de su fuero. El procedimiento del juicio 
conjunto se había diseñado específicamente como un método interme- 
dio, en el que la Corona había conservado elementos de la práctica tra- 
dicional para que el juez eclesiástico no tuviera pretextos para retrasar el 
juicio con disputas jurisdiccionales e impedir de esta manera “dejar sa- 
tisfecha la vindicta pública”.*2 Pero precisamente porque era un pro- 
cedimiento intermedio su éxito dependía de la cooperación de ambas 
jurisdicciones y, si se negaban a cooperar, los jueces eclesiásticos 


47 AGI, Ind. Gen. 3027, Respuesta Fiscal, 5 de octubre, 1798; RAH, col. Mata Linares 76, 
Respuesta Fiscal, 27 de septiembre, 1799, 

48 AG1I, Ind. Gen. 3027, Respuesta promotor fiscal al promotor de México, 21 de junio, 
1799. Véase también Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. 

49 AG1, Ind. Gen. 3027, Auto Consejo de Castilla, 15 de marzo, 1774; y Respuesta fiscal 
Consejo de Indias, 23 de septiembre, 1795. 
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podían frustrar eficazmente los intentos de los jueces reales para aplicar 
_ el nuevo sistema. e 

En dos aspectos el sistema en sí no presentaba fallas. No había dispu- 
tas jurisdiccionales y, si no se concluía el proceso judicial completo —la 
imposición secular de la pena de muerte después de la degradación— 
esto se debía a circunstancias externas. En un caso que surgió en torno 
a una conspiración el rey intervino directamente antes de que terminara el 
juicio y ordenó que se deportara a los acusados a un presidio en África;50 
en el otro caso, alrededor del asesinato del gobernador Lucas Gálvez de 
Yucatán, los acusados (incluyendo a un sacerdote acusado de complici- 
dad en el crimen) fueron absueltos después de un juicio que duró ocho 
años, cuando confesó de improviso el verdadero asesino.5! 

Pero en el resto de los casos que surgieron en esta época, el nuevo 
procedimiento dejá ver limitaciones más serias que las de los tradicio- 
nales métodos indirectos de control real. Para impedir que se aplicara la 


orden ejecutiva de deportación o un auto de fuerza; los prelados sólo 
tenían que aplicar la estrategia de la resistencia pasiva. Como los jueces 
reales no podían juzgar legalmente a un acusado por su cuenta, los pre- 
lados, al rehusarse a nombrar a un juez asociado (o en ocasiones al.no 
responder siquiera a los llamados para su propio nombramiento),52 po- 
dían aplazar el juicio de manera indefinida. En algunos casos accedían 
inicialmente a un juicio conjunto y después se retiraban en una etapa 
posterior de los procedimientos, una táctica igualmente eficaz que pocie 
inmobilizar por completo al brazo secular.53 

La experiencia más frustrante que tuvo de esta estrategia la sala del 
crimen ocurrió en el primer caso de asesinato que comenzó en 17907El 
juicio conjunto procedió armoniosamente hasta que llegó a la etapa del; del: 
despojo de las investiduras, sin lo cual el tribunal real no podía imponer, 
la pena de muerte. La sala hizo una petición al tribunal eclesiástico para! 
que se degradara al acusado en 1791 pero, a pesar de las repetidas afirma- 
ciones del arzobispo de que haría todo lo necesario para facilitarla prom 
ta resolución del caso,%% se seguía esperando la sentencia de degrada- 
ción del tribunal diocesano para darle fin en 1800. 


50 AG1, Estado 39, Rc al virrey, 27 de marzo, 1800. | 

51 AGI, México 1476, Testimonio del expediente sobre el homicidio perpetrado en; 
Mérida de Yucatán..., 1792-1800. Véase también E. Ancona, Historia de Yucatán desde la. 
época más remota hasta nuestros días (3 vols., Mérida, 1878-1879), 11, 493-500. 

52 Véase, por ejemplo, AGI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al intendente, 4 de sep-. 
tiembre, 1799, en respuesta al cuarto recordatorio en 18 meses. 

53 Véase, por ejemplo, ¿bid., Provisor México a la Sala del Crimen, 28 de junio, 1799, 

34 AGI, México 2542, Arzobispo de México al virrey, 9 de noviembre, 1791, 18 de mayo, , 
1792 y 11 de febrero, 1793. 
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Al autorizar al virrey a confirmar la sentencia final pronunciada por 
la sala en lugar de requerir la aprobación de la Corona, el Consejo de In- 
dias había hecho la advertencia de que cualquier retraso frustraría el 
curso de la justicia dando “tiempo para que obre la compasión demasia- 
do en los ánimos”,55 predicción que resultó ser cierta. Para el momento 
en que el arzobispo estuvo dispuesto a decidir el caso de la degradación, 
el abogado defensor había descubierto las circunstancias atenuantes de 
que se había cometido el crimen bajo la influencia del alcohol (tres litros 
de mezcal, para ser precisos).56 Al aminorar la responsabilidad del acusa- 
do esta excepción, si se comprobaba, podía cambiar el veredicto de asesi- 
nato, hacer innecesaria la pena de muerte y, por tanto, justificar una 
negativa a despojar al acusado de sus investiduras.57 Haya o no el arzo- 
bispo obstruido deliberadamente el curso de la justicia, como adujo la 
sala del crimen, “para ganar tiempo y dilatar su justo castigo, cuando 
no lograse frustarlo”,58 al final el resultado fue el mismo. Las disputas, 
interpolaciones y procedimientos adicionales que surgieron de esta nue- 
va protesta de defensa ocasionaron tantos retrasos que se apagó hasta el 
celo del fiscal, quien decidió que sólo se podía poner fin al atolladero si 
cambiaba su recomendación original de pena de muerte por una de diez 
años de prisión, ahorrando a las autoridades eclesiásticas la poco pla- 
centera necesidad de decidir si enviaban o no a un sacerdote ordenado 
al cadalso, un espectáculo nunca presenciado en México.5? Pero este es- 
fuerzo por llegar a un acuerdo no obtuvo ninguna respuesta del tribunal 
diocesano.60 Aun cuando el acusado había pasado ocho años encadena- 
do en una celda subterránea de la prisión real,9! los jueces eclesiásticos 
al parecer preferían mantenerlo allí indefinidamente y no ceder su juris- 
dicción formal sobre él degradándolo. 

Al volverse cada vez más obvio que la jerarquía eclesiástica no esta- 
ba dispuesta a aceptar ni siquiera la pérdida parcial de su jurisdicción sin 
disputarla, el fiscal decidió que sólo si los jueces reales actuaban con 
más fuerza y más directamente podrían vencer esta resistencia, que él 
consideraba un desafío malicioso a la autoridad real. La acción directa 


55 AGI, Ind. Gen. 3027, Consulta Consejo, 13 de abril, 1791. 

56 AGL, México 2646, Alegato de defensa presentado en el tribunal arquidiocesano, 15 de 
febrero, 1792. 

57 AGI, México 2646, Auto de prueba, Arzobispo de México, 29 de mayo, 1793. 

58 AG1, Ind. Gen. 3027, Sala del Crimen al rey, 31 de mayo, 1794, 

59 Ibid., Respuesta Fiscal del Crimen, 30 de abril, 1798. 

60 AGI, México 2542, Virrey Berenguer de Marquina a Antonio de Caballero, 10 de 
junio, 1800. 

6l AGI, México 2646, Certificado del Alguacil de la Corte a la Sala, 8 de noviembre, 
1798. Véase también México, 2542, Fr. Jacinto de Miranda a Godoy, 28 de marzo, 1796, 
en que describe patéticamente sus sufrimientos y reclama que su celda, desprovista de luz 
de día y de cama, está cubierta de limo y plagada de ratas. 
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que recomendó fue el arresto inmediato de cualquier eclesiástico que 
cometiera un crimen “atroz”: ante el hecho consumado, los jueces ecle- 
siásticos se verían obligados a participar en un juicio conjunto y la cus- 
todia real del acusado también les impediría protegerlo una vez iniciados 
los procedimientos.62 En pronta respuesta a esta recomendación, en abril 
de 1799 la sala ordenó al intendente de Puebla arrestar a cierto sacerdote 
acusado de ofender a la jurisdicción real y después notificar al obispo 
que el sacerdote estaba arrestado en espera de un juicio conjunto.é3 
Pero esta medida no tuvo el efecto previsto por el fiscal. No fue tan 
fácil amedrentar al obispo y en lugar de que éste nombrara a un juez 
asociado amenazó al intendente con excomulgarlo inmediatamente si 
no ponía al sacerdote en libertad.64 Además, esta flagrante violación al 
privilegio del canon (que protegía a los eclesiásticos de cualquier clase 
de violencia física), una violación no prevista por la nueva ley, provocó 
directamente un torrente de protestas eclesiásticas en contra de la nueva 
de cómo la aplicaba la sala. 
an la jerarquía mexicana, los intentos de la sala de imponer el nue- 
vo procedimiento del juicio conjunto en casos injustificados, aunque era era 
contrario a la letra y el espíritu de la ley, se podían “excusar como errores. 
que emanan de (un] celo excesivo” al ejecutar las órdenes del rey, pero 
esta deliberada violación del canon era “prueba incontrovertible desu 
mala fe e intenciones pérfidas”.63 Estas intenciones, en opiniórr de la 
jerarquía, no ocasionarían tan sólo la destrucción de todo vestigio del 
privilegio eclesiástico sino que acabarían por redueir al elero a un ésta- 
tuto inferior al de los laicos.£6 Ni siquiera a los laicos que no fueran ple- 
beyos se les encerraba en las ruidosas prisiones públicas tonldos ¿rimit- 
nales comunes, como se había detenido al sacerdote, sino que quedaban 
bajo arresto domiciliario.67 Además, el intendente, al hacer público el 
suceso —arrastrar a su prisionero por las calles al mediodia, acompaña- 
do de un gran despliegue de tropas, tambores y trompelas—, había inten- 
tado obviamente, afirmaban, difamar a todo el clero y demostrar a las 
masas que los eclesiásticos no merecían ninguna consideración. Este 
acto era un “golpe mortal [que] ha herido por el cimiento tan suntuoso 
edificio de veneración del clero” .68 


62 AGI, Ind. Gen. 3027, Respuesta Fiscal, 10 de abril, 1799. 

63 Ibid., Sala del Crimen al intendente de Puebla, 20 de abril, 1799. 

64 Ibid., Obispo de Puebla al intendente, 30 de abril, 1799. 

65 RAH, col. Mata Linares 76, Capítulo de la catedral de Puebla al rey, 18 de noviembre, 
1799. 

66 Ibid, Capítulo de la catedral de México al rey, 28 de noviembre, 1799. 

67 La Audiencia tambien usó este argumento para protestar por las acciones de la sala, 
BN, 12009, Audiencia de México al rey, 30 de octubre, 1799. 

68 AGI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. Véase también BN, 
12009, Obispo y capítulo de Michoacán al rey, 11 de diciembre, 1799. 
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Si los intentos de la sala de transformar la práctica tradicional de la" 
inmunidad en la Nueva España fueron infructuosos, la responsabilidad 
de este fracaso era tanto de la falta de cooperación de los otros funcio- 

_narios reales como de la oposición de los superiores eclesiásticos. El Tis- 
cal y los alcaldes del crimen, que habían tomado la iniciativa al introducir 
el nuevo procedimiento en 1790, eran también la única fuerza activa para 
que se aplicara la cédula general de 1795. Los magistrados reales meno- 
res, intendentes, subdelegados y jueces municipales siguieron respetan- 
do la jurisdicción exclusiva de la Iglesia sobre los delincuentes eclesiás- 
ticos, como si nunca se hubiera promulgado la cédula, de tal modo que 
ni siquiera con los más diligentes esfuerzos de parte del fiscal y la sala 
se podía imponer la práctica del juicio real directo en todo el virreinato. 

Las oportunidades para aplicar el nuevo procedimiento se limitaban 
a los casos de los que la sala se enteraba de manera'no oficial o que le 
remitía directamente el virrey. Un caso llegó a manos del fiscal por pura 
casualidad, cuando los padres de un sacerdote apóstata, que buscaban la 
ayuda de las autoridades seculares para localizar a su hijo, reportaron 
que ya lo habían encontrado. La inquisición reveló que un subdelegado 
local había arrestado al sacerdote y lo acusaba de adulterio y resistencia 
armada al arresto, pero lo había entregado a las autoridades diocesanas 
en cuanto el culpable reveló su estatuto eclesiástiaco.62 

Como no había mecanismos de los que se pudiera servir la sala para 
ejercer control sobre los tribunales inferiores excepto por medio de las 
apelaciones formales, y como el judiciario local no hizo ningún intento 
para iniciar los procedimientos por su cuenta, la aplicación de la cédula 
general se limitó casi exclusivamente a las áreas colindantes con la capi- 
tal virreinal, las Intendencias de México, Puebla y Michoacán, donde la 
sala tenía mayor acceso a la información extrajudicial. Esta divergencia 
en la práctica que tenía lugar en el centro populoso y las zonas remotas 
no se debía a la ignorancia de los funcionarios locales. La cédula se había 
enviado a todos los obispos e intendentes de las Indias,?0 y las autori- 
dades de áreas tan lejanas como Chihuahua incluso tenían copias del 
Nuevo Código, así como la ley promulgada oficialmente.?! Ni faltaban a 
los funcionarios locales buenas oportunidades. No intentaban llevar a los 
eclesiásticos a juicio por delitos tales como interferir con la jurisdicción 
real, que el fiscal del crimen (justa o injustamente) había calificado de 
atroces, pero siguieron haciéndose cargo de éste y otros problemas de dis- 


69 act, Ind. Gen. 3027, Testimonio de diligencias seguidas por motivo del arresto del 
Br. Manuel Aguilar del Pozo, 21 de septiembre, 1796. 

70 Véase, por ejemplo, ¿bid., Intendente de Oaxaca al Consejo, 2] de junio, 1796, e 
Intendente de Michoacán al Consejo, 29 de mayo, 1796, en que acusa de recibida la cédula. 

71 AGI, Guadalajara 569, Comandante General de las Provincias Internas a Antonio de 
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ciplina eclesiástica por los viejos métodos de la intervención ejecutiva o 
extrajudicial.?2 

Incluso cuando la sala tomaba la iniciativa, los magistrados locales 
no cooperaban plenamente. Con frecuencia no arrestaban al acusado y 
hacían sólo esfuerzos ocasionales para que se nombrara a un juez asocia- 
do.?3 Esta apatía era particularmente sorprendente en los casos que 
surgían alrededor de las rivalidades locales entre las dos jurisdicciones, 
El mismo subdelegado e intendentes que se quejaban de que los curas 
amedrentaban a los alguaciles reales en sus intentos para obtener el 
completo control sobre sus alguacilazgos parroquiales?4 no aprovecha- 
ban esta arma potencialmente eficaz que la nueva ley les ofrecía en el 
juicio directo. El alegato del fiscal de que temían provocar un choque 
serio con el clero?5 es una posible explicación. El intendente de Oaxaca, 
por ejemplo, a quien la sala había ordenado enjuiciar a uno de los canó- 
nigos de la catedral acusado de adulterio (la propuesta para un juicio 
conjunto la había planteado el marido ultrajado), se rehusó inmediata- 
mente, aduciendo que había resuelto “nunca tomar conocimiento como 
juez en un asunto odiosísimo por tantos respectos... y también por la 
fina armonía que deseo guardar con todos los individuos de este cuerpo 
eclesiástico”.?6 

Otra explicación es la inercia de la tradición que, junto con una renuen- 
cia a chocar con los intereses creados, había originado la discrepancia 
entre el precepto y la práctica en muchas otras cuestiones, una carac- 
terística constante de la administración colonial en México desde la con- 
quista. Un ejemplo de esta inercia fue un caso que surgió en la capital 
virreinal en 1797. Un mes después de que el incidente, un apuñalamien- 
to en la Alameda central, se hizo del dominio público, la sala se enteró 
de que uno de sus condestables y el corregidor habían entregado el caso 
inmediatamente al provisor diocesano, “para que providenciara lo que 
hallara oportuno con el agresor, quien goza del fuero eclesiástico”.?? 
Con el apoyo de la plena autoridad de la sala del crimen, situada literal- 
mente a unos pasos del lugar del crimen, estos funcionarios no tenían por 
qué temer una colisión con las autoridades eclesiásticas y deben haber 


72 Véase, por ejemplo, AGI1, Guadalajara 534, Audiencia al Consejo, 16 de noviembre, 
1802; y Guadalajara 315, Expediente contra el cura de Chapala por ultrajes en la persona 
del Teniente de justicia..., 1802. 

73 act, Ind. Gen. 3027, Intendente de Puebla a la Sala del Crimen, 26 de junio, 1799, en 
que informa a la sala de que el obispo no ha respondido a su orden para un juicio conjun- 
to, emitida el 16 de febrero, 1798. 

74 Ibid., Intendente de Puebla a la Sala del Crimen, 27 de enero, 1799. Véase también 
Subdelegado de FHuatusco al virrey, 9 de febrero, 1799. 

75 Ibid., Respuesta Fiscal del Crimen, 2 de junio, 1799, 

76 AGI, Ind. Gen. 3027, Intendente de Oaxaca a Branciforte, 22 de septiembre, 1797. 

77 Ibid, Corregidor de México, Mariano Fagoaga, al provisor, 26 de diciembre, 1797. 
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cedido la custodia del delincuente (violando las instrucciones específi- 
cas de la sala referentes a todos los crímenes de violencia cometidos por 
un miembro del clero) por la fuerza de la costumbre, una “tremenda 
negligencia de sus obligaciones” que les ocasionó una reprimenda y una 
multa.?3 

Si los intentos de la sala para aplicar la nueva ley se veían obstacu- 
lizados por la falta de cooperación de los magistrados inferiores, se 
veían completamente frustrados por la corte de apelación suprema, la 
audiencia. En teoría, el impasse causado por la negativa de los jueces 
eclesiásticos a participar en un juicio conjunto era meramente tempo- 
ral, ya que la decisión final en cualquier competencia entre las dos juris- 
dicciones era de las audiencias reales con base en la institución del re- 
curso de fuerza. 

Como medio de despojar a los jueces eclesiásticos de su jurisdicción 
sobre un acusado el recurso se aplicaba inicialmente en los casos alre- 
dedor de la inmunidad local. Cuando la Corona, siguiendo los linea- 
mientos de la política carolina general de restringir la autoridad judicial 
eclesiástica, impuso límites a este privilegio de asilo a mediados del 
siglo xvIn1,79 se instruyó a los fiscales coloniales para que garantizaran 
la ejecución de estas leyes con la presentación de un recurso de fuerza 
en conocer, siempre que las cortes eclesiásticas interfirieran en el juicio 
de un delincuente que quisiera reclamar para sí, injustificadamente, la 
inmunidad local.80 Para aplicar este procedimiento en disputas provo- 
cadas por la restricción de la inmunidad personal se necesitaban pocas 
modificaciones: siempre que el juez eclesiástico se negara formalmente a 
nombrar a un juez asociado o a continuar un juicio conjunto, el fiscal del 
crimen debía presentar de inmediato un recurso de fuerza en el modo de 
conocer.31 Aunque era un retraso molesto, el recurso se consideraba un 
medio infalible para contrarrestar la oposición eclesiástica a que se 
aplicara la nueva ley, porque una vez que la audiencia había declarado 
que el juez eclesiástico “hace fuerza en el modo” no tenía más alternati- 
va que participar en un juicio conjunto hasta que éste concluyera. ' 

Pero en lugar de apoyar los argumentos del fiscal de que los jueces 
eclesiásticos excedían su autoridad, la audiencia declaró siempre que 
actuaban completamente en sus derechos. Por lo general los oidores 


78 Ibid., Auto Sala del Crimen, 1 de febrero, 1798. 

79 Véase AGI, Ind. Gen. 3025, Expediente general sobre la inmunidad de los reos que se 
refugian al sagrado, 1764-1787 (todo el legajo). 

80 Ibid., RC circular, 4 de octubre, 1770. Para una descripción de los tres tipos de recur- 
so de fuerza, véase pp. 72 ss. 

81 Los diversos recursos de fuerza presentados por el fiscal, de los que algunos combi- 
naban varios casos, se encuentran en AGI, Ind. Gen. 3027, 22 de marzo, 1798, 27 de junio, 
1799, 17 de septiembre, 1799 y 15 de octubre, 1799; y Bn, 12009, 11 de julio, 1799. 
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dejaban claramente establecido que la nueva ley no era aplicable porque 
el crimen específico no era “atroz”;82 pero aun cuando en dos de los casos 
sostuvieron la petición para un juicio conjunto condenaron los inten- 
tos de la sala de obtener la custodia del acusado y de negar al juez ecle- 
siástico la misma jurisdicción.83 El fiscal y la sala habían dado por hecho 
que la audiencia, en último de los casos, resolvería estas competencias a 
su favor, si no es que actuaban como promotores incondicionales de la 
jurisdicción real y emitían una orden general para que se nombrara sin 
dilación a los jueces asociados en todos los casos en el futuro sin posi- 
bilidad de rehusarse por ningún motivo.8% Por el contrario, se encon- 
traron con que la audiencia se oponía tanto como el clero a sus ataques a 
la inmunidad eclesiástica, y era el aliado firme de la jerarquía al denun- 
ciar al rey “el procedimiento escandaloso” de la sala.85 

Por tanto el conflicto entre los progresistas y los conservadores, que 
había caracterizado la formación y promulgación de la nueva ley, pasó 
a ser una característica igualmente destacada de su aplicación en la Nueva 
España, y resultó en feroces batallas verbales entre el fiscal y los oidores 
durante las sesiones del recurso y acusaciones ante la Corona de poca 
ética profesional que rivalizaban en amargura con cualquiera de los in- 
tercambios entre los jueces reales y los eclesiásticos. La sala y el fiscal 
en realidad guardaban sus críticas más corrosivas para los oidores, cuya 
falta de entusiasmo para defender las prerrogativas reales consideraban 
infinitamente más reprochable que la inevitable oposición del clero, y a 
quienes acusaban de aplicar “doctrinas ultramontanas” en un intento 
deliberado de sabotear la legislación progresista de la Corona.?$6 

La audiencia, por otra parte, sostenía que ella sólo había apoyado el 
partido de la razón y la justicia. El fiscal, aducía, además de distorsionar 
los textos de los cánones, las leyes reales y obras establecidas de la juris- 
prudencia para fundamentar sus argumentos, había exagerado a pro- 
pósito la gravedad de los delitos cometidos: en un caso había utilizado 
el término “sedición” porque una multitud había corrido a la escena de 
un pleito entre un cura y el alguacil real, siendo que cualquier perso- 
na que conociera las condiciones de la Nueva España, explicaron, sabía 
_que en los pueblos el más mínimo incidente inmediatamente ocasiona- 
DS reunión de indígenas curiosos. Finalmente el arresto “con ruido y 


82 AG1, Ind. Gen. 3027, Autos de fuerza, 27 de noviembre, 1799, 22 de diciembre, 1799; 
BN, 12009, Autos de fuerza, 3 de enero, 1800 y 16 de febrero, 1800. 

83 Ibid., Auto de fuerza, 19 de agosto, 1799; RAH, col. Mata Linares 76, Auto medio, 16 
de octubre, 1799, 

84 Ibid., Petición a la audiencia, 11 de julio, 1799. 

85 Bn, 12009, Audiencia al rey, 30 de octubre, 1799, 

86 AG1, México 2647, Fiscal del Crimen al rey, 26 de septiembre, 1799; RAH, col. Mata 
Linares 76, Sala del Crimen al rey, 23 de agosto, 1799. 
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escándalo” de un sacerdote por parte de tropas reales que actuaban bajo 
las órdenes de la sala era una afrenta tal a la Iglesia y sus ministros, y - 
un acto tan innecesario, que se debía sospechar de los motivos de los 
alcaldes. 87 

La audiencia tan sólo insinuó la posibilidad de que la sala y el fiscal 
actuaran, no guiados por un sentido del deber, sino por motivos más 
siniestros, pero la jerarquía eclesiástica fue más directa. Si el ultramon- 
tanismo (tal como lo aplicaba la audiencia) era el enernigo del progreso 
y la reforma, según la jerarquía, se podía achacar a los francmasones y 
los filósofos franceses, “autores enemigos de la Iglesia... cuya pésima 
doctrina va contaminando a ministros [de la Real Sala]”, la responsabi- 
lidad de las iniciativas de la sala.88 

La persona que se señaló como el principal exponente en México de 
un plan deliberado para destruir a la Iglesia fue el fiscal del crimen, 
Ambrosio de Sagarzurrieta. No había ningún antecedente para explicar 
-5u decidida oposición a la inmunidad eclesiástica (que era innegable, 
aun si sus motivos no eran los que le adjudicaba la jerarquía). La única 
característica que lo distinguía entre sus colegas, el haber sido ordena- 
do como sacerdote y nombrado para beneficios eclesiásticos antes de 
convertirse en servidor público,8? debía, en todo caso, predisponerlo a 
favor del privilegio clerical. Más que albergar ningún rencor particular 
contra el clero es probable que fuera simplemente ambicioso, y un his- 
torial de celo demostrado en la defensa de las prerrogativas reales podría 
ser extremadamente útil para la promoción dentro del servicio.% Cierta- 
mente era uno de los funcionarios más entusiastas y concienzudos en 
México en esta época y se le alabó en un informe confidencial hecho 
en 1809 por su “gran rectitud y celo en el real servicio”, que contrastaban 
con la apatía y la preocupación por los intereses personales de sus cole- 
gas, los miembros del judiciario.?! 

Como la audiencia no sostuvo la jurisdicción real en estas competen- 
cias, al fiscal y la sala del crimen sólo les quedó una posibilidad de apoyo, 
el rey. No apelaron los autos de fuerza desfavorables; con ello sólo lo- 
grarían eliminar los obstáculos en estos casos particulares, y estaban 
seguros de que las cortes eclesiásticas por supuesto encontrarían nuevas 


87 Bn, 12009, Audiencia al rey, 30 de octubre, 1799. 

88 RAH, col. Mata Linares 76, Capítulo de la catedral de México al rey, 28 de noviembre, 
1799. | 

89 AGI, Guadalajara 243, Relación de méritos y servicios del Dr. D. Ambrosio de Sa- 
garzurrieta, 1786. 

90 Véanse las diversas consultas en torno a los candidatos para promoción, 1780-1790, 
en AGI, Ind. Gen. 563. 

21 AHN, Consejos 58, Advertencias útiles para la conservación tranquila y permanente 
del Reyno de Nueva España, Juan Jabat a la Junta Central, 10 de enero, 1809. 
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escapatorias para evadir la ley. En cambio hicieron una petición al rey 
para que remplazara esta ley por otra que autorizara a los tribunales 
reales a enjuiciar a los delincuentes eclesiásticos sin que intervinieran 
os tribunales diocesanos.?2 
Se argumento de que la inmunidad del clero era equivalente a no 
Estar sujeto a ningún castigo y que por tanto promovía el crimen, un 
argumento planteado primero por los ministros de Carlos III para con- 
vencerlo de que revisara la política eclesiástica tradicional de la Corona 
y revivido después al discutirse la promulgación de la ley del Nuevo 
Código sobre el juicio conjunto, hizo su entrada en la tercera etapa de la 
pelea por la reforma judicial. Pero al tratar de convencer a Carlos IV de 
que era necesario eliminar completamente el fuero eclesiástico, el fiscal 
y la sala del crimen mexicanos llevaron este argumento a mayores con- 
secuencias: afirmaban que la inmunidad que disfrutaba el clero en 
México había resultado en un incremento alarmante en la incidencia de 
crímenes “atroces” cometidos por eclesiásticos fuera de toda proporción 
con la población eclesiástica del virreinato.93 Y este incremento se había 
acelerado drásticamente, según el fiscal, a raíz de que se había favoreci- 
do a los tribunales diocesanos en los últimos recursos de fuerza, cuya 
consecuencia había sido envalentonar a los delincuentes eclesiásticos.% 

Como prueba de su alegato, el fiscal y la sala entregaron los registros 
de todos los casos que habían surgido en la Nueva España en la década de 
1790-1799, a partir del primer caso de asesinato de 1790 (no se envió nin- 
guna documentación sobre la supuesta ola de crímenes de 1799-1800). 
En su diligente búsqueda habían encontrado a quince eclesiásticios acu- 
sados de crímenes “atroces” (que iban desde la lesa majestad hasta el 
robo menor) durante esa década, de un total estimado de 8 000 eclesiás- 
ticos en todo el virreinato.?5 Aun si no todos los acusados eran culpables 
en realidad (se retiraron las acusaciones contra uno, de complicidad en 
el asesinato del gobernador Gálvez, en 1800), la cuenta no es envidiable; 
pero tampoco prueba necesariamente que hubiera aumentado el índice 
de crimen eclesiástico. No se daban estadísticas para los periodos anterio- 
res, pero las actas coloniales muestran que los delincuentes eclesiásticos 
no eran de ninguna manera una característica exclusiva de finales del 
siglo xvI11.26 En cuanto a que fueran más en proporción los crímenes 


92 RAH, col. Mata Linares 76, Fiscal del Crimen al rey, 25 de octubre, 1800; AI, Ind. 
Gen. 3027, Sala del Crimen al rey, 29 de octubre, 1800. 

93 RAH, col. Mata Linares 76, Sala del Crimen al rey, 23 de agosto, 1799; AG1, México 
2647, Fiscal del Crimen al rey, 26 de septiembre, 1799. 

94 RAH, col. Mata Linares 76, Fiscal del Crimen al rey, 25 de octubre, 1800. 

95 AGI, Guadalajara 323-A, Estadística de Nueva España (s. f. comienzos del siglo 
diecinueve), una versión revisada del censo de 1793. 

% Legajos elegidos al azar de la serie AG1, Contratación 4038-4377, Registro de naos de 
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cometidos por eclesiásticos que por laicos, las pruebas en realidad lle- 
van a la conclusión contraria: en un año (1793), por ejemplo, el Tribunal 
de la Acordada declaró culpables a 181 laicos nada más por los críme- 
nes de homicidio y muerte,?” y este total no incluye los casos fuera del 
área central del virreino, donde funcionaba la Acordada, como tampoco 
los casos que llevaban la sala del crimen y los magistrados municipales. 

Aunque el fiscal y la sala no pudieron probar que el clero mexicano tu- 
viera más inclinaciones hacia el crimen (o menos habilidad para no 
darse a notar) que los laicos, los historiales que entregaron sirvieron 
para fundamentar su petición de que se revisara la ley al demostrar que 
la cédula de 1795 era prácticamente imposible de aplicar. Decidieron 
suspender su ataque al fuero eclesiástico hasta recibir la decisión del 
rey, ya que la oposición de la jerarquía, respaldada por la autoridad de 
la audiencia, podía frustrar cualquier intento de enjuiciar nuevos casos, 
así como impedir que se concluyeran los juicios ya en proceso.% A raíz 
de las últimas decisiones desfavorables en los recursos de fuerza, el fis- 
cal, en lugar de arriesgarse a recibir nuevos “insultos” de la audiencia, 
tan sólo había instado a los prelados a castigar a los delincuentes. El que 
los prelados nunca llevaran a cabo ninguna acción independiente en 
estos casos era para él una prueba irrefutable de que estaban decididos 
a proteger a sus colegas eclesiásticos y que la inmunidad eclesiá .:¡¿Áñera. 
incompatible con el mantenimiento del orden público. 

Al mismo tiempo los prelados dirigían a la Corona una andanada de 
vehementes argumentos para que se restaurara su jurisdicción a su 
antiguo estatuto exclusivo, e indicaban que el rey no se había percatado 
del “siniestro plan” para destruir a la Iglesia que habían incitbado 
algunos de sus ministros y llevado a cabo algunos de sus funcionarios 
en México.!00 Este sentir era unánime y generalizado, cosa que indicaba 
que el clero en su totalidad, no sólo en Puebla, México y Michoacán,!01 
las áreas del ataque intensivo de la sala, sino también en las diócesis en 
que no se había dado ningún caso, como en Durango,!02 sentía que corría 


generales de Nueva España, 1556-1784, revelan que se había deportado a España a los 
criminales eclesiásticos bajo partida de registro desde el inicio de este periodo. 

97 AG!I, México 1476, Plan que demuestra las operaciones del Real Tribunal de la 
Acordada, 1793, enviado por Revillagigedo a Pedro de Acuña, 31 de marzo, 1794, 

98 RAH, col. Mata Linares 76, Sala del Crimen al rey, 25 de octubre, 1800 y 27 de 
diciembre, 1801. 

99 Ibid., Fiscal del Crimen al rey, 25 de octubre, 1800 y 27 de diciembre, 1801. 

100 AGI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. 

101 Véase también, RAH, col. Mata Linares 76, Arzobispo de México al rey, 26 de sep- 
tiembre, 1799; Capítulo de la catedral de Puebla al rey, 18 de noviembre, 1799; Capítulo 
de la catedral de México al rey, 28 de noviembre, 1799; y Bn, 12009, Obispo y capítulo de 
Michoacán al rey, 11 de diciembre, 1799. 

102 RAH, col. Mata Linares 76, Obispo y capítulo de Durango al rey, 2 de diciembre, 
1799. 
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peligro, si no de ser aniquilado como apuntaron, al menos de perder el 
-estatus-privilegiado y honrado dentro de la sociedad que había disfruta- 
do desde que comenzó la época colonial. EOI 
Confundido por estas peticiones contradictorias el rey ordenó que se 
revaluara el sistema. De hecho, se supóne que se había estado estudian- 
do una regla general revisada desde 1796, cuando el fiscal del Consejo 


recomendó el mismo cambió que había de recomendar su sucesor en 
1802: que se excluyera totalmente a la jurisdicción eclesiástica de los 
juicios penales.103 Se decía que no había severidad de parte de los jueces 
! reales que pudiera hacer frente a la mañas y astucia de los jueces eclesiás- 
cos y que este privilegio de inmunidad, “nada más que una licencia para 
el vicio y el crimen” no se podía tolerar “en nuestra edad ilustrada”. 104 
Pero aunque la cuestión se sometió al rey en 1803,105 éste nunca co- 
municó su decisión final, si es que tomó alguna, a las autoridades colo- 
niales.!06 El procedimiento acordado de asociación de jueces claramen- 
te no funcionaba: como una medida a medio camino, lo único que logró 
fue la oposición del clero y la frustración de los jueces reales sin garanti- 
zar una administración eficiente de la justicia. Pero a pesar de estas limi- 
taciones se le había de mantener hasta bien entrado el siguiente siglo, 
hasta que las circunstancias extraordinarias de una guerra civil obli- 
garon al virrey mexicano a revisar el caso contra la inmunidad eclesiás- 
tica y a rechazar el consejo de precaución en vista de “tan arraigada 
superstición y el fanatismo ignorante”107 que probablemente habían 


inducido al rey a no abolir el privilegio por completo. 


103 AG1, Ind. Gen. 3027, Respuesta Fiscal de Nueva España (Consejo de Indias), 19 de 
septiembre, 1796. 

104 RAH, col. Mata Linares 76, Respuesta Fiscal de Nueva España, 29 de abril, 1802. 

105 Ibid., Consulta Consejo, 13 de enero, 1803. 

106 gn, 20245, Respuesta Promotor Fiscal, México, 10 de septiembre, 1811, cita como la 
última declaración oficial que se conozca en México sobre esta cuestión, una RO enviada a 
la Audiencia de Sevilla, 19 de noviembre de 1799, en que se ordenaba que todos los casos 
de crímenes “atroces” se delegaran en el rey, mientras el Consejo de Castilla formaba una 
nueva /nstrucción. 

107 RAH, Col. Mata Linares 76, Respuesta Fiscal del Perú, 1804. 
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EL CLERO SEDICIOSO Y LA RESTRICCIÓN DE LA INMUNIDAD 


EL PROBLEMA del control secular del clero llegó a un punto crucial en la 
Nueva España durante la guerra de independencia. El desarrollo de una 
política eclesiástica de la Corona con el fin de crear un sistema de control 
judicial directo se había detenido poco antes de eliminar la inmunidad 
por completo en un acuerdo confuso que resultó ser inaceptable tanto 
para las autoridades seculares como para el clero. El gobierno español, 
que tenía que atender asuntos más urgentes en Europa (primero la ame- 
naza de una invasión francesa y luego la invasión misma), había pos- 
puesto una decisión definitiva acerca de esta cuestión, pero el gobierno 
virreinal se vio obligado por sucesos igualmente críticos en México a 
reconsiderar el problema y a solucionarlo por su cuenta. 

El movimiento de la independencia de México tuvo varias etapas.! La 
primera fue el periodo de los precursores, de mediados de los 1790 hasta 
1808, durante la cual el fermento intelectual general y la insatisfacción 
política crecieron hasta convertirse en un deseo específico de indepen- 
dencia entre un pequeño grupo de líderes criollos. La abdicación de 
Carlos IV y la invasión napoleónica a España sirvieron de pretexto para 
la separación pacífica de la colonia, un proyecto que los criollos espera- 
ban realizar con ayuda del virrey José de Iturrigaray.? Pero esta posibili- 
dad terminó en septiembre de 1808 cuando una facción muy lealista de 
españoles peninsulares depuso a Iturrigaray y dio inicio, sin darse cuen- 
ta, a una nueva fase del movimiento independentista. Los criollos se 
convencieron de que sólo podrían lograr su objetivo por la fuerza, una 
convicción que se acentuó al imponer el nuevo gobierno medidas cada 
vez más represivas para poner un alto a las actividades desleales, y su 
creciente oposición al dominio español se plasmó en planes concretos 
para una deposición violenta. Finalmente, el 16 de septiembre de 1810 el 


1 L. Alamán, Historia de México, es una de las fuentes más valiosas para la época de la 
independencia, con una crónica detallada de los años 1808-1825 basada en documentos 
originales y relatos de testigos presenciales (incluyendo el suyo), que en muchos casos ya 
no se pueden consultar. 

2 AGI, México 1662, Relación sucinta y razonada de los hechos antecedentes que pre- 
cedieron a la separación del virrey, D. José de Iturrigaray, noviembre, 1808, preparada por 
la Audiencia de México. 
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movimiento entró en su tercera fase, la rebelión armada. Un cura de un 
pueblo en Guanajuato, Miguel Hidalgo y Costilla, “soltó una chispa en 
el pequeño lugar de Dolores y ella voló por todo el reyno con la rapidez 
e la peste atmosférica”.3 
a capacidad del gobierno para defenderse de este movimiento de 
independencia, en todas sus fases, estaba directamente relacionada con 
la cuestión de la inmunidad eclesiástica. La subordinación total del clero 
a la autoridad coercitiva del Estado, que antes se pedía para garantizar 
su cooperación para trabajar en pro de los intereses de la Corona, en 
este momento pasó a ser una cuestión de si podría sobrevivir la Corona 
en la colonia o no. El clero dejó de ser una amenaza potencial para la 
seguridad del Estado; una parte importante del clero mexicano conspiró 
y tomó las armas contra el gobierno, confirmando así los miedos que se 
habían expresado décadas antes, durante la crisis de la política real pro- 
vocada por el motín de Esquilache.1 
Como no existen recuentos oficiales de las fuerzas insurgentes, es 
difícil dar siquiera una cifra aproximada del número de eclesiásticos 
que se unieron a la causa de la independencia. A partir de documentos 
gubernamentales y de crónicas personales de la época, se ha elaborado 
una lista parcial de 401 individuos (244 seculares y 157 regulares) de cuya 
participación activa queda constancia,5 y que solamente da cuenta de 
aquellos incluidos en los informes oficiales por haber sido capturados 
en batalla o acusados de subversión, y aquellos mencionados en las 
memorias y correspondencia de otros insurgentes; la lista no incluye, 
por ejemplo, a los muchos que pasaron inadvertidos aunque colabora- 
ron con los rebeldes, o que pelearon con las fuerzas rebeldes pero eran 
demasiado oscuros para que se les mencionara. | 
La contribución del clero al movimiento de independencia fue mucho 
mayor que la que indican los números: aun si el clero en su totalidad se 
hubiera unido a las fuerzas rebeldes el número de clérigos, calculado en. 
un poco más de una décima parte del uno por ciento (0.12%) de la po- 
blación total,? no podría haber sido determinante al menos en lo que 


3 AGI, México 1664, Informe de la Audiencia, 18 de noviembre, 1813, párr. 42. El 
informe es un relato, desde el punto de vista realista, del origen y desarrollo de la rebelión, 
La biografía más completa de Hidalgo, aunque declaradamente alabatoria, es la de L. 
Castillo Ledón, Hidalgo, la vida del héroe (2 vols., México, 1948-1949). 

4 Véase el cap. vi. 

5 Véase el apéndice. 

6 C. M. Bustámante, Cuadro histórico de la revolución mexicana (6 vols., México, 1843- 
1846), es una fuente particularmente útil, ya que el autor estaba en contacto con los 
rebeldes desde el inicio de la guerra, a la que se unió abiertamente en 1812. 

7 F. Navarro y Noriega, Memoria sobre la población de Nueva España, apéndice, 
"Estado de la población..., 1810”, da la cifra de 6 122 354 para la población total, y la de 
7 341 para el clero secular y regular. | 
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respecta a la fuerza militar. Pero eran los líderes, militares y políticos, y 

su decisión de unirse al movimiento con frecuencia fue decisiva para 
que también lo hicieran grandes sectores de la población. Pueblos 
enteros siguieron siendo leales o se unieron a la insurrección dependien- 
do de los dictados del párroco, y muchos curas siguieron el famoso 
ejemplo de Hidalgo, “pronunciándose” por la revolución y llevando a, 
sus parroquianos como contribución a las tropas rebeldes.8 

Los eclesiásticos estuvieron relacionados con todas las etapas impor- 

tantes en el desarrollo del movimiento de independencia, desde el pri- 
mer complot descubierto en México para la separación de España en 

1794 hasta las diversas conspiraciones que antecedieron y siguieron al 
levantamiento de Dolores.? Los clérigos criollos ayudaron a dirigir el 
curso de la rebelión, a orientar la guerra ideológica contra los realistas 
que se llevó a cabo por medio de la prensa insurgente (principalmente 
en los periódicos, Despertador americano, Correo americano del Sur, 
llustrador americano y Semanario patriótico americano, todos publica- 
dos por eclesiásticos)!0 y a definir las confusas y amorfas aspiraciones 
políticas de la revolución en manifiestos y decretos constitucionales.!! 
Quizá el fenómeno más curioso y típicamente mexicano fue el cabecilla 
u oficial militar eclesiástico. Los clérigos criollos en otras colonias, como 
el deán Funes en el Río de la Plata, !? tuvieron un papel político activo, 
pero normalmente no llevaban a las tropas a la batalla. Hidalgo y su 
sucesor José María Morelos (otro cura de pueblo de Michoacán) 13 fue- 
ron los soldados-sacerdotes más famosos, pero hubo otros muchos ecte- 
siásticos, Mariano Matamoros, José Navarrete, Pablo Delgado, José 
Izquierdo, fray Luis de Herrera, para nombrar a unos cuantos, que tuvie- 
ron un alto rango en las fuerzas insurgentes y que en diversas ocasiones 
dieron muestras de un considerable talento militar; especialmente en la 
guerra de guerrillas. 


> 


8 Algunos de ellos se mencionan en AG1, México 1321, Virrey Venegas al ministro de 
guerra, 27 de enero y 12 de marzo, 1811 y aGN, Operaciones de Guerra 1013, Obispo electo 
de Michoacán, Manuel Abad y Queipo, a Venegas, 20 de septiembre, 1812. 

9 Para juicios de los conspiradores eclesiásticos, véase AGN, Infidencias 23, núms. l y S 
(Valladolid de Michoacán, 1809); Infidencias 172 (México, 1811); Infidencias 10 y 11 
(Oaxaca, 1811); Infidencias 58, 63 y 85 (Valladolid, 1813); e Infidencias 92 (Zacatecas, 1814). 

10.Se han reproducido éstos y otros diarios insurgentes publicados de 1810 a 1814 en 
DHM, III y IV. 

11 Véase, por ejemplo, “Plan de paz y plan de guerra”, 1812, por el Dr. José María 
Cos, publicado en C. M. Bustamante, Cuadro histórico, 1, 389-400; AaG1, México 1482, 
Proclamación para un Congreso Constitucional, 11 de septiembre, 1813, José María 
Morelos. 

12 R. Levene, A history of Argentina, trad. por W. S. Robertson (Chapel Hill, 1937), pp. 
226-227. 

13 A. Teja Zabre, Vida de Morelos (México, 1959), es una versión objetiva de la partici- 
pación de Morelos en el movimiento, basada sobre todo en. fuentes originales. 
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Al no tener una documentación completa, el mejor modo de juzgar la 
contribución del clero a la rebelión es por las opiniones de testigos con- 
temporáneos. En 1812 un oidor mexicano reportaba sus impresiones de 
la guerra en términos similares a los que usaban otros funcionarios rea- 
les y observadores particulares: 


Nadie puede negar que los clérigos fueran principalmente los autores de esta 
rebelión, que ellos mismos sostienen y fomentan [no sólo con sus conspira- 
ciones e influencia sino que] se cuentan por centenares los generales briga- 
dieres, coroneles y otros oficiales que hay de su estado en los numerosos 
ejércitos o reuniones de los traidores. !1 


El apoyo del clero mexicano a la insurrección de ninguna manera era 
unánime. Los obispos y canónigos fueron casi siempre leales al régimen 
con unas cuantas excepciones: los canónigos José San Martín y Fran- 
cisco de Velasco fueron activos revolucionarios; varios otros fueron acu- 
sados de espionaje o conspiración; y unos cuantos canónigos en México 
y en Valladolid formaron parte de un grupo subversivo llamado Los 
Guadalupes, que proporcionaba a los rebeldes información, dinero y 
armas.!5 Pero aunque muchos eclesiásticos permanecieron neutrales o 
se opusieron a la insurrección con cartas pastorales, sermones, dinero 
y hasta con servicio militar en las fuerzas realistas!6 esto no podía borrar. 
el hecho de que el gobierno virreinal se enfrentaba a una rebelión a gran . 
escala iniciada por un sacerdote y sostenida en gran medida por los _. 
miembros criollos del clero menor. 

La tarea de aplastar esta revolución no era compatible, en opinión del 
gobierno, con la preservación de la inmunidad eclesiástica. Los defenso- 
res de esta inmunidad siguieron usando el argumento canonista orto- 
doxo, empleado en controversias anteriores, de que el poder coercitivo de 
la Iglesia bastaba para mantener la disciplina eclesiástica sin ninguna 
interferencia del brazo secular.1? Pero si antes había parecido inválido 
este argumento a las autoridades seculares, ahora la prueba irrefutable 
de la insurreción lo contradecía del todo. 

La incapacidad de los superiores eclesiásticos para controlar a sus 
subordinados eficazmente, que ya se había manifestado en la tranqui- 


(4 AGI, México 1664, Pedro de la Puente al Consejo de Regencia, 15 de diciembre, 1812. 
Véase también México 1321, Venegas al ministro de guerra, 12 de marzo, 1811. 

¡5 AGI, México 1480, Certificaciones que acreditan la complicidad de varios indivi- 
duos..., 31 de mayo, 1813, enviadas por el virrey Calleja al ministro de guerra. 

16 Como ejemplo del curioso fenómeno de dos fuerzas contrarias encabezadas por 
eclesiásticos, véase el informe de una escaramuza cerca de Guadalajara, en AGI, México 
1482, “El mentor de la Nueva Galicia” (periódico realista), 12 de julio, 1813. 

17 AHN, Consejos 21212, Pedimento Promotor Fiscal, Dr. Medrano, 21 de agosto, 1811. 
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lidad y el orden relativos de la época colonial, se acentuó en las condi- 
ciones caóticas de una guerra civil. No faltaron los esfuerzos: tanto antes 
como después de la rebelión en México, la jerarquía mexicana dirigió 
todo el peso de su influencia y autoridad a controlar a los eclesiásticos 
sediciosos, así como a ayudar a suprimir el movimiento de independen- 
cia en general, pero los medios de que disponían resultaron ser comple- 
tamente inadecuados. Las exhortaciones pastorales prácticamente no 
hicieron efecto. El obispo de Puebla, por ejemplo, que había convocado a 
los clérigos de su diócesis para firmar un voto de lealtad hacia el gobier- 
no en 1810,!8 se vio obligado a confesar dos años más tarde que muchos 
de estos mismos sacerdotes se habían unido a las fuerzas rebeldes. 1? 
Los decretos de excomunión tal vez hacían dudar a algunos eclesiásticos 
(y laicos) vacilantes, pero aquellos que ya se habían comprometido con 
la causa rebelde hicieron caso omiso de estas censuras y algunos lle- 
garon a publicar refutaciones de su validez.20 Los prelados estaban dis- 
puestos a actuar de manera más directa, pero las cortes eclesiásticas no 
tenían suficiente personal para detectar y arrestar a los sospechosos sub- 
versivos, mucho menos para aprehender a los revolucionarios activos. 

Los superiores regulares supuestamente estaban en mejor posición 
para poner un freno a la sedición entre sus subordinados, que vivían 
dentro de los confines de los monasterios pero, a pesar de las órdenes 
virreinales de mantener a los frailes estrictamente vigilados,?! los regu- 
lares sospechosos de traición, y aun aquellos que estaban custodiados 
continuamente, escapaban para unirse a la rebelión. Y en 1811 se planeó 
un complot a gran escala para tomar la capital, tan organizado que se 
hablaba de un arsenal de armas de fuego y explosivos dentro del princi- 
pal monasterio agustino, y podría no haberse detectado si uno de los frai- 
les no hubiera denunciado a sus compañeros conspiradores la nochyg 
antes del golpe.?? 

La Inquisición desempeñó un papel todavía menos importante en el 
control de los eclesiásticos rebeldes y sediciosos que los prelados. Como 
órgano para acabar con la herejía había decaído desde comienzos del 


18 Gaceta del gobierno de México (México, 1810-1821), 30 de octubre, 1810, Acta del 
Obispo y clero de Puebla, 27 de octubre, 1810. 

19 J. Hernández y Dávalos, ed., Colección de documentos para la historia de la guerra de 
independencia de México (6 vols., México, 1877-1882), 1v, 272, Edicto del obispo de Puebla, 
10 de julio, 1812. 

20 Hidalgo, por ejemplo, en su Manifiesto, 15 de diciembre, 1810, publicado en G. 
García y C. Pereyra, Documentos inéditos ó muy raros, 1x, 44-49. Véase también DEM, 11, 
“Despertador americano”, 3 de enero, 1811; y tv, “Correo americano del Sur”, 29 de mayo, 
1813. 

21 G. García y C. Pereyra, Documentos inéditos ó muy raros, 1x, 233-238, Venegas al 
Padre Guardián de San Fernando, 12 de agosto, 1811. 

22 Véase AHN, Consejos 21212, Causa seguida a los padres agustinos, 1811. 
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siglo XVI, y no era mucho mayor su habilidad para imponer la ortodoxia 
política entre los laicos o el clero. Durante el periodo prerrevolucionario 
de 1795 a 1810 los inquisidores, presionados por el gobierno, estuvieron 
en actividad, enjuiciando supuestos partidarios del republicanismo y de 
la libertad de conciencia, entre otras peligrosas doctrinas nuevas,?? pero 
después del inicio de la rebelión sus únicas contribuciones a la causa 
realista fueron un edicto que excomulgaba a Hidalgo y a sus seguidores, 
edicto que no se emitió sino hasta que varios prelados habían tomado la 
iniciativa,24 y poner sus calabozos secretos a disposición de las autori- 
dades para la custodia de los prisioneros especialmente peligrosos. La 
supresión de la Inquisición por orden de las Cortes españolas en los 
años 1812-1814 fue el golpe final a su prestigio y eficacia. Aunque des- 
pués se le restableció al regreso de Fernando VII, ya para ese entonces 
se consideraba que sus actividades no tenían la menor importancia en 
la tarea de anular la rebelión. El Santo Oficio mexicano juzgó a Morelos 
por herejía en 1815,25 pero en las actas queda claro que esta interven- 
ción fue gratuita y que el virrey la toleró sólo a condición de que no se 
retrasara el juicio militar, cuya decisión se conocía de antemano. ?6 

El gobierno virreinal no podía de ninguna manera confiar, y no lo 
hizo, en los bien intencionados pero inútiles esfuerzos de la jerarquía y 
la Inquisición para intentar preservar el dominio español sobre la colo-. 
nia. La aprehensión, juicio y castigo de los eclesiásticos traidores eran. 
casi exclusivamente funciones civiles y militares, en que la intervención 
de los magistrados eclesiásticos fue disminuyendo cada vez más al acre- 
centarse la intensidad y duración de la rebelión. Anular las conspira- 
ciones y otras formas de subversión era responsabilidad de las autori- 
dades civiles, mientras que el castigo de los eclesiásticos que participaran 
en abierta rebelión era tarea casi exclusiva de los oficiales del ejército 
realista. El acento inevitable sobre esta última función, al transformarse 
el movimiento de independencia en una guerra civil generalizada, tuvo 
como consecuencia que desaparecieran no sólo la inmunidad eclesiástica, 
sino también las garantías individuales básicas tradicionales del clero y 
de los laicos. 

Ya la ley del Nuevo Código que ordenaba la asociación de jueces ecle- 
siásticos y reales pará el juicio de crímenes “atroces” había restringido 


23 Véase Precursores ideológicos de la guerra de independencia (México, 1929). 

24 Los edictos de Abad y Queipo-de Valladolid, 24.de septiembre, 1810, y del arzobispo 
de México, 1! de octubre, 1810, antecedieron al edicto de la Inquisición del 13 de octubre, 
1810, Gaceta del gobierno, 28 de septiembre y 19 de octubre, 1810. CO 

—25 Los procesos por herejía contra Morelos, noviembre, 1815, están publicados en G. 
García y C. Pereyra, Documentos inéditos ó muy raros, Xu, 59-119. 

26 G. García y C. Pereyra, Documentos inéditos ó muy raros, X31, 69, Calleja al 

Inquisidor general mexicano, 23 de noviembre, 1815. 
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la inmunidad exclusiva del clero en los casos criminales.?? En teoría 
este mismo procedimiento de juicio conjunto se segufa en todos los jui- 
cíos civiles de eclesiásticos subversivos (y no los juicios militares de 
insurgentes, de los que sé hablará en su momento) durante todo el perio- 
do de la independencia, ya que la ley más pertinente del Nuevo Código, 
que decretaba que los eclesiásticos perdían sus derechos a la inmunidad 


£n los casos de lesa majestad, 28 nunca se promulgó formalmente en las 
Indias. Pero la supuésta jurisdicción equitativa de los jueces eclesiásti- 
“ós se reducía en estos” juicios a a ína intervención puramente nominal, y. 
la , pérdida parcial del fuero se volvió total, excepto en el nombre. 

“La reducción de la intervención eclesiástica fue un proceso rápido. El 
primer caso de traición, que comenzó en 1794, ya evidenciaba una modi- 
ficación del sistema que se seguía en los juicios de otros delitos serios 
como el homicidio y el robo. En estos juicios la balanza de la jurisdic- 
ción se inclinaba, en todo caso, a favor de las cortes eclesiásticas, ya que 
(a pesar de la oposición del fiscal del crimen) no sólo participaban equi- 
tativamente en todos los procedimientos sino que guardaban al acusado 
bajo su custodia.?? Pero en el juicio de conspiración de 1794 el juez 
eclesiástico, aunque estuvo presente mientras duraron los procedimien- 
tos, sólo intervino activamente cuando se interrogó al acusado o al testi- 
go eclesiástico y cuando se hizo el resumen de las pruebas para cumplir 
con la sala del crimen.30 

Para cuando se juzgó en 1808 al siguiente eclesiástico subversivo, el 
proceso casi estaba terminado: el juicio conjunto se había convertido en 
un juicio secular en que el juez eclesiástico únicamente ratificaba las 
decisiones de su asociado,3! ha de pensarse que para que el tribunal 
diocesano quedara tranquila de que el acusado había recibido un juicio 
justo. Sólo se le llamó después de que se había arrestado al sospechoso 
y de que las autoridades seculares habían hecho la acusación formal, y 
no tomó parte ni en dirigir el curso de las sesiones, ni en decidir el vere- 
dicto o la sentencia impuesta: ambos eran decididos exclusivamente por 
el brazo secular y confirmados por el virrey.32 En realidad la presencia 
del juez eclesiástico como un observador pasivo durante el interrogato- 


27 aGt, Ind. Gen. 3027, rc, 25 de octubre, 1795, en que se promulga la ley 71, título 9, 
Libro 1, del Nuevo Código de las leyes de Indias. 

28 act, México 1159, Nuevo Código, ley 13, título 12, Libro 1. 

29 Con la única excepción de un fraile carmelita acusado de asesinato en 1790 y encar- 
celado en la prisión real. Véase también el texto, cap. VIII para un estudio de éstos y otros 
juicios de crímenes atroces de 1790 a 1799. 

30 AG1, Estado 22, Testimonio de autos en la causa de Juan Guerrero y cómplices, 1794; 
y AGN, Infidencias 29 y 139, las mismas, de 1795 a 1800. 

31 AGI, México 1662, Razón del proceso contra Fr. Melchor de Talamantes, 1808. 

32 Ibid. Véase también AHN, Consejos 21081, Causa seguida a Fr. Miguel Zugasti, 1309. 
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rio del acusado normalmente era lo único que diferenciaba el juicio de 
un eclesiástico acusado de sedición del de un laico.33 

A diferencia de los juicios de delitos en contra de la sociedad, en los que 
los prelados discutían cada aspecto de los procedimientos, en estos jui- 
cios por crímenes contra el Estado casi no había disputas juridiccio- 
nales. En lugar de alegar que el crimen no era tan serio como para pri- 
var al acusado de su inmunidad exclusiva, o de insistir en que el juez 
secular era meramente un auxiliar de su asociado eclesiástico, los obis- 
pos fácilmente aceptaban un juicio conjunto muchas veces sin saber a 
ciencia cierta cuál era el crimen cometido y sin conocer siquiera la iden- 
tidad del acusado34 y aceptaban el papel subordinado que se asignaba a 
sus delegados, al parecer sin una queja. El primer eclesiástico juzgado por 
conspiración en 1794, al quejarse a la Corona de que se había violado su 
inmunidad por el juicio casi exclusivamente secular y por su larga de- 
tención en la prisión real, estaba menos indignado ante la asunción ile- 
gal de autoridad de los jueces reales que ante la “indolencia e indiferen- 
cia” del tribunal eclesiástico por la pérdida de su propia jurisdicción y el 
wrivilegio sagrado del fuero”.35 
y. “indiferencia” que demostró el tribunal arquidiocesano de México 
en este caso, un precedente que habría de seguirse en el futuro pará 
todos los juicios por traición en todo el virreinato, parece sorprendente 
si se consideran las fuertes protestas del arzobispo y los otros prelados a 
la menor amenaza de que se invadiera su jurisdicción en otras clases de 
casos penales. La explicación de esta incongruencia radica en la ratu- 
raleza del crimen: la jerarquía nunca cuestionó que se restringiéera la 
Inmunidad en casos de lesa majestad porque consideraban éste “el más 
“atroz de todos los crímenes”, crimen que representaba una amenaza tan 
seria para la religión y la Iglesia como para el Estado.36 Tampoco creían 
que discutir sobre los detalles del procedimiento judicial serviría a sus in- 
tereses. Como “reunidos a un propio fin las jurisdicciones real, ordina- 
rio, militar, eclesiástica y el Santo Tribunal con una armonía tan grande 
cuanto más no cabe, deseando todos deshacer esta fermentación pési- 
ma” como lo explicaba un magistrado real,37 estaban dispuestos a cogpe- 
rar plenamente, aun si esto implicaba aceptar serias invasiones de su 


33 Compárese, por ejemplo, los juicios de Manuel Peimbert (laico) y de Manuel Pala- 
cios (sacerdote), ambos acusados de sedición en 1809, en AHN, Consejos, 21203. 

34 ací, Estado 22, Juicio de Juan Guerrero y cómplices, 1794. Véase también AGN, Ope- 
raciones de guerra 1012, Venegas a Abad y Queipo, 17 de septiembre, 1810, en que pide 
que se nombre a un juez asociado para una conspiración en Querétaro; y Abad y Queipo a 
Venegas, 27 de septiembre, 1810. 

35 Ac1, Estado 39, Juan de Vara a Antonio de Llaguno, 27 de agosto, 1796. 

36 RAH, col. Mata Linares 76, Arzobispo de México al rey, 26 de septiembre, 1799. 

37 Aci, Estado 22, Alcalde del Crimen a Branciforte, 1 de octubre, 1794. 
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jurisdicción.38 Había disputas, pero no tenían nada que ver con la juris- 
dicción; giraban en torno a la decisión de un juicio particular (esto es, si 
merecía o no la pena de muerte un acusado eclesiástico)3? y no alredez 
dor de la manera en que se le llevaba. 

Además de la casi completa restricción del fuero, los eclesiásticos 
acusados de traición (como también ocurría a los laicos) perdían gra- 
dualmente las garantías legales normales a las que eran acreedores 
todos los súbditos españoles bajo el sistema judicial tradicional. La fac- 
ción peninsular que depuso al virrey Iturrigaray en 1808 tomó severas 
medidas para apagar desde sus inicios cualquier actividad separatista y 
para “calmar la inquietud pública”: se impusieron toques de queda, se 
prohibieron las reuniones públicas y se detuvo a muchos criollos acusa- 
dos de comportamiento o conversaciones sospechosas.*0 Pero quizá 
la innovación más importante fue la creación, en juriio de 1809, de una 
Junta consultiva, un tribunal extraordinario que remplazó a los tri- 
bunales ordinarios reales en el juicio de todos los casos de infidencia o 
traición. 

Este tribunal, pronto rebautizado con el nombre de Junta de seguri- 
dad y buen orden,*! tenía dos ventajas sobre los tribunales ordinarios 
como instrumento para reprimir la subversión, sus miembros eran elegi.- 
dos y sus procedimientos se habían simplificado. Se temía que los tri- 
bunales reales ordinarios fueran indulgentes con los traidores: ya habían 
incurrido en el desagrado de la Corona por ser demasiado escrupulosas 
en la observancia de los procesos debidos en anteriores juicios de trai- 
ción, y algunos de los magistrados criollos eran sospechosos de sim- 
patizar y quizá hasta de colaborar con los rebeldes.43 Pero al crear un 
tribunal especial cuya membresía se limitaba a unos cuantos magistra- 
dos peninsulares, especialmente elegidos por su marcada lealtad a la 


metrópolis,+ el gobierno podía asegurarse tanto de que se detectaran 
J 


38 Véase, por ejemplo, AGN, Obispos y arzobispos 3, Obispo de Oaxaca a Venegas, 3 de 
enero, 1811. 

39 Véase a continuación, pp. 196-198, 204-206. 

40 AGI, México 1662, Audiencia a Junta Central, 24 de septiembre, 1808; y AHN, Con- 
sejos 21081, Gabriel de Yermo (líder del golpe) a Junta Central, 12 de noviembre, 1808. 

4! Véase AGI, México 1662, Real acuerdo, 26 de junio, 1809; y AGN, Infidencias 128, 
núm. 19, Bando interim Virrey (Arzobispo de México), 21 de septiembre, 1809. 

42 AGI, Estado 22, Ro, 19 de enero, 1795; Guadalajara 247, Real resolución, 15 de mar- 
zo, 1803. 

43 Para informes sobre la lealtad de varios magistrados criollos (por ejemplo, el Alcal- 
de del Crimen, Jacobo de Villaurrutia), véase AGI, México 1661, Audiencia a Junta Central, 
12 de noviembre, 1808; México 1474, Venegas al Secretario de Gracia y Justicia, 10 de 
noviembre, 1810; México 1487, Calleja al Ministro de Ultramar, 6 de abril, 1815. 

44 Miguel Bataller, Presidente de la Junta desde 1810, fue recompensado por su “inaltera- 
ble lealtad y celo” y se le promovió de oidor a regente de la audiencia, AG!, México 1665, 
Consulta Consejo, 1 de marzo, 1820. 
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puntillosamente todas las actividades subversivas como de que se casti- 
gara con rigor a los delincuentes. 

La segunda ventaja de la Junta era su habilidad para resolver los 
casos con rapidez. Se creía que el crimen de traición, “asunto gravísimo, 
delicado y urgente”, requería un “modo de proceder más breve, expedito 
y justificado”45 y, para evitar cualquier retraso en el castigo de los delin- 
cuentes, la Junta simplificó el encumbroso y tardado proceso judicial de 
los tribunales reales ordinarios al punto de que el Consejo de Indias 
condenó sus juicios por carecer hasta de la mínima formalidad de la 
averiguación previa.*6 Entre la acusación y el veredicto sólo mediaba un 
breve interrogatorio del acusado, posiblemente el testimonio de uno o 
dos testigos para el juicio y un resumen del fisca].1? Al acusado se le ne- 
gaba toda defensa u opción de apelar, ya que se consideraba qué estas 
formalidades eran “incongruentes con el objetivo primario de la Junta, 

que es una pronta detención”.48 

El primer juicio por conspiración en los 1790 duró seis años, sobre 
todo a causa de los aplazamientos que pidió el consejero de la defensa: 

. En cambio, la Junta de seguridad podía resolver la mayor parte de sus 
“casos en unas cuantas semanas, basándose en el principio de que se 
podía emitir un veredicto de culpabilidad sin necesitar "prueba, sino 
sólo sospecha, ni citación judicial ni otras formalidades que exija la 
jurisdicción contenciosa”.19 Se puede juzgar la eficacia del procedimien- 
to de la Junta, así como su celo para detectar la subversión si se com- 
para el número de casos criminales ordinarios que llevó la sala del cri- 
men en los años 1810-1812, que fue de 9080, con el de los que llevó la 
Junta en el mismo periodo, que fue cinco veces mayor.50 

Este método sumario de hacerse cargo de los juicios podía ser la 
causa de serias injusticias, ya que no se hacía el menor intento de reali- 
zar mayores averiguaciones para esclarecer pruebas o testimonios con- 
tradictorios que atenuaban la culpa del acusado. Se denunció a un cura 
de pueblo por negarse a participar en una ceremonia de lealtad a Fer- 
nando VII. No se aceptó su plausible explicación, de que únicamente 
había negado el permiso de que se utilizara la iglesia parroquial en un 
día especial, Viernes Santo, porque habría sido irreverente, y sin tardan- 

[vt MIO Ñ A by, 

4s AG!, México 1662, Real acuerdo, 26 de junio, 1809. 

46 AI, México 1147, Consulta Consejo de Indias, 18 de mayo, 1818. 

47 Véase, por ejemplo, AcI, México 1476, Juicio de Fr. Pedro Rivera y Fr. Manuel 
Suárez, 1811; y AGN, Infidencias 99, núm. 5, Juicio de Tiburcio Valderas y Alexo 
Norzagaray (clérigos ambos), 1811. 

Ml act, México 1473, Exposición que hicieron los tres fiscales, 26 de junio, 1809, 


50 Informe, Sala del Crimen, 8 de febrero, 1813, publicado en Gaceta del gobierno, 11 
de marzo, 1813. 
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za se le acusó de lesa majestad, a pesar de la recomendación del fiscal 
de que se llamara a más testigos a corroborar el testimonio del denun- 
ciante.51 En otro caso un fraile criollo fue acusado de “haber vertido 
especies sediciosas”. Hasta sus denunciantes reconocieron que normal- 
mente estaba ebrio y que era conocido por su charla imprudente pero 
inofensiva, pero se le declaró culpable de “alta traición” bajo el entendi- 
do de que cualquier eclesiástico que comentara los rumores de la revo- 
lución, cuando su pensamiento debía estar dedicado al ideal cristiano 
de la paz, era obviamente un conspirador activo.52 Ambos acusados, a 
quienes se deportó a España para ser castigados, eran quizá culpables 
de traición; lo importante es que las pruebas que se presentaron en sus 
juicios distaban mucho de ser concluyentes. Por otra parte, había acu- 
sado a quienes se absolvía por falta de pruebas que, en cuanto se veían 
libres,53 se daban la media vuelta para unirse a las fuerzas rebeldes, 
pero lo más frecuente es que si no se podía comprobar ni mínimamente 
la culpa de un eclesiástico, de acuerdo con los requisitos que marcaba la 
Junta de seguridad, quedaba en prisión al arbitrio del virrey.54 El sis- 
tema de un tribunal extraordinario, con su procedimiento simplificado 
de juicios sumarios, se hizo práctica habitual en casi todo el virreinato a 
partir de la rebelión iniciada en septiembre de 1810: en Guadalajara se 
creó otra Junta de seguridad principal, y juntas subsidiarias en los cen- 
tros provinciales, cuyos procedimientos se sometían a la revisión de las 
juntas de las capitales de audiencias.35 Estos tribunales especiales, aun- 
que provocaron que se perdieran ciertas garantías legales, no tuvieron 
ningún efecto sobre el privilegio del fuero eclesiástico, ya que la Junta 
de seguridad siempre contaba con un representante del tribunal dioce- 
sano, que se reunía con uno de los magistrados reales en cuanto un 
eclesiástico era llevado a juicio.5é Había varias excepciones a esta regla 
fuera de la capital, las Juntas locales recién formadas con la intención 
de excluir completamente a los jueces eclesiásticos de los juicios,5? péro 


51 AHN, Consejos 21203, Juicio de Manuel Palacios, 1809. 

52 AHN, Consejos 21081, Juicio de Fr. Miguel Zugasti, 1809. 

53 AGN, Operaciones de Guerra 1011, Arzobispo de México a Venegas, 5 de enero, 1811; 
y Operaciones de Guerra 1012, Arzobispo a Venegas, 22 de enero, 1811. 

34 Véase, por ejemplo, AGN, Infidencias 172, núms. 55-56, Juicio de Fr. Francisco 
Antelo, 1311. 

55 Véase, por ejemplo, AGN, Infidencias 10 y 11, núm. 4, Juicio de participantes laicos y 
eclesiásticos de una conspiración en Oaxaca, 1811, a cargo de la Junta de Oaxaca y entre- 
gado a la Junta de México para que lo confirmara. 

56 AGN, Operaciones de guerra 1011, Arzobispo de México a Venegas, 5 de enero, 1811, 
para cumplir con la petición de la Junta de que nombrara a un delegado permanente. 

57 Véase AGN, Flistoria 411, Sumaria contra Fr. Bernardino de la Sma. Trinidad, 1811 
(Oaxaca); e Infidencias 165, Juez eclesiástico de Veracruz, Ignacio López de Luna, a 
Venegas, 14 de diciembre, 1811. 
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la política del virrey era mantener el sistema del juicio conjunto cuando 
se presentaban a su consideración estos intentos de modificarlo.58 


LA REBELIÓN Y LA ABOLICIÓN TOTAL DE LA INMUNIDAD ECLESIÁSTICA 


El sistema modificado del juicio conjunto, que no conservó más que la 
apariencia de la jurisdicción equitativa como concesión a la inmunidad 
eclesiástica, funcionó sin altibajos y eficazmente mientras que el gobier- 
no se hizo cargo de la tarea de controlar un movimiento de independen- 
cia cada vez más inquieto, pero aún no violento. Más que castigar; el 
objetivo del gobierno en el periodo prerrevolucionario era “librar a estas. 
provincias de elementos disruptores y peligrosos”,59 así que tanto a los 
eclesiásticos como a los laicos acusados de traición simplemente se les 
deportaba a Españaó0 (o, en el primer juicio por conspiración, a UH pre- 
sidio en ultramar).9! Aunque el juicio directo a cargo de los jueces secu-” 
lares y la sentencia judicial de exilio eran innovaciones, el resultado 
final no difería del método extrajudicial de deportación con el que los 
funcionarios reales habían controlado a los eclesiásticos delincuentes o 
desobedientes desde el principio de la época colonial. Aun si el crimen, 
cuyas pruebas eran irrefutables (en opinión del tribunal) era tan serio 
como para ameritar la pena de muerte, las autoridades mexicanas to- 
davía no aceptaban la idea de imponer la pena capital a un eclesiástico 
en México, donde el clero era “tan generalmente venerado” $2 sino que 
preferían adoptar la solución más prudente de enviar al convicto a Es- 
paña con el acta de su juicio, para que el gobierno español pudiera de- 
cidir su destino.é3 

r Pero tan pronto como el creciente descontento político devino re- 
belión declarada dejó de parecer adecuado el método tradicional para 
resolver los casos de los delincuentes eclesiásticos. No sólo resultaba 
imposible embarcar a tantos rebeldes hacia España (que estaba ella 
misma envuelta en una dura lucha contra la invasión extranjera), sino 
que el gobierno sintió que la indulgencia ya no tenía cabida: la enormi- 
dad del crimen de rebelión y el grave peligro que amenazaba el régimen 


58 AGN, Obispos y arzobispos 3, Dictamen Junta de seguridad, 18 de enero, 1811. 

59 AHN, Consejos 21203, Dictamen Fiscal, 14 de junio, 1809. 

60 AG1, México 1474, Lista de los reos de Estado que se remiten con sus causas, 12 de 
febrero, 1810. 

6l act, Estado 39, RC al virrey, 27 de marzo, 1800. 

62 ac1, México 1662, Pedro Catani (Regente de la Audiencia) a Junta Central, 15 de 
julio, 1809. 

63 Véase ibid., Juicio de Fr. Melchor de Talamantes, 1808; AHN, Consejos 21081, Juicio de 
Miguel Zugasti, 1809 (aunque tanto él como Talamantes murieron en Veracruz esperando 
ser deportados); y Consejos 21203, Juicio de Manuel Palacios, 1809. 
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colonial exigían que se impusiera la pena de muerte a todos los insur- 
gentes, Sin importar su estatuto, a cambio del derramamiento de san- 
gre, destrucción de la propiedad y caos social y político que habían pro- 
vocado.61 La inmunidad de los insurgentes eclesiásticos no se podía 
considerar un impedimento. Por el contrario, los funcionarios reales 
estaban convencidos de que tantos miembros del clero se habían unido 
a la rebelión precisamente porque su estatúto privilegiado les había 
hecho creer que no teníari nada que temer. Y como el apoyo del clero 
era tan decisivo para la rebeliórr los realistas creían que una de las me- 
didas más necesarias para acabar con ella era “una declaración de que 
estos monstruos no gozan de inmunidad ni necesitan ser degradados. en 
caso alguno de la presente rebelión”.65 


Esta declaración pública apareció en la forma de un bando virreinal, 
con fecha del 25 de junio de 1812, que abolía los últimos vestigios del 


fuero y y el privilegio "del canon de golpe, al autorizar a los comandantes 


del ejército reslista a juzgar a todos los insurgentes eclesiásticos sin 
intervención de las cortes eclesiásticas ya ejecutarlos sin la degradación 
previa.66 

El virrey Francisco Xavier de Venegas había pospuesto esta medida 
tanto como le fue posible por deferencia a Ta opinión publica, y r explicó 
que “es uno de los mayores conflictos en que me éncuentro para tomar un 
partido capaz de atajar [el] mal influjo [de los insurgentes eclesiásticos] 
de una manera que no escandalice, choque y produzca inconvenientes 
peligrosos”.6? Pero para mediados de 1812 los sucesos habían obligado 
al gobierno a concluir que no tenían otra alternativa: su existencia se veía 
seriamente amenazada por una rebelión incontenible que, en opinión 
de los realistas, era “casi en su totalidad obra de los eclesiásticos”.68 Apa- 
rentemente apagada en 1811 con la captura de sus líderes originales, 
la rebelión rápidamente recobró fuerza, y para 1813 gran parte del terri- 
torio virreinal había pasado a manos de los rebeldes, excepto por las 
ciudades principales, bloques aislados de realismo que sólo se podían 
comunicar entre sí por medio de convoyes militares poco frecuentes y 
que corrían muchos riesgos.é? 

En la creencia de que esta rebelión se desintegraría sin el liderazgo 
del clero (que pudo ser o no una visión optimista), el gobierno también 


64 AG1, México 1321, Venegas a Calleja, 13 de abril, 181!. 

65 AG], México 1664, Pedro de la Puente a Consejo de regencia, 15 de diciembre, 1812. 
Véase también ¡bid., Informe Audiencia de México, 18 de noviembre, 1813, párr. 42. 

66 Bando, 25 de junio, 1812, párs. 7 y 10, en Gaceta del gobierno, 30 de junio, 1812. 

67 AG1, México 1321, Venegas al ministro de guerra, 27 de enero, 1811. 

68 ac, México 2571, Carta pastoral, obispo electo de Michoacán, 26 de septiembre, 1812. 

69 Véase AGI, México 1664, Informe Audiencia de México, 13 de noviembre, 1813, en 
que se describen las condiciones del virreinato. 
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se convenció de que mientras se hiciera cualquier concesión a la inmu- 
nidad de los insurgentes eclesiásticos, no se les podría castigar eficaz- 
mente ni, en primer lugar, se les podría disuadir de unirse a la rebelión. 
Más aún, sin la amenaza de la ejecución los insurgentes eclesiásticos no 
se veían en la urgencia de conseguir los indultos o amnistías que se 
otorgaban a todos los rebeldes que abandonaban el movimiento por su 
propia voluntad; o si llegaban a obtener un indulto simplemente toma- 
ban las armas otra vez cuando les convenía. Un sacerdote pudo repetir 
esta estratagema tres veces durante el curso de la guerra.?0 La política 
de indulgencia que se siguió en los primeros casos de traición también 
había tenido efectos contraproducentes, ya que algunos de los eclesiás- 
ticos habían quedado en libertad o se les había permitido regresar del 
exilio sólo para que se unieran a la rebelión a la primera oportunidad.?”! 

Pero aunque se hizo evidente para los realistas que la única manera 
de “restringir” a estos insurgentes era ejecutar a cualquier sacerdote 
rebelde que pudieran capturar, era igualmente obvio que la interven- 
ción de las cortes eclesiásticas, que no habían presentado objeción algu- 
na en los juicios prerrevolucionarios a los eclesiásticos sediciosos, podía 
ser un obstáculo insalvable tan pronto surgiera la cuestión de la pena 
capital. Ya se había reducido el privilegio del fuero a un estatuto mera- 
mente nominal, pero el privilegio del canon, que exigía que el obispo 
degradara al eclesiástico antes de que se le pudiera dar muerte había 
permanecido intacto hasta el momento, y no todos los obispos estaban 
dispuestos a tratar como mera formalidad también este último vestigio 
de la inmunidad. 

Los diversos aspectos de este conflicto se pueden apreciar mejor en el 
caso de los insurgentes eclesiásticos, entre ellos Hidalgo, capturado en 
Norias de Baján, Coahuila, en marzo de 1811.72 Llevaron a Hidalgo, jun- 
to con los otros líderes, Ignacio Allende, Juan Aldama, Mariano Abasolo 
y Mariano Jiménez, a Chihuahua, la capital de las Provincias Internas, 
donde una corte marcial juzgó a todos y los condenó a muerte, con excep- 
ción de Abasolo, a quien se le otorgó una suspensión de la pena.?3 

La intervención de la jurisdicción eclesiástica en el juicio de Hidalgo 


70 AGN, Infidencias 160, núms. 65-80, Proceso contra el cura de Nopala, José Manuel 
Correa, 1817. Véase también Operaciones de Guerra 1913, Abad y Queipo (obispo electo 
de Michoacán) a Venegas, 20 de septiembre, 1812, en que se mencionan otros ejemplos. 

71 AG1, México 1482, Declaración de Fr. Manuel Gutiérrez Solano, en que menciona a 
Fr. Vicente de Santa María, implicado en la conspiración de Valladolid de 1809; y Los 
Guadalupes a Morelos, 15 de diciembre, 1813, en que se menciona a Manuel Palacios, 
declarado culpable de subversión en 1809. 

72 DHM, vi, 95-98, Relación de los individuos aprehendidos en Norias de Baján, 21 de 
marzo, 1811. 

73 Las actas de los juicios de Hidalgo y sus compañeros están publicadas en J. 
Hernández y Dávalos, op. ctz., 1, 7-76. 
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provocó un ligero retraso, ya que no fue ejecutado sino hasta un mes 
después que sus compañeros. Pero este retraso se debió únicamente a 
dificultades técnicas. El juez eclesiástico nombrado por el obispo de Du- 
rango no participó en el juicio más que para examinar las actas de las 
sesiones, y cooperó de buen grado al declarar que estaban “bien recibi- 
das las declaraciones”.?* Pero cuando se le pidió que despojara a Hidalgo 
de su vestiduras objetó sobre la base de que sólo un obispo consagrado 
podía realizar esta ceremonia. Se consultó al obispo y éste autorizó, 
ordenó en realidad, a su delegado que pronunciara la sentencia de degra- 
dación y redujera a Hidalgo al estatuto laico?3 (una ceremonia impresio- 
nante en la que se despojaba al culpable de sus vestiduras sacerdotales y 
se le borraban simbólicamente los signos de su estatuto, como la ton- 
sura clerical). Ya sin este obstáculo, la pena de muerte tuvo lugar el pri- 
mero de agosto de 1811, menos de un mes después de presentarse la 
petición formal de la degradación.?6 

A los otros diez eclesiásticos capturados con Hidalgo, cuatro regu- 
lares y seis sacerdotes seculares, se les envió a Durango para el juicio. El 
comandante general de las Provincias Internas había previsto que, mien- 
tras que la degradación de Hidalgo, que después de todo era el líder de 
la rebelión con el grado de generalísimo, podía ser virtualmente auto- 
mática, sería más difícil garantizar la misma sentencia contra estas figu- 
ras menores, quienes no eran, en su mayoría, más que capellanes, y por 
esa razón decidieron que se les juzgara en la sede diocesana.?” 

Sus miedos estaban justificados. Aunque rápidamente se condenó a 
muerte a seis de los prisioneros (al final los otros cuatro fueron conde- 
nados al exilio),?78 el obispo insistió en ejercer su criterio independiente 
en el juicio de degradación y se negó a aceptar el veredicto ni la sentencia 
de la corte militar. Hizo una diferencia entre la culpa enorme y confesada 
abiertamente de Hidalgo y el crimen menos serio de estos eclesiásticos, 
quienes, de acuerdo con las pruebas presentadas, no habían portado 
armas sino que únicamente habían administrado a las tropas rebeldes 
los sacramentos.?79 El gobernador amenazó con ejecutarlos aun sin la 


74 J. Hernández y Dávalos, op. cit., 1, 22, Dr. Francisco Fernández Valentín al asesor 
Rafael Bracho, 14 de junio, 1811. 

75 Ibid., 1, 44-45, Obispo Gabriel Olivares a Fernández Valentín, 18 de julio, 1811. 

76 Ibid., 1, 31-34, Dictamen Asesor Rafael Bracho, 3 de julio, 1811; p. 35, Auto Coman- 
dante General Nemesio Salcedo, 4 de julio, 1811. 

17 DEM, vi, 101-102, Nemesio Salcedo al gobernador interino de Coahuila, 28 de mar- 
zo, 1811. 

78 Véase, por ejemplo, AGN, Infidencias 160, núm. 145, Juicio de José Francisco 
Olmedo, 1811-1813. Véase a continuación, pp. 203-205. 

79 No existen actas oficiales del juicio, pero el material referente a él y a la controversia 
entre el obispo y el gobernador se encuentra en AHN, Consejos 21215, Expediente promovi- 
do con motivo de haber hallado en Durango un pasquín revolucionario por haber conde- 
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degradación si el obispo no cedía; pero no fue sino hasta un año des- 
pués, cuando el gobernador recibió el bando del 25 de junio de 1812 que 
declaraba innecesaria la degradación que, como el obispo había muer- 
to, muy a tiempo, se pudo ejecutar la pena de muerte.80 

Al publicar el bando la intención del virrey era eliminar todos los 
obstáculos para apa¿ar rápida y eficazmente la rebelión e imponer un 
método uniforme para hacerse cargo de los insurgentes, sin importar su 
estatuto. El fuero eclesiástico se abolió por completo, ya que se sometió 
a todos los insurgentes capturados a la jurisdicción militar exclusiva, para 
que se les sentenciara “con la brevedad prevenida por la Ordenanza” y 
no con las formalidades del procedimiento judicial civil.8! En áreas bajo 
el control militar, no sólo los casos de rebelión, sino hasta los de subver- 
sión eran juzgados en cortes marciales. En Jalapa, por ejemplo, que ya 
tenía una Junta de seguridad civil, se creó un “consejo de guerra” en 1812, 
que juzgó a un canónigo criollo acusado de espionaje para los insur- 
gentes, a pesar de que la vieja Junta y el juez eclesiástico local interfirieron 
sobre la base de que no se había capturado en batalla al acusado y que 
en consecuencia no estaba sujeto legalmente a la jurisdicción militar.32 

Esta cláusula del bando no era ni una innovación sorprendente ni un 
»" radical de la legislación real existente. Aunque nunca se publicó en 

as Indias y no tenía, por ende, fuerza legal, una ley del Nuevo Código 
carolino había previsto la abolición del fuero eclesiástico en fayor de la 
jurisdicción militar en caso de una rebelión armada.83 En 1 la práctica, 
esta jurisdicción ya había remplazado a los tribunales civitesen muctras 
áreas ocupadas por las tropas realistas, y se había juzgado a los eclesiás: 
ticos acusados de subversión, así como a los rebeldes capturados, en 

cortes militares y los magistrados reales habían emitido la sentencia sin 

que estuviera presente el delegado del tribunal diocesano.84 El bando 
únicamente hizo esta práctica extensiva a todo el virreinato. 

De esta manera la innovación principal del bando erá la abolición for- 
mal del privilegio del canon, un privilegio que ni siquiera los autores 
ultrarregalistas del Nuevo Código se habían atrevido a cuestionar. En los 


nado a muerte a seis clérigos..., 1812, y confirma las versiones dadas por C. M. 
Bustamante, Cuadro histórico, 1, 277-278; y L. Alamán, op. cit., 1, 157. 

80 AHN, Consejos 21215, Gobernador de Durango, Bernardo Bonavía, a Nemesio Salcedo, 
20 de julio, 1812, en donde le informa que se había ejecutado a los seis el 17 de julio. 

81 Bando, 25 de junio, 1812, párr. 2, Gaceta del gobierno, 30 de junio, 1812. 

82 AGI, México 1477, Testimonio del expediente de la creación de la Comisión militar 
ejecutiva, 1812. 

83 AGI, México 1159, nota a la ley 13, título 12, Libro 1, del Nuevo Código. 

84 Véase, por ejemplo, AGN, Infidencias 99, núms. 9-11, Juicio de Fr. Luis Oroñoz (San 
Luis Potosí), 1811; Infidencias 134, núm. 17, José de la Cruz a Venegas (Michoacán). 24 
de noviembre, 1810; y Bn 3650, JaclO a Hermenegildo Montes (Michoacán) 1811, un sub- 
versivo. 
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primeros años de la guerra los oficiales del ejército realista habían res- 
petado las vidas de los insurgentes eclesiásticos por su estatuto privile- 
giado: después de la batalla de Aculco (en noviembre de 1810), por ejem- 
plo, se ejecutó a todos los oficiales rebeldes laicos después de un juicio 
marcial sumario, y los soldados rasos fueron quintados (se fusiló a uno 
de cada cinco)85 pero en cambio, a los dos sacerdotes capturados, aun- 
que eran culpables del mismo delito, se les condenó a prisión.86 Aun 
cuando las cortes militares llegaran a sentenciar a muerte a un eclesiás- 
tico respetaban el privilegio del canon, y recomendaban que antes de 
que se ejecutara la sentencia se despojara al prisionero de sus vestiduras 
sacerdotales.37 

Sin embargo, esta concesión al privilegio eclesiástico resultaba extre- 
madamente onerosa para los comandantes realistas y lo fue cada vez 
más al intensificarse y extenderse la rebelión. Unos cuantos meses des- 
pués del levantamiento de Dolores un comandante se había quejado al 
virrey de las “extraordinarias dificultades” que presentaban los rebeldes 
eclesiásticos, a quienes no podía ejecutar “sin una multitud de fórmulas 
y procedimientos legales a los que no puedo dedicar ni el tiempo ni el 
personal”.88 Pero aunque el virrey Venegas había ordenado al menos a 
un oficial (el general Félix María Calleja) al principio de 1811 que ejecu- 
tara a todos los rebeldes en cuanto se les capturara “principalmente si 
fueren clérigos o frailes” (supuestamente más culpables que los rebeldes 
laicos),89 parece que los oficiales no estaban dispuestos a dar este paso 
drástico sin una autorización específica del virrey en cada caso o sin 
una declaración pública de la política gubernamental oficial.20 Por esta 
razón, muchos de ellos tenían que cargar con los prisioneros eclesiásti- 
cos en las campañas o se veían obligados a enviar tropas que les eran 
sumamente necesarias para escoltar a los prisioneros a la sede dioce- 
sana más cercana para el juicio?! (con el riesgo de que se escaparan en 
el camino); y ni siquiera ahí se podía contar con la seguridad de no 


85 AGN, Infidencias 5, Juicios de prisioneros capturados en la batalla de Aculco, 1810. 

86 AGN, Infidencias 99, núm. 3, Juicio del Dr. José Abad y Cuadra, 1811; Infidencias 
114, núms. 14, Juicio de Dr. José Gastaneta, 1311. 

87 Véase, por ejemplo, AGN, Historia 412, núm. 1, Juicio de Fr. Juan Salazar, 1811 
(Monclova), además de los juicios de Hidalgo y de los otros eclesiásticos capturados con él. 

88 AGN, Infidencias 134, núm. 42, José de la Cruz a Venegas, 31 de diciembre, 1810. 

89 J. Hernández y Dávalos, op. cit., 11, 408, Venegas a Calleja, 22 de febrero, 1811. 

90 AGN, Historia 409, núm. 6, Expediente formado en el Rea] Acuerdo acerca de si el 
virrey puede o no mandar a los comandantes de división... 1812. 

91 Véase, por ejemplo, despachos de los oficiales realistas publicados en la Gaceta del 
Gobierno, 26 de febrero, 1811, 9 de junio, 1812, 25 de junio, 1812 y 11 de julio, 1812. 

22 La justificación que se dio para la única ejecución de que se tenga noticia de un ecle- 
siástico (Fr. Luis de Herrera) sin haber sido degradado antes de 1812: col. Joaquín 
Arredondo a Venegas, 17 de abril, 1811, Gaceta del Gobierno, 10 de mayo, 1811. 
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tener que tomarse más tiempo y molestias en intentos inútiles de garan- 
tizar la degradación de los rebeldes. 


todas estas formalidades que requería la ley y a ordenar ta ejecución 
sumaria de los sacerdotes insurgentes capturados sin siquiera llevarlos 
a juicio.23 El bando virreinal, al ordenar que se siguiera como regla gene- 
ral esta misma práctica, no sólo sancionó estos actos sino que respondió 
a las preguntas de oficiales más precavidos, algunos de quienes se apré-" 
suraron a ejecutar a eclesiásticos que tenían bajo su custodia y quúe rio 
habían sido despojados de sus vestiduras, a quienes se les había perdo- 
nado la vida por más de un año después de haber sido condenados a 
muerte.9 o 
Unos cuantos superiores eclesiásticos trataron de impedir que se eje- 
cutara a sus subalternos negándose a despojarlos de sus vestiduras, 95 
pero ninguno protestó contra el bando en sí, ni contra las graves viola- 
ciones a la inmunidad que autorizaba. Un obispo, al enterarse extraoficial- 
mente de la ejecución de un cura, sólo pidió al virrey que confirmara 
esta información para que él pudiera saber si declarar o no vacante el 
beneficio y nombrar a un cura interino.?é El obispo electo de Michoa- 
cán publicó una carta pastoral en defensa del bando, en donde se refería 
a él como “justo, saludable y necesario” y en la que sostenía que la degra- 
dación era, en última instancia, únicamente una ceremonia sin efecto 
legal.97 Pero fue el único que aprobó la medida públicamente. Algunos 
obispos expresaron en privado la opinión de que un eclesiástico perdía 
automáticamente todo derecho a su inmunidad al cometer el enorme 
crimen de la rebelión, “tan ajeno al carácter eclesiástico”.?8 Otros consi- 
deraban la ejecución de un sacerdote aún investido como una violación 
deplorable de la inmunidad, pero que debían pasar por alto para salvar 


93 Tres casos registrados: José Guadalupe Salto, ejecutado en Valladolid; y José Luis 
Tirado y un clérigo no identificado, ambos ejecutados en Tenancingo, Gaceta del Go- 
bierno, 11 y 20 de junio, 1812. 

94 Fr. Juan de Salazar, condenado a muerte en mayo de 1811, fue ejecutado en Mon- 
clova aproximadamente al mismo tiempo que los seis eclesiásticos en Durango (julio, 
1812), según A. Villaseñor y Villaseñor, Biografías de los héroes y caudillos de la Indepen- 
dencia (2 vols. México, 1910), 1, 164. 

95 AHN, Consejos 21215, Gobernador de Durango a Nemesio Salcedo, 20 de julio, 1812, 
en que se informa de que el capítulo sede vacante también se había negado a despojar de 
sus vestiduras a los seis. Véase también a continuación, pp. 204-205, para un caso similar 
en México. 

96 AGN, Operaciones de guerra 1011, Arzobispo-electo de México al virrey Calleja, 2 de 
julio, 1814. 

97 AGI, México 2571, Carta pastoral, 26 de septiembre, 1812. 

98 AHN, Consejos 21212, Dictamen Obispo de Puebla, 25 de agosto, 1811; y Dictamen 
Obispo de Oaxaca, 10 de septiembre, 1811. 
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sus propias reputaciones: se sospechaba tanto del clero, sostenían, que si 
uno protestaba corría el riesgo de que se le acusara de deslealtad y sim- 
patía con la revolución.?? Como sugirió prudentemente un jurista ecle- 
siástico, en estas circunstancias el mejor método de conservar la inmu- 
nidad era no verse implicado en la rebelión.100 

Los rébéldes e incluso miembros del clero realista condenaron la 
incapacidad de la jerarquía para defender la inmunidad y los intereses 
de la Iglesia.!0! Pero, además de su renuencia a arriesgarse con protestas 
inútiles, los obispos creían que la Iglesia no podría sobrevivir si no se 
mantenía el orden y la obediencia civil, de tal manera que luchar en con- 
tra de la revolución era sinónimo de defender la religión,!%2 en pro de 
cuya causa la abolición temporal de los privilegios eclesiásticos parecía 
un sacrificio relativamente menor. 

El bando de 1812 no era nada más un atentado contra la inmunidad 
eclesiástica, sino que era la expresión de una política general de “sangre 
y fuego” que los realistas habían diseñado para responder al creciente 
peligro que acechaba sus propias vidas y su propiedad.!03 Con mucho el 
aspecto más cuestionable legalmente de esta política oficial, tal como 
estaba planteada en el bando, era la autorización indiscriminada de dar 
muerte a todos los prisioneros sin ningún procedimiento judicial previo. 
Las garantías mínimas de un juicio marcial sumario y la confirmación 
de la sentencia por parte del virrey, que quedaban establecidas en un 
párrafo, se anulaban al siguiente, que permitía a los oficiales realizar las 
ejecuciones inmediatamente y según su criterio si las circunstancias así 
lo requerían.!%% Por tanto variaba la aplicación del bando, como tam- 
bién el rigor de las represalias en general, dependiendo del capricho de 
cada oficial. Algunos eran extremadamente severos. La audiencia criticó 
al brigadier José de la Cruz, comandante del distrito de Guadalajara, 
por sus métodos, que variaban sólo “entre el patíbulo y el piquete”.!05 Y 
se consideraba al coronel criollo Agustín de Iturbide especialmente 'san- 


99 Ibid., Dictámenes Obispos de Nuevo León y Guadalajara, 19 y 29 de agosto, 1811. 

[00 AGN, Historia 409, Respuesta Promotor Fiscal, Arquidiócesis de México, 11 de julio, 
1812. 

t01 AGt, Ind. Gen. 110, Proclama del Dr. Cos (contra Abad y Queipo), 27 de marzo, 
1811; DEM, tv, “Sud” 25 de junio, 1813; y C. M. Bustamante, Cuadro histórico, 1, 156. Una 
“Representación que hace el clero mexicano al Venerable Deán y Cabildo”, 6 de julio, 
1812, publicada en DHM, !11, “Sernanario patriótico americano”, 26 de julio, 1812, fue fir- 
mada por simpatizadores de la causa rebelde y también por los clérigos realistas. 

102 AGN, Operaciones de guerra 1013, Obispo de Oaxaca a Venegas, 19 de noviembre, 
1810; y Abad y Queipo a Venegas, 23 de noviembre, 1812. 

103 Para manifestaciones anteriores de esta política, véase AGI, México 1321, Plan de 
operaciones de campaña, Calleja, 17 de diciembre, 1810: y México 1635, Venegas al 
Consejo de regencia, 6 de marzo, 1811. 

104 Bando, 25 de junio, 1812, párs. 3 y 5. 

105 AGI, Guadalajara 317, Audiencia al rey, 16 de junio, 1817. 
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guinario, aun cuando las ejecuciones indiscriminadas distaban mucho 
de la excepción a la norma entre otros oficiales realistas. 106 
Es imposible decir qué tan rigurosamente se aplicó el bando en con- 


Lra de los insurgentes eclesiásticos. Ni siquiera la crónica oficial € en -n la 
Gaceta del gobierno de México es del todo confiable, ya que en ocasiones 


— «zu, 


se cancelaban los informes d de las ejecuciones sumarias de sacerdotes, 


sin duda por deferencia a la opinión pública: ya fuera que el virrey or orde- 


A e 0 


nara que se omitiera el artículo de la Gaceta!1%? o que el oficial mismo o no 
mencionara el incidente. 108 Un observador calculaba c que desde eli inicio 


a 125 sacerdotes. !09 Otro autor. contemporáneo hablaba con menos pre 
cisión del “copioso número de preciosas víctimas que se inmolaron por 
nuestra libertad”, y concluía que no se podía realizar una lista exacta 
sin consultar todos los archivos diocesanos en México;!!% pero aun 
entonces quedaría incompleta, ya que no siempre se daba aviso a los” 
mismos obispos. 

Lo que es cierto es que la práctica general era fusilar a todos los pri- 
sioneros tan pronto como se les capturaba porque, según un oficialrea- 
lista, si no había sobrevivientes en una escaramuza el oficial podta 
exagerar su victoria y ser promovido más rápidamente.!!! A casi cada 
operación militar en que vencían las tropas realistas seguía un informe. 
del número de prisioneros capturados y ejecutados en el acto, entre ellos 
eclesiásticos a quienes no se había sometido a juicio ni despojado de sus. 
vestiduras.112 La práctica de no tomar en cuenta ni los requisitos míni- 
mos por lo meñós de un juicio marcial rutinario podía traer como con- 


. -. A a 
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106 L. Alamán, op. cit., tv, 348-349, Véase también W. S. Robertson, /turbide of Mexico 
(Durham, N.C., 1952), pp. 30-31, 34. 

107 C, M. Bustamante, Cuadro histórico, 111, 350, cita una nota del secretario de Calleja 
para este propósito adjunta a un despacho del cor. Manuel de la Concha, 27 de junio, 
1816, mientras que todos los otros despachos de Concha de ese mismo mes están publica- 
dos en Gaceta del gobierno, 3 de julio, 1816. 

108 C. M. Bustamante, Cuadro histórico, 11, 98, y despacho del cap. Félix de la Madrid, 
Gaceta, 24 de marzo, 1814; L. Alamán, op. cit., tv, 645, y despacho del sarg. José Castro en 
la Gaceta, 19 de noviembre, 1817. 

109 M. Cuevas, Historia de la fglesia en México, V, 92, en que se cita un manuscrito 
“Tablas de la Nueva España”, que, según esa fuente, se encuentra en la Colección Genaro 
García de la Biblioteca de la Universidad de Tejas. Sin embargo, un trabajador de la. 
Biblioteca de la Universidad no pudo encontrarlo en una búsqueda reciente. 

110 C. M. Bustamante, Cuadro histórico (la versión revisada del autor, publicada de 
nuevo en 3 vols., México, 1961), 1, 447. 

111 AGI, Ind. Gen. 110, col. Francisco Crespo Gil a Venegas (en España), 16 de agosto, 
1814. 

112 En las entregas de la Gaceta del gobierno que se citan a continuación se encuentran 
informes sobre la ejecución inmediata de uno o más eclesiásticos capturados: 8 de agosto, 
1812, 5 de enero. 1813, 2 de enero, 1814, 5 de mayo, 1814 y 11 de enero, 1815. Véase tam- 
bién L. Alamán, op. cit., 1v, 295, 348, para otros ejemplos. 
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secuencia la ejecución de neutrales inocentes, que (al menos según la 
declaración de los propios rebeldes) ni siquiera simpatizaban necesaria- 
mente con la causa de la independencia, y mucho menos eran revolu- 
cionários activos, sino que aconteció que se encontraban en territorio 
rebelde al al avanzar los realistas.113 

El juicio, sin tomar en cuenta la pérdida de la inmunidad, podía repre- 
sentar una ventaja hasta para los insurgentes bona fide, ya que implica- 
ba que el castigo se impondría con base en un criterio más sustancial 
que el capricho de un oficial enemigo. Esto era válido específicamente 
para los eclesiásticos. El bando de 1812 en realidad los discriminaba (se 
podía aplicar la pena de muerte a los rebeldes laicos sólo a partir del 
rango de teniente segundo hacia arriba, pero los eclesiásticos estaban 
todos sujetos a ella sin importar su rango u ocupación); !!4 pero un sacer- 
dote que se salvara de la ejecución inmediata sobre el campo de batalla 
tenía buenas posibilidades de que su sentencia fuera menos severa si, en 
el trascurso del juicio, lograba convencer al jurado de que había actua- 
do sólo como capellán, de que lo habían obligado a unirse a las fuerzas 
rebeldes o de que estaba tratando de conseguir un indulto al ser cap- 
turado.!!5 

Un autor ha afirmado que “el insurgente que conseguía que se anotara 
una sola de sus palabras eri un juicio formal podía considerarse a sal. 
vo”.!116 Aunque esto es una exageración (por ejemplo, en 1813 se con- 
denó a muerte a un sacerdote que, aunque adujo no ser un combatiente, 
había disparado sobre sus captores realistas y era en realidad un oficial 
rebelde), !!7 el factor tiempo ciertamente beneficiaba al acusado, sobre 
todo al permitir que se calmara el espíritu de represalia. Aparte de los 
líderes principales, como Hidalgo, Morelos y Matamoros, la mayoría de 
los eclesiásticos enjuiciados no recibieron la pena capital sino que se les 
sentenció a prisión aun cuando habían sido acusados de portar armas 
contra las fuerzas de Su Majestad por su propia voluntad.!!8 

Un prisionero que conscientemente volteó su juicio a su favor-fue un 
fraile carmelita capturado con Hidalgo en 1811. Aunque era uno de los 


113 Aci, Ind. Gen. 110, “Aviso al público”, José de Herrera, 26 de agosto, 1814: “Pro- 
clama del cabecilla Rayón a los europeos”, 19 de agosto, 1814; y C. M. Bustamante, 
Cuadro histórico (versión original), 11, 125. 

114 Bando, 25 de junio, 1812, párr. 7. 

115 Véase, por ejemplo, acn, Infidencias 86, núm. 6, Juicio de Anastasio de Benavente, 
1814: Infidencias 87, Juicio de Fr. Felipe Conejo, 1816: Infidencias 76, núm. 5, Juicio de 
Rafael Ayala, 1815. 

116 L, Alamán, op. cit., 1v, 512. 

117 AGN, Infidencias 130, núm. 91, Juicio de Mariano Ortega Muro, 1813. 

118 Véase, por ejemplo, AGN, Infidencias 169, núm. 36, Juicio de Fr. Manuel Gutiérrez 
Solano, 1813; Infidencias 177, núms. 35-39, Juicio de Francisco Velasco de la Vara, 1814; e 
Infidencias 94, núms. 10 y 11, Juicio de José María Zamudio, 1815. 
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cabecillas del levantamiento en San Luis Potosí (sus compañeros apre- 
sados con él y posteriormente ejecutados en Durango sólo habían sido 
capellanes), pudo convencer a su jurado de que había sido prisionero 
de los rebeldes y después pudo aplazar los procedimientos por años des- 
pués de que el juicio se pasó a San Luis Potosí para realizar más in- 
quisiciones, así que la corte militar finalmente lo sentenció al exilio, en 
vista de su larga prisión, y no a muerte, que era lo que merecía según 
ley.! 19 
n su bando el virrey Venegas había hecho desaparecer el último ves- 
gio de la inmunidad eclesiástica, el privilegio del canon, pero era más 
difícil deshacerse del obstáculo de la opinión pública y no se le podía. 
eliminar por decreto ejecutivo. El factor opinión pública era del máxi- 
mo peso en las dos capitales de audiencia, Guadalajara y México, y el 
contraste entre la práctica allí y la política oficial en las áreas militares 
era notable: el gobierno nunca llevó las restricciones a la inmunidad. 
eclesiástica en las dos capitales más allá del sistema modificado del 
juicio conjunto (es decir, la intervención eclesiástica se reducía a un 
papel subordinado) originalmente adaptado de la ley del Nuevo Código 
durante el periodo prerrevolucionario. Nunca se dio muerte a un ecle- 
siástico en esas ciudades, aunque uno de ellos, el líder insurgente Mo- 
relos, fue degradado formalmente por las autoridades eclesiásticas en 
México: por temor a las manifestaciones públicas el virrey ordenó que 
se ejecutara secretamente a Morelos en un pueblo pequeño en las 
afueras de la capital.120 

Aunque el sistema del juicio conjunto se conservó hasta que terminó 
la guerra, no era necesariamente tan eficaz como había sido antes de la 
rebelión. De hecho fue un caso en especial, el juicio de ocho frailes crio- 
llos quienes, junto con varios oficiales de la milicia habían planeado 
asesinar al virrey y entregar la capital a las fuerzas insurgentes, que debi- 
do a los retrasos y, a fin de cuentas, la frustración de la justicia a conse- 
cuencia de la intervención eclesiástica, se convirtió en una de las princi- 
pales causas del bando de 1812.12! Se declaró culpables y se ejecutó a 
los conspiradores laicos a las pocas semanas de que se descubriera el 
complot,!22 pero los frailes se libraron del castigo gracias a la negativa 


del tribunal arquidiocesano a degradarlos, a pesar de que los jueces 
reales estaban_decididos a que pagaran con sus vidas “el delito de alta 


119 Las actas del largo juicio de Fr. Gregorio de la Concepción, 1811-1817, están disper- 
sas en AGN, Infidencias 68, núm. 3; 176, núms. 74-78; y 177, núm. 152. 

20 AGN, Infidencias 181, col. Manuel de la Concha a Calleja, 22 de diciembre, 1815, en 
que se informa que las instrucciones del virrey se habían realizado esa tarde. 

121 P. de la Puente, Reflexiones sobre el bando de 25 de junio último contraídas a lo que 
dispone para con los eclesiásticos rebeldes... (México, 1812), p. 115. 

122 L. Alamán, op. cit., 11, 283-284. 
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traición... de que están confesos sin haber alegado excepción alguna 
que lo disminuya”. !23 

La intransigencia de la jerarquía en este caso no era tan incongruente 
con su aceptación del bando de 1812 como parece a primera vista. De 

nuevo aquí su actitud dependía de la naturaleza del crimen. No se acusó 

a-ninguno de los frailes de rebelión armada, y aunque la Junta de se- 
guridad había decidido que eran todos igualmente culpables de conspi- 
ración, la sede vacante del tribunal arquidiocesano hizo una diferencia 
entre el delito del cabecilla, a quien aceptó despojar de sus vestiduras, y 
el de los otros siete, que eran meramente cómplices y que por tanto 
no merecían ni la degradación ni la sentencia de muerte en opinión del 
tribunal.!24 

Al no considerar válida esta distinción, la Junta todavía presionaba 
para que hubiera un nuevo juicio en el tribunal eclesiástico cuando se 
publicó el bando virreinal que declaraba innecesaria la degradación. 
Pero aunque la Junta sostenía que esta cláusula se aplicaba tanto para 
los eclesiásticos culpables de conspirar como para aquellos que partici- 
paran activamente en la rebelión, el virrey se negó a ejecutar la sentencia 
de muerte ni siquiera sobre el fraile que el tribunal eclesiástico había 
aceptado degradar.!?5 Quizá esperaba que se pudiera obligar al tribunal a 
degradar a los otros siete; es más probable que aceptara la opinión de 
uno de los oidores de que la ejecución del fraile transcurrido tanto tiem- 
po después del crimen “sería intempestiva y algo más”.!26 

Por tanto la publicación del bando, que había sido la señal para que 
se ejecutara a otros eclesiásticos condenados fuera de la capital, no tuvo 
absolutamente ninguna influencia en el destino de estos frailes, que per- 
manecieron en prisión hasta que el gobierno, después de abandonar sus 
inútiles esfuerzos para garantizar la pena “que reclama la venganza 
pública”, prefirió exiliarlos.!2? Nunca se había hablado de aplicar la pena 
de muerte, o el procedimiento que estableció el bando en los juicios de 
los otros eclesiásticos implicados en la misma conspiración, pero en 
menor grado (por ejemplo, de quienes no denunciaron el arsenal alma- 
cenado en las celdas del monasterio),!28 y de aquellos acusados de formas 
menores de subversión, tales como las “palabras sospechosas”, los “sermo- 
nes sediciosos” y las “sospechas de trato de infidencia” con los insur- 


123 AHN, Consejos 21212, Auto Junta de seguridad, 12 de agosto, 1811. 

124 gn, 20245, Respuesta Promotor Fiscal, 10 de septiembre, 1811; y AHN, Consejos 
21212, Auto Junta eclesiástica, 19 de septiembre, 1811. 

125 Jbid., Auto Calleja, 15 de julio, 1814. 

126 P. de la Puente, op. cit., p. 115. 

127 AHN, Consejos 21212, Auto virrey Apodaca, 23 de septiembre, 1817. 

128 AGI, México 1476, Causa seguida a los padres Fr. Manuel Suárez y Fr. Pedro Rivera, 
1811. 
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gentes.!2? Al término de un breve juicio conjunto el virrey simplemente 
sentenció a los acusados al exilio o a diversos plazos de prisión sin la 
degradación previa. 

En enero de 1813 el virrey introdujo un cambio en el sistema estable- 
cido por primera vez en 1809, que aminoró -6 las diferenci: encias entre ta prác- 
“tica usual en las áreas civiles y la política señalada en el bando de 1812 
para las zonas militares. La nueva Constitución política de la monarquia 


española, emitida en 1812 por las Cortes españolas, había previsto un 


—— o > 


conjunto de garantías judiciales más amplias que las del código legal 
anterior, entre otras el derecho de todos los ciudadanos al juicio por los 
tribunales reales ordinarios y no por tribunales especiales, sin importar 
el delito de que se tratara.!30 Pero el virrey Venegas, después de promul- 
gar la Constitución en la Nueva España, o bien hizo caso omiso de las 
cláusulas que en su opinión interferirían con el aplastamiento de la re- 
volución o bien las suspendió después de un breve periodo de prueba.!3! 
La desaparición de las Juntas de seguridad, decretada explícitamente en 
comunicados separados de las Cortes, !32 se realizó, de hecho, tal como 
le había garantizado al gobierno el virrey Calleja.133 Lo que no mencio- 


nó fue que las Juntas simplemente se habían remplazado por otro tipo, 


de tribunal extraordinario: cortes militares permanentes formadas por 
oficiales realistas que se establecieron en todas las ciudades impor- 
tantes.134 Fue así como la jurisdicción militar exclusiva sobre todos los 
casos de traición y también de rebelión se extendió uniformemente por 
todo el virreinato. 

Que se extendiera la jurisdicción militar afectó poco los juicios a los 
eclesiásticos, a quienes todavía se concedía un juicio conjunto y, al me- 
nos en México, los mismos jueces asociados de la vieja Junta (el oidor 
Miguel Bataller y el provisor Félix Flores Alatorre) siguieron haciéndose 
cargo de estos juicios. La única diferencia fue que en lugar de la Junta 
de seguridad civil era un comité de oficiales realistas quien emitía el ve- 
redicto y recomendaba la sentencia adecuada para que a su vez la con- 
firmara el virrey.!35 


129 C. M. Bustamante, Martirologio de algunos de los primeros insurgentes por la libertad 
e independencia de la América mexicana (México, 1841), pp. 11-12, 15, 22, 27, 34, de los 
archivos originales de la Junta de seguridad mexicana. 

130 Constitución política de la monarquía española (Cádiz, 1812), arts. 247, 261. Véanse 
arts. 287, 290, 300 para otras nuevas garantías legales. 

131 Por ejemplo, libertad de prensa, abolida a los dos meses: véase a continuación, 
pp. 215-216. 

132 aG1, México 1662, RO, 26 de agosto, 1811; México 1664, Ro, 18 de junio, 1813. 

133 ar, México 1480, Calleja al Ministro de Gracia y Justicia, 31 de diciembre, 1813. 

134 AGN, Impresos oficiales 34, núm. 23, Reglamento formado para el gobierno de los 
Consejos de guerra permanentes..., Venegas, 6 de enero, 1313. 

135 AGN, Infidencias 65, núm. 3 y 169, núm. 110, Juicio de Domingo Garfias, 1814. 
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En todo caso, el privilegio de inmunidad recuperó un poco de terreno 
en este momento, ya que el juez eclesiástico podía participar-en los 
juicios de todos los eclesiásticos en las ciudades importantes, incluso 
lós de los insurgentes capturados. Y cuando el crimen era suficiente- 
“mente “atroz y notorio” como para que sin ningún lugar a dudas ameri- 
tara la pena de muerte, 136 como Sal caso de Morelós y Su segundo al 
mando, Matamoros, los acusados recibían también un juicio formal de 
degradación antes de ser ejecutados,!37 aunque el bando de 1812 había 
declarado que este procedimiento e era innecesario. A los insurgentes 
menos eminentes, así como a los conspiradores y otros agentes -s subver- 
sivos, se les trataba de acuerdo con la antigua política de separarlos de la 
sociedad, en una prisión de la colonia o con el exilio a un presidio de 
ultramar, de los que solía preferirse a Ceuta en el norte de África. 138 


LAS REACCIONES A LA ABOLICIÓN DE LA INMUNIDAD ECLESIÁSTICA 
Durante los primeros años de la insurrección en México las condiciones, 
caóticas en España y el desorden en las comunicaciones marítimas le 
habían impedido al gobierno español ejercer gran influencia sobre los 
sucesos en las Indias. Pero después de que se retiraron los franceses de 
España, la Corona comenzó a restablecer el control sobre los gobiernos 
coloniales, especialmente sobre sus métodos para suprimir las-rebetio-: 
nes criollas. Ni a Fernando VIT ni a su recién reinstalado Consejo de 
Indias resultaba indiferente el peligro de perder estas valiosas colonias, 
pero no estaban de acuerdo con la dura política que las autoridades 
coloniales habían seguido en sus esfuerzos para aplastar los movimien- 
tos de independencia. Fernando prefirió recuperar la lealtad de los rebel- 
des con “la equidad, la dulzura, la prudencia, el perdón y el disimulo”, 139 
y, en concordancia con esta directiva general, el Consejo ordenó E Tos 


bieron las represalias en general y especialmente la ejecución 1 masiva de 


136 AGN, Infidencias 181, Arzobispo electo de México a Calleja, 22 de noviembre, 1815, 
refiriéndose a Morelos. 

137 Proceso del caudillo de la Independencia don Mariano Matamoros (Publicaciones del 
Archivo General de la Nación, México, 1918), juzgado y ejecutado en Valladolid, enero- 
febrero, 1814. Las actas del juicio, degradación y ejecución de Morelos se encuentran en 
México, noviembre-diciembre, 1815, AGN, Infidencias 180 y 181. 

138 Véase AGN, Infidencias 92, núm. 9; 58, núm. 6; 85, núm. 2; 63 (completa); y 171, 
núm. 10 para juicios de eclesiásticos sediciosos, 1813-1817. Véase Infidencias 76, núm. 5; 
86, núm. 3; 94, núms. 10 y 11; y 15, núms. 4-8, para juicios de insurgentes en la misma 
época. 

139 AGI, México 1147, Consulta Consejo de Indias, 18 de mayo, 1818, en que se citan RO 
de 1314 y 1315. 
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todos los rebeldes capturados, a quienes había que deportar si no era 
posible mantenerlos en prisión en las colonias, 140 

En todo caso es posible que se hubiera suavizado el rigor de las repre- 
salias en México, en respuesta a las condiciones cambiantes dentro dela 
colonia, porque para cuando el nuevo virrey, Juan Ruiz de Apodaca 
remplazó a Calleja en septiembre de 1816 la revolución parecía haber 
perdido todo crédito y estar al borde de la derrota. Las tropas realistas 
no habían dejado de los ejércitos enemigos más que bandas dispersas de 
guerrillas que podían ocasionar muchos daños pero que no representa. 
ban una amenaza seria para el dominio español.!*! Los oficiales realis- 
tas podían permitirse ser más magnánimos en sus victorias: perdonaron 
la vida a muchos de sus antagonistas derrotados y llegaron a conceder 
condiciones de rendición a los defensores de las dos fortalezas rebeldés 
de Mexcala y Cóporo, en las que, entre otras cosas, se garantizaba a los 
rebeldes que podían regresar libremente a sus casas y ocupaciones Sin sin 
ser molestados.!42 a 

Pero sin duda fueron las cédulas del Consejo, que se aplicaron des- 
pués por una orden del Ministerio de Guerra que prohibía que se castl- 
gara a ningún insurgente sin el juicio correspondiente y la confirmación. 
de la sentencia por parte del virrey,!13 los factores decisivos para el retor-_ 
no a las políticas prerrevolucionarias menos severas, y en general para 
que se restaurara el dominio de la ley en el virreinato. La oportuna llega- 
da en 1818 de la orden del Ministerio de Guerra salvó las vidas de varios 
cabecillas rebeldes recientemente capturados, entre ellos Ignacio Rayón, 
cuyas penas de muerte se revocaron rápidamente y se remplazaron con 
una orden para un juicio completo de acuerdo con el código de justicia 
militar.14* En general, se concedió a todos los prisioneros un juicio for- 
mal a partir de ese momento, e incluso se juzgó a un oficial realista por 
violar las nuevas instrucciones al ejecutar prisioneros sin la aprobación 
del virrey, aunque al final se retiraron las acusaciones en vista de la 
impecable hoja de servicios del oficial. 145 

Nunca se planteó la cuestión de restaurar los privilegios de los insur- 
gentes eclesiásticos. Simplemente no se consideraba necesario ni pru- 
dente ejecutar a aquellos que habían sido capturados, pero esto era una 


(40 AGN, Reales cédulas 213, núm. 71, Rc circular, 24 de agosto, 1815; Reales cédulas 
215, núm. 188, rc, 7 de mayo, 1816. 

[41 act, México, 1680, Apodaca al Ministro de Ultramar, 21 de enero, 1817. 

(42 Ibid., Apodaca al Ministro de Ultramar, 8 de enero, 1818. 

133 AGN, Historia 412, núm. 10, Ro circular, 28 de julio, 1817. 

144 J. Hernández y Dávalos, op. cit., v!, 958, Apodaca al cap. Justo Huidobro, 12 de 
enero, 1818 y 17 de enero, 1818. 
a (35 AGN, Infidencias 145, núm. 13, Juicio del coronel José de Armijo, marzo de 1818-julio 

e 1820. 
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política general, y se tr eclesiásticos exactamente de la misma 
manera que a los prisioneros laicos. Una corte militar juzgaba a todos! %6 


(aunque en ocasiones intervenía un juez eclesiástico, práctica que nun- 
ca desapareció por completo)!*? y, o bien se les deportó a otra posesión 
española en donde se creía que no podrían hacer ningún daño, o se les 
mantuvo en prisión hasta que la nueva amnistía general de 1820 garan- 
tizó su liberación.!18 

Aunque no condenaba de modo específico la abolición de la inmu- 
nidad eclesiástica en México, el gobierno de Madrid criticó agudamente 
esta medida, junto con los otros aspectos de la política de “a sangre y fue- 
go” que introdujo el virrey Venegas y continuó su sucesor Calleja. Esta 
política la promovieron por igual todas las administraciones realistas en 
América e incluso puede ser que se haya aplicado con mayor severidad 
en otras colonias,!19 pero el gobierno mexicano fue el único que emitió 
una declaración pública de esta política: el bando virreinal de 1812, que 
el Consejo de Indias condenó como “el más inhumano, ilegal y perni- 
cioso documento que haya aparecido en esta desdichada época”. 150 

Parece ser que los funcionarios mexicanos se dieron cuenta de que el 
gobierno de Madrid censuraría el bando, de cuya publicación y aplica- 
ción supo sólo extraoficialmente o por referencias indirectas.!5! La 
entrega de la Gaceta del gobierno de México en la que se publicó el bando 
nunca llegó a España,!52 y deliberadamente no se hizo pública la infor- 
mación sobre la ejecución sumaria de los sacerdotes insurgentes.!53 Un 
ejemplo típico es la Relación de méritos y servicios del Asesor de Du- 
rango, que hace un recuento detallado de la parte que desempeñó para 


146 Véase el juicio de dos insurgentes capturados, Pablo Delgado (sacerdote) y Mariano 
Suárez (laico), 1818, en AGN, Infidencias 88, núm. 1. 

147 AGN, Infidencias 102, Juicio de José Ignacio Couto, 1817-1821; e Infidencias 19, 
núm. 17, Juicio de Fr. Servando Teresa de Mier, 1817-1820. 

(48 En este momento se capturó y juzgó a varios destacados insurgentes eclesiásticos: 
AGN, Historia 412, núm. 16, Juicio de José de Talavera, José Ayala, Pedro Vázquez y José 
Sixto Verdusco, 1818; Infidencias 146, núm. 1, Juicio de José de San Martín, 1818-1821. 
Véase también Auto Apodaca, 10 de noviembre, 1820, en que se ordena que Ignacio Rayón 
sea puesto en libertad, en J. Hernández y Dávalos, op. cit., vI, 1074. 

149 AGI, México 1147, Consulta Consejo, 18 de mayo, 1818, acerca de la brutalidad de 
los oficiales realistas en Venezuela y Santa Fe de Bogotá. 

150 Ibid., Consulta Consejo, 18 de mayo, 1818. 

15! Su publicación se mencionó en cartas sobre otros temas, por ejemplo, aG1I, México 
1664, Informe Audiencia, 18 de noviembre, 1813, párs. 122 y 133. La información sobre las 
ejecuciones se halló en expedientes como el Expediente promovido por haber hallado en 
Durango un pasquín revolucionario..., 1812, AHN, Consejos 21215. 

152 AG1, México 1147, Nota sobre la carta de Venegas al Ministro de Gracia y Justicia, 
26 de noviembre, 1812. 

153 Véase, por ejemplo, AG1, México 1482, Notas sobre algunos individuos..., 1814, en la 
que Calleja menciona la ejecución de Matamoros, después de que se le acusara formal. 
mente y se le degradara, pero no la de otros eclesiásticos que aparecen en la lista. 
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aplastar la revolución en esta intendencia pero que omitía cualquier re- 
ferencia al juicio y ejecución de los seis eclesiásticos capturados con 
Hidalgo, aunque había fungido como consejero legal para el gobernador 
intendente mientras duraron los procedimientos.!534 Aun cuando se 
le instruyó específicamente para que enviara un informe sobre el bando y 
la inmunidad de los insurgentes eclesiásticos, y el virrey Calleja prometió 
hacerlo, este informe, no se sabe por qué, tampoco llegó a España.!155 

A pesar de la falta de este informe el Consejo recibió suficiente infor- 
mación, oficial y no oficial, sobre las condiciones en la Nueva España 
como para condenar la política virreinal en su totalidad por ser comple- 
tamente contraria a los intereses de la Corona. La reacción del Consejo 
estaba condicionada en parte por la desconfianza tradicional del gobier- 
no español ante cualquier signo de iniciativa o independencia por parte 
de las autoridades coloniales, y también por su preocupación en torno a 
la legalidad, pero las objeciones del Consejo se basaban sobre todo en 
consideraciones pragmáticas. La exclusión casi total de la jurisdicción 
civil y la aplicación indiscriminada de la pena de muerte se oponían.rta 
ley real y a los principios de justicia, pero eran también, sobre todo, erro- 
res de juicio, de acuerdo con el Consejo. La política virreinal se basaba en 
una premisa: la única solución era “aniquilar hasta el último rebel. 
de”,156 que para el Consejo era totalmente falsa. Lejos de ser ni siquiera 
la mejor solución, el excesivo derramamiento de sangre y la destrucción 
de la propiedad a consecuencia de este acento en la venganza habían 
ocasionado daños incalculables a una colonia de cuyas contribuciones 
dependía la prosperidad de la metrópolis (“ya casi el fundamento de 
nuestra subsistencia”)!157 y, en lugar de apagar la revolución rápida- 
mente, lo único que había provocado esta política fueron más atroci- 
dades y una mayor oposición por parte de los rebeldes.!38 

La abolición total de la inmunidad se condenó, al igual que las otras 
medidas que adoptó el gobierno mexicano, sobre la misma base prag- 
mática. El Consejo recomendó que se restaurara la inmunidad eclesiás- 
tica al estatuto que tenía antes de la guerra —esto es, el sistema a medio 
camino del juicio conjunto decretado en 1795—, no porque el clero 
fuera necesariamente digno de una consideración especial, ni siquiera 
porque el bando virreinal hubiera violado ambas leyes, la real y la canó- 
nica, sino por el efecto tan adverso que el bando y las ejecuciones 
autorizadas habían tenido sobre la opinión pública, ocasionando el 


154 ac1, Guadalajara 317, Relación de los méritos y servicios de D. Ángel Pinilla, 1815. 

155 AGI, México 1146, Ministro de Gracia y Justicia al Consejo, 18 de octubre, 1814 y 29 
de octubre, 1815. 

156 AG1, México 1482, Calleja al Ministro de Gracia y Justicia, 18 de agosto, 1814. 

157 AG1, Ind. Gen. 110, Consulta Consejo, 16 de noviembre, 1815. 

158 AG1, México 1147, Consulta Consejo, 18 de mayo, 1818. 
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descrédito del gobierno y haciendo que muchos súbditos leales o no 
comprometidos se volvieran contra la Corona.!159 

Se puede argumentar que el hecho de que la rebelión mexicana hu- 
biera sido derrotada (excepción hecha de unas cuantas bandas guerri- 
lleras) para 1818 contradecía la conclusión a la que llegó el Consejo de 
que la política virreinal había sido un fracaso. Pero la contradicción no 
es tan total como parecería. La derrota final de la rebelión fue resultado 
del éxito de las campañas militares. A partir de 1815 las tropas realistas 
no habían dejado de derrotar a las fuerzas rebeldes en todos los encuen- . 
tros importantes —poco a poco los expulsó de las áreas pobladas y cap- 
turó a la mayoría de sus oficiales, con la consecuente dispersión de la 
tropa sin cabeza—, y no hay ninguna prueba de que las tácticas y repre- 
salias terroristas, que se usaron junto con las operaciones militares 
ortodoxas, hayan contribuido a este triunfo. Por el contrario, si el obje- 
tivo principal del gobierno mexicano al seguir la política de las repre- 
salias, o “sangre en mucha abundancia”, como decía un oficial,!60 era 
terminar rápidamente con la rebelión disuadiendo a los rebeldes o ame- 
drentando a los que ya luchaban contra el gobierno (era más impor- 
tante provocar el miedo que propiamente administrar el castigo),!6l 
entonces se debe considerar esta política como un fracaso, como sostenía 
el Consejo. Ya que en todo caso en realidad prolongó la guerra al estimu- 
lar y fortalecer la oposición. 

El terrorismo realista y las medidas represivas en general favore- 
cieron el movimiento de independencia. Como explicaba a Morelos la 
organización clandestina de Los Guadalupes: “nuestro partido crece al 
paso que ellos aprietan.”162 Cuando Hidalgo inició la revolución en 1810 
el número de personas a favor de la independencia era relativamente 
pequeño, pero las víctimas y testigos de las represalias cometidas por 
las tropas realistas —se ejecutaba a los habitantes civiles de los pobla- 
dos que habían estado en manos de los rebeldes, y se saqueaban sus 
casas como advertencia para los no combatientes—!63 pronto aumen- 
taron considerablemente la fuerza del ejército rebelde. Por ejemplo, la 
Audiencia de Guadalajara cuestionó el crédito que se le dio al brigadier 


159 Idem. 

160 AGN, Infidencias 134, núm. 17, José de la Cruz a Venegas, 24 de noviembre, 1810: 
“Mi sistema particular no es el del moderantismo sino el de sangre en mucha abundan- 
cia... 

16! Véase AGI, México 1321, Plan de operaciones de campaña, Calleja, 17 de diciembre, 
1810; y México 1635, Venegas al Consejo de regencia, 6 de marzo, 1811. 

162 aG1, México 1482, Los Guadalupes a Morelos, 20 de enero, 1813. 

163 AGI, Infidencias 117, Obispo Antonio Pérez de Puebla a Calleja, 14 de abril, 1816, en 
que protesta por esta práctica. Véase también, Infidencias 147, núm. 13, Instrucción sobre 
quejas contra comandantes..., 1820, un archivo de quejas sobre las ejecuciones arbitrarias 
y otras atrocidades. 
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José de la Cruz por capturar los fuertes rebeldes en el lago Chapala en 
1816 con la explicación de que, después de todo, Cruz había sido el cau- 
sante de que existieran. Los indígenas de la zona, antes neutrales, cuyos 
poblados había incendiado Cruz y cuyas familias había asesinado, se 
habían unido al sacerdote rebelde Marcos Castellanos y habían construi- 
do estos fuertes-islotes como bases desde las que atacaban a los desta- 
camientos de las tropas realistas y a todos los europeos en el área, en 
venganza por todas las atrocidades que habían sufrido. !64 

Las medidas dirigidas específicamente contra el clero no obtuvieron 
mejores resultados que los otros aspectos de la política virreinal, a pesar 
de los argumentos oficiales de que el bando de 1812 fue un golpe mortal 
para la insurrección.!65 Quizá el bando haya simplificado las campañas 
militares realistas al permitirles a los .oficiales que eliminaran a todo 
sacerdote insurgente que cayera en sus manos, pero sus efectos indirec- 
tos y a largo plazo dañaron la causa realista. En lugar de promover.que 
el clero rebelde corriera a solicitar un indulto, como había predicho el 
gobierno, el bando agudizó su antagonismo y puso a muchos eclesiásticos 
leales o neutrales en contra del gobierno. El mero arresto de un sacerdote 
bastaba para provocar fuertes reacciones en otros miembros del clero: 
un cura comparó el arresto de otro clérigo en su parroquia, que había 
sido encadenado y escoltado por los soldados hasta las afueras del po- 
blado con el tratamiento que sufrió Cristo en Jerusalén.!é6 Y otro cura 
advirtió al virrey que no se podía esperar que el clero siguiera siendo 
leal a un gobierno que no respetaba su inmunidad. !$7 

Ni estos sacerdotes ni los 110 clérigos de la ciudad de México que más 
adelante escribirían un memorial como protesta contra el bando de 
1812168 eran originalmente partidarios de la causa de la independencia 
(de hecho, uno de los sacerdotes que firmó esta petición tenía el grado 
de coronel en el ejército realista y había llevado a las tropas al ataque en 
contra de los insurgentes en diversos encuentros),!62 pero insistían en que 
se podía castigar la traición sin violar el carácter sagrado del sacerdo- 
cio. El efecto del bando en el clero realista fue provocar amargos senti- 
mientos contra el gobierno por su ingratitud en corresponder a su firme 
apoyo con una medida que hacía a todo el clero “despreciable a todo el 


164 AGI, Guadalajara 317, Audiencia al rey, 16 de junio, 1817. 

165 aGI, México 1664, Oidor Pedro de la Puente al Consejo de regencia, 15 de diciembre, 
1812. 

166 DHM, 1, 295-296, Miguel Villalobos al arzobispo de México, 28 de diciembre, 1809. 

167 AGN, Infidencias 165, Ignacio López de Luna a Venegas, 14 de diciembre, 1811. 

168 Representación que hace el clero mexicano al Venerable Deán y Cabildo, 6 de julio, 
1812, DAM, ui, “Semanario patriótico americano”, 26 de julio, 1812. 

169 Véase Gaceta del gobierno, 26 de abril, 181 1, col. José Francisco Álvarez al general 
Calleja, 31 de marzo, 1811. 
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pueblo”, y un sentido de solidaridad con los insurgentes eclesiásticos, 
cuya inmunidad no se podía violar sin dañar a todo el estado clerical. !?0 
Después de la publicación del bando varios eclesiásticos decidieron 
unirse a la rebelión, no necesariamente para luchar por la independen- 
cia sino para defender la inmunidad eclesiástica. Como explicaba un 
sacerdote criollo, había abandonado su lealtad al gobierno al darse 
cuenta de que eran los realistas y no los rebeldes quienes asesinaban 
sacerdotes y saqueaban iglesias.!?! Otro sacerdote, Mariano Matamo- 
ros, que había sido un insurgente desde 1811, formó un escuadrón espe- 
cial de dragones a quienes asignó una bandera negra con una cruz 
carmesí, las armas de la Iglesia, y la leyenda “Morir por la inmunidad 
eclesiástica”.!7?2 
Como ayuda a la revolución, la política virreinal le proporcionó a los 
rebeldes no sólo reclutas adicionales sino también un valioso material 
para su campaña de propaganda contra el gobierno. Los rebeldes mis- 
mos no siempre respetaron la santidad del sacerdocio pero, aunque un 
autor contemporáneo afirmaba que mataron a muchos sacerdotes, y 
citaba varios ejemplos,!?3 no era una práctica común. A excepción de 
dos frailes asesinados en Guadalajara junto con otros prisioneros euro- 
peos por orden de Hidalgo,!”4 los crímenes de violencia contra el clero 
eran actos espontáneos de hordas indisciplinadas de rebeldes. La políti- 
ca rebelde era ejecutar a la mayor parte de los oficiales realistas y a todo 
europeo que capturaran, pero no si se trataba de sacerdotes;!?3 y rem- 
plazaban a los curas realistas que no cooperaban por sacerdotes que 
simpatizaran con la causa rebelde para garantizar la lealtad de los parro- 
quianos, sin causar ningún daño físico, al menos en teoría, a los prime- 
ros.!76 Gracias a su tratamiento generalmente respetuoso del clero, los 
líderes rebeldes podían condenar las ejecuciones realistas como política 
oficial,1?7?7 usarlas como el principal argumento para exhortar a los crio- 
llos neutrales a unirse a la insurrección!?8 e incluirlas como uno de los 


170 Representación que hace el clero mexicano... 6 de julio, 1812. 

171 AGI, México 1477, Clamores de la verdad, Justa condenación del europeo traidor 
por el fiel americano, 1812, por un sacerdote criollo anónimo. 

172 C. M. Bustamante, Cuadro histórico, ii, 149. 

173 L. Alamán, op. cit., 11, 81; t11, 164-165. 

174 J, Hernández y Dávalos, op. cit., 1, 14, Testimonio de Miguel Hidalgo, 8 de mayo, 1811. 

175 Véase AGI, México 1482, Ignacio Rayón a Morelos, 10 de septiembre, 1812 y 2 de 
marzo, 1813. 

176 Véase, por ejemplo, AG1, México 1477, Morelos al Sr. Cura de Tiosintla, 22 de mayo, 
1811 (copia tomada de papeles rebeldes capturados). 

177 AG1, México 1480, José Sixto Verdusco a Ignacio Rayón, diciembre, 1812; México 
1482, Morelos a Rayón, 27 de febrero, 1813. 

178 AGI, México 1477, Desengaño de la América y traición descubierta a los europeos, 
Nicolás Bravo, 12 de noviembre, 1812; México 1483, Proclamación a los criollos habi- 
tantes de Veracnuz, 30 de agosto, 1814. 
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principales puntos en la famosa lista hecha por los rebeldes de quejas 
contra el gobierno, el preludio al “Plan de paz y plan de guerra” publica- 
do en 1812.179 

Los insurgentes también explotaron la persecución del clero al máximo 
en sus periódicos, en los que se publicitaban las ejecuciones de sacer- 
dotes y se ofrecía protección al clero de la Nueva España.!80 Antes del 
bando de 1812 habían aparecido artículos en este tenor, pero este “horren- 
do atentado con que han vulnerado la inmunidad divina de tus sacer- 
dotes [justo Dios]”!8! comprobaba de la manera más fehaciente sus 
argumentos. Los ataques sobre el “tan irreligioso e impío como inhu- 
mano y sanguinario” virrey Venegas, otros líderes realistas también “san- 
guinarios” y los prelados que condonaban las violaciones de la inmunidad 
con su silencio,!82 aunque no necesariamente poco sinceros, estaban 
planeados para desacreditar la supuesta postura realista en pro de la 
ortodoxia religiosa y para agitar el sentimiento popular en contra del 
gobierno. 

Un autor insurgente ha expresado su asombro ante el hecho de que el 
virrey Venegas, conocido por su astucia en otros asuntos, pueda haber 
emitido una medida tan “impolítica” en el bando de 1812, que en opinión 
del autor provocó el odio de la nación entera y dio el “último impulso a 
la revolución comenzada”.!83 El gobierno estaba consciente de los peli- 
gros a los que se arriesgaba si seguía esta política. En 1809 el fiscal real 
recomendó una sentencia de exilio y no de muerte para un fraile sedi- 
cioso, porque si se ejecutaba la segunda en México, en donde el respeto 
al sacerdocio era una tradición tan profundamente arraigada entre las 
masas, podía haber tenido consecuencias peligrosas mucho mayores que 
ningún beneficio que se pudiera obtener de la venganza pública.!8% En 
1811 dos obispos realistas propusieron que antes de la ejecución de un 
eclesiástico se emitiera una serie de cartas pastorales en las que pudieran 
ilustrar a los “fanáticos” que no creían que se pudiera castigar a un sacer- 
dote aun después de haber sido degradado.!35 

Es dudoso que esta indoctrinación hubiera tenido algún efecto, ya 


179 “Plan de paz y plan de guerra”, por el Dr. José María Cos, 1812, publicado en C. M. 
Bustamante, Cuadro histórico, 1, 389-400 (en ese tiempo se distribuyeron ampliamente 
copias impresas en la colonia). 


189 DEM, u1, “Semanario patriótico americano”, 26 de julio, 1812. 
181 Jbid., u1, “Ilustrador americano”, 12 de septiembre, 1812. 
182 Ibid., uu, “Semanario patriótico americano” 23 y 30 de agosto, y 27 de diciembre, 


1812,; tv, “Sud”, 25 de enero, 1813, y "Correo americano del Sur”, 6 de mayo, 1813. 

183 C. M. Bustamante, Cuadro histórico, 11, 148. L. Alamán, aunque simpatizaba con los 
realistas, aceptaba esta evaluación del efecto del bando: Historia de México, 11, 78. 

184 AHN, Consejos 21081, Respuesta Fiscales del Crimen y de lo Civil, 27 de marzo, 1809. 

185 AHN, Consejos 21212, Dictamen Obispo de Puebla, 25 de agosto, 1811; Dictamen 
Obispo de Oaxaca, 10 de septiembre, 1811. 
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que la formalidad de la degradación no significaba nada para la gran 
mayoría de la población mexicana, para quien la inmunidad de un 
sacerdote ordenado era irrevocable y cualquier violencia cometida en su 
persona un sacrilegio terrible, sin importar los procesos judiciales o las 
ceremonias canónicas que le hubieran precedido. No es sorprendente, 
entonces, que tan sólo el rumor de que se le daría muerte a un sacerdote 
capturado podía provocar el clamor popular.!86 El sentimiento fue espe- 
cialmente fuerte en Durango por el destino de los eclesiásticos captura- 
dos con Hidalgo: se amenazó al obispo si no lograba salvar sus vidas, y 
apareció un cartel anónimo en las puertas de la catedral, que advertía: 
“Si matan a los padres se subleva la ciudad.”!87 

La amenaza de violencia en Durango nunca se realizó, posiblemente 
porque el gobernador tomó la precaución de ordenar que se ejecutara a 
los presos a media noche en un sitio aislado fuera de la ciudad.!88 Pero 
el gobierno se enfrentó a manifestaciones mucho más peligrosas de sen- 
timiento público dentro mismo de la capital virreinal. Aprovechando la 
recientemente proclamada libertad de prensa,!8? varios criollos destaca- 
dos publicaron artículos y panfletos en que atacaban el bando de 1812 y 
al gobierno!*% en los mismos términos que usaron los 110 clérigos en su 
“Representación” al capítulo de sede vacante, que había aparecido varios 
meses antes en un periódico insurgente.!1?! Las autoridades conside- 
raron particularmente ofensivos los artículos de dos diarios populares 
publicados por laicos criollos, El juguetillo (Carlos María Bustamante) y 
El pensador mexicano (José Joaquín Fernández de Lizardi). El primero 
declaró que los oficiales que aplicaban el bando eran más criminales 
que los eclesiásticos rebeldes,!1??2 mientras que el segundo dirigió su 
protesta contra el virrey, cuyo error de juicio y violación sacrílega de la 
ley criticó vehementemente.!93 

186 Véase AGN, Infidencias 160, núm. 94, Arzobispo de México a Venegas, 18 de febrero, 
1813, acerca de un juicio en Querétaro; L. Alamán, op. cit., 1v, 245, acerca del juicio de 
Morelos en México. 

187 AHN, Consejos 21215, “Exhortación de Jeremías a la puerta del templo santo” (s. f., 
febrero, 1812), en Expediente promovido por haber hallado un pasquín..., 1812. 

188 Ibid., Gobernador de Durango a Nemesio Salcedo, 20 de junio, 1812; Audiencia de 
Guadalajara al gobernador, 29 de agosto, 1812. 

189 AGN, Impresos oficiales 34, núm. 23, Bando, 5 de octubre, 1812, inserto un Real 
Decreto, 11 de noviembre, 1810. 

190 Véase J. Peredo y Gallegos Discurso dogmático sobre la jurisdicción eclesiástica 
(México, 1812); y J. García de Torres, Vindicación del clero mexicano vulnerado en las ano- 
taciones que publicó el M.R.P. José Joaquin Ovarzábal (México, 1812), y El vindicador del 
clero mexicano a su antagonista B. (México, 1812). 

191 DEM, nu, “Semanario patriótico mexicano”, 26 de julio, 1812. La similitud probable- 
mente no era coincidencia, ya que se atribuía a García de Torres esta “Representación”. 

192 C. M. Bustamante, El juguetillo (México, 1812), entrega núm. 3. 

193 J. Fernández de Lizardi, El pensador mexicano (México, 1812-1827), 3 de diciem- 
bre, 1812. 
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El rencor y el resentimiento que ya se habían manifestado en la capi- 
tal, agudizado por estos artículos y la agitación de los partidarios sub- 
terráneos de la rebelión (que se unieron para formar el grupo de Los Gua- 
dalupes en esta misma época), hicieron erupción en revueltas populares 
en ocasión de las elecciones municipales que tuvieron lugar en noviem- 
bre de 1812. Las demostraciones alternaban procesiones triunfantes en 
la celebración de las elecciones (que habían ganado exclusivamente los 
criollos, muchos de quienes eran clérigos que habían firmado la “Re- 
presentación” que era una protesta contra el bando de 1812) y amenaza- 
doras protestas en contra del gobierno. Sonaron todas las campanas de 
la Iglesia, y multitudes que gritaban “Que mueran los gachupines” o 
“Morir por la inmunidad eclesiástica” y hasta “Viva Morelos”, rodearon 
las casas de los funcionarios del gobierno y de los europeos destacados.!% 
Un oidor pidió autorización para regresar a España, aduciendo qu? ya 
había recibido amenazas de asesinato porque había sido el único oficial 
que defendiera públicamente el bando virreinal.195 

Al final, las tropas pudieron controlar las revueltas, pero el gobierno 
temía que fueran sólo el preludio de un levantamiento general en todas 
las capitales organizado por Los Guadalupes, quienes podrían fácil- 
mente haber provocado tal reacción de la opinión pública por la “delica- 
da cuestión” de la inmunidad eclesiástica.!?%6 Las pruebas existentes no 
permiten saber si en realidad se contempló la posibilidad de un levan- 
tamiento semejante, pero el virrey y la Junta de seguridad se alarmaron 
tanto como para tomar las medidas de precaución de anular los resulta- 
dos electorales, reforzar el contingente de tropas en la capital, suspender 
la libertad de prensa,!?” y arrestar a los autores de los artículos incendia- 
rios y de la “Representación del clero”, a quienes se puso en libertad des- 
pués de firmar que se retractaban de sus declaraciones!” (a excepción 
de Bustamante, quien había huido para unirse a los rebeldes antes de 
ser arrestado). 

La reacción pública a la abolición de la inmunidad tuvo un efecto di- 
recto casi nulo:en la política virreinal, excepto por la decisión de no apli- 


194 Ac1, México 1322. Testimonio del expediente instruido en averiguación de los 
movimientos populares de los días 29 y 30 de noviembre..., 1812; México 1664, Informe 
Audiencia, 18 de mayo, 1813, párs. 161-163, 

195 aGI, México 1664, Pedro de la Puente al Ministro de Ultramar, 15 de diciembre, 
1812 y 1 de febrero, 1813. Véase su Reflexiones sobre el bando de 25 de junio. 

196 AGI, México 1480, Calleja al Ministro de Gracia y Justicia, 20 de junio, 1813; México 
1322, Testimonio del expediente instruido..., 1812. 

197 AGN, Impresos oficiales 34, núm. 40, Bando, 5 de diciembre, 1812; AG1, México 1664, 
Oidor Miguel Modet al Ministro de Ultramar, 6 de enero, 1813. 

198 AGN, Historia 409, Expediente con motivo de la solicitud de varios individuos del 
clero..., 1812. Véase también Infidencias 116, núms. 11-12, Juicio de José Fernández de 
Lizardi, 1812-1813. 
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car sus aspectos más extremos en la capital donde las protestas popu- 
lares habrían tenido las consecuencias más peligrosas. El bando de 
1812 nunca se revocó oficialmente y, si al final el gobierno volvió a méto- 
dos más suaves para reprimir la rebelión, este cambio se debió más al 
buen éxito de las operaciones militares realistas y a las órdenes de Ma- 
drid (que a su vez habían sido influidas por la reacción popular) que a 
la presión de la opinión pública. 

Pero, aun cuando la reacción popular a la restricción de la inmunidad 
eclesiástica tuvo un efecto directo casi nulo sobre los actos del gobierno, 
no dejó de tener una influencia muy importante en el curso del movi- 
miento de la independencia. El bando de 1812, junto con las otras medi- 
das represivas que tomó el régimen realista, ya había ayudado a prepa- 
rar el terreno para la siguiente fase del movimiento al procurarse la 
oposición de gran parte de los no combatientes, tanto laicos como ecle- 
siásticos, quienes pasaron a ser partidarios secretos de la independen- 
cia,!29 y la cuestión de la inmunidad eclesiástica estaría ligada todavía 
más íntimamente con la causa de la independencia de México en esta 
siguiente y última fase de la lucha. El clero, provocado por los nuevos y 
más radicales ataques del régimen liberal español de 1820, y dirigido 
esta vez por la jerarquía anteriormente ultrarrealista, se alió con los mi.- 
litares para dar el golpe final a la dominación española y para preservar 
los privilegios que habían disfrutado por siglos bajo el dominio colonial. 


192 Todavía en 1813 el virrey afirmaba que “todo americano aspira a la independen- 
cia”: AGI, México 1480, Calleja al Ministro de Gracia y Justicia, 22 de junio, 1813. 
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LA ABOLICIÓN de la inmunidad eclesiástica durante el periodo de la inde- 
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pendencia, decretada por el gobierno y. irreinal y confirmada después - 
por las Cortes españolas, fue un legado del programa carolino de refor- 
ma € eclesiástica. Las causas directas de estos decretos y los contextos en 
“que aparecieron —el primero como respuesta a las exigencias militares 
de una guerra civil, y el segundo, en la atmósfera anticlerical del libera- 
lismo del siglo xrx— diferían de las teorías regalistas y absolutistas que 
habían sido la influencia de los ministros de Carlos III. Pero las medidas 
mismas eran la culminación lógica de la política que trazaron por 
primera vez estos ministros, basadas en la idea de que el privilegio ecle- 
siástico era fundamentalmente incompatible con los intereses del Estado. 

Esta nueva política de antagonismo hacia la Iglesia, que tomó el lugar 
del antiguo sistema de los Habsburgo, de interdependencia y coopera- 
ción, cuyo propósito era debilitar la influencia y autoridad de la Iglesia, 
en última instancia se debe considerar como un fracaso al menos en lo 
que respecta a México. En las tres fases de su desarrollo —el absolutis- 
mo de los Borbones, la conveniencia militar y el anticlericalismo libe- 
ral—, la política sirvió para debilitar el régimen colonial y al final con- 
tribuyó a su destrucción, dejando a la Iglesia y al clero en una posición 
más fuerte que nunca. 

El papel que desempeñó la inmunidad eclesiástica en la lucha por la 
independencia mexicana casi no se ha tomado en cuenta en la historio- 
grafía de este periodo. Sin embargo, los ataques oficiales a este privile- 
gio dieron origen a serios rencores contra el gobierno español que al 
combinarse con las causas políticas, económicas y sociales del descon- 
tento dieron origen y sostuvieron al movimiento de la independencia en 
sus diversas etapas de desarrollo. 

El efecto de las reformas eclesiásticas carolinas durante el largo perio- 
do de incubación del movimiento no se hizo aparente de inmediato. La 
división interna del gobierno colonial entre la audiencia y el fiscal y 
la sala del crimen alrededor de la aplicación de las reformas (que era eco 
de una división similar entre el Consejo de Indias y los ministros pro- 
gresistas acerca de su promulgación) influyó muy poco, en el mejor de 
los casos, en el movimiento mexicano de independencia, aunque los 
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amargos intercambios entre las facciones opositoras revelan los sen- 
timientos tan intensos que podía despertar esta cuestión.! Aun si era 
alguna simpatía particular hacia el privilegio eclesiástico lo que guiaba 
a los oidores (y quizá era tan sólo que se oponían al cambio en general, 
no importa en qué forma), no querían cuestionar la autoridad real abier- 
tamente sobre ésta ni ninguna otra cuestión. Ni los obispos mexicanos 
podían hacer más que protestar vehementemente ante la corte por estas 
serias amenazas a su poder y prestigio. Lejos de traducirse estas protes- 
tas verbales en una oposición activa al régimen, los obispos fueron los 
aliados más leales de la Corona durante gran parte de la época de la in- 
dependencia. Si los ataques carolinos al privilegio eclesiástico contri- 
buyeron al crecimiento de un movimiento separatista en México, su 
efecto tuvo lugar, no en la oposición de los funcionarios reales yTa je- 
rarquía eclesiástica, sino en las reacciones de dos grupos que las clases 
dominantes consideraban políticamente inconscientes: el bajo clero y 
las masas ignorantes y piadosas. 

Al crear y llevar a cabo la política eclesiástica carolina, los partidarios 
de la reforma no tomaron en cuenta dos factores muy emparentados de 
la vida social de la colonia: la veneración profundamente arraigada que la 
mayoría de los mexicanos sentía por el sacerdocio y la consiguiente 
influencia que el clero podía ejercer sobre sus ideas y acciones. Tanto el 
criollo poco sofisticado como el indígena neófito hacían pocas diferen- 
cias entre las funciones sacramentales de un sacerdote y su condición 
ordinaria como otro ser humano más. Ni se trataba de hacer notar esta 
distinción, ya que la visión del sacerdote como un ser semidivino en una 
categoría aparte de los laicos era siempre útil para mantener la autoridad 
clerical sobre los fieles.? La jerarquía escribía con satisfacción acerca 
del “entusiasmo” y de la devoción “que llega hasta el fanatismo” de los 
indígenas hacia sus ministros, cuyas manos siempre se inclinaban a 
besar y cuyos consejos seguían ciegamente.? 

Como la inmunidad eclesiástica era la manifestación más obvia del 
carácter sagrado del sacerdocio, cualquier acto oficial que pareciera vio- 
lar este privilegio era inevitable que creara resentimientos contra el go- 
bierno entre las masas mexicanas. En su mayor parte, el programa caroli- 
no de reformas era una forma de regalismo demasiado sutil para que el 


Il Véase pp. 175-181. Para un recuento de los conflictos en torno de la aplicación de las 
leyes que restringían el privilegio del asilo, véase AG1, Ind. Gen. 3025, Expediente general 
sobre inmunidad de los reos que se refugian al sagrado, 1764-1787. 

2 Véase AGI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799; y México 
1661, Arzobispo de México al rey, 25 de junio, 1804. 

3 RAH, col. Mata Linares 76, Capítulo de Puebla al rey, 18 de noviembre, 1799. Véase 
también “De la naturaleza del indio” Juan de Palafox y Mendoza (obispo de Puebla a media- 
dos del siglo xvI1), G. García y C. Pereyra, Documentos inéditos ó muy raros, vi, 223-292. 
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público en general pudiera notarla. Por ejemplo, sólo aquellos que qui- 
sieran conseguir dispensas para impedimentos canónicos demasiado 
serios para la autoridad episcopal se darían cuenta de la ley de 1778 que 
exigía el consentimiento previo del Consejo de Indias para todas las pe- 
ticiones dirigidas a Roma.* Pero hubo dos excepciones, la expulsión de 
los jesuitas y la restricción de la inmunidad personal en los casos crimi- 
nales. El exilio impuesto a casi quinientos jesuitas, que marcharon de 
todos los puntos del virreinato custodiados por militares hasta Vera- 
cruz, y el arresto público y encarcelamiento en la prisión real del sacer- 
dote de la parroquia eran ataques directos al clero que hasta el testigo 
más ingenuo podía reconocer. 

Muy separados cronológicamente y sin relación aparente, ambos su- 
cesos eran partes integrales de la misma política de estrechar el control 
real sobre el clero. Aunque desconocían el funcionamiento interno de la 
política real, las masas mexicanas también relacionaron estas dos medi- 
das, que en su opinión eran manifestaciones de un “cisma o una destruc- 
ción de la religión católica de estos dominios”,5 y tuvieron una reacción 
similar a ambas. Así como se adjudicaba la culpa de las plagas y sequías 
a la expulsión de los años 1760, de la misma manera la gente predecía que 
caerían signos similares o peores de la ira divina sobre el pueblo de Mé- 
xico por permitir que se cometieran los “sacrilegios” producto de la ley 
que limitaba la inmunidad eclesiástica en los casos penales.6 También 
se manifestó abiertamente el resentimiento en las revueltas populares 
que tuvieron lugar en 1767, cuando las muchedumbres trataron de im- 
pedir la salida de los jesuitas,? y al menos una en 1799, cuando un grupo 
de indígenas trató, sin lograrlo, de liberar a un sacerdote encarcelado en 
la prisión real de Puebla.8 

No hay ninguna prueba de que la restricción de la inmunidad perso- 
nal fuera la causa directa de las primeras conspiraciones y de que esta- 
llara finalmente la rebelión armada, o de que esta rebelión haya surgido 
como consecuencia de que se llevaran a la práctica las amenazas anóni- 
mas de 1768 de levantarse en armas en venganza por la expulsión de los 


4 Decretos reales tocantes a la iglesia, Bm, núm. 42, Rc circular, 21 de noviembre, 1778. 
Véase también cap. tn, p. 65. 

5 AHN, Inquisición 2287, Carta anónima, abril, 1768. En este legajo y 2286-B se encuen- 
tran varios poemas y panfletos en el mismo tono, que el obispo de Puebla menciona en su 
carta al rey, 30 de octubre, 1799, AG1, Ind. Gen. 3027, en la que informa de reacciones si- 
milares. 

6 AHN, Inquisición 2286-B, Expediente sobre la propagación de las revelaciones falsas y 
fanáticas profecías..., 1768; y RAH, col. Mata Linares 76, Capítulo de Puebla al rey, 18 de 
noviembre, 1799, 

7 Véase cap. vi, pp. 125-127, para material sobre las reacciones populares ante la ex- 
pulsión. 

8 AG!, Ind. Gen. 3027, Testimonio de la causa seguida al Padre Manuel Arenas, 1799. 
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jesuitas.? Estas medidas fueron importantes, no como causas directas 
de la revolución, sino como dos fuentes de resentimiento en contra del 
gobierno que sirvieron para procurarle apoyo a la revolución una vez 
e se inició. 
bas medidas y, posteriormente, la amenaza de una persecución 
réligiosa peor a manos del ejército de Napoleón (muchos ministros me- 
xicanos creían o decían creer que los ministros reales francófil los planea- 
ban ent entregar España y las colonias a Napoleón)!" dieron origen a la idea 
de que “en América [se conserva] un asilo a la religión de Jesucristo, hu- 
a de la Europa amenazada [...] de un total exterminio por los.napo- 
leones”,!! En opinión de los insurgentes mexicanos, el famoso bando de 
1812 que abolía por completo la inmunidad, era una prueba más de la 
intención del gobierno de destruir a la Iglesia, cosa que dio argumen S 
a la campaña de propaganda rebelde. provocó ¡ina ' 
entre las masas y una tercera Oleada de predicciones de la venganza di- 
yina.12 Se revivieron de nuevo las comparaciones con la éxpúlsión de los 
jesuitas. Los supersticiosos no creyeron que se tratara de una coinciden- 
cia y vieron un portento del mal en el hecho de que tanto el bando como 
la orden de expulsión se hubieran publicado a la misma hora, en la mis- 
ma fecha y hasta el mismo día de la semana, aunque con 45 años de 
diferencia.!3 Otros afirmaban que el bando tenía influencia de los mis- 
mos enemigos de la religión, los “calvinistas y filósofos” que habían 
influido en Carlos ITT.!1 

La política eclesiástica de los Borbones sin duda tuvo su efecto más 
inmediato en el clero, cuya fuerte influencia sobre los laicos mexicanos 
decidió el curso del movimiento de la independencia más directamente 
que una reacción pública espontánea a la violación de la inmunidad ecle- 
siástica. Ya que, como se ha mostrado, muchos de los líderes políticos y 
militares de la insurrección pertenecían al clero criollo,!53 con lo que 
ganaron el apoyo de las masas, no necesariamente por sus propias con- 
vicciones revolucionarias, sino por su acendrada costumbre de obede- 
cer y seguir a sus sacerdotes. Como explicaba un virrey: “una población 
[...] seducida por personas a quienes miran con veneración supersti- 
ciosa”.!6 


9 Véase AHN, Inquisición 2287, “Los pobres cristianos de Puebla”, 1768. 

'9, DAM, 11, “Despertador americano”. 3 de enero, 1811. 

11 /bid., “Despertador americano”, 20 de diciembre, 1810. 

12 Veáse AMN, Consejos 2 21215, Expediente promovido por.motivo de haber hallado un 
pasquín revolucionario..., 1812. 

13 L. Alamán, Historia de México, tt, 164. 

14 Véase, por ejemplo, AG1, Ind. Gen. 110, Proclama del Dr. Cos, 1814. 

IS Véase cap. 1x, pp. 185-186. 

16 AG1, México 1322, Calleja al Ministro de Ultramar, 15 de marzo, 1813. 
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A fines del siglo xvm la jerarquía mexicana había hecho al rey la adver- 
tencia de que no se dejara “persuadir por las aparentes ventajas” de estas 
medidas —limitar la inmunidad y la jurisdicción eclesiásticas— y predecía 
que al final tendría que recurrir a la fuerza para conservar el control so- 
bre sus súbditos americanos, como resultado de los ataques oficiales 
a la Iglesia.!? Aunque se basaba en una interpretación un tanto ingenua de 
las causas de la Revolución francesa, esto es, que la monarquía había 
debilitado su propia autoridad y prestigio al no respetar los de la Iglesia, 
las conclusiones de los obispos en parte eran válidas, y en sus argumen- 
tos había varias observaciones sobre la situación política en la Nueva 
España que sirven para explicar el efecto de la política eclesiástica caro- 
lina sobre el movimiento de independencia. 

Un obispo hizo al rey la advertencia de que México era “una nación 
que bajo el exterior más humilde y abatido encubre un fondo de malicia 
inagotable y un odio irreconciliable hacia sus conquistadores”.!8 Y 
todos los que firmaron la petición estaban de acuerdo en que España 
había podido cóntrolar sus colonias por casi 300 años, con unos cuan- 
tos contingentes de tropas, únicamente gracias a que los misioneros y 
sacerdotes seculares habían predicado constantemente la obediencia 
y el respeto hacia Dios y el rey. Señalaron que era imprudente por parte 
del rey seguir una política que ponía en su contra a sus aliados más sóli- 
dos y confiables, especialmente durante un periodo de agitación política: 
si la influencia eclesiástica había contribuido al sometimiento pacífico 
de la colonia, esa misma influencia podía orientarse hacia el efecto 
opuesto.!?” 

La historia del movimiento mexicano de independencia pone de mani.- 
fiesto cuán proféticos eran estos comentarios. Pero como la gran ma- 
yoría de los eclesiásticos subversivos y rebeldes en las primeras fases del 
movimiento provenían de los estratos inferiores del clero,20 se deben 
buscar los motivos iniciales de la independencia en las condiciones y 
medidas que habrían provocado el rencor en ese sector particular del 
estado eclesiástico. La mayor parte de las medidas realistas de finales de 
la era de los Borbones no tuvieron mayor efecto sobre el clero del que tu- 
vieron sobre la gran masa de los laicos. La restricción de las comunica- 


17 Act, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. Véase también BN, 
12009, Obispo y capítulo de Michoacán al rey, 11 de diciembre, 1799, 

18 AGI, Ind Gen., 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799. 

19 AGI, Ind. Gen. 3027, Obispo de Puebla al rey, 30 de octubre, 1799, Véase también RAH, 
col. Mata Linares 76, Arzobispo de México al rey, 26 de septiembre, 1799; Capítulo de la 
catedral de México al rey, 28 de noviembre, 1799; y BN, 12009, Obispo y capítulo de Mi- 
choacán al rey, 11 de diciembre, 1799, 

20 Véase el apéndice. Véase también K. M. Schmitt, “The Clergy and the Independence 
of New Spain”, HAHR, xxx1tv (1954), pp. 289-293; y J. Bravo Ugarte, “El clero y la indepen- 
dencia”, Ábside, v (1941), pp. 612-630, vii (1943), pp. 406-409 y xv (1951), pp. 199-218, 
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ciones con Roma, la interferencia real en la legislación eclesiástica y 
otros métodos para subordinar la Iglesia al Estado se disputaron entre 
los altos funcionarios reales y la jerarquía, y es probable que el cura lo- 
cal ni siquiera supiera que existían. 

Sin embargo, la condición económica del bajo clero, exacerbada y no 
aliviada por ciertas medidas reales, era una de las principales causas del 
descontento y la agitación.2! El famoso monopolio gachupín de los bene- 
ficios eclesiásticos superiores explica sólo en parte este descontento. 
Las estadísticas disponibles indican que en realidad eran los criollos 
quienes predominaban en los capítulos catedralicios en esta época?? 
(aunque sólo un obispado, Puebla, tenía a la cabeza a un criollo enel 
inicio de la rebelión); y el resentimiento ocasionado por la división de 
beneficios probablemente se limitaba a los candidatos que no lograban 
el acceso a las canonjías vacantes, buscadores de cargos descontentos 
que, como advertía un obispo, querrían creer que se les había discrimi- 
nado ante los criollos y estarían dispuestos a unirse a un movimiento 
político que les ofrecía mayores oportunidades de ascender.?3 

Pero mucho más importante que la división de los beneficios mismos 
era la distribución del ingreso, tan desproporcionadamente a favor de 
los obispos y prebendarios. También variaban los ingresos de los dife- 
rentes curatos, pero hasta el cura más rico, aunque más acomodado que 
la mayoría de sus parroquianos, no podía dejar de notar el contraste en- 
tre la opulencia de los altos beneficiarios y su propia penuria relativa, 
por no hablar de los vicarios y tenientes de cura, quienes recibían sólo 
una fracción de los ingresos de un cura. La misma disparidad existía 
entre el clero regular: los frailes ordinarios se resentían ante el lujo que 
disfrutaban sus superiores (criollos o peninsulares) violando el voto 
monástico de pobreza personal y frecuentemente a expensas del patrimo- 
nio de la comunidad. ?1 

Lo único que ocasionaron las diversas reformas carolinas que atenta- 


21 Véase AHN, Consejos 21081, Gabriel de Yermo a la Junta Central, 12 de noviembre, 
18308. 

22 AGI, México 2545, Lista de sugestos para el vacante..., 16 de diciembre, 1807: 18 
prebendados criollos de un total de 21 en Puebla (también deanes criollos de Oaxaca, 
Durango y Valladolid); México 1664, Informe Audiencia de México, 18 de noviembre, 
1813, párr. 121: 16 prebendados criollos de 24 en México, y 9 de 11 de la iglesia colegiada 
de Guadalupe; México 1481, Lista de los eclesiásticos de este obispado, 29 de agosto, 
1813: el capítulo de Valladolid estaba dividido de la misma manera. 

23 AGI, México 2545, Arzobispo de México al rey, 23 de diciembre, 18308; y Consultas 
para vacantes..., 1805-1809, con registros de las candidaturas rechazadas de varios crio- 
llos que después fueron insurgentes (por ejemplo, José Couto) o conspiradores (por ejem- 
plo, José Alcalá). 

24 Véase AGI, México 2743, 2744, 2747-2751 para registros de las visitas de reforma de 
las Órdenes religiosas en la Nueva España a finales del siglo xvi. Véase también Mexican 
Political Pamphlets (BM), vu, núm. 76, “Los frailes gordos contra los frailes flacos”, 1823. 
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ban contra la inmunidad económica del ciero fue acentuar esta despro- 
porción en el ingreso. Someter a la jurisdicción real todas las demandas 
legales referentes a las capellanías y las obras pías y confiscar su ca- 
pital25 no afectó mucho a los obispos y a los cánones, que vivían de los 
diezmos. Pero los sacerdotes parroquiales frecuentemente dependían de 
las entradas de las capellanías para complementar sus salarios, mien- 
(ras que para el verdadero proletariado de la Iglesia, el gran ejército de 
clérigos que no tenían ningún beneficio bajo el patronato real (que se 
calcula eran alrededor de cuatro quintas partes de todo el clero secular a 
finales del siglo xv111)?6 estas capellanías y otros donativos para misas 
eran su única fuente de ingresos. Y los regulares, demasiado numerosos 
para el patrimonio original de sus comunidades, frecuentemente sub- 
sistían casi por completo gracias a las rentas de las fundaciones pías.?? 

La pérdida de la participación sobre los donativos eclesiásticos que 
redujo a los capellanes y frailes ordinarios a “una vergonzosa mendici- 
dad” en esta época?3 se debió quizá tanto a inversiones poco prudentes 
(con dividendos inestables al verse cada vez más afectados por el desor- 
den en la agricultura y el comercio) como al decreto de expropiación de 
1804, que no se aplicaba con mucho rigor y al final daba la posibilidad 
de evadirse, o a la restricción del fuero en las demandas de la propie- 
dad. Pero la reducción de la tasa de interés anual sobre la propiedad que 
se expropiaba, el que la Corona no pagara ni el tres por ciento que había 
prometido,?? y el hecho de que los beneficiarios no pudieran demandar 
ni a los deudores privados ni a la Corona en su propio fuero, permitió al 
clero inferior culpar de sus problemas económicos al “espíritu de rapa- 
cidad de que se ha manifestado poseído el Gobierno Español en estos 
últimos tiempos”.30 

También fue el clero menor y no la jerarquía quienes más sufrieron 
por la restricción de la inmunidad en crímenes serios, ya que no era 
probable que los alguaciles reales se atrevieran a arrestar a un obispo o 
a un canónigo aun si se le acusaba de un delito grave. Sin embargo, la 
nueva ley se aplicó no sólo a los miembros del clero menor acusados de 
homicidio y robo, sino también a aquellos que chocaban con los fun- 
cionarios reales locales al realizar lo que consideraban los deberes de su 
ministerio.3! Más importante que el miedo al castigo era la pérdida de 


25 Véase el cap. vil, “Las demandas civiles sobre las inversiones eclesiásticas”. 

26 Bn, 12005, Obispo y capítulo de Michoacán al rey, 11 de diciembre, 1799. 

27 Véase, por ejemplo, AGN, Obras pías 6, Lista de los capitales de obras pías hechas a 
favor de este convento, sus destinos y réditos, 1779 (la principal casa betlemita en México). 

28 AGN, Infidencias 117, Obispo de Puebla a Calleja, 14 de abril, 1816. 

29 [der. 

30 DHM, u1, “Despertador americano”, 3 de enero, 1811. 

3l Véase cap. VIH, pp. 168-170. 
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prestigio que, en opinión del clero, dependía de los privilegios especia- 
les que los separaban de los laicos.32 Los sacerdotes de parroquia en es- 
pecial resentían el hecho de que esta ley le daba a sus rivales, los algua- 
ciles reales, un arma nueva y eficaz contra ellos en la competencia local 
por poder e influencia. 

El programa carolino de reforma eclesiástica no era de ninguna ma- 
nera el único acicate para la rebelión del clero menor, quienes se movían 
por muchos de los mismos motivos que pesaban en sus compañeros 
laicos, como el creciente espíritu de nacionalismo y la ambición gene- 
ralizada entre los criollos de autogobernarse. Pero la importancia de 
este factor como una contribución al movimiento de independencisrro 
se debe menospreciar, especialmente en vista del acento que los líderes 
revolucionarios ponían en sus reclamaciones religiosas contra el gobier- 
no antes y después del bando de 1812, cosa que fortaleció el antagonis- 
mo de aquellos que ya eran parte de la rebelión e hizo surgir una mayor 
oposición. 

La meta específica de la separación de España, aunque quizá se pre- 
veía en secreto por los primeros líderes insurgentes, no se reconoció 
públicamente sino hasta octubre de 1814 en el decreto consitucional de 
Apatzingán,33 pero el objetivo de defender Ja religión y el sacerdocio 
contra los ataques del gobierno peninsular se expresó desde el principio 
de la rebelión.34 En especial, la restauración de los privilegios perdi- 
dos y el prestigio de los sacerdotes era un punto de su programa políti- 
co, un tanto difuso, en que la mayoría de los líderes rebeldes estaba de 
acuerdo.35 

El efecto de los ataques del gobierno al privilegio eclesiástico a finales 
de la época colonial y durante el curso de la rebelión de 1810 sólo se 
puede inferir sobre la base de las pruebas indirectas. Pero la contribu- 
ción de los decretos claramente anticlericales de las Cortes españolas de 
1820 a la victoria final del movimiento de independencia es un hecho 
bien fundamentado con el que concuerdan los testigos contemporáneos. 
Para cuando la facción liberal en España ganó el control del gobierno 
en 1820 y reimplantó la Constitución de Cádiz,3€ el virreinato de la 
Nueva España había sido pacificado casi por completo, a excepción de 


32 Bn 12009, Obispo y capítulo de Michoacán al rey, 11 de diciembre, 1799. 

33 AGI, Ind. Gen. 110, Decreto constitucional para la libertad de la América mexicana, 
Apatzingán, 22 de octubre, 1814, firmado por José Liceaga, José María Morelos y el Dr. 
José María Cos. 

34 Véase DHM, tu, “Despertador americano”, 20 de diciembre, 1810. 

35 J. Hernández y Dávalos, Colección de documentos, 11, 196, Rafael Iriarte al Dr. Cos, 29 
de octubre, 18310; aG1, México 1482, Morelos a Ignacio Rayón, 27 de febrero, 1813; Rayón 
a Morelos, 2 de marzo, 1813; y Proclama convocando al Congreso de Chilpancingo, de 
Morelos, 11 de septiembre, 1813. 

36 AGI, México 1677, RO, 25 de marzo, 1820. 


CONCLUSIÓN 227 


unas cuantas bandas guerrilleras aisladas.3? Pero las mismas clases po- 
derosas en la colonia cuyo apoyo había servido a los virreyes a reprimir 
la rebelión se volvieron en contra del gobierno y se unieron en un logra- 
do intento de conseguir la independencia a la que se habían opuesto 
antes de manera tan decidida. 

Este cambio en sus lealtades era incongruente sólo en apariencia, ya 
que mucho más que la mera lealtad a la Corona era el interés personal 
lo que definía la postura de la jerarquía y las demás clases privilegiadas 
durante el periodo. Si los prelados habían otorgado su apoyo incondi- 
cional, moral y financiero a la Corona, era porque identificaban sus in- 
tereses con los del gobierno español,38 y cuando se convencieron de que 
este mismo gobierno amenazaba su bienestar no dudaron en conspirar 
contra él. 

Aunque anteriormente ya se había promulgado la Constitución de 
Cádiz hay una gran diferencia entre las situaciones políticas de 1812 y 
1820. En 1812 se habían suspendido o se había hecho caso omiso de las in- 
novaciones de la Constitución.39 Tanto el gobierno virreinal como las 
clases conservadoras podían esperar que las Cortes fueran sólo una 
molestia pasajera y que se restauraría la monarquía absoluta y el viejo 
orden, como se restauraron al regresar Fernando VII en 1814. Pero en 
1820 comprendieron que no podían confiar ni en el rey para que man- 
tuviera el statu quo en contra de las cada vez más poderosas fuerzas 
liberales. 

El gobierno liberal emitió una serie de decretos en el lapso de unos 
cuantos meses que ofendió a las clases influyentes, especialmente al 
clero, mucho más que la legislación de las Cortes de Cádiz. La Constitu- 
ción de 1812 había respetado el derecho ilimitado de la Iglesia de adquirir 
y poseer propiedad,*% pero las nuevas Cortes prohibieron que estable- 
cieran nuevas capellanías y obras pías.*! Ante varias de las innovacio- 
nes, como la desaparición de las órdenes monásticas y hospitalarias, la 
drástica reducción del número de conventos pertenecientes a las otras 
órdenes, las órdenes mendicantes y la prohibición de todos los novicia- 
dos,12 se pensó en México que éstos no eran más que los primeros pasos 
para hacer desaparecer totalmente al clero regular.+ 


37 Act, México 1678, Apodaca al Ministro de Ultramar, 18 de julio, 1820. 

38 aG!, México 1662, Deán y capítulo de Michoacán a Iturrigaray, 8 de agosto, 1808. 
Véase también cap. 1X, pp. 190, 200-201. 

39 ac1, México 1482, Calleja al Ministro de Gracia y Justicia, 18 de agosto, 1814, en que 
se explica por qué no se había aplicado la mayor parte de las cláusulas de la Constitución. 

40 Constitución de la monarquía española, art. 172. 

41 Ac1, México 1680, RO, 27 de septiembre, 1820. 

32 aGN, Reales cédulas 244, núm. 283, rc, 28 de noviembre, 1820. 

43 L. Alamán, op. cit., v, 37. 
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Otro decreto que abolía por completo la inmunidad eclesiástica en 
todo lo referente a los casos penales (cualquier crimen que según toda 
ley española podía ameritar cualquier forma de castigo corporal)4% pro- 
vocó especial resentimiento. Ya que mientras el bando de 1812 había 
sido una medida temporal que despojaba de su inmunidad únicamente 
a los insurgentes, el decreto de 1820 era una ley permanente que se apli- 
caba a todo el clero, incluso a aquellos que habían apoyado lealmente al 
gobierno. Tampoco se exceptuó a la jerarquía. Se hizo la advertencte 
específicamente a los obispos de que cualquier oposición al nuevo régi- 
men y a sus principios se castigaría con severidad%5 y, para probar que 
no era una acusación vana, las Cortes ordenaron el arresto y confis- 
cación de la propiedad de 69 personas —entre los diversos prelados de 
la lista se encontraba el obispo de Puebla—, que habían hecho al rey la 
petición de que se revocara la Constitución de Cádiz.*é 

No fue necesaria la aplicación efectiva de las medidas anticlericales 
para provocar la reacción clerical y popular al nuevo régimen, ya que 
las nuevas del programa legislativo que se debatía en las Cortes y los ru- 
mores de que lo peor estaba por venir bastaron por sí mismos. Los fun- 
cionarios reales estaban al tanto del resentimiento del clero por los 
ataques a su propiedad y su inmunidad personal desde mucho antes de 
que estos decretos llegaran a México e incluso desde antes de que algu- 
nos se decretaran en España.*? Las noticias acerca de la orden, supues- 
tamente secreta, de arresto y deportación del obispo de Puebla bastaron 
para provocar una revuelta en Puebla que duró dos días y, aunque nun- 
ca se realizó la orden (el virrey tomó nota de la revuelta y de manifesta- 
ciones públicas anteriores),48 no es sorprendente que el obispo se con- 
virtiera en uno de los más decididos y eficaces opositores al régimen, e 
hizo la advertencia al virrey de que no tenía la menor intención de per- 
mitir semejante violación de sus derechos y de la sagrada dignidad de 
su cargo.” 

Los funcionarios reales de la Nueva España, al comentar acerca de la 
transformación del aparentemente pacificado virreinato en una nación 
independiente advirtieron que la aparición de estos decretos anticleri- 


44 Colección de los decretos v órdenes que han expedido las Cortes generales y extraordi- 
narias desde su instalación (10 vols., Madrid, 1820-1823), vi, 141-142, Decreto, 26 de sep- 
tiembre, 1820, promulgada por Ro del 25 de octubre, 1820. 

45 AGN, Impresos oficiales 60, RO, 5 de septiembre, 1820, inserta en orden circular, 
Apodaca, 24 de febrera, 1821. 

46 AGI, México 1680, Apodaca al Secretario de Ultramar, 31 de enero, 1821. 

47 L. Alamán, op. cit., v, 41-42, en que cita a José Hipólito Odoardo, Fiscal de la 
Audiencia, al Ministro de Gracia y Justicia, 24 de ociubre, 1820. 

48 act, México 1680, Apodaca al obispa de Puebla, 24 de enero, 1821. 

39 AGN, Operaciones de Guerra 1014, Obispo de Puebla a Apodaca, 13 de abril, 1821. 
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cales, que en España habían provocado revueltas y otras formas de 
oposición violenta,S$% coincidieron en México con el momento clave en 
el destino del movimiento de independencia. Pero no fue para ellos mera 
coincidencia, ya que creían que el clero mexicano, alarmado ante estos 
ataques a sus intereses vitales, era la fuerza organizadora detrás del 
Plan de Iguala, en el que el oficial militar criollo, Agustín de Iturbide, 
proclamó la independencia de México en 1821.51) 

Las opiniones difieren en cuanto a la relación exacta entre Iturbide y 
las dos juntas eclesiásticas clandestinas, una formada en Puebla bajo la 
dirección del obispo Antonio Pérez, y la otra en México bajo la del canó- 
nigo peninsular Matías Monteagudo. Los funcionarios reales creían que 
los dos grupos, que trabajaban juntos, eligieron a Iturbide como su agente 
para la destrucción del régimen colonial, y varios creían que Montea- 
gudo persuadió al virrey Apodaca para que nombrara a Iturbide coman- 
dante del realista Ejército del Sur, posición desde la cual podía propor- 
cionarles el apoyo militar para su plan.5? (Apodaca mismo no mencionó 
tal presión al informar de los rumores acerca del plam,53 aunque si había 
sido engañado su silencio sería comprensible.) 

Bustamante tiene otra versión, más plausible según el reciente bió- 
grafo de Iturbide.5% Le atribuyó la iniciativa a Iturbide, quien, elegido sin 
manejos eclesiásticos como el oficial realista disponible más capacitado 
para derrotar a Vicente Guerrero y a las otras guerrillas rebeldes, diseñó 
él mismo el plan y obtuvo hábilmente el apoyo del clero, así como el de 
los rebeldes y de otros grupos de la colonia, utilizando la defensa de la 
religión como una de varias cartas de juego.5% Pero si el clero manipuló 
a Iturbide o fue al revés, en lo que todos estaban de acuerdo es en que 
Iturbide triunfó en donde habían fallado Hidalgo y Morelos gracias al 
apoyo de las clases influyentes, sobre todo el clero en su totalidad, que dis- 
puso a la opinión pública a su favor y también le aportó ayuda material, 56 


50 Y. de la Fuente, Historia eclesiástica de España (6 vols., Madrid, 1873-1875), vi, 193- 
200. 

51 Versiones similares del papel del clero en los sucesos que desembocaron en la inde- 
pendencia se encuentran en AGI, México 1680, Apodaca al Ministro de Ultramar, 8 y 31 de 
enero y 7 de marzo, 1821; y Juan O'Donojú al Ministro de Ultramar, 31 de agosto, 1821, 
además de las otras luentes que se citan a continuación. 

52 AG1, México 1680, Resumen histórico de los acontecimientos de Nueva España, 18 de 
diciembre, 1821, por el teniente coronel Vicente Bausé: México, 1676, Ciriaco de Llano (ex 
Comandante General de Puebla) al Ministro de Ultramar, 30 de enero, 1822. 

53 act, México 1680, Apodaca al Ministro de Ultramar, 31 de enero, 1821. 

54 W. S. Robertson, Jturbide of Mexico, pp. 67-70. 

55 C. M. Bustamante, Cuadro histórico, v, 93-144, especialmente pp. 96-105, 134-144, en 
las que se publican las cartas de Iturbide a Guerrero, el obispo de Guadalajara, funciona- 
rios reales y dirigentes militares, en busca de apoyo para el Plan de Iguala. 

56 Ibid., v, 132; AGI, México 1680, O'Donojú al Ministro de Ultramar, 31 de agosto, 1821; 
México 1676, Ciriaco de Llano al Ministro de Ultramar, 30 de enero, 1822. 
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Había algunos eclesiásticos que creían que podrían conservar Su posi- 
ción privilegiada sin la separación de España, o para quienes la lealtad a 
la Corona era anterior a ninguna otra consideración, pero la aplastante 
mayoría le dio su apoyo total al Plan de Iguala de Iturbide, que imprimió 
un sacerdote y otro entregó al virrey Apodaca.57 Muchos miembros del 
clero menor habían sido partidarios de la independencia, activamente o 
en secreto, durante las primeras fases del movimiento, pero ahora se les 
unió la jerarquía. Sólo un prelado, el obispo criollo de Durango se opu=- 
so abiertamente al Plan (aunque el arzobispo de México se oponía en 
secreto y abandonó México en 1823); el resto de los obispos y los canó- 
nigos lo apoyaron públicamente, predicaron sermones y escribieron 
artículos en alabanza58 y recibieron a Iturbide y a su ejército con elabo- 
radas celebraciones religiosas en las capitales principales.32 

No se puede dejar de ver la relación entre la política eclesiástica de 
Carlos 111 y los decretos anticlericales emitidos en 1820, y los otros 
aspectos del programa carolino de reformas y la legislación liberal de 
las Cortes españolas que se ganó la oposición de otras clases poderosas 
en México, además del clero. Los intentos carolinos de transformar el 
statu quo colonial, la reducción de las restricciones comerciales y la crea- 
ción de intendencias, por ejemplo, fueron pálidos antecesores de las 
innovaciones que produjeron las Cortes. El monopolio virtual de la oligar- 
quía criolla sobre la administración municipal se vio amenazado por los 
decretos que hacían a todos, excepto a los indígenas y a las castas, par- 
tícipes del sufragio;60 la abolición de los mayorazgos, repartimientos y 
todas las formas de trabajo forzado era una amenaza para los intereses 
de los terratenientes;$! y con las reformas judiciales que circunscribían 
el poder de las audiencias y hacían desaparecer muchos de los tribu- 
nales y fuerosé2 el gobierno se granjeó inevitablemente la oposición tan- 
to del judiciario como de aquellos que gozaban de fueros profesionales 


57 C. M. Bustamante, Cuadro histórico, v, 108, 127. 

58 Véase M. de la Bárcena (gobernador del obispado vacante de Valladolid), Manifiesto 
al mundo de la justicia y necesidad de la independencia de la Nueva España (México, 1821). 
Véase también L. Alamán, op. ctt., v, 16, en que cita un sermón del canónigo José de San 
Martín, 25 de junio, 1821. 

59 C. M. Bustamante, Cuadro histórico, v, caps. 8-11, en que se describe el avance de las 
fuerzas de Iturbide. 

60 aG1, México 1678, Expedientes sobre elecciones de ayuntamientos constitucionales, 
1820-1821. 

6! AGN, Impresos oficiales 43, Bando, 29 de agosto, 1820, en que se publica un Real 
Decreto, 15 de abril, 1820. 

62 AGN, Reales cédulas 207, rc, 10 de octubre, 1812, en que se publica un Real Decreto 
sobre arreglo de los tribunales, 9 de octubre, 1812. Véase también Gaceta del gobierno, 3 
de junio, 1813, en que se publica una lista de los “encargos y ocupaciones” que ya no corres- 
ponden a la audiencia y una lista de los tribunales suprimidos. 
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o heredados. Todos estos grupos poderosos habían dado su apoyo al vi- 
rrey Venegas al oponerse a que se ejecutara la constitución de 1812,83 
así que no es sorprendente que hayan recibido las nuevas de su reins- 
tauración con espanto y que se aliaran con los militares (cuya insatis- 
facción general con las míseras recompensas que habían recibido se 
intensificó cuando las Cortes suspendieron su reciente aumento de sa- 
lario), para preservar sus privilegios y estatuto asegurando la indepen- 
dencia de España.61 

Pero para que triunfara la revolución de Iturbide también fue nece- 
saria una base de apoyo más amplia que las relativamente pequeñas 
clases privilegiadas y, en este aspecto, los ataques carolinos y liberales a 
los privilegios del clero fueron decisivos. Los liberales no sólo se granjea- 
ron la oposición de uno de los sectores más influyentes de la sociedad 
mexicana, sino también de las piadosas masas mexicanas, quienes po- 
dían permanecer indiferentes a la pérdida de un comerciante de su mo- 
nopolio comercial, pero cuyo apoyo podía conseguir fácilmente el clero 
para cualquier causa que dijera defender a la Iglesia y la religión. Los 
funcionarios reales atribuían la agitación generalizada que advirtieron 
después del golpe liberal en España casi por completo a la labor del 
clero que, aprovechándose de la “notable piedad y docilidad” de los me- 
xicanos, convirtieron los púlpitos y confesionarios en otras “tantas cáte- 
dras de doctrina política”.65 Aparecieron panfletos y artículos que denun- 
ciaban al gobierno español como una banda de “ateos y jacobinos” que 
informaban de la preparación de aún peores ataques a la Iglesia e insta- 
ban a los fieles a defender a su adorada religión.*6 

El astuto Iturbide, que no se había detenido al ejecutar sacerdotes 
insurgentes sin juicio previo durante la rebelión de 1810,8? incluyó la 
conservación de los privilegios eclesiásticos entre los artículos de su 
plan de independencia y la defensa de “nuestra sagrada religión” como 
una de las tres garantías,68 asegurando de esta manera el apoyo tanto del 
clero como del público en general. Como explicaba un misionero penin- 
sular a Fernando VII en 1822, España había perdido su colonia porque 
el clero había convencido a los mexicanos de que tenían la alternativa 


63 AGI, México 1664, Informe Audiencia, 18 de noviembre, 1813. 

64 L. Alamán, op. cil., v, 35-36. Véase también Odoardo al Ministro de Gracia y Justicia, 
24 de octubre, 1820, citado en ibid., v, 41-42. 

65 aG1, México 1680, Resumen histórico, Vicente Bausá, 18 de diciembre, 1821. 

66 Véase AGI, México 1677, “Defensa del patrimonio de Jesucristo”, México, 1820; 
“Defensa de los padres jesuitas por los poblanos”, Puebla, 1820; y México 1679, “El 
yucateco”, Mérida, 31 de julio, 1821. 

67 Véase Gaceta del gobierno, 11 de enero, 1815. 

68 AG1, México 1680, “Plan o indicaciones para el gobierno que debe instalarse...”, 
Iguala, 24 de febrero, 1821, copia enviada por Apodaca al Ministro de Ultramar. 
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de ser leales a la Corona o defender a su religión de la destrucción, a sus 
sacerdotes de la persecución y a sus iglesias del pillaje. Él mismo se había 
visto obligado a dejar de predicar contra la independencia bajo el riesgo 
de que “estos fanáticos” lo llamaran hereje.69 

El triunfo final del movimiento de independencia fue inevitable, ya 
que, a pesar de que la primera rebelión de 1810 fue aplastada, la inde- 
pendencia se había vuelto cada vez más un objetivo común para la ma- 
yoría de los criollos. Pero la oposición tanto del clero menor como de la 
jerarquía a consecuencia de la legislación anticlerical de las Cortes y que, 
como resultado de esto, el clero organizara la oposición contra el go- 
bierno sirvieron para conseguir este objetivo más rápida y pacíficamen- 
te de lo que habría sido posible de otra manera: escasos seis meses y un 
mínimo derramamiento de sangre transcurrieron entre el Plan de Iguala 
y el tratado firmado en Córdoba el 24 de agosto'de 1821 que dio fin a 
tres siglos de dominio español en México. 

Un autor ha planteado la cuestión de si el clero en realidad obtuvo 
algún beneficio de la independencia que promovió con tanta eficacia, ya 
que tan sólo habían intercambiado el remoto liberalismo de las Cortes 
españolas por una variedad doméstica, con representantes hasta en la 
administración de Iturbide.?0 Pero en todo caso, la Iglesia y el clero esta- 
ban en una posición más fuerte después de la independencia que antes, 
a pesar de los ataques periódicos pero muy contraproducentes de los 
transitorios regímenes liberales. Porque el antiguo equilibrio de poder de 
los Habsburgo, que los Borbones habían tratado de inclinar a favor del 
Estado, se movió ahora en la dirección contraria. El clero pudo conser- 
var los privilegios de que había gozado antes del golpe liberal de 1320 
en España, incluso, en muchos aspectos sin las restricciones carolinas. 
En todo caso la aplicación de estas reformas sólo había sido parcial, y 
algunas de ellas, como la confiscación de la propiedad eclesiástica y la 
restricción del fuero en los casos penales (excepto por los crímenes de 
lesa majestad) se habían suspendido por completo en la práctica por la 
preocupación del gobierno colonial ante la cuestión más urgente de 
su propia sobrevivencia. Pero mientras la Iglesia recuperó sus privile- 


gios tradicionales el Estado perdió su principal medio de control sobre ' 


el poder eclesiástico. Ni el clero mexicano ni el papa reconocieron nun- 
ca el derecho de la nueva república a las prerrogativas patronales que la 
Corona española había ejercido tan eficazmente;?! “la independencia de 


esta clase privilegiada”, en opinión de un autor mexicano moderno, era : 


69 Ibid., Fr. Mariano López Bravo al rey, 30 de marzo, 1822. 

70 L. Alamán, op. cit., v, 299. 

71 Véase J. García Gutiérrez, Apuntes para la historia del origen y desenvolvimiento del 
Regio Patronato Indiano hasta 1857 (México, 1941), pp. 281-310. 
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“más peligrosa para la estabilidad de las instituciones civiles cuanto 
más celosa y codiciosa podía mostrarse en la defensa y la incrementa- 
ción de sus propiedades, privilegios, exenciones e inmunidades”.?? 

Pero aunque la Iglesia se había vuelto más poderosa, su posición era 
más precaria. La oposición al programa carolino de reforma eclesiástica 
había tenido éxito en todas sus fases: el radical programa propuesto 
originalmente por los ministros de Carlos III se había diluido aun antes 
de que se convirtiera en ley; la oposición clerical había impedido que se 
aplicaran efectivamente las reformas modificadas que lograron llegar a 
las Indias; y se bloqueó al sucesor del programa carolino, los decretos 
liberales de las Cortes de 1820, al ser derrocado el dominio español. Pero 
aunque los regímenes coloniales españoles no lograron restringir el po- 
der y privilegio del clero, sólo se pospuso el establecimiento de un Esta- 
do secular y esto significaba que la batalla decisiva, cuando finalmente 
ocurriera, sería mucho más amarga y violenta. Las leyes de Reforma de 
Juárez y Lerdo de mediados del siglo xrx (que diferían muy poco de sus 
prototipos carolinos)?3 y las cláusulas radicalmente anticlericales de la 
Constitución de 191774 fueron las consecuencias inevitables del repudio 
del programa de reforma eclesiástica concebido inicialmente por los 
ministros regalistas de Carlos III. 


72 J. Pérez Lugo, La cuestión religiosa en México (México, 1926), p. 18. 

73 Véase W. H. Callcott, Church and State in Mexico, 1822-1857 (Durham, N. C., 1926), 
pp. 239-257. La Ley Juárez (1855) abolió el fuero eclesiástico en las demandas civiles y de- 
litos serios; la Ley Lerdo (1856) hizo entrar en vigor el decreto de desamortización de 
1804 para toda la propiedad que no estuviera destinada específicamente al culto. 

74 Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos (promulgada en 1917; México, 
1962), art. 8, núms. 1 y 4; art. 27, núm. 2; y art. 130, 
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PARTICIPANTES ECLESIÁSTICOS EN EL MOVIMIENTO 
MEXICANO DE LA INDEPENDENCIA 1808-1820 


En la lista a continuación se usaron guiones para indicar que no se conocen las 
fechas que marcan el principio y/o el final de la participación en el movimiento. 


CLERO SECULAR 


Abad y Cuadra, Dr. José María, insur- 
gente (1810) 

Aguilar, Mariano —teniente de cura 
(Nopala), subversivo (1810) 

Aguilar, Pablo —cura (Ahuistlán), 
insurgente (—1812, 1813—,) 

Aguirre, José María (Guadalajara), 
subversivo (—1815) 

Albis, Manuel (Valle de Santiago), 
insurgente (—1817) 

Alcalá, Dr. José María —canónigo (Mé- 
xico), miembro de los Guadalupes 
(—1814) 

Alcázar, José María (Guad.), subversi- 
vo (—1814) 

Alda, Antonio, subversivo (—1815) 

Alducín oficial, insurgente (—1814) 

Álvarez, José María —sacristán mayor 
(Oaxaca), subversivo (—1811) insur- 
gente (— 1814) 

Amador, Felipe, insurgente a las órde- 
nes de Rosains 

Amés y Argúelles, Antonio —cura (Cos- 
comaltepec), oficial insurgente (1818) 

Aparicio, Nazario, oficial insurgente a 
las órdenes de Morelos 

Araujo, Felipe (Querétaro), insurgente 

Arechonda, José Antonio, insurgente 
(1814) 

Arévalo, Vicente, insurgente (— 1814) 


Argandar, Dr. José Francisco —cura 
(¿Baniqueo?, Michoacán), insur- 
gente (— 1814) 

Arruti, oficial insurgente 

Aspeitia, José (Guanajuato), subversivo 

Ayala, José Antonio —vicario (Tetela 
del Río), insurgente (—1817) 

Ayala, Rafael] —cura (Ajuchitlán), ofi- 
cial insurgente (— 1815) 


Balda, Dr. Juan Francisco (Durango), 
subversivo (1812) 

Balleza, Mariano —vicario (Dolores), 
insurgente (— 1811) 

Barrera, Manuel de la, oficial insur- 
gente (1814, 1816—) 

Belán, Antonio, insurgente (—1811) 

Benavente, Anastasio, brigadier gene- 
ral (—1813) 

Benites, José, insurgente (—1814) 

Berdeja, Mariano, subversivo e insur- 
gente (1814—) 

Bernal, José María (Méx.), agente re- 
belde (—1811) 

Beye Cisneros, Francisco (Méx.), sub- 
versivo (1808) 

Bonachea, insurgente (—1814—) 

Bravo, José Antonio, colaborador 
(1813) 

Buenabad, José Ignacio (Méx.), sub- 
versivo (1814) 

Bustamante, Juan, colaborador (1814) 
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Camaño, Juan Nepomuceno (Que- 
rélaro), subversivo (1811) 

Caballero, Nicolás (Guad.), insurgente 
(—1815) 

Cacho, José María, insurgente (—1816) 

Calderón, Miguel, insurgente (—-1814—) 

Calvillo, Pablo —<ura (Huejúcar), ofi- 
cial insurgente (—1811—) 

Cano, Juan Miguel —cuva (Pichátaro, 
Mich.), insurgente (—1812—,) 

Cardeña, Ramón —canónigo (Guad.), 
espía insurgente (—1812) 

Carmona, José María (Guan.), insur- 
gente (— 1813) 

Carrasco, oficial insurgente (—1811—,) 

Carvajal, Felipe, oficial insurgente 
(—1313—) 

Castañeda, Francisco —cura (Valle de 
Santiago), insurgente (—1816) 

Castellanos, Marcos —cura (Ajijic), 
comandante del Fuerte Mexcala 
(1811-1816) 

Castilblanque, José Manuel, conspira- 
dor e insurgente 

Cornide, Gregorio, subversivo 

Correa, José Manuel —cura (Nopala), 
oficial insurgente (1811-1817) 

Cos, Dr. José María — cura (Burgo 
de San Cosme, Zacatecas), oficial 
insuigente y líder político (1812, 
1814—) 

Couto, José Ignacio —cura (San Mar- 
tín Texmelucan), oficial insurgente 
(1812-1817) 

Crespo, Manuel Sabino —cura (Río 
Hondo, Oax.), líder político (— 1313) 

Cuevas, Francisco (Puebla), insurgente 
(— 1816) 


Dávila y Bravo, Francisco, insurgente 
(—1812) 

Delgado, Pablo —cura (Urecho), ofi- 
cial insurgente (—1818) 

Díaz, José Antonio (Guad.), subversivo 
(1814) 

Díaz, Manuel (Mich.), insurgente (— 1320) 
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Espincsa, Domingo, agente rebelde 
(—1812) 

Estrada, Isidro —cura (Tenango del 
Río), subversivo (1812) 


Fernánd2z, Manuel (Guan.), insurgente 

Fernández del Campo, José María —cura 
(Huatusco), insurgente (—1816) 

Flores, Fernando —cura (Acámbaro), 
subversivo (1812) 

Franco (Guan.), insurgente 

Fuentes Alarcón, Mariano de las —cura 
(Maltrata), insurgente (—1812—,) 

García, Martín (Méx.), subversivo 
(1816) 

García, Pablo (San Luis Potosí), sub- 
versivo (1816) 

García Cano, José Antonio, oficial in- 
surgente (—1812, 1814—) 

García Carrasquedo, Martín—canóni- 
go (Mich.), conspirador (1813) 

García de León, Rafael (alias Garcilli- 
ta), mariscal de campo (1811, 1814—) 

Garduño, Máximo (Ixtlahuaca), colabo- 
rador (1814) 
Garfias, Domingo —cura (Tehuan- 
tepec), espía insurgente (— 1814) 
Garibay, José de Jesús —leniente de 
cura (Ario), colaborador (—1815) 
Garnelo, Manuel —cura (Tlapa), in- 
surgente (—1813—) 
Gastañeta, José María, 
(1810) 

Gil (Quer.), subversivo (1811) 

Giménez, José Cayetano, insurgente 
(—1818) 

Gómez, Antonio (Sultepec), colabora- 
dor (1310) 

Gómez, Francisco —cura (Toluca), 
subversivo (1816) 

Gómez, Miguel —cura (Petailán), ofi- 
cial insurgente (—1813) 

Gonia, Ignacio, insurgente (1316) 

González (Xochimilco), insurgente 
(—1813) 


insurgente 
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González, Manuel (Mich.), conspira- 
dor (1309) 
Guerra, Miguel, colaborador (—1811) 
Guerrero, oficial insurgente 
Gutiérrez, Cayetano, insurgente 
Gutiérrez, José Jcaquín —cura (Ahua- 
llán). capellán con Morelos 
Gutiérrez, José María —cura (Guame- 
hula, Oax.), insurgente (—1814—) 
Gutiérrez de Terán, Juan, insurgente 


Herrera, Ignacio (Méx.), subversivo 
(1812) 

Herrera, José Manuel —cura (Huaimnis- 
tillán), oficial insurgente (—1812, 
1814—) 

Herrera, Nicolás Santiago —cura (Unua- 
pan), insurgente ' 

Herrero —cura (Cuernavaca), oficial 
insurgente 

Hidalgo, Ignacio, insurgente (1810-1811) 

Hidalgo y Costilla, Miguel —cura (Do- 
lores), General (1810-18) 1) 

Huesca, oficial insurgente (—1814) 


Ibarra, José Mariano, insurgente 
(—1815) 

Igartua, José (Guad.), subversivo (1815) 

Izquierdo, José Manuel, oficial insur- 
gente (1812-20) 


Jiménez, lgnacio —vicario (Huango), 
insurgente 

Jiménez Caro, Tomás (Méx.), miem- 
bro de Los Guadalupes (—1814—,) 

Jiménez del Río, Juan, oficial insur- 
gente (—1817) 


Labarrieta, Dr —cura (Guan.), insur- 
gente (—1311—,) 


Lara, Francisco (Méx.), insurgente y 


conspirador (—1315) 

Larragoiti, José Nicolas, subversivo 
(1812) 

Laso de la Vega (Quer.), subversivo 
(1811) 


Lezama, Mariano (Huichapán), sub- 
versivo (1810) 

Ligueria, Ignacio (Orizaba), subersivo 

López, Gregorio (Salvatierra), insurgente 

López, Pablo, conspirador (1811) 

López, Vicente (Guad.), insurgente 
(—1814) 

López Romano, oficial insurgente 
(—1815—) 

Lozano, oficial insurgente 

Luján, Mariano (Mich.), conspirador 
(1813) 


Llave, José de la —cura (Puebla), sub- 
Versivo 


Macías, José Antonio —cura (La Piedad, 
Mich.), oficial insurgente (—181]) 
Magos, Dr José Antonio, insurgente 

(— 1811-1819) 

Maldonado, Francisco Severo —cura 
(Mascota), colaborador 

Marín, Manuel, insurgente (1811-1814) 

Martínez Conejo, Manuel (Mich.), 
insurgente (— 1817) 

Martínez de Segura —cura (Tetela, 
Oax.), colaborador 

Marulanda, Luis, insurgente (— 1814) 

Matamoros, Mariano —cura, (Taule- 
telco), subjete de Morelos (1811-1814) 

Mendoza (Oax.), oficial insurgente 
(—1812—) 

Mercado, José María —cura (Ahua- 
lulco), insurgente (1810-1811) 

Mier, Servando Teresa de —dominico 
secularizado, miembro de la expedi- 
ción de Mina (1817) 

Miranda, Joaquín (Apango), insur- 
gente (— 1814) 

Miranda, Tomás —cura (Malacatepec). 
insurgente (—1813) 

Mociezuma Cortés, Juan —cura (Zon- 
golica), oficial insurgente (—1812—) 

Monroy, José (Guad.), subversivo (1814) 

Montes, Hermenegildo —vicario (Do- 
lores), subversivo (1811) 
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Montes de Oca, José Antonio —cura 
(Tiripitio), conspirador (1813) 

Mora, Laureano, oficial a las órdenes 
de Morelos (—1815) 

Morales, José María, capellán en el ejér- 
cito de Morelos (—1815) 

Morelos, José María —cura (Curácua- 
ro), líder insurgente (1810-1815) 


Navarrete, José Luciano, coronel insur- 
gente (1811-1814) 

Noces, Benito, insurgente (—1812—) 

Norzagaray, Alexo (Méx.), conspirador 
(1811) 


Oceguera, Ramón —sacristán mayor 
(Santa Clara, Mich.), insurgente 
(1810, 1812—) 

Ochoa, Vicente, mariscal de campo 
(—1312) 

Olivera, Rafael, insurgente (— 1816) 

Olmedo, José Francisco, insurgente 
(1810-1811) 

Oñate, José María (Quer.), subvers''o 

Orcillés, líder de guerrilla (— 1811) 

Ordoño, Ignacio (Oax.), oficial insur- 
gente (—1814) 

Oropesa (Guad.), oficial insurgente 
(—1812) 

Ortega, Mariano de (Méx), subversivo 
(1812) 

Ortega Muro, Mariano —cura (Huitlal- 
pan, Pue.), líder de guerrilla (— 1813) 

Ortiz, miembro de la Junta de Naulin- 
go (1812) 

Ortiz (Mich.), conspirador (1809) 

Ortiz, Ignacio (Guad.), subversivo (1815) 

Ortiz, José —capellán (Hospital de San 
Pedro, Pue.), subversivo (1810) 

Ortiz, José María —cura (Zacoalpan), 
colaborador 


Pacheco, Juan Nepomuceno (Guan.), 
subversivo 

Palacios, Francisco —cura (Chiautla), 
subversivo (1809) 


Palacios, Manuel —cura (Huichapan) sub- 
versivo (1809), insurgente (—1813—) 
Palancares, Domingo —cura (Tuxte- 
pec, Oax.), colaborador 

Pana, Francisco (Guad.), insurgente 
(—1815) 

Paredes, Mariano, insurgente 

Patiño, Mariano (Mich.), insurgente 
(—1816) == 

Pedroso (San Luis Potosí), líder guerri- 
llero (—1812—) 

Peláez, Dr. José María —capellán (Hosp. 
de Pobres, Méx.), subversivo (1812) 

Peláez, Manuel, insurgente (—1817) 

Perea, Blas, insurgente (—1812) 

Peredo y Gallegos, Dr. José Joaquín 
(Méx.), insurgente a las órdenes de 
Rayón (1813—,) 

Pérez, José (Guad.), insurgente 

Pérez, José Antonio (Quer.), capellán 
insurgente (—1816) 

Pérez, José María, insurgente (—-1812) 

Pérez, Rafael (Guad.), subversivo (1811) 

Plata, Francisco (Guad.), insurgente 
(—1813) 

Ponce, Mariano, oficial a las órdenes 
de Liceaga 


Rabadán, oficial en el ejército de Morelos 
Ramírez, José Mariano (Guan.), ofi- 
cial a las órdenes de Rayón 


Ramírez, Juan José, insurgente 
(—1812) 

Ramírez, Dr. Manuel (Méx.), subversi- 
vo (1812) 


Ramírez, Mariano (Guad.), subversivo 
(1814) 

Ramos, José María —cura (Guad.), 
insurgente (—1817) 

Río, Francisco del (Mich.), insurgente 
(— 1816) 

Riva y Rada, Manuel, subversivo (1809) 

Rivera, Mariano (Huichapan), subver- 
sivo (1810) 

Rodríguez, Fabián (Mich.), oficial in- 
surgente (—1812—,) 
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Romero, José Cayetano, oficial insur- 
gente (—1815) 

Romero, Juan Antonio —vicario 
(Tlalpujahua, Mich.), colaborador 
(—1813) 

Rosado, Mariano —cura (Misantla, 
Pue.), insurgente (1812-1817) 

Ruelas, Santiago, subversivo (1809) 

Ruiz, Antonio, insurgente (—1811) 

Ruiz de Chávez, Manuel —cura (Huan- 
go), conspirador (1809) 


Saavedra, Ignacio (Mich.), oficial insur- 
gente (—1812—,) 

Sáenz, Juan (Mich.), líder guerrillero 

Sáinz, Francisco de Paula (Mich.), 
insurgente (—(1815) 

Salazar —capellán (mina La Regina), 
subversivo 

Salcedo, José María, oficial insurgente 
(1811,1812—) 

Salgado, Mariano —cura (Cuahuayu- 
tla), colaborador (—1813—) 

Salto, José Guadalupe —vicario (Tere- 
mendo, Mich), insurgente (—1812) 

Sánchez de la Vega, José María —cura 
(Tlacotepec), oficial a las órdenes 
de Morelos (—1812—) 
San Martín, José —canónigo (Oax.), 
oficial y líder político (1811-1818) 
Sartorio, José Manuel —canónigo 
(Méx.), miembro de Los Guadalupes 
(—1814—) 

Serrano, Miguel (Méx.), subversivo 
(1812) 

Sierra Gorda, conde de— canónigo 
(Mich.), miembro de Los Guadalu- 


pes (—1814—) 
Soria —cura (Etácuaro, Mich.), insur- 
gente 


Soria, Francisco —cura (Xiquipilco), 
colaborador (1811) 

Sota y Cuevas, Juan José de la (Du- 
rango), subversivo 

Subiano, Manuel —vicario (Ajuchi- 
tlán), subversivo (1817) 
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Suiza, José María, insurgente (—1815) 


Tagle, Carlos (Mich.), conspirador (1813) 

Talavera, José Antonio (Oax.), oficial 
insurgente (1811-1817) 

Tapia, Mariano de —vicario (Tlapa), 
oficial a las órdenes de Morelos 

Tarelo, José Rafael, insurgente a las 
órdenes de Rosains 

Tejo, Fernando (Quer.), subversivo 

Ternero, Francisco (Salvatierra), sub- 
versjvo 

Tirado, José Luis —vicario (Tenango), 
insurgente (1810-1812) 

Torayo, Manuel (Méx.), 
(1808) 

Torre, José María (Pue.), líder guerri- 
llero 

Torreblanca, José Pablo —cura (Aca- 
tlán), insurgente (—1818) 

Torres, José Antonio —vicario (Cuitzeo), 
teniente general (1811, 1814—) 

Torres Lloreda, Manuel (Mich.), cons- 
pirador (1809) 

Trujillo, José de Jesús, insurgente 
(—1315) 


subversivo 


Ulloa, Juan Nepomuceno (Jalapa), 
insurgente 

Uraga, Dr. Antonio María —cura (Ma- 
ravatío, Mich.), conspirador 

Uribe (Mich.), oficial insurgente 
(—1815—,) 

Urquijo, Joaquín de —cura (Acayu- 
can), subversivo (1812) 


Valderas, Tiburcio (Méx.), conspirador 
(1811) 

Valdivieso, José —cura (Ocuituco), ca- 
pellán en el ejército de Morelos (1812- 
1814) 

Vázquez, Pedro —cura (Ajuchitlán), 
insurgente (— 1817) 

Vega, José Manuel, insurgente (— 1818) 

Vega, José María de la —cura (Sola, 
Oax.), colaborador (—1811) 
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Velasco, José Mariano —cura (Texca- 
licalco), insurgente (1810) 

Velasco de la Vara, Dr. Francisco Lo- 
renzo —canónigo (Guadalupe), ofi- 
cial y líder político (1512-1817) 

Venegas, Alcario, subversivo (1816) 

Venegas, José María, insurgente (—1817) 

Verdusco, José Sixto —cura (Tusan- 
lla), oficial v líder político (—1817) 

Victoria, Pablo (Guad.), subversivo 
(1814) 

Villanueva, Agustín Mateos de —cura 
(Ixtlahuaca), colaborador (1810) 

Villanueva, Toribio, insurgente 

Villaverde, Pedro Alcántara, espía 
insurgente (— 1814) 


Zambrano, Cristóbal, colaborador (1814) 

Zamudio, José María (Celaya), insur- 
gente (— 1815) 

Zavala, Juan, insurgente a las órdenes 
de Matamoros 

Zavala, Matías —cura (Cutzamala), 
oficial insurgente (—1818) 

Zegui (Mich.), conspirador 

Zempoaltica, Cristóbal, subversivo 

Zimarripa, Fernando (San Luis Polosí), 
insurgente (—1312) 

Zúñiga, Francisco —capellán (mina 
La Valenciana), subversivo 

Zúñiga, José Antonio —cura (Temas- 
caltepec), subversivo (1811) 

Zúniga, Nicolás —cura (Sultepec), co- 
laborador 
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Aguirre, José, subversivo (1814) 

Alcántara, José María —franciscano 
(Méx.), conspirador 

Álvarez, José María (Pachuca), subver- 
sivo (1816) 

Antelo, Francisco —franciscano (Méx.), 
subversivo (1811) 

Aparicio, José —dominico (Oax.), sub- 
versivo (1809) 
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Aparicio, José de San Sebastián —car- 
melita, insurgente (—-1817) 

Arana, Mariano —ltranciscano (Quer.), 
subversivo 

Arellano, José María —mercedanio, ofi- 
cial insurgente (—1813—) 

Arenas, Joaquín, insurgente 

Ayala, Cristóbal, subversivo (1810) 

Ayala, Mariano —San Hipólito Mártir 
(Méx.), conspirador (1811) 


Belaunzarán, José María —dieguino 
(Guan.), subversivo (1815) 

Bernal, Joaquín, capellán en el ejérci- 
to de Morelos 

Bustamante, Agustín —franciscano 
(Méx.), conspirador (1811) 

Bustamante, Pedro —mercedario, in- 
surgente (1811) 


Camargo, Manuel, insurgente 

Cano, José Raimundo —franciscano, 
oficial insurgente (1811—1813) 

Carmona —mercedario, oficial a las 
órdenes de Ravón 

Carranza, Gregorio —dominico, insur- 
gente (— 1813) 

Castro, Juan —agustino (Méx.), cons- 
pirador (1811) 

Cea, Esteban —mercedaio (Pue.), cape- 
llán insurgente (—1815) 
Cervantes, Mariano —franciscano, in- 
surgente a las órdenes de Morelos 
Colosia, Francisco —dieguino (Méx.), 
conspirador (1811) 

Concepción, Gregorio de la —carmeli- 
ta, insurgente (1810—1811) 

Conde Bernardo —franciscano, insur- 
gente (—1811) 

Conejo, Felipe de Jesús —franciscano 
(Guad.), oficial insurgente (—1816), 

Cueva, Agustín —agustino, subversivo 

Cueva, Pedro de la, conspirador 


Chávez, Simón —betlemita, insurgen- 
te a las órdenes de Rayón 
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Dávila, Juan, insurgente (—1814—) 

Delgadillo, Pablo —franciscano (Guad.), 
oficial insurgente (—1811) 

Delgado —franciscano, oficial a las 
órdenes de Verdusco 

Díaz, Tomás, insurgente (—1814) 

Díaz del Castillo, Manuel (Méx.), cons- 
pirador (1811) 

Duen, José Antonio —dieguino (Méx.), 
conspirador (1811) 


Escalante, José María —dieguino (Quer.), 
colaborador (1812) 

Escobar, Mariano —franciscano, sub- 
versivo 

Espíritu Santo, José del, insurgente 
(—1811) | 

Esquerto, José María —agustino, insur- 
gente (—1811—,) 


Farifán, Agustín, insurgente (—1814—) 

Fernández, Manuel —San Hipólito 
Mártir, insurgente (—1813) 

Fernández, Mariano —franciscano 
(Méx.), subversivo (1809) 

Flores, Pascual, capellán insurgente 

Franco, Carlos, insurgente 


Gálvez, Antonio —franciscano, cape- 
llán insurgente 

Gallaga —San Juan de Dios, oficial 
insurgente (1811—) 

Garcés, Ignacio —dieguino (Méx.), sub- 
versivo (1812) 

García, Francisco —franciscano, insur- 


gente 
Gómez, Tomás —mercedario (Méx.), 
subversivo (1812) 


González, Francisco (San Luis Potosí), 
insurgente (1811—,) 

Gutiérrez, Juan, oficial insurgente 
(—1813—) 

Gutiérrez Solano, Manuel —francisca- 
no, oficial a las órdenes de Morelos 
(—1813) 


Hernández, Antonio, insurgente (—1816) 

Hernández, José, insurgente (—-1814) 

Herrera, Luis de —San Juan de Dios, 
oficial insurgente (1810, 1811) 


Ibargoyen —franciscano, oficial insur- 
gente (—1812—) 


Jesús Niño, Felipe de (Méx.), conspí- 
rador (1811) 

Jiménez, insurgente a las órdenes de 
Rosains 

Jiménez, Ignacio —franciscano (Mon- 
terrey), insurgente (—1811) 

Jiménez, Pascual, teniente coronel a 
las órdenes de Morelos 


Ladrón de Guevara, Juan —francis- 
cano (Méx.), conspirador 

Lamano, Manuel, subversivo (1812) 

Landín, Manuel —franciscano, insur- 
gente (— 1816) 

Lechuga, Francisco —agustino (Méx.), 
conspirador (1811) 

Lima, José de —mercedario (San Luis 
Potosí), insurgente (—1813) 

Liñán, Ignacio, oficial insurgente 
(—1813) 

Lozada, Alifrio, insurgente (—1813) 

Lozano, José —mercedario, subversi- 
vo (1813) 

Lugo de Luna, José —franciscano,'in- 
surgente (—1815) 

Luna, Felipe de Jesús —franciscano, 
insurgente (1811) 


Mancilla —franciscano, insurgente 
(1811—,) 

Manjarrez, José —Jdominico (Oax.), co- 
laborador (1810) 

Manrique, Sebastián —franciscano 
(San Luis Potosí), insurgente (—1811) 

Martínez, Agustín (Mich.) conspirador 

Medina, Carlos —franciscano, capellán 
en el ejército de Hidalgo (—1811) 
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Melgarejo, Nicolás —San Hipólito Már- 
tir, oficial insurgente (—1817) 

Méndez, Antonio —franciscano, sub- 
versivo 

Misieres, José —agustino (Méx.), cons- 
pirador (1811) 

Monserrate, José, subversivo 

Monterde, Manuel —franciscano, insur- 
gente (—1818) 

Montero, Juan, insurgente (—1812) 

Mora, José Mariano, insurgente (—-1816) 

Moreisa, Bartolomé —franciscano, sub- 
versivo 

Morenti —agustino, insurgente 

Muro, Miguel —franciscano, subversivo 


Narváez, Manuel —prior agustino (Za- 
catecas), conspirador (1814) 

Negreiros, Vicente —agustino (Méx.), 
conspirador (1814) 


Ocaranza, Manuel —agustino, oficial 
insurgente 

Orcillés, Pedro José —franciscano, ofi- 
cial insurgente (—1819) 

Ornoz, Miguel —franciscano, oficial 
insurgente 

Oroñoz, Luis —franciscano (San Luis 
Potosí), insurgente (—1811) 

Orozco, José Domingo —franciscano, 
insurgente (— 1820) 

Orozco, Manuel —franciscano, insur- 
gente (—1811—) 

Orozco, Mariano (Guad.), colaborador 

Otalegui, Antonio —franciscano, insur- 
gente 

Oviedo, Joaquín —prior mercedario 
(Zacatecas), conspirador (1814) 


Páez, José Ignacio, insurgente (—1812) 

Panes, José —mercedario subversivo 
(1814) 

Parodi, Antonio —franciscano, sub- 
versivo 

Parra, Francisco de la —dominico 
(Guad.), espía insurgente 
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Pedroza, José Antonio —franciscano, 
agente diplomático a las órdenes de 
los insurgentes 

Perea, Ignacio, insurgente 

Pérez, Anselmo —franciscano, colabo- 
rador 

Pérez, Gelasio de Jesús —agustino, 
insurgente (—1810) : 

Pérez Gallardo, José, capellán, insur- 
gente (—1813—) 

Pino, José Mariano —San Juan de Dios 
(Méx.), subversivo 

Pons, Tomás —provincial, dominico 
(Pue.), colaborador 

Porres, José —mercedario, insurgente 
(—1818) 

Pugo, Francisco de (Méx.), conspira- 
dor (1811) 


Quevedo, Manuel —franciscano (Sal. 
vatierra), colaborador (—1813) 

Quintana, José Ignacio (Mich.), sub- 
versivo 


Ramírez, Diego —San Juan de Dios, 
oficial insurgente 

Ramírez Arellano, Ignacio —San Hipó- 
lito Mártir (Méx.), colaborador (1813) 

Ramírez Arellano, Joaquín —merce- 
dario (Méx.), subversivo (1812) 

Ramos, José —franciscano (San Luis 
Potosí), oficial insurgente 

Rascón, Ventura (Mich.), conspirador 

Raso, José —San Hipólito Mártir (Méx.), 
conspirador 

Río, Antonio del —franciscano, colabo- 
rador 

Rivera, Pedro —agustino (Méx.), cons- 
pirador (1811) 

Robles —San Juan de Dios, insurgente 

Robles Francisco —franciscano (Sal- 
tillo), subversivo (1816) 

Rodríguez, José —mercedario (San 
Luis Potosí), insurgente (—1813) 
Rodríguez, Santiago —dominico, insur- 
gente a las órdenes de Garcillita 
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Rosendi, Manuel —agustino (Méx.), 
conspirador (1811) 

Rueda, Alvino (Mich.), subversivo 

Ruiz Miguel —franciscano, capellán 
insurgente 


Saavedra, Laureano —dominico, ge- 
neral brigadier (—1812—) 

Sabinas, Vicente (Méx.), conspirador 
(1811) 

Sáenz de la Santa, Melchor —francis- 
cano, insurgente (1810-1811) 

Salazar, Juan de —franciscano, insur- 
gente (— 1811) 

Salazar, Manuel —San Juan de Dios 
(Méx.), conspirador 

Salinas, Manuel —agustino, insur- 
gente (1812—) 

San Hilarión, José de (Quer.), colabo- 
rador (1812) 

San Salvador, José de —mercedario 
(Méx.), subversivo (1812) 

San Sebastián, José de —capellán 
insurgente (—1813—,) 

Santa María, Vicente de —franciscano 
(Mich.), conspirador (1809) e insur- 
gente (—1813—) 

Santa Teresa, Matías de, subversivo 
(1812) 

Santísima Trinidad, Bernardino de la 
—betlemita (Oax.), subversivo (1810) 

Santoscoy —mercedario (Veracruz), 
subversivo (1811) 

Simiano, Pío —Joctrinero (Río Verde), 
colaborador (1813) 

Soria, Ignacio —agustino (Méx.), cons- 
pirador (1811) 
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Sotomayor, Antonio Gabriel, insur- 
gente (— 1814) 

Suárez, Manuel —agustino (Méx.), 
conspirador (1811) 


Tabaquero, Antonio, oficial insurgente 
(1812) 

Talamantes, Melchor de —mercedario 
(Méx.), subversivo (1808) 

Toledo, Mariano —San Juan de Dios, 
insurgente (—1814) 

Travieso, Vicente —franciscano (Méx.), 
conspirador (1811) 

Troncoso, Francisco —«dominico, insur- 
gente (—1814) 


Vargas, José Antonio —franciscano, 
insurgente (1810-1811) 

Vergara, José —San Hipólito Mártir 
(Méx.), conspirador 

Villagrán, José María, oficial insur- 
gente 

Villaseñor, José Bernardo —*francis- 
cano, capellán insurgente 

Villerías, oficial insurgente (1810- 
1812) 


Zapata —San Juan de Dios (San Luis 
Potosí), insurgente 

Zea, Manuel —mercedario (Méx.), sub- 
versivo 

Zenizo, Francisco —dieguino (Méx.), 
conspirador (1811) 

Zugasti, Manuel —franciscano (Méx.), 
subversivo (1809) 


GLOSARIO DE TÉRMINOS ESPAÑOLES 


Asistente real: representante de la Corona sin voto para las elecciones de superio- 
res regulares, oposiciones para beneficios y concilios privinciales. 

Auditor de guerra: magistrado civil que fungía como consejero legal del virrey o 
el gobernador en casos militares. 

Auxilio real: el apoyo de las autoridades seculares a la ejecución de las senten- 
cias eclesiásticas. E 

Carta acordada: orden emitida por un consejo real (o en ocasiones una audien- 
cia) bajo su propia autoridad, sin la firma real. 

Causa de remoción: juicio para despedir a un beneficiario eclesiástico bajo el 
patronato real. 

Comisario general: superior de varias órdenes religiosas en las Indias (los fran- 
ciscanos y los mercedarios, por ejemplo) por debajo del general, pero con 
autoridad sobre varias provincias, 

Consulado: organización de comerciantes con jurisdicción judicial en ciertos 
casos comerciales. 

Doctrina: curato o parroquia de indígenas. 

Doctrinero: sacerdote a carge de una doctrina. 

Familiares: los laicos al servicio de la Iglesia, como los notarios, alguaciles y 
maestros del coro. 

Fiscal: funcionario legal que representaba a la Corona y tenía a su cargo la tarea 
de aconsejar al Consejo o a la audiencia en la elaboración de leyes y en la 
toma de decisiones judiciales. 

Fiscal de lo civil: fiscal colonial que aconsejaba a la audiencia en las demandas 
civiles y en algunos asuntos administrativos. 

Infidencia: deslealtad o traición. 

Inmunidad local: el privilegio de asilo que se otorgaba a la persona que se refugia- 
ra en una iglesia (en ocasiones válido también para rectorías y monasterios). 
Inmunidad real: las exenciones fiscales y del control secular privilegio de la 

propiedad eclesiástica. 

Juez conservador: un magistrado (usualmente miembro del clero secular) elegi- 
do por una orden religiosa para defender su privilegio e inmunidades. 

Juez de testamentos, capellanías y obras pías: juez diocesano en todas las deman- 
das referentes a la propiedad eclesiástica (a excepción de los diezmos); 
responsable también por la administración de las fundaciones eclesiásticas. 

Juez hacedor: miembro del capítulo de la catedral con jurisdicción sobre la 
recolección y distribución de los diezmos. 
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Mixti fori: dependiente de dos o más fueros o áreas de jurisdicción. 

Pase regio: autorización real para la publicación de una respuesta papal. 

Poder económico: la autoridad inherente al soberano temporal; ejecutiva en tan- 
to que no autoridad judicial ni legislativa. 

Presidio: una base militar fortificada. 

Provisor: magistrado diocesano que ejercía la autoridad judicial ordinaria del 
obispo. 

Real acuerdo: sesión administrativa O legislativa de una audiencia presidida por... 
el virrey o el gobernador. 

Real amparo: escrito real que otorgaba el perdón o reducía una sentencia. 

Real provisión: decreto emitido por una audienca con la fuerza legal de una 
cédula real. 

Recurso de fuerza: apelación extraordinaria al tribunal real para que resarciera 
de un agravio sufrido en un tribunal eclesiástico. 

Recurso de protección: variación del recurso de fuerza con el que se solicitaba la 
protección de cualquier acto agraviante, no necesariamente judicial. 

Regalía: prerrogativa real. 

Respuesta: opinión legal, sinónimo de dictamen. 

Tribunal de la acordada: tribunal real en el distrito de la audiencia de México 
con autoridad para realizar juicios sumarios por delitos cometidos fuera de 
la jurisdicción inmediata de las municipalidades. 

Vicariato: variación del patronato en que el rey español asumía la autoridad 
papal sobre la Iglesia colonial. 
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Ley española: y la ley canónica: 17, 69, 128- 
129; en lo referente al “bien común”, 91; 
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México: arquidiócesis de, juicios civiles 
en la, 156-157; el clero en la, y el colapso 
de la disciplina, 112-113, 115-116; y las 
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